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IX 


INTRODUCCIÓN 


Señala el artículo 16 de la Ley General de la Administración Pú- 
blica: “Artículo 16. 1. En ningún caso podrán dictarse actos con- 
trarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a princi- 
pios elementales de justicia, lógica o conveniencia...” Contrario 
sensu: “En todo caso, podrán dictarse actos conformes a reglas 
unívocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales 
de justicia, lógica o conveniencia” (la negrita no es del original) 


Esta sencilla norma nos hace formularnos la siguiente pregunta: 
¿La Lógica es parte del ordenamiento jurídico? Si en ningún ca- 
so pueden dictarse actos contrarios a la lógica, esto quiere decir 
que en todos los casos pueden dictarse los actos conformes a la ló- 
gica. La palabra clave es “pueden” dado que si se“puede” dictar 
un acto de una manera distinta a la Lógica, las reglas de la lógi- 
ca serían solamente una opción, entre varias opciones. Pero una 
vez, bien pensado el asunto, pareciera que no hay manera de dic- 
tar un acto administrativo que no sea mediante el uso de la Ló- 
gica, dado que si se dicta un acto (administrativo en este caso) 
que no siga la Lógica”, va a ser contrario a la Lógica, y como no 
puede dictarse un acto contrario a la Lógica, debe deducirse que 
ese “puede” se transforma en un “debe”. Así, la norma realmente 
ha de escribirse así: “En todos los casos deberán dictarse los ac- 
tos conforme a la Lógica”, porque si no se dictan conforme a la 
Lógica, están en contra de la Lógica. 


De igual manera, el artículo 142 del Código Procesal Penal seña- 
la que: “Las sentencias y los autos contendrán una fundamenta- 
ción clara y precisa. En ella expresarán los razonamientos de 
hecho y de derecho en que se basan las decisiones, así como la 
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indicación del valor otorgado a los medios de prueba. La simple 
relación de las pruebas o la mención de los requerimientos de las 
partes no reemplazará, en ningún caso, la fundamentación. Será 
insuficiente cuando se utilicen formularios, afirmaciones dogmá- 
ticas, frases rutinarias, la simple descripción de los hechos o la 
sola mención de los elementos de prueba. No existe fundamenta- 
ción cuando se haya inobservado las reglas de la sana crítica, con 
respecto a medios o elementos probatorios de valor decisivo. Los 
autos y las sentencias sin fundamentación serán ineficaces.? 


Estos artículos nos hacen clara referencia de la obligación de uti- 
lizar la Lógica en la redacción de actos administrativos o senten- 
cias judiciales. Pero, ahora bien, viene la pregunta clave: ¿Qué es 
la Lógica? Seguramente lo saben los filósofos, luego los matemá.- 
ticos, y posterior y propiamente dicho, los lógicos. Ellos pueden 
brindar toda una serie de reglas, axiomas, deducciones válidas o 
inválidas por las cuales podamos obtener conclusiones lógicas y 
rechazar las ilógicas. Pero, en el campo jurídico, son muy pocas 
las personas que realmente se dedican a estos temas. Pues a pe- 
sar de todo, el ordenamiento así lo exige, y así debería de apren- 
derse por parte de los abogados, jueces, litigantes o asesores, co- 
mo si fuera una materia propia del plan de estudios de la carre- 
ra de Derecho, como lo es el Derecho Penal, Civil, Comercial, 
Agrario, Constitucional, etc., máxime si son contenidos regulado- 
- res de los actos administrativos, de las sentencias judiciales y de- 
más actos jurídicos.? 


Pero, obviamente, las dudas van un poco más allá para hacerse 
la siguiente pregunta: si bien la Lógica debe aplicarse con y en el 
Derecho, ¿puede realmente aplicarse? ¿O puede prescindirse de 
ella y aún así seguir ejerciendo Derecho? Lamentablemente, la 
respuesta pareciera ser que sí. Hay sectores del campo jurídico 
que evidentemente prescinden del uso de la Lógica, hay otros 
sectores que no. Por ello, en un primer acercamiento al tema, es 
muy dificil escribir un libro sobre Lógica jurídica. Porque este es 


1 Artículo 142 Código Procesal Penal 


2 Véase también artículo 160 de la Ley General de la Administración 
Pública: “Artículo 160. El acto discrecional será inválido, además, 
cuando viole reglas elementales de lógica, de justicia o de convenien- 
cia, según lo indiquen las circunstancias del cada caso.” 
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un libro que trata de explicar la manera cómo debe trabajarse ló- 
gicamente con las normas jurídicas, no trata de explicar cómo 
realmente se trabaja con ellas. Ese libro no es un estudio empí- 
rico de los aciertos o los errores lógicos de los abogados. Es un es- 
tudio normativo, un manual que pretende explicar cómo debe- 
rían utilizarse las normas jurídicas para obtener resultados ló- 
gicos. No explica como es, en realidad, la labor jurídica, sino que 
señala como debe ser esa labor. 


La Lógica es sencillamente un conjunto de reglas, un conjunto de 
oraciones, palabras, manchas de tinta en un papel, objetos iner- 
tes que no determinan las decisiones jurídicas. El hecho de que 
puedan existir decisiones jurídicas lógicas e ilógicas, así como 
hay decisiones jurídicas buenas o malas, correctas o incorrectas, 
justas o injustas, obedece, sobre manera, al hecho de que la Ló- 
gica, ni ningún otro campo conceptual del conocimiento hace las 
decisiones jurídicas. Ellas son producto de otros factores, de vo- 
luntades personales, de las acciones de las personas. Las pala- 
bras son objetos sin voluntad. Las palabras y las acciones son dos 
“entes” completamente distintos. Las palabras son objetos, las 
acciones son movimientos, conductas físicas. Los objetos no con- 
forman ni componen y son parte de las acciones. Las palabras 
pueden motivar nuestras acciones, pero ellas —las palabras ni 
las motivaciones- no son ni hacen decisiones. No son elementos 
de la decisión. 


Los elementos de la decisión son otros muy distintos y muy va- 
riados: las emociones, los gustos, los valores, las experiencias pa- 
sadas, los temores, las conveniencias, los intereses, los fines, los 
humores, las recompensas, las promesas, las ventajas, etc. No 
son las palabras. La Lógica no es parte siquiera necesaria de al- 
guna decisión. La utilidad de las palabras, primeramente, es a 
un nivel distinto. Primero es a un nivel cognoscitivo, no volitivo. 
La Lógica jurídica como área del conocimiento puede brindar re- 
comendaciones de elaboración, construcción, redacción de estruc- 
turas lógicas, pero no brinda las decisiones que deben o pueden 
tomar en un caso determinado. Con la Lógica se puede mostrar 
algunos tipos de soluciones o conclusiones, pero no señala cuál es 
la decisión correcta o incorrecta, porque la Lógica es un “objeto”, 

un instrumento, y como tal, no obliga a las personas no tiene in- 
- tenciones ni finalidades. 
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Como bien explica Shakespeare: 


“Hamlet: Hablando en confianza, ¿por qué me sigues, 
olfateándome siempre, como si quisieras ten- 
derme una celada? 

Guildenstern: ¡Oh!, Alteza, si mis preguntas pueden parecer 
abruptas es porque mi cariño hacia vos me 
hace ser descortés. 

Hamlet: No entiendo bien eso. ¿Quieres tocar esta 
flauta? 

Guildenstern: Señor, no puedo. 

Hamlet: Te lo ruego. 

Guildenstern: Creedme que no puedo. 

Hamlet: Te lo suplico. 

Guildenstern: Creedme que no puedo. 

Hamlet: Te lo imploro. 

Guildenstern: No sé tocar ni una nota, Señor. 

Hamlet: Es tan fácil como mentir. Regula estas aber- 
turas con los dedos, ésta con el pulgar, sopla, 
y emitirá la música más conmovedora. Mira, 
estas son las llaves. 

Guildenstern: Pero no puedo arrancarles ninguna armonía; 
no tengo esa habilidad. 

Hamlet: ¡Pues mira en qué cosa me conviertes! Quie- 


res tañerme, aparentar que conoces mis lla- 
ves arrancarme el corazón de mi secreto y ha- 
cerme dar desde la nota más baja a la más al- 
ta de mi registro, y habiendo tanto música y 
timbre tan excelente en este pequeño instru- 
mento, no puedes sin embargo hacerlo cantar. 
¡Por la Sangre! ¿Crees que es más fácil to- 
carme a mí que a una flauta? Considéra- 
me el instrumento que quieras, pero por más 
que me manosees no me harás cantar.” (ne- 
grita no es del original). 


3 SHAKESPEARE (William), Hamlet, San José, Editorial de la Uni- 
versidad de Costa Rica, Primera edición de 1993, Acto Tercero, Esce- 
na Segunda (Traducción de Joaquín Gutiérrez). 
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Singular y ejemplar es este texto justamente para ejemplificar 
que no es posible considerar que mediante recetas, métodos, teo- 
rías o sistemas, vayamos a obtener el resultado de manejar o ma- 
nipular al ser humano, sea para producir resultados lógicos o de 
cualquier otra indole, ello porque, simplemente, los seres huma- 
nos no son cosas. 


De igual manera, aunque el conocimiento lógico pueda brindar 
información a la persona y así saber y eventualmente fundamen- 
tar mejor (o menos peor) sus decisiones, tal conocimiento, mu- 
chas veces ni siquiera es necesario para motivar las decisiones, 
dado que puede existir una decisión sin ese conocimiento lógico, 
sea por la razón que fuere (conveniencia, gusto, compromiso mo- 
ral, político, etc.). 


Aunado al punto anterior, se vierte otra advertencia previa y es el 
hecho de que la utilización de la Lógica en el Derecho, en su ma- 
yor medida, tiene una función persuasiva. Cualquiera podría pen- 
sar que en realidad eso no es así, dado que la Lógica estipula las 
“leyes del pensamiento”, ya que lo que es ilógico nadie lo sigue. 
Desgraciadamente, eso tampoco es tan cierto. A veces las decisio- 
nes ilógicas, contradictorias, incoherentes no se ven a simple vista . 
y pasan por válidas y correctas. El pensamiento no siempre es ló- 
gico. Hay pensamiento también ilógico, y la mayor parte del pen- 
samiento es siempre un camino de errores y aciertos, donde el 
error, como en el fútbol, también tiene “validez” y juega. La Lógi- 
ca es un instrumento mental muy importante y absolutamente 
esencial en los campos del conocimiento donde el error no juega, 
donde el error no tiene cabida, ni se le puede dar validez, donde el 
error, no afecta ni mucho menos CREA su objeto. En el Derecho, el 
error puede tener validez como una opción de verdad jurídica si se 
decide imponer una voluntad; aquí la Lógica es simplemente apa- 
riencia. Apariencia de “correcto”, de aplicación “racional” de la ley. 


Por eso es difícil escribir un libro de Lógica Jurídica. Si la Lógi- 
ca no determina las decisiones jurídicas, si acaso brindara una 
información que no es indispensable y si además su uso real es 
prácticamente retórico y persuasivo en el Derecho, ¿para qué es- 
cribir un libro que se denomina “Lógica Jurídica”? ¿Para fomen- 
tar su uso retórico? La verdad, ello sería deshonesto y además 
inútil, dado que las destrezas lógicas requieren más esfuerzo 
mental del que se emplearía normalmente para lograr esas per- 
suasiones fácilmente buscadas, lo cual volvería dicho libro en un 
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medio muy impráctico y hasta poco idóneo para convencer. Por 
demás, pocos entenderían y se dejarían llevar por su uso, lo cual 
lo vuelve un instrumento torpe e inútil para ese fin. Lo que no 
haría viable tal opción.* 


El verdadero interés que tengo al escribir un libro sobre Lógica 
en el campo jurídico es un interés y un intento de demostración 
de que no todo lo anteriormente dicho es tan malo como parece. 
De igual manera, como ya previne al lector de que no “todo es tan 
bueno como se creía”, tampoco es correcto afirmar que “todo es 
tan malo como parece”. Tal constatación y valoración de la utili- 
dad y eventual eficacia que puede tener un estudio lógico en el 
Derecho, seria y honestamente hablando debe llevarla a cabo ca- 
da persona individualmente, con la prueba a la vista. S1 conside- 
ra que hay reglas que se aplican en el campo jurídico, que sea us- 
ted quien verifique, y si no, pues también corroborarlo. 


La Lógica utilizada en Derecho tiene sus ventajas como sus des- 
ventajas. Todas ellas limitadas obviamente al contexto de aplica- 
ción descrito anteriormente. La Lógica en el Derecho no hace de- 
cisiones. Más aún, la posibilidad de decidir contradictoriamente 
es una opción válida en el Derecho. Pero cuando se quiere jugar 
el juego de la Lógica, esta tiene sus propias reglas de uso. De 
igual manera, se quiere aprovechar la ocasión para tratar de dis- 
minuir y hasta poder eliminar esa falsa noción que se tiene de la 
formación lógica de las decisiones. Lo “lógico” está en otra parte 
y es esa parte la que hay que ver para distinguir claramente qué 
se puede hacer y qué no se puede hacer. 


Así, concretamente, con este libro se quiere dar una idea clara, 
precisa y detallada de la serie de reglas que el lector puede tener 
a su disposición para jugar el juego de la Lógica en el campo ju- 
rídico. Como todo manual, ellas son solo un plan, no son el juego 
como tal. Como se ha reiterado, se vuelve a indicar: tales reglas 
no forman decisiones. La decisión la hace la persona. 


4 Hay algo curioso, la publicación de ese libro y la compra por parte del 
lector es vivo ejemplo de la influencia persuasiva que tienen las pala- 
bras “Lógica” y “Jurídica” juntas. 
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La Lógica jurídica es aquella disciplina que reúne más o menos 
un conjunto determinado o determinable de reglas para combi- 
nar oraciones de modo no contradictorio en el campo jurídico. Así, 
esta disciplina que puede ser aplicada para: 


e — Redactar y analizar normas jurídicas. 


* Ofrecer soluciones jurídicas que se pueden tomar como deci- 
siones jurídicas. 


+ La descripción, análisis y fundamentación de las discusiones 
acerca de las normas jurídicas: Doctrina jurídica. 


Pero tal definición, como toda definición, es omisa en muchos 
sentidos. Uno de ellos, es el hecho de que actualmente no hay 
una única Lógica, sino una serie de innumerables tipos de Lógi- 
cas, como la Lógica estándar, Lógicas no-estándar, la Lógica de 
las normas, la Lógica deóntica, la Lógica trivalente, La Lógica 
polivalente, la Lógica intensional, la Lógica difusa, etc. 


Este libro no es una reseña de los diversos tipos de Lógicas. Es- 
te libro reseña solamente lo que podría catalogarse como los Fun- 
damentos de la denominada Lógica estándar, esto es sobre uso 
regular de ciertas combinaciones de palabras, las cuales cuando 
se usan de esa manera, se les atribuye el calificativo de lógicas, 
y cuando no se usan de esa manera, se dice que es ilógico. 


La labor jurídica, entendida como las actividades (y los resultados 
de estas actividades) desempeñadas por los abogados, es en ma- 
yor medida, la construcción, uso y combinación de un lenguaje es- 
pecial. Con ello no se quiere decir que sea un lenguaje siempre es- 
pecializado y técnico; puede serlo pero que él sea utilizado con la 
seguridad y precisión que asegura un lenguaje de este tipo, es 
otra discusión. Por ahora lo que se plantea con este trabajo es in- 
dicar algunas pautas que se pueden seguir (no quiero decir que se 
sigan siempre) para construir definiciones de conceptos jurídicos, 
interpretar normas jurídicas, y combinar expresiones jurídicas 
para armas razonamientos jurídicos de modo lógico. 


Las normas jurídicas en su mayoría están escritas con palabras, 
y si no están escritas, se pueden expresar por medio de palabras. 
Dichas palabras tienen que interpretarse como requerimiento 
mínimo para su comprensión, como sucede con cualquier texto 
(sea legal o no). Esta actividad se denomina “interpretar”, y su 
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resultado es la “interpretación”. También, con dichas palabras, 
se pueden construir razonamientos, y esto sucede cuando se 
combinan dichas palabras o expresiones. Ya no solamente se in- 
terpreta una norma, sino que también se le “mezcla” con otras 
palabras para obtener una combinación, que se desearía, en la 
mayoría de los casos, que no sea contradictoria. Esta otra activi- 
dad se denomina “razonar”, y su resultado es el “razonamiento”. 


Como las actividades (y sus resultados) se realizan con palabras 
que se encuentran en unos documentos llamados textos jurídicos 
(como. lo son la Constitución Política, tratados internacionales, 
leyes, decretos, decretos-acuerdos, decretos-reglamentos, decre- 
to-resoluciones, etc., y son efectuados por personas especialmen- 
te determinadas para ello (abogados, jueces, funcionarios públi- 
cos, árbitros, notarios), mediante formalidades especificas en ca- 
da caso (escritos de autenticaciones, sentencias, autos, providen- 
clas, actos administrativos, laudos, escrituras, certificaciones, 
actas notariales), es que tal interpretación o tal razonamiento se 
denomina jurídico. 


Por ende, este trabajo solamente, pretende mostrar una de las 
formas por medio de las cuales se pueden obtener interpretacio- 
nes y razonamientos no contradictorios, y con un mayor esfuer- 
zo, interpretaciones lógicas y razonamientos lógicos, enseñando 
cuando se presentan interpretaciones ilógicas y razonamientos 
ilógicos. Ello no quiere decir que los primeros instrumentos (los 
lógicos) sean los únicos que se apliquen en el campo jurídico. No, 
eso no. También la práctica nos ha demostrado que violentándo- 
se reglas básicas de la Lógica se dan soluciones a los conflictos ju- 
rídicos, pero tales decisiones a la luz de la Lógica son claramen- 
te improcedentes, pero fácticamente posibles, como cuando el 
descuido, el error, la ignorancia, la mala fe o la corrupción entran 
en juego para definir soluciones a los problemas. 


Este libro no apoya las últimas prácticas indicadas, sino, todo lo 
contrario, pero también hay que advertir al lector que tales 
apuntes no son, ni pretenden ir contra la realidad, una realidad 
que puede construirse de mejor manera, si se observan reglas 
elementales del pensamiento humano como la regla de no-con- 
tradicción. 


El libro se divide en dos títulos. En el primero de ellos se reseña 
lo que se entiende por Lógica jurídica y como tradicionalmente se 
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podría construir el razonamiento jurídico. El título segundo se 
refiere a la utilización de la Lógica en y con las normas jurídicas 
y su utilidad para la construcción de sistemas jurídicos. 


Al finalizar el estudio del presente libro el lector será capaz de: 
* Definir qué no es Lógica jurídica. 


* Definir qué es Lógica jurídica. 

: Establecer las características de la Lógica jurídica. 

* — Indicar el principio básico de la Lógica jurídica. 

* Establecer las divisiones de la Lógica jurídica. 

* Definir qué es un conectador lógico. 

° — Distinguir y usar los diversos tipos de conectadores lógicos. 


* Explicar y aplicar las reglas básicas de los conectadores 
lógicos. 


° — Definir qué es un cuantificador lógico. 

* Distinguir y usar los diversos tipos de cuantificadores lógicos. 

* Explicar las reglas básicas del Cálculo de cuantificadores. 

e Definir qué es una norma y una metanorma. 

° Definir qué es una regularidad jurídica y una irregularidad 
jurídica. | 

° Establecer cuándo una norma es lógicamente regular y lógi- 
camente irregular. 
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Título Primero: 
La Lógica jurídica y el razonamiento 
jurídico tradicional 


Capítulo Primero: 
La Lógica jurídica 


El siguiente capítulo se divide en dos secciones. En la 
primera se efectúa una distinción elemental sobre lo que es 
y lo que no es Lógica jurídica. En la sección segunda 
distingue las características básicas de la Lógica jurídica. 


Objetivos específicos 


Al finalizar el estudio del presente capítulo, el lector será 


capaz de: 

1 Definir que no es Lógica jurídica 

2. Definir que es Lógica jurídica 

3. Establecer las características de la Lógica jurídica 
4 Indicar el principio básico de la Lógica jurídica 

5 Establecer las divisiones de la Lógica jurídica 


Vocabulario básico 


Teoría: conjunto de conocimientos ordenados de modo 
sistemático y coherente. 

Descriptivo: Dícese de las explicaciones que describen el 
“es” en la realidad. 

Normativo: Dícese de las explicaciones que prescriben el 


“deber ser” en la realidad. 


Lenguaje-objeto: Lenguaje que se usa para referirse a 
“algo” real o imaginario. 

_Meta-lenguaje: Lenguaje que usa para referirse o 
mencionar otro lenguaje. 
Razonamiento: conjunto de signos conectados entre sí. 
Lógica: Teoría normativa del razonamiento. 
Razonamiento jurídico: conjunto de signos jurídicos 
conectados entre sí. 
Lógica jurídica: Teoría normativa del razonamiento 
Jurídico. 


Sección Primera: 
Qué no es Lógica jurídica 


Este estudio parte del hecho de que las valoraciones “ló- 
gicas” o “ilógicas” de un conjunto de opiniones, creencias 
o conocimientos son relevantes para las personas. Esto 
quiere decir que le vamos a ahorrar al lector las páginas 
introductorias que intentan explicar la importancia de 
las consideraciones lógicas o ilógicas para las personas en 
la vida práctica, y pasaremos de inmediato a la descrip- 
ción de cuáles son esas operaciones o “movimientos men- 
tales” necesarios para crear conclusiones lógicas y detec- 
tar las ilógicas. Más breve: procederemos a indicar cuán- 
do podría ser lógica o ilógica una opinión, una valoración 
o un conocimiento determinado en el campo juridico. Pa- 
ra ello es menester explicar previamente qué se entiende, 
en este libro por Lógica jurídica, pero aún más necesario 
es tratar de explicar qué no es Lógica jurídica. 


A) La Lógica jurídica no tiene por objeto de 
estudio a la Lógica jurídica misma 


En todo estudio teórico, es absolutamente obligatorio dis- 
tinguir y diferenciar claramente cuál es el objeto de es- 
tudio de ese campo del conocimiento, de los conoci- 
mientos que se obtienen de ese objeto. Esta distinción 
suele muchas veces perderse de vista y, así, por ejemplo, 


se tiende a confundir uno con otro, lo cual es incorrecto y, 
por demás falso. Por ejemplo, no es lo mismo la comida 
como objeto real, que los conocimientos que se obtie- 
nen de estudio de dicha comida, que bien podemos agru- 
par bajo el nombre de nutrición. La primera, la comida, 
es un objeto real, físicamente existente, que existe fuera 
de nuestro cerebro, y que sirve para nutrir el cuerpo. La 
segunda, la nutrición, es un objeto que existe solamente 
dentro de nuestro cerebro, no existe fuera de él, y no se 
ingiere ni nutre fisiológicamente al cuerpo. 


La nutrición es el conjunto de conocimientos resultantes 
de la observación, del análisis, de la cuantificación y cua- 
lificación de la comida, no es la comida misma. La comi- 
da es un objeto real. La Nutrición, por otro lado, es un 
conjunto de signos, oraciones, palabras? que se utilizan 
para describir la comida; un conjunto de palabras orde- 
nado sistemática, rigurosa y coherentemente para descri- 
bir y valorar una determinada comida. 


Objeto ideal, construcción 
conceptual 


De igual manera sucede con la Lógica jurídica. La Lógica 
jurídica es un conjunto de conocimientos relativos a un 
objeto de estudio que es un fenómeno real que se puede 
construir y se denomina “razonamiento jurídico”. No se 


Nutrición 


5 Se utilizará en este trabajo la palabra “palabra” como sinónimo de 
“signo”, para evitar el grado de abstracción y ambigúedad, que pre- 
senta dicho vocablo -signo-, aunque sea bien sabido que en los estu- 
dios especializados de los signos, tal vocablo tiene un contenido se- 
mántico bien definido. Pero, lamentablemente, el auditorio al cual 
se dirige este libro, usualmente desconoce tales usos técnicos. Moti- 
vo por el cual, ruego disculpar la falta de precisión conceptual, ya 
que va en incremento de las posibilidades expositivas del tema. 


debe confundir la Lógica jurídica con el objeto de estudio 
de la Lógica jurídica, que es el razonamiento jurídico, ya 
que son cuestiones completamente distintas. 


Objeto ideal, construcción 
conceptual 


Lógica 
jurídica 


Razonamiento 


Jurídico Objeto real 


Ahora bien, ¿qué es un razonamiento jurídico? Para efec- 
tos de nuestro trabajo, se conceptualizará la palabra “ra- 
zonamiento jurídico” como el resultado de una combina- 
ción de palabras, de signos, una construcción mental. 
Pero el hecho de que un “razonamiento jurídico” sea tam- 
bién una construcción conceptual, no nos autoriza a con- 
fundirlo con otra construcción conceptual que la estudia, 
que es la Lógica jurídica. Es decir, en este caso, el razo- 
namiento jurídico es una serie de palabras, que son estu- 
diadas por los lógicos y estos plasman sus resultados en 
otra serie de palabras (distintas al razonamiento), que se 
denomina Lógica jurídica. Así la Lógica jurídica es un 
lenguaje que se superpone sobre el primer lenguaje que 
es un razonamiento jurídico, por eso la Lógica jurídica es 
un meta-lenguaje. Un razonamiento jurídico es un len- 
guaje que es objeto de otro lenguaje: la Lógica jurídica. 


El razonamiento "Todas las leyes son 
normas jurídicas, el Código Penal es 
una ley, por ente, el Código Penal es 
una norma jurídica", es un razona- 
miento válido. 


Lógica 


jurídica 


Si todas las leyes son normas jurídi- 

Razonamiento cas, y el Código Penal es una ley, por 

Jurídico ente el Código Penal es una norma 
jurídica 


Un razonamiento jurídico es el resultado de una serie 
procesos mentales reales que acontecen en el cerebro de 
alguna persona. Pero tales procesos mentales no los es- 
tudia la Lógica jurídica. Esto nos lleva a una segunda 
distinción. 


B) La Lógica jurídica no describe un 
razonamiento jurídico 


El estudio de un objeto determinado (una acción o el re- 
sultado de una acción) puede ser llevado a cabo de dos 
modos: describiéndolo y normándolo. Así, continuando 
con nuestro ejemplo: son ámbitos muy distintos el estu- 
dio de una comida, sea investigando sus componentes nu- 
tritivos o no, distinto a la forma de cómo hacer dicha co- 
mida -lo que se dice comúnmente como tener la receta-. 
La primera forma es simplemente hacer un recuento de 
las observaciones llevadas a cabo en ese objeto sin pre- 
tender efectuar modificación alguna sobre él (así se ave- 
rigua cuántas proteínas, carbohidratos, grasas, etc., se 
observó que tenía la comida), salvo que se deseen realizar 
nuevas observaciones, pero sin la finalidad de establecer 
algún tipo de patrón específico prediseñado, ninguna re- 
ceta para la comida. 


El segundo modo, el normativo, no observa la acción o al 
objeto, sino que pretende que se realice de una manera 
determinada; es decir, se quiere imponerle a la acción o 
al objeto, una forma específica de realizarse o composi- 
ción o estructura única, o alguna finalidad concreta que 
se desea que se cumpla con ese tipo de ejecución de la ac- 
ción, o composición o estructura del objeto. 


Así, la descripción de un razonamiento jurídico con base 
en la recolección de datos obtenidos empíricamente, no 
es llevada a cabo por la Lógica jurídica. La Lógica jurídi- 
ca no lleva a cabo un recuento cuantitativo o cualitativo 
de los razonamientos jurídicos. No observa sus compo- 
nentes y trata de generalizar cuáles de ellos están 


presentes y cuáles no. Tales actividades son efectuadas 
por científicos, como los psicólogos o científicos de las 
ciencias cognoscitivas, quienes se desempeñan en las 
ciencias del razonamiento. Estas disciplinas no intentan 
establecer reglas de regulación de esta conducta, simple- 
mente describen dichos procesos mentales y tratan de 
descubrir algún tipo de conducta regular o regularidad, 
para plantear por inducción posibles patrones o leyes del 
razonamiento. | 


C) La Lógica jurídica regula un 
razonamiento jurídico 


La Lógica jurídica no describe los razonamientos jurídi- 
cos, sino que pretende que se construyan de una manera 
determinada; es decir, quiere imponerles una (o varias) 
forma específica de estructurarse, y ordena las maneras 
convenientes y concretas por las cuales no debe cons- 
truirse o estructurarse un razonamiento jurídico, dada 
una finalidad concreta que se pretende alcanzar, que es 
la de servir de instrumentos válidos y eficaces para obte- 
ner conocimiento (por lo menos no contradictorio); finali- 
dad que se pretende cumplir con ese tipo de composición 
o estructura del objeto. 


La Lógica jurídica es la teoría (normativa) del razona- 
miento jurídico. No es la ciencia del razonamiento. Como 
teoría es un estudio normativo del razonamiento jurídico. 
No un estudio descriptivo de dicho razonamiento. Esto 
quiere decir que la Lógica jurídica lo que hace es estipu- 
lar las reglas por medio de las cuales se tiene que cons- 
truir un razonamiento jurídico válido. 


Si se define el razonamiento jurídico como la combinación 
de signos jurídicos que estén directamente relacionados 
con dicho proceso, la Lógica jurídica es el estudio de la 
combinación de palabras jurídicas (abarcando tanto las 
normas jurídicas como los enunciados relativos a los he- 
chos de un caso y su solución). 


Así, la Lógica jurídica tiene que estipular: ¿Qué elemen- 
tos son los que se combinan?, ¿cómo o de qué manera se 
combinan?, ¿de qué manera o maneras no se combinarán? 


Cada una de las respuestas a estas preguntas identifica 
cada uno de los elementos de la combinación de palabras 
jurídicas, que se pueden reseñar de esta manera: 


1. ¿Qué elementos son los que se combinan? 
Respuesta: Los elementos por combinar: las palabras. 
2. ¿Cómo o de qué manera se combinan? 


Respuesta: Por medio de otros elementos que unan o 
combinen dichas palabras: los combinadores, conecto- 


res, conectivas, yuntores O conectadores. 


3. ¿De qué manera o maneras no se combinarán las 
palabras? 


Respuesta: Mediante las reglas que indiquen la com- 
binación correcta y las combinaciones incorrectas de 
las palabras por medio de los conectadores. Así, tal 
combinación se rige por reglas de combinación que re- 
gulan tanto: 


* Las palabras 
: Los conectadores 


6 — En este libro se usará preferentemente la expresión “conectador”, 
por ser el único vocablo castizo que registra el lenguaje, y las de- 
más tienden a ser productos artificiosos o no autorizados en el 
lenguaje. 


Sección Segunda: 
Qué es la Lógica jurídica 


- A) Estudio normativo del razonamiento jurídico 


Como teoría y no como ciencia, es una propuesta norma- 
tiva de la combinación de signos, ello por cuanto no se de- 
dica a describir el razonamiento, sino que lo regula. 


B) Estudia los vínculos o conexiones entre signos: 
no interpreta, no integra 


La Lógica jurídica es la teoría normativa que regula la 
combinación de signos. Signos jurídicos que deben estar 
ya debidamente interpretados o integrados. Por tal moti- 
vo, la Lógica jurídica no es interpretación ni integración 
de signos jurídicos, es un proceso distinto: es la combina- 
ción de signos. 


C) Establece reglas de combinación de signos 


Como proceso de combinación de signos, tal combinación 
tiene que ser efectuada por vínculos que combinen tales 
signos jurídicos; y además reglas de uso de tales vínculos 
para que dicha combinación se ejecute de un modo del cual 
se obtenga un razonamiento jurídico con conclusiones ver- 
daderas, y sea también considerado “válido”, legítimo o 
adecuado, para obtener conocimiento cierto e indubitable. 


D) La Lógica jurídica es una especie de 
“sramática” del lenguaje 


Así la Lógica jurídica aparece definida como una especie 
de la gramática general del lenguaje. La Lógica jurídica 
es el estudio que indica las reglas por medio de las cuales 
se va a utilizar (correcta e incorrectamente) un conjunto 
determinado de palabras, por medio de conexiones con- 
- Ccretas entre ellas. 


Se define como una gramática del lenguaje, lo cual no le 
quita ni una pizca de su cientificidad o seriedad intelec- 
tual, dado que es un conjunto de conocimientos que defi- 
ne las reglas de juego, tanto en su manera y en la estruc- 
tura del razonamiento jurídico. (Quien no conoce las reglas 
de juego, no puede jugar con este ámbito lingüístico. 


Ello no quiere decir que este sea el único “juego del len- 
guaje” que se tenga que jugar en la práctica real del De- 
recho, solo que es uno de ellos. 


Adenda: Precisiones conceptuales 


1) La Lógica jurídica no estudia Los procesos psicoló- 
gicos, sino el resultado de estos procesos psicológicos: 
el razonamiento jurídico 


El objeto de estudio de la Lógica jurídica son los razona- 
mientos jurídicos. Esto quiere decir que los procesos men- 
tales -procesos psicológicos- necesarios para crear un ra- 
zonamiento jurídico no son objeto de estudio de la Lógi- 
ca jurídica. 


Esta situación se da por otra sencilla distinción. Con otro 
sencillo ejemplo: no es lo mismo cocinar que comida. La 
primera -cocinar- es una serie de acciones que ejecutan 
las personas para obtener la segunda —comida-. La comi- 
da no es una serie de acciones, es el resultado de esas 
acciones. La comida es un objeto físico, no es una conduc- 
ta, no tiene fines, es solamente un agregado de átomos y 
moléculas surgidos a causas de la acción de cocinar. Coci- 
nar no es un agregado de átomos y moléculas, es una con- 
ducta de una persona. 


De igual manera, la distinción sirve para aplicarse en el ca- 
so del objeto de la Lógica jurídica. Los procesos mentales 
necesarios para crear un razonamiento, son distintos del 
resultado de esos procesos. Un razonamiento jurídico es el 


resultado de un proceso psicológico; un razonamiento no 
es ese proceso psicológico. Un razonamiento jurídico no 
es una serie de “movimientos mentales”, sino que es el 
resultado de esa serie de acciones mentales. No hay que 
confundir la causa de un razonamiento jurídico - lo que se 
denomina razonar - con el resultado - que se denomina 
razonamiento jurídico-. Tales procesos psicológicos” 
son estudiados por la Psicología, no por la Lógica jurídi- 
ca. Un “razonamiento jurídico” es la combinación de sig- 
nificados o contenidos mentales, producto de un proceso 
mental denominado “razonar”. 


El primero lo estudia la Lógica jurídica, el segundo no. 


Serie de vínculos neuronales efectua- 
da en el cerebro. 


Procesos mentales 
Razonar 
jurídicamente 


No existen ni pueden existir fuera 
del cerebro 


Resultado de los procesos mentales 
Razonamiento alojada en el cerebro que pueden 


Jurídico expresarse físicamente (modo escrito 
u oral) 


La ejecución de este proceso mental por parte de las per- 
sonas, por medio de movimientos, conductas, actos reales 


7 Ahora bien, cómo es el proceso mental de elaboración de un razo- 
namiento, fuera de las apreciaciones neurológicas o fisiológicas, es 
la acción mental de combinar una serie de significados o conteni- 
dos mentales con otros contenidos mentales para obtener otros con- 
tenidos mentales. Esto sucede por la sencilla razón que en el cere- 
bro solamente se crean y re-crean significados y no cosas u objetos 
materiales. En nuestra mente no está el objeto denominado “casa”, 
sino solamente la idea o el significado de esa palabra. Ni siquiera 
podría estar presente la expresión “casa” dado que es un poco de 
tinta en un papel; es decir, un objeto físico. Si estuviera tal expre- 
sión allí, causaría alguna lesión cerebral. Conducta lógica es aque- 
lla serie de acciones que puede realizar una persona (entre muchas 
otras conductas) para obtener conocimiento. 


10 


es lo que se denomina acción lógica. La cual puede ser 
empíricamente verificable y observable por otras perso- 
nas. Lo que nos lleva a la tercera distinción, que se expli- 
ca a continuación. 


11) La Lógica jurídica no estudia la ejecución de las con- 
ductas reales de las personas, ni la adecuación de al- 
guna conducta real (pragmática) con el razonamiento 
jurídico (semántica) 


Una acción es un movimiento o conducta o una serie de 
movimientos reales, usualmente movimientos corporales 
o físicos que son efectuados en un tiempo dado y en un lu- 
gar determinado, siguiendo un programa de conducta o 
proyecto de acción. Una conducta no es un pensamiento. 
Una conducta se planea en la cabeza, pero se lleva a ca- 
bo fuera de ella. Un pensamiento se efectúa dentro de la 
cabeza y no tiene existencia fuera de ella. 


Así una acción lógico-jurídica es un movimiento o una se- 
rie de conductas reales, que son efectuados en un tiempo 
dado y en un lugar determinado, siguiendo como patrón 
o guía un razonamiento jurídico o el resultado de dicho 
razonamiento jurídico. Una acción lógica no es un razo- 
namiento juridico. Una acción lógica-jurídica no es una 
combinación semántica de palabras. Una acción lógico- 
jurídica es la ejecución física de conductas guiadas por los 
razonamientos jurídicos o que pretenden alcanzar los re- 
sultados lógicos. Una conducta lógico-jurídica no es un 
pensamiento. Más breve: una cosa es hablar y pensar en 
la cabeza (razonamiento jurídico) y otra es hacer u obrar 
en la realidad (conducta lógico-jurídica) 


Por tal distinción no se piense que con solamente razo- 
nar u obtener razonamientos válidos se cambia auto- 
mática e inmediatamente la realidad fáctica. No, eso no 
sucede así. Puede un razonamiento cambiar la impre- 
sión o noción que uno tenga de la realidad en nuestras 
cabezas, pero la realidad como tal solamente puede ser 
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modificada con acciones concretas, no con meramente so- 
nidos o grafos de tinta en un papel. 


Una conducta sea la lógico-jurídica o cualquier otra, es 
objeto de estudio de otras disciplinas empíricas, las cua- 
les describen este objeto, como la Psicología jurídica, la 
Antropología jurídica, la Sociología jurídica. 
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| Capítulo Segundo: 


Razonar y el modelo tradicional del 


razonamiento jurídico 


Este capítulo se divide en cuatro secciones. La primera sec- 
ción se dedica la explicación del concepto tradicional de ra- 
zonamiento jurídico desde la perspectiva objetiva. La se- 
gunda sección reseña los elementos del razonamiento jurí- 
dico. La tercera explica la fundamentación del razonamien- 
to jurídico y la cuarta la redacción de dicho razonamiento. 


Objetivos específicos 


Al finalizar el estudio del presente capítulo, el lector será 


capaz de: 

1. Definir qué no es un razonamiento jurídico. 

2. Definir qué es un razonamiento jurídico. 

3. Establecer los elementos de un razonamiento jurídico. 

4. Establecer qué es una premisa formativa. 

5. Señalar la ubicación y el sistema de organización de 
las premisas normativas. 

6. Definir qué es un conectador lógico. 

7. Distinguir y usar los diversos tipos de conectadores 
lógicos. 

8. Explicar y aplicar las reglas básicas de los conectado- 
res lógicos. 

9. Determinar las reglas de inferencia de un razonamiento. 

10. Distingutr y usar las diversas reglas de inferencia uti- 
lizadas en el razonamiento jurídico. 

11. Establecer la fundamentación de un razonamiento ju- 


rídico. 


Vocabulario básico 


Razonar: es la acción de unir dos signos (interpretados o 

integrados) por medio de conexiones, para obtener un 

nuevo significado, con la participación de esos dos sig- 
_nificados. No se interpreta ni se integra. 
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Razonamiento: es el conjunto de signos conectados entre 
sí por conectadores. 

Proposición: sinónimo de un contenido de una oración. 
En un razonamiento hay dos tipos: conclusiones y premisas. 
Premisa: proposición que integra un razonamiento. En 
el razonamiento jurídico se distinguen dos tipos: Premi- 
sas Normativas y Premisas Descriptivas. 

Conclusión: proposición que integra el razonamiento. 
La cual es fundada o justificada. 

Conectador: vínculo que une a las proposiciones. 
Regla de inferencia: Norma que explica la correcta e 
incorrecta utilización de una o varias oraciones en un ra- 
zonamiento. 

Fundamentación jurídica: Es el proceso de fundamen- 
tar y utilizar fundamentos en el razonamiento jurídico. 
Fundamento jurídico: Proposición que justifica la exis- 
tencia o utilización de una norma jurídica o un hecho. 
Fundamentar: Acción de establecer fundamentos. 


Sección Primera: 
Conceptualización del Razonamiento Jurídico 


A) Concepto de razonamiento jurídico 
1) Noción de razonamiento jurídico 


La palabra “razonamiento” puede definirse como el re- 
sultado de la actividad de razonar. La palabra “razonar” 
puede igualmente definirse como la acción de vincular, 
por lo menos, dos oraciones$ jurídicas entre sí, median- 
te un conectador lógico. El razonamiento jurídico es la 
vinculación de, por lo menos, dos oraciones jurídicas 


8 Se utilizará en este trabajo la palabra “oración” como sinónimo de 
“proposición”, para evitar el grado de complejidad, abstracción y leja- 
nía, que presenta dicho vocablo -proposición-, aunque sea bien sabido 
que en los estudios especializados de Lógica, tal vocablo tiene un 
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vinculadas entre sí por una (o varias) conexiones o vín- 
culos llamados justamente conectadores. El razona- 
miento jurídico se define igual que un razonamiento co- 
mún, solo que la persona utiliza oraciones con expresio- 
nes que suelen calificarse o valorarse con el adjetivo de 
“jurídico” dado que, en el caso de las normas jurídicas, 
ellas son extraídas de los textos “jurídicos”. 


2) Noción de lo “jurídico” de un razonamiento 


El adjetivo de “jurídico” que se le atribuye y califica a un 
conjunto de oraciones, usualmente proviene de la utiliza- 
ción de un solo criterio, el objetivo, el cual establece que 
“jurídico es el conjunto de oraciones que se ubican en los 
textos jurídicos válidamente aprobados, vigentes y como 
tales existentes; conjuntamente con las oraciones que ha- 
cen mención o referencia a los hechos de un caso.” 


Pero también es menester, para llamar “jurídico” a un ra- 
zonamiento, tomar en cuenta otra serie de requisitos que 
pueden resumirse en dos criterios más: el criterio 
subjetivo y el criterio formal. 


El criterio subjetivo se refiere a la existencia y exigen- 
cia de un sujeto específico y determinado que elabora el 
razonamiento, persona (s) que debe estar debidamente 
autorizada para elaborarlo. Dicho criterio establece los 
individuos concretos que están autorizados jurídica y so- 
cialmente para efectuar dichos encadenamientos. 


El criterio formal se refiere a la (s) forma (s) o manera (s) 
como ha de presentarse, confeccionarse o redactarse el ra- 
zonamiento jurídico por la persona autorizada (denomina- 
da juez o funcionario público) para ello. El seguimiento de 


sentido técnico bien definido. Pero lamentablemente el auditorio al 
cual se dirige este libro, usualmente desconocen tales usos técnicos. 
Motivo por el cual, ruego disculpar la falta de precisión conceptual, ya 
que va en incremento de las posibilidades expositivas del tema. 
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estos requisitos calificará a un simple documento como 
una resolución o sentencia en el caso de los jueces, 
acto administrativo en los casos de los funcionarios ad- 
ministrativos, laudos en el caso de los denominados ár- 
bitros, los cuales tiene sus concretas y estrictas 
condiciones de elaboración, desarrollo y presentación 
para que la sentencia, acto administrativo o laudo, funja 
como tal. 


Así que por lo menos, tres son los requisitos necesarios pa- 
ra configurar la existencia de un razonamiento jurídico: 


e los objetos (los signos jurídicos, más concretamente 
las expresiones jurídicas y las expresiones relativas a 
los hechos) y sus orígenes (las fuentes del Derecho y 
la prueba y los Medios de prueba) todos ellos (nor- 
mas, fuentes, prueba, medios de prueba) existentes; 
es decir, aprobados por los mecanismos legalmente 
señalados para este efecto, “vigencia” para las nor- 
mas y “legalidad” para la prueba; 


e el sujeto (o los sujetos en el caso de los tribunales in- 
tegrados por tres o cinco y hasta siete jueces) que ma- 
neja (n) esos objetos (es decir, el alcalde, juez, magis- 
trado o funcionario público cuando no es juez) y su 
autorización o investidura para fungir como tal; 


e y la (s) forma (s) en que debe presentarse el razona- 
miento jurídico; es decir, los requisitos de una resolu- 
ción o sentencia. 


En realidad, el razonamiento jurídico no difiere de cual- 
quier otro tipo de razonamiento, en el sentido de que la 
combinación de los contenidos se realiza entre sus ex- 
presiones. Sus premisas están formadas por lo menos por 
una oración de contenido jurídico, que estipula un deber 
ser o acción deseada. Como tal es una proposición que di- 
ce cómo se puede o debe actuar (semántica), no como se 
actúa en la realidad (pragmática). En relación con los ra- 
zonamientos normativos claramente indica Rescher que 
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“...la conclusión de una inferencia práctica, como la conclusión 

- de cualquier otra inferencia, es una proposición, a saber: una 
tesis para sostener que cierta acción o curso de acción represen- 
ta la acción apropiada (lo óptimo, aconsejable, obligatorio ra- 
cionalmente, etc.) El razonamiento práctico no tiene que ver con 
el actuar sino con el pensar, con la deliberación, con descubrir 
lo que debe hacerse. Una acción como tal puede ejecutar un 
curso de razonamiento práctico, pero no lo constituye (ni total 
ni parcialmente). En la deliberación racional, como en otros lu- 
gares, puede plantearse un vacío entre la teoría y la práctica, 
entre la opinión y la acción...”? (negrita es nuestra). 


Por lo que, como toda concatenación de oraciones, es me- 
nester que esa vinculación esté debidamente hecha, tan- 
to para obtener conclusiones válidas y verdaderas, como 
para proseguir (si así se desea) un procedimiento que no 
lleve a la creación de contradicciones o paradojas en los 
actos jurídicos. Por lo anterior, es indispensable referirse 
a cada uno de los elementos integrantes del razonamien- 
to jurídico. | | 


B) Elementos del razonamiento jurídico 


Hay varios tipos de razonamientos jurídicos. Hay razona- 
mientos que contienen solamente normas jurídicas. 
Otros razonamientos incorporan oraciones que se refie- 
ren a hechos hipotéticos o reales. Pero no existen razona- 
mientos jurídicos que" no incluyan por lo menos una nor- 
ma jurídica. y 


Por lo anterior, hay que indicar que el razonamiento jurí- 
dico lo componen por lo menos tres oraciones y dos conec- 
tadores. Las tres oraciones las componen dos oraciones 


9 RESCHER (Nicolás), La Racionalidad, Madrid, Editorial TEC- 
NOS S.A., Primera Edición en español, 1993, p. 223 (Traducción 
de Susana Nuccetelli de la edición en inglés “Rationality. A Philo- 
sophical Inquiry into the Nature and the Rationale of. Reason”, ox 
ford University Press, 1988). 
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que funcionan como premisas y una conclusión del razo- 
namiento. Ello no descarta que puedan ser más oracio- 
nes (descriptivas o normativas) las que pueden integrar 
el razonamiento y que se dé el hecho de que hasta una 
conclusión en un momento determinado pase a ejercer la 
función de premisa para otro razonamiento que desenca- 
denará otra conclusión. Respecto a las conexiones, por 
lo menos hay dos conectadores que unen a las oraciones 
entre sí: un primer conectador, que como ella misma ex- 
presa, conecta a las oraciones entre sí que funcionan co- 
mo premisas; y otro conectador que une a estas dos pre- 
misas juntas, con la conclusión. Las conexiones que se 
efectúan entre las premisas y la conclusión son impor- 
tantes porque determinan la validez del razonamiento. 
Analicemos primeramente las oraciones o expresiones 


del razonamiento. 
Premisa Conclusión 


Premisa 
= conectador = conectador 


1) Las oraciones del razonamiento jurídico 


a) Noción de oración del razonamiento jurídico 


La oración de un razonamiento jurídico es la expresión 
lingúística descriptiva o normativa que se va a utilizar. 
Lo que distingue a una expresión descriptiva (relativa a 
los hechos) de una expresión normativa (relativa a las 
normas jurídicas), no es su estructura, dado que ambas 
son simplemente palabras compuestas de la misma tinta 
y que siguen las mismas reglas sintácticas, sino que es la 
función que se le asigne en el lenguaje. 
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b) Tipos de expresiones lingúísticas del 
razonamiento jurídico 


Hay dos tipos de expresiones en un razonamiento: las 
premisas y la conclusión, resultado del desempeño de dos 
funciones básicas: la de premisa y la de conclusión. Las 
premisas son expresiones lingüísticas que se vinculan o 
se combinan para obtener la conclusión. La conclusión es 
la expresión lingüística que resulta de la combinación de 
las premisas. 


1) Las premisas del razonamiento jurídico 


Premisa es un tipo de expresión lingüística que tiene la 
función de brindar los datos verdaderos y necesarios pa- 
ra que se pueda dar una conclusión verdadera, suficiente 
y válida. Dichas premisas (ya que tienen que ser como 
mínimo dos) pueden ser presentadas antes o después de 
la conclusión. Cuando se utiliza el razonamiento jurídico 
para la elaboración de una decisión jurídica, deben exis- 
ten por lo menos dos premisas, cada una con un tipo de 
significado distinto. Esto sucede, porque a su vez, las pre- 
misas pueden ser de dos tipos distintos: premisas norma- 
tivas y premisas descriptivas. La primera de ellas se ex- 
trae de una fuente de Derecho (Constitución, tratado in- 
ternacional, ley, reglamento, decretos); y la otra premisa, 
la premisa descriptiva es una oración que hace referencia 
a uno o varios hechos de la realidad. 


i) Premisas normativas 


Una premisa normativa es una expresión lingüística con 
un contenido normativo o jurídico. Dichas expresiones se 
obtienen de específicos lugares denominados fuentes del 
Derecho. 


a. Noción de “fuentes” 


La palabra “fuentes” no está exenta de confusiones. Por 
“fuente” se suele expresar, por cierto de modo figurativo 
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o metafórico, el lugar material o ideal pero, aun así, con- 
creto, (ubicado en coordenadas de tiempo y espacio) en el 
cual se originan las normas jurídicas. Por “conocimiento 
jurídico”, en este caso se entenderá la norma o las nor- 
mas jurídicas originadas por las fuentes. Una caracterís- 
tica peculiar de las fuentes de las normas, es que ellas 
mismas deben ser también normas jurídicas para que 
puedan existir de modo válido. Así entendido, las fuentes 
de las normas son normas que ordenan la creación de 
otras normas, o que simplemente contienen otras normas 
jurídicas que regulan una materia o tema determinado 
en una sociedad concreta, ubicada en un espacio dado, 
llamado generalmente país o territorio nacional, y en un 
tiempo dado, generalmente el presente y el futuro, hasta 
que no venga otra norma que diga que ya no regirá la pri- 
mera fuente de normas, sino que empezará a regir otra a 
partir de una fecha establecida. 


Las fuentes permiten la existencia de normas jurídicas 
que regirán la conducta de las personas. El estudio de las 
fuentes del Derecho permite conocer la aparición, elabo- 
ración y expresión en la sociedad de las normas que inte- 
gran el ordenamiento jurídico positivo. 


Las fuentes de las normas, son muy varladas, tanto en 
razón de su propio proceso de creación, como del órgano 
que las crea, así como de las temáticas que regula y el 
modo general o particular de regularlas. 


b. Características de las fuentes del Derecho 


Caracteres generales que se pueden desprender de las 
fuentes de las normas, son: 


Ellas mismas son normas jurídicas (aún las materiales, 
ya que una fuente formal las establece como fuentes for- 
males, aunque sea para propósitos diversos). Así señala el 
Artículo 1 del Código Civil —es decir, una fuente formal- 
que: 
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“...las fuentes escritas del ordenamiento jurídico privado costa- 
rricense son la Constitución, los tratados internacionales debi- 
damente aprobados , ratificados y publicados , y la ley. La cos- 
tumbre, los usos y los principios generales del Derecho son 
fuentes no escritas del ordenamiento jurídico privado y servi- 
rán para interpretar, delimitar e integrar fuentes escritas del 
ordenamiento jurídico...” 


y el Artículo 6 de la Ley de la Administración Pública 
—fuente formal- que dice: 


“...1. La jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico ad- 

ministrativo se sujetará al siguiente orden: 

a) La Constitución Política; 

b) Los tratados internacionales y las normas de la Comuni- 
dad Centroamericana: 

c) Las leyes y los demás actos con valor de ley. 

d) Los decretos del Poder Ejecutivo que reglamentan las leyes, 
los de los otros Supremos Poderes en la materia de su com- 
petencia; 

e) Los demás reglamentos del Poder Ejecutivo, los estatutos y 
los reglamentos de los entes descentralizados; y 

f) Las demás normas subordinadas a los reglamentos, cen- 
trales y descentralizados...” 


y el Artículo 7 de la misma ley, que dice: 


“.. Artículo 7.- 1. Las normas no escritas -como la costumbre, 
la jurisprudencia y los principios generales de derecho —serui- 
rán para interpretar, integrar y delimitar el campo de aplica- 
ción del ordenamiento escrito y tendrán el rango de la norma 
que interpretan, integran o delimitan. 

2. Cuando se trate de suplir la ausencia, y no la insuficiencia, 
de las disposiciones que regulan una materia, dichas fuentes 
tendrán rango de ley. 

3. Las normas no escritas prevalecerán sobre las escritas de 
grado inferior. 

Artículo 8.-El ordenamiento administrativo se entenderá inte- 
grado por las normas no escritas necesarias para garantizar 
un equilibrio entre la eficiencia de la Administración y la dig- 
nidad, la libertad y los otros derechos fundamentales del indi- 
viduo...” 
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y el Artículo 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que 
dice en su párrafo segundo, tercero y cuarto: 


“...Los tribunales no podrán excusarse de ejercer su autoridad 
o de fallar en los asuntos de su competencia por falta de nor- 
mas escritas y no escritas del ordenamiento, según la escala je- 
rárquica de sus fuentes. 

Los principios generales del Derecho y la Jurisprudencia ser- 
virán para interpretar, integren o delimiten. 

Cuando se trate de suplir la ausencia y no la insuficiencia de 
las disposiciones que regulen una materia, dichas fuentes ten- 
drán rango de ley. 

Los usos y costumbres tendrán carácter supletorio del Derecho 
escrito...” 


e Están distribuidas de modo jerárquico, de mayor a 
menor importancia. 


Se establece una relación jerárquica entre unas normas y 
otras. Lo que determina la característica siguiente. 


+ El sistema jerárquico establece que la de menor ran- 
go jerárquico no puede contradecir a la de mayor ran- 
go jerárquico. 


Esto quiere decir que tienen que acatar el principio de 
regularidad entre las normas. Este principio señala que 
ninguna norma de grado inferior a otra de grado supe- 
rior puede contradecir o estipular una norma contraria a 
la estipulada en una norma de grado superior. Y si la 
Constitución es la norma de mayor rango jerárquico, to- 
das las demás normas del ordenamiento jurídico deben 
tener una relación de correspondencia y conformidad con 
aquella, de lo contrario serían inconstitucionales. Como 
normas jurídicas que son requieren de otra fuente dis- 
tinta a ellas mismas (salvo la propia Constitución Políti- 
ca que es la única fuente que señala su propia auto crea- 
ción) que regule su formación y el órgano competente pa- 
ra ello. | 
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c. Ordenación de las “fuentes” del conocimiento jurídico 
c.1 Jerarquía de las fuentes del Derecho 


La jerarquía es el orden de preferencia (preponderancia) 
de una fuente sobre otra fuente. Existe una especie de or- 
denamiento (no se tome la palabra sistema muy en serio) 
de fuentes que regula la “posición” de las normas de un 
sistema jurídico de un país determinado en un momento 
dado de la historia. 


c.1.1 Constitución Política 


La Constitución Política es la fuente y norma suprema 
del ordenamiento jurídico, la cual, a su vez, tiene un con- 
junto de normas que señalan cómo tiene que regularse 
una serie muy variada de temáticas para la estructura- 
ción, organización y funcionamiento del Estado (Poder 
Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y otros entes 
que conforman el Estado), de los habitantes (nacionales y 
extranjeros) del país, incluyendo qué es lo que se entien- 
de por el territorio nacional. Al explicar la organización y 
funcionamiento del Estado, la Constitución Política indi- 
ca como tienen que crearse las normas que regularán al 
Estado y las personas que habitan en el país, y hasta la 
forma por la cual ella misma (La Constitución Política) 
puede ser modificada total o parcialmente. 


La Constitución Política se origina mediante una Asam- 
blea Constituyente, la cual tiene el poder de establecer 
nuevas constituciones. Esta Asamblea solo es creada pa- 
ra crear una nueva constitución, por lo cual, una vez 
creada dicha constitución, tal Asamblea desaparece. Pa- 
ra modificar parcialmente la Constitución Política, el 
procedimiento es sumamente gravoso, ya que no se quie- 
re que se estén variando al gusto de las personas, sus 
normas, sino que queden como normas fijas que aseguren 
una estructura estable para las personas de un país de- 
terminado. 
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La Constitución Política, como lugar que origina normas 
Jurídicas, establece justamente y mediante dichas nor- 
mas, el procedimiento por el cual se pueden originar tam- 
bién otras normas jurídicas de rango inferior, como los 
tratados internacionales, las leyes y sus reglamentos. 


c.1.2 Tratados internacionales 


Los tratados internacionales son otro tipo de fuentes de 
normas jurídicas. Son convenios que establecen dos o 
más países entre sí para crear normas que regulen en 
conjunto las relaciones de diversos campos (exportación, 
turismo, extradición, etc.) de modo común. Los tratados 
internacionales no son superiores a la Constitución Polí- 
tica y como tal no puede contradecirla, ya que sería in- 
constitucional. Un tratado internacional sí es superior a 
una ley. 


Un tratado internacional para que sea un lugar válido, 
existente, del cual se pueda extraer conocimiento jurídi- 
co, tiene que pasar por una serie de requisitos entre los 
que están la firma del tratado por los dos o más países, la 
aprobación del tratado por la Asamblea AAVA y la 
ratificación del Poder Ejecutivo. 


c.1.3 Leyes, Códigos 


La ley es la norma de la cual comúnmente se puede ex- 
traer conocimiento jurídico. Las leyes son creadas por la 
Asamblea Legislativa, y para ser válidas, como lugares de 
los cuales se puede obtener Derecho deben pasar por una 
serie de requisitos, como lo es la aprobación de la Asam- 
blea Legislativa, por una cantidad de votos que puede va- 
riar dependiendo de la temática a la cual piensa regular- 
se (propiedad privada, presupuesto de la República, etc.). 


La ley, como norma inferior que la Constitución Política, 
no puede contradecirla. Si lo hace, se dice que la norma 
es inconstitucional. Igualmente como norma inferior a los 
tratados internacionales, tampoco puede contradecirlos; 
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es decir, regular una materia determinada de modo dis- 
tinto al que establece el tratado. Razón por lo cual se di- 
ce también que es inconstitucional, aunque no sea el tra- 
tado internacional una Constitución Política. 


A las recopilaciones de leyes, sueles también llamárseles 
Códigos, como el Código Penal, Código Civil, Código de 
Comercio, aunque también se les llama Ley, como la Ley 
de la Administración Pública, Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, Ley de la Efectiva Defensa y Protección 
del Consumidor, etc. 


c.1.4 Decretos- Reglamentos 


Muchas leyes no pueden regular de modo preciso todos 
los casos, o detalles muy precisos de los procedimientos 
necesarios, así que se establece otro tipo de lugares, a 
partir de los cuales se pueden extraer normas más preci- 
sas. Ellos son los reglamentos. Los reglamentos son nor- 
mas inferiores a las leyes, a los tratados internacionales 
y la Constitución Política. Por tanto no pueden contrade- 
cirlos. Si un reglamento contradice a una ley, se dice que 
es ilegal, si contradice a un tratado internacional o a la 
Constitución Política se dice que es inconstitucional. 


Los Reglamentos son creados por el Poder Ejecutivo y so- 
lamente por ellos. La Asamblea Legislativa, a pesar de 
que puede crear normas superiores a los reglamentos, co- 
mo lo son las leyes, no puede crear las normas, ya que 
esas no son sus funciones. Esa es una función exclusiva 
del Poder Ejecutivo. 


c.1.5 Decretos- Acuerdos 


Existen otra serie de documentos de los cuales se puede 
también extraer normas, que son inferiores jerárquica- 
mente a los reglamentos. Ellos son los decretos y los 
acuerdos. Estos dos tipos de fuentes, que a su vez son nor- 
mas, producen otras normas, que no pueden ir en contra 
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de las normas de mayor rango, como lo son los reglamen- 
tos (antirreglamentarios), las leyes (ilegales), los trata- 
dos o la Constitución Política (inconstitucionales). 


Los decretos y los acuerdos, solo pueden ser emitidos por 
el Poder Ejecutivo. No lo puede emitir ni la Asamblea 
Constituyente, ni la Asamblea Legislativa, ya que no es 
función de ellas. 


c.2 Competencia de las fuentes del Derecho 


c.2.1 Noción de “Competencia” 


La competencia es el ordenamiento de las normas, que se 
utiliza como criterio de preferencia entre una o varias 
normas, respecto de otras normas. 


Aquí no se toma en cuenta la posición que le asigna el or- 
denamiento jurídico a la norma, sino propiamente su con- 
tenido o la materia que pretende regular. Por tal motivo, 
y a diferencia de la jerarquía, en la competencia, se pue- 
de, y se debe, elegir preferentemente una norma respec- 
to de otra, aunque tengan el mismo rango o posición. Es- 
to quiere decir, por ejemplo, que, en materia de salarios, 
es preponderante, la ley denominada Código de Trabajo, 
a diferencia de otra u otras leyes como el Código de Co- 
mercio, ya que la primera regula lo concerniente a sala- 
rios y la segunda no. 


Puede acaecer que dos normas no tengan el mismo ran- 
go; es decir, una de ellas es mayor que la otra, pero si una 
de ellas es la norma pertinente para regular la Materia 
concreta, y la otra norma no, la primera norma tiene que 
utilizarse para regular el caso y no la otra, que no regula 
nada. Esta última explicación tiene también sus excep- 
ciones, sobre todo en caso de normas de diverso rango que 
regulen la misma materia. | 


La Constitución Política y el Código de Trabajo regulan 
ambos lo relativo a salarios. Una de esas normas dice: 
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“que para igual trabajo, igual salario”. En este caso se 
aplican ambas. Suele entenderse que las normas infe- 
riores tienden a regular de modo más concreto lo estipu- 
lado en la Constitución Política, así que en un caso en 
que se requiere que se regule lo concerniente a un sala- 
rio de una persona, se aplican ambas normas, ya que no 
se contradicen. 


Pero puede igualmente acontecer que dos normas de dis- 
tinto rango regulan de modo distinto y hasta contradicto- 
rio una misma materia. Como señalábamos igualmente, 
al final del capítulo anterior, también la competencia tie- 
ne que acatar el principio de regularidad entre las nor- 
mas. Este principio decía que ninguna norma de grado 
inferior puede contradecir o estipular un contenido jurí- 
dico contrario al estipulado en una norma de grado supe- 
rior. Y si la Constitución es la norma de mayor rango je- 
rárquico, todas las demás normas del ordenamiento jurí- 
dico deben tener una relación de correspondencia y con- 
formidad con aquella; de lo contrario, serían inconstitu- 
cionales. Y del mismo modo, la ley respecto de un trata- 
do internacional, el reglamento respecto de la ley, o el de- 
creto respecto del reglamento. 


La competencia es la especialidad, y posteriormente es- 
pecialización de una parte del Derecho, respecto de otras 
partes de este. 


c.2.2 Tipos de “competencias” 


Los contenidos jurídicos concretos que estipulan las nor- 
mas son muy variados. Tan variados como pueden ser los 
intereses y pretensiones de las personas, individuales o 
en conjunto en una sociedad. En igual sentido, al existir 
un común denominador en algunas materias sobre otras, 
se ha originado una especialización de Derecho, lo que 
provoca el surgimiento de campos específicos de estudio, 
creación, interpretación y aplicación de normas. 


21 


Se habla básicamente de cinco tipos de competencia: la 
competencia territorial, la competencia temporal, la com- 
petencia personal, la competencia material. 


c.2.2.1 Competencia espacial territorial 


La primera competencia se refiere al lugar geográfico 
donde está vigente (existe) y se puede aplicar una norma. 
El artículo 6 de nuestra Constitución Política establece 
que nuestro territorio se compone de: espacio aéreo, terri- 
torio firme, plataforma continental. 


c.2.2.2 Competencia temporal 


Se refiere al momento o tiempo histórico específico en que 
está, estuvo o estará vigente (existente) una norma. La 
Constitución Política de 1871, el Código Procesal Penal 
de 1998, los transitorios I, II, III, IV de la Ley General de 
Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. 


c.2.2.3 Competencia personal 


Se refiere a la persona o las personas que se les puede o 
no puede aplicar una norma. El Código Civil respecto a 
mayores de quince años, el Código Penal respecto a ma- 
yores de 18 años, el Código de Procedimientos Penales o 
el futuro Código Procesal Penal respecto a procesos con- 
tra el Presidente y otros funcionarios. 


c.2.2.4 Competencia material 


Se refiere a los tipos de materias o contenidos que regu- 
lan las distintas áreas del Derecho en diversas leyes o 
cuerpos normativos: 


Derecho Constitucional 

Derecho Internacional: Público y Privado 
Derecho Administrativo 

Derecho Penal y Derecho Procesal Penal 
Derecho Civil 
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Derecho Comercial 
Derecho Laboral 
Derecho de Familia 
Derecho Procesal Civil 
Derecho Agrario 
Derecho Tributario 
Derecho Parlamentario 
Derecho Ambiental 
Derecho Bancario 


d. Tipos de fuentes 


El lugar o los lugares de donde provienen los signos jurí- 
dicos se dividen en dos grandes grupos: las fuentes for- 
males y las fuentes materiales o reales. 


d.1 Fuentes formales 


Las fuentes formales del derecho son aquellos sitios (en- 
tiéndase por “sitio” no solo una ubicación geográfica concre- 
ta, sino también un procedimiento previamente estableci- 
do dentro de la estructura del Estado, se crean normas ju- 
rídicas) formalmente establecidos por el Estado para origl- 
nar normas jurídicas. Al establecerse esos lugares, que co- 
mo dije no tienen que ser reales, sino también imaginarios, 
las normas pueden imponerse como normas de conducta 
social y deben ser acatadas por todas las personas. 


Como señala su descripción, esos lugares tienen un modo 
obligado y predeterminado para crearse y para originar 
normas. Son fuentes creadas mediante el procedimiento 
“legal” creador de normas establecido por el Estado en 
una sociedad. En nuestro sistema jurídico existen diver- 
sos tipos de fuentes formales, las cuales tienen distintas 
formas de originarse y de originar normas jurídicas. 


d.2 Fuentes materiales: ¿no escritas?, ¡pero expresables! 


Se dice que son “fuentes reales o materiales” los lugares 
no creados mediante un Poder del Estado ni por el 
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procedimiento “legal” que generalmente crea normas, si- 
no que son lugares extraños a ellos como lo son los acae- 
cidos en la conducta social real de las personas, origina- 
da por factores históricos, políticos, sociales, económicos, 
culturales, éticos, religiosos, etc. que como tales, influyen 
en la creación y el contenido de las normas jurídicas. 


Básicamente, son tres las fuentes reales o materiales, 
que originan normas jurídicas. Como se verá, estas fuen- 
tes terminan siendo también normas jurídicas, ya que la 
misma ley (fuente formal) las establece como tales. 


e La costumbre 


La costumbre es la repetición constante y uniforme de 
una conducta que se vuelve norma, en el convencimiento 
de que ello obedece a una necesidad de regulación. El an- 
tecedente de la costumbre es la voluntad popular espon- 
táneamente expresada a través de cierto tiempo. No in- 
terviene en su creación la autoridad ni está en ninguna 
fuente formal, por eso se dice también que es una fuente 
no escrita, porque generalmente todas las fuentes forma- 
les son fuentes escritas y publicadas en el diario oficial 
denominado La Gaceta. Esto último no sucede con la cos- 
tumbre, ni con ninguna otra fuente material. Aunque es- 
to último no es enteramente correcto, pero luego se expli- 
cará. 


* La jurisprudencia 


Es la conclusión reiterada de los tribunales de justicia a 
casos similares, regulados por las mismas normas jurídi- 
cas. Como la función jurisdiccional es extraordinaria- 
mente compleja, porque comprende la función de inter- 
pretar las normas jurídicas, resolver los conflictos, apli- 
car las normas e incluso llenar las lagunas jurídicas, la 
jurisprudencia ante tal bagaje de situaciones, se consti- 
tuye en la síntesis que demuestra la forma de resolver un 
caso. Cuando dicha forma de resolver se constituye en 
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una regla general de resolución de esos conflictos, la apli- 
cación de dicha norma se vuelve reiterativa, generándose 
una rutina básica de resolución de ese tipo de conflictos y 
surgiendo principios generales de resolución de casos. 


La jurisprudencia es una fuente material, ya que ella no 
aparece contemplada como forma legítima de creación de 
normas jurídicas, ni la jurisprudencia señala con exacti- 
tud la norma expresa que resuelve el conflicto. Pero el le- 
gislador, al considerar esta fuente material, en una fuen- 


te formal como la ley y otorgarle el rango de ley2, la con- 
vierte en fuente formal al igual que la costumbre y la si- 
guiente fuente, la Doctrina Jurídica. 


No existen básicamente fuentes materiales en el Derecho 
ya que las mismas fuentes materiales las incorpora la ley 
(fuente formal) como fuentes formales. 


e La Doctrina Jurídica 


La Doctrina Jurídica es el estudio el Derecho, el cual es 
elaborado por los jurisconsultos. Con la finalidad de sis- 
tematizar las normas, tanto en su forma de interpreta- 
ción como en la manera de aplicarlo. 


No se puede decir que la Doctrina Jurídica sea siempre 
científica, mejor dicho casi nunca lo es, pero al menos se 
plantea los problemas teóricos o prácticos, con enfoques 
críticos e intenta plantear soluciones para solventar las 
deficiencias mismas de la letra de la ley y a veces de la 
práctica (jurisprudencia) que con ella se realiza. 


ii) Premisas descriptivas 


La premisa descriptiva o fáctica es el segundo tipo de ora- 
ción que debería contener un razonamiento. Esta es una 
expresión que indica un contenido (significado) descripti- 
vo, y son los denominados enunciados relativos a los he- 
chos del caso. 
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Si bien en los documentos legales (tanto los escritos de 
los litigantes como son las demandas, querellas, denun- 
cias y las sentencias o resoluciones judiciales) se hace re- 
ferencia a un apartado llamado “hechos”, obviamente, y 
en sentido técnico de los términos, dichas oraciones no 
son los hechos del caso. Una cosa son los hechos, co- 
mo acontecimiento o evento físico que se ubica en un 
tiempo y un lugar determinados, desarrollado o acaecido 
a personas concretas; y otro muy distinto son las 
oraciones que se utilizan para referirse a ese acontecl- 
miento. Si bien la distinción es muy elemental, dado que 
ninguna persona sensata va, seriamente, a confundir 
una acción con una oración, la advertencia es relevante 
para la comprensión del proceso del razonamiento. 


En el razonamiento no se utilizan hechos, sino 
oraciones relativas a los hechos; es decir, oraciones; 
que son las que se combinarán con otras oraciones (las 
normas jurídicas) para obtener una tercera oración (la 
conclusión jurídica). 


Por esta razón, es comprensible que se puedan mental- 
mente “mezclar” los “hechos” con las normas. Dado que 
en realidad, no se están mezclando los hechos, sino las 
oraciones que hacen referencia a los hechos, con las ora- 

ciones que se refieren a las normas jurídicas. | 


Y de la misma manera, lo que hay que obtener para cons- 
truir el razonamiento son, justamente, esas expresiones 
lingüísticas que corroboren ese hecho. Es decir, hay que 
buscar y obtener oraciones. Sin esas oraciones (que pro- 
cedan del testimonio, del peritaje, del reconocimiento, de 
los textos de los documentos públicos), no se pueden con- 
figurar las premisas descriptivas. 


Así, la premisa descriptiva es dada por la Prueba, que en 
aquel conjunto de datos, narraciones, oraciones, relativo 
a la existencia y corroboración del acontecimiento físico. 
En este punto es muy importante tener en cuenta la 
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distinción entre la Prueba y los Medios de Prueba, dado 
que, descuidadamente hablando, se llama Prueba a los 
Medios de Prueba. Por ejemplo, se dice: “...y tengo como 
prueba al testigo X, o el Documento Y, el perito Z”, cuan- 
do, en realidad, ni el testigo, ni el documento ni el perito, 
son pruebas; ellos son medios de prueba. Distinción im- 
portantísima para la fundamentación (o no fundamenta- 
ción) de estas premisasl0, 


2) La conclusión del razonamiento jurídico 


Se denomina conclusión a la expresión lingúística que 
no es premisa ni funda ni justifica ninguna otra expre- 
sión en el mismo razonamiento, aunque, como oración 
que es, si puede en otro razonamiento ser premisa de otra 
conclusión. La conclusión es, por el contrario, antecedida 
y fundada por otras oraciones, y se muestra como la cul- 
minación de un proceso de conexión de expresiones lin- 
gúísticas. La conclusión se establece como la finalización 
de un vínculo (o una serie de vinculaciones) de una ora- 
ción (o una serie de oraciones) con otra oración que pre- 
tende fundar a aquella. No significa ello que necesaria- 
mente, tenga que estipularse como la última oración, en 
la cadena de oraciones, sino que perfectamente puede ex- 
ponerse de primero. Pero la que la identifica como tal, es 
la función de último significado extraído (y que necesa- 
riamente contiene a) de uno o unos fundamentos o justi- 
ficaciones. : 


El resultado del razonamiento jurídico es la denomina- 
da conclusión jurídica. Las conclusiones jurídicas son 
las oraciones cuyo sentido o significado normativo es el 
resultado del encadenamiento de otras oraciones des- 
criptivas y normativas presentes en el razonamiento 
normativo. 


10 Véase en la Sección Tercera el punto C) La Fundamentación de LOS 
HECHOS del razonamiento jurídico. 
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Ese significado obtenido es el deseado y decidido por una 
persona (u órgano creador) para que suceda en la reali- 
dad, y eso no significa que, por el simple hecho de orde- 
nar X o Y situación, esta se cumpla en la realidad auto- 
máticamente. No hay que confundir que por estar desea- 
da una X o Y situación, esta se ha de dar, por sí sola, en 
la realidad. Para que esa situación se lleve a cabo, se re- 
quiere, además, la voluntad o las voluntades de las per- 
sonas encargadas de ejecutarlas, para así, realizar dicha 
decisión. 


Las conclusiones jurídicas son oraciones normativas últi- 
mas y concretas, resultado del encadenamiento discursivo 
efectuado por los operadores jurídicos con los razonamien- 
tos jurídicos. Generalmente, suelen proponer o dar solu- 
ción normativa (ordenar algo) a una situación concreta. 


2) Los conectadores de las oraciones del 
razonamiento jurídico 


a) Noción de conectador 


Las oraciones de un razonamiento, como se señaló, se en- 
cuentran conectadas de un modo determinado, de tal for- 
ma que se diferencien de un simple conjunto de oraciones 
juntas, como podría ser una historia o un relato. Esta co- 
nexión es dada justamente por las denominadas conecta- 
dores. En el razonamiento jurídico la vinculación se da 
entre dos premisas y una conclusión. La conclusión casi 


” E 


siempre viene introducida por las frases “por tanto”, “por 
consiguiente”, “en conclusión”, “en definitiva”, “por ende” 
y demás frases que indiquen la culminación o termina- 


ción de un razonamiento. 


Estas frases lo que determinan en realidad, es el uso del 
conectador denominado “condicional” en el razonamien- 
to. Así, en el razonamiento jurídico las oraciones tienen 
que unirse por medio de una conjunción y un condicional, 
como expresiones mínimas del razonamiento. Por medio 
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de la “conjunción” se conectan la oración jurídica y la ora- 
ción descriptiva, y estas últimas (en conjunto) con la con- 
clusión, por medio del condicional. Ello no descarta que 
puedan darse otra serie mayor de oraciones, tanto como . 
premisas, así como conclusiones, que son luego premisas 
de otro razonamiento. 


Cuando se combinan dos o más oraciones, no solo hay que 
tener en cuenta la cantidad de sujetos u objetos señala- 
dos, sino también qué tipo de combinación o vínculo los li- 
ga. Es decir, no es lo mismo ligar en una oración: “Debes 
traerme la leche o los huevos”, que decir: “Debes traer la 
leche y los huevos”, que decir también: “Debes traerme o 
la leche o los huevos, pero no los dos”, o también: “Si me 
traes la leche debes traerme los huevos, pero no al revés”. 


La rama de la Lógica jurídica que estudia el tipo de vín- 
culo o conectador que une, separa o combina dos o más 
signos, se denomina cálculo de conectadores. 


El cálculo de conectadores, como su nombre lo indica, es 
el estudio que describe y regula los vínculos entre los sig- 
nos. Asi establece: 


e el tipo de conectador o vínculo que puede y no puede 
existir entre dos signos; y 

e todas las posibles, e imposibles, combinaciones entre 
signos que deben darse (y no darse) en un razona- 
miento!!. 


b) Tipos de conectadores 


En un razonamiento jurídico, las oraciones se combinan 
para obtener una conclusión que es una nueva oración!?, 


11 Véase página 14. 


12 Propiamente dicho, la combinación resulta de la conexión de signos 
entre sí, tanto de un signo con otro signo, como de estos dos el tercer 
signo llamado conclusión. 
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La conexión recibe el nombre de conectadores en el razo- 
namiento y pueden ser 16 tipos distintos, pero, por razo- 
nes de brevedad y utilidad, solo se describirán las más 
importantes, estas son: la disyunción débil, la disyunción 
fuerte, la conjunción, el condicional, la equivalencia, la 
tautología y la contradicción. 


1) Disyunción débil 


La disyunción débil es un tipo de conectador, que estable- 
ce la conexión entre oraciones, pero con el siguiente uso: 
cuando vincula dos oraciones, basta la existencia de una 
u otra oración, o ambas oraciones a la vez, para que la 
oración sea verdadera. Va a ser falsa cuando no estén 
presentes ambas oraciones. 


Así el artículo 13 inciso 1) de la Constitución Políti- 
ca establece: 


“...Son costarricenses por nacimiento: 
* El hijo de padre o madre costarricense nacido en el territo- 
rio de la República...” 
En este caso se combinan dos signos (entendido signo como 
oración o frase): 
El hijo de padre costarricense nacido en el territorio de la 
República es costarricense por nacimiento o 
El hijo de madre costarricense nacido en el territorio de la 
República es costarricense por nacimiento. 
Solo que en la norma tiende a “abreviarse” la redacción de 
ambas normas. 
Nota: En un sentido más técnico de redacción se debió ha- 
ber incluido “El hijo o hija de...” 


2) Disyunción fuerte 


Para la combinación de oraciones, la conexión mediante 
la disyunción fuerte establece que ante la presencia de 
dos oraciones que pretendan ser verdaderas, sólo se pue- 
de ser verdadera la existencia de una de las dos oracio- 
nes, pero no ambas a la vez. 
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Por ejemplo, el artículo 18 del Código Penal señala que: 


“... Artículo 18. El hecho punible puede ser realizado por acción 
o por omisión.” 


En este caso quiere decir que un delito puede ser realiza- 
do o por acción o por omisión, pero no de ambas formas al 
mismo tiempo. 


3) Conjunción 


Como vínculo de signo, la conjunción establece que ante 
la presencia de dos signos que pretendan aludir a un ob- 
jeto, la presencia de ambos es la única posibilidad. 


Por ejemplo, el artículo 8 del Código Procesal Penal es- 
tablece: | 


“Artículo 8. Decisiones en tribunales colegiados. Cuando la ley 
exija una integración colegiada del tribunal, sus integrantes 
deberán intervenir activamente en la deliberación y decisión.” 


Obsérvese que la intervención debe ser activa en la deli- 
beración y en la decisión. No es optativo que se interven- 
ga en una sola de ellas [sea la deliberación o la decisión] 
sino que debe ser en ambos momentos. 


4) Condicional 


Para la conexión de signos, el condicional establece que, 
ante la presencia de dos signos, si uno de ellos se presen- 
ta como posible, el otro tiene que darse como necesario, 
pero no al revés. Esto es que “si se da p entonces tiene 
que darse q. Pero ello no quiere decir que si se da q tiene 
que darse p. 


Por ejemplo, el artículo 5 del Código Procesal Penal indica: 
“Artículo 5. Independencia. Los jueces sólo están sometidos a 
la Constitución, el Derecho Internacional y Comunitario vigen- 


tes en Costa Rica y a la ley.” 
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En este caso, se señala que cuando una persona sea juez, 
estará sometido a la Constitución, el Derecho Internacio- 
nal y Comunitario vigentes en Costa Rica y a la ley. Pero 
ello no significa que aquella persona que esté sometida a 
estas normas siempre sea un juez, dado que muchas 
otras personas distintas a los jueces también están some- 
tidas, sea un funcionario público u otra persona. 


5) Equivalencia 


Para la conexión de signos, la equivalencia establece que 
ante la presencia de dos signos, si uno de ellos se presen- 
ta como posible, el otro también tiene que darse como po- 
sible y viceversa. Hay un vínculo de necesidad recípro- 
co entre esos dos signos. Así se da p entonces tiene que 
darse q y viceversa. 


Por ejemplo, “La patria potestad comprende el derecho y 
la obligación de administrar los bienes del hijo menor...”. 
Así, si una persona no tiene la patria potestad, significa 
que no tiene el derecho ni la obligación de administrar los 
bienes del hijo menor. Igualmente se entiende que si una 
persona no tiene el derecho ni la obligación de adminis- 
trar los bienes el hijo menor, no tiene la patria potestad. 
De igual manera, si tiene la patria potestad, tendrá ese 
derecho y esa obligación; e igualmente si una persona tie- 
ne el derecho y obligación de administrar los bienes del 
hijo menor, tiene la patria potestad. 


Lo que no puede ocurrir es afirmar que se tiene la pa- 
tria potestad y no se tiene el derecho y la obligación de 
administrar los bienes del hijo menor. De igual manera, 
tampoco se puede decir que se tiene ese derecho y esa 
obligación pero no se tiene la patria potestad. Ambas 
partes, “patria potestad” y “derecho y obligación de ad- 
ministrar los bienes del hijo menor”, van indefectible- 
mente juntas. 
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6) Límites de las conexiones: tautología y contradicción 


En la conexión de dos signos, pueden darse los casos de 
que se unan signos contrarios, opuestos, como que se di- 
ga que “Una camisa es blanca y no es blanca”, lo que ge- 
nera una contradicción. O puede darse igualmente la co- 
nexión de dos signos que no se contradicen, sino que se 
muestran como tautológicos. Así, se puede decir que “An- 
drés va o no va a prisión”. 


Tabla de conectadores o vínculos 


Frases Conexiones entre 
proposiciones 
Juan debe llegar en la tarde a la casa de José. 
Mario debe llegar en la tarde a la casa de José. 


sd 


1. Juan o Mario debe llegar en la tarde a la 
casa de José. 


1. O Juan o Mario debe llegar en la tarde a | 2. Disyunción fuerte 
la casa de José. 


1. Juan y Mario deben llegar en la tarde a la 
casa de José. 


. Disyunción débil 


Lay 


. Conjunción 


1. Si Juan debe llegar en la tarde a la casa de | 4. Condicional 
José, entonces Mario debe llegar en la 
tarde a la casa de José. 

1. Si Juan debe llegar en la tarde a la casa de | 5. Equivalencia 


José, entonces Mario debe llegar en la 
tarde a la casa de José y viceversa. (Tam- 
bién hay otra forma de expresarlo: Juan 
debe llegar en la tarde a la casa de José si 
y solo si Mario debe llegar en la tarde a la 
casa de José. i 


1. Juan debe llegar en la tarde a la casa de | 6. Contradicción 
José y Juan no debe llegar en la tarde a la 
casa de José. (También: Juan y Mario de- 
ben llegar en la tarde a la casa de José y 
ellos no deben llegar en la tarde a la casa 
de José) (į!) 
1. Juan y Mario deben llegar en la tarde a la | 7. Tautología 
casa de José o no deben llegar a la casa de 
José. (¿?) 
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1. Práctica de conectadores 


Complete las proposiciones a partir de las conexiones ya conocidas. 


1.1 Disyunción fuerte 


Alvaro debe pagar la suma de cien mil colones el 12 de di- 
ciembre a Ezequiel Mario debe transportar el dinero a Héctor. 


1.2 Disyunción débil 


Álvaro debe pagar la suma de cien mil colones el 12 de di- 
ciembre a Ezequiel Mario debe transportar el dinero a Héctor. 


1.3 Condicional 


Álvaro debe pagar la suma de cien mil colones el 12 de di- 
ciembre a Ezequiel Mario debe transportar el dinero a Héctor. 


14 Conjunción 


Alvaro debe pagar la suma de cien mil colones el 12 de diciem- 
bre a Ezequiel Mario debe transportar el dinero a Héctor. 


1.5 Equivalencia 


Alvaro debe pagar la suma de cien mil colones el 12 de di- 
ciembre a Ezequiel Mario debe transportar el dinero a Héctor. 


1.6 Tautología 


Alvaro debe pagar la suma de cien mil colones el 12 de diciembre 
a Ezequiel Alvaro debe pagar la suma de cien mil colo- 
nes el 12 de diciembre a Ezequiel. 


Mario debe transportar el dinero a Héctor Mario ____ de- 
be transportar el dinero a Héctor. 


1.7 Contradicción 


Alvaro debe pagar la suma de cien mil colones el 12 de diciembre 
a Ezequiel Alvaro debe pagar la suma de cien mil co- 
lones el 12 de diciembre a Ezequiel. 


Mario debe transportar el dinero a Héctor Mario de- 
be transportar el dinero a Héctor. 
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2. ¿Cuándo son verdaderas y cuándo son falsas las 
siguientes conexiones? 


2.1 Gerardo debe salir de la casa de María y Mario debe transpor- 
tar los muebles a la casa de Héctor. 


2.2 O Gerardo debe salir de la casa de María o Mario debe trans- 
portar los muebles'a la casa de Héctor. 


2.3 Gerardo debe salir de la casa de María o Mario debe transpor- 
tar los muebles a la casa de Héctor. 


2.4 Si Gerardo debe salir de la casa de María, entonces Mario de- 
be transportar los muebles a la casa de Héctor. 


2.5 Gerardo debe salir de la casa de María si y solo si Mario debe 
transportar los muebles a la casa de Héctor. 


2.6 Gerardo debe salir de la casa de María y Mario debe transpor- 
tar los muebles a la casa de Héctor, y Gerardo no debe salir de 
la casa de María, y Mario no debe Apana los muebles a la 
casa de Héctor. 


2.7 Gerardo debe salir de la casa de María y Mario debe transpor- 
tar los muebles a la casa de Héctor o Gerardo no debe salir de 
la casa de María, y Mario no debe anpara los muebles a la 
casa de Héctor. 


3. Ejercicios de VÍNCULOS 


Analice los siguientes enunciados. Detecte el error lógico y esta- 
blezca las consecuencias (positivas o negativas) de ese mal CAL- 
CULO DE CONECTADORES en función de lo que expresa la nor- 
ma. Es decir, SEÑALE qué situaciones se dejan de regular o se pa- 
san a regular de otro modo (bien o mal), a raíz de un simple cam- 
bio (¿error?) lógico. 


3.1. Art. 2 Código Procesal Penal (CPP) 


Deberán interpretarse restrictivamente las disposiciones legales 
que coarten la libertad personal o limiten el ejercicio de un poder 
-O derecho conferido a los sujetos del proceso... 


Un abogado dijo: “Deben interpretarse restrictivamente las dispo- 
siciones legales que coarten la libertad personal y que a la vez li- 
miten el ejercicio de un poder y un derecho conferido a los suje- 
tos del proceso. Deben estar estos tres requisitos justos para inter- 
pretar una norma.’ 
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3.2. Artículo 1 del CPP 


Nadie podrá ser condenado a una pena ni sometido a una medi- 
da de seguridad, sino en virtud de un proceso tramitado con arre- 
glo a este Código y con observancia estricta de las garantías, las 
facultades y los derechos previstos para las personas. 


Un abogado dijo: “Cualquiera puede ser condenado a una pena o 
sometido a una medida de seguridad, si sucede alguna de las dos 
situaciones: Que se lleve a cabo un proceso tramitado con arreglo 
al Código o que se observen las garantías y las facultades y los de- 
rechos previstos para las personas. Con cualquiera de las dos con- 
diciones presentes se puede condenar a una persona.” 


3.3. Artículo 145 del Código Penal (CP) | 


Será reprimido con diez a cincuenta días multa el que ofendiere de 
palabra o de hecho en su dignidad o decoro a una persona, sea en 
su presencia, sea por medio de una comunicación dirigida a ella. 


Un juez dijo: “Para reprimir con diez a cincuenta días multa a una 
persona ésta ha de ofender de palabra y de hecho en su dignidad 
y en su decoro a una persona, en su presencia y por medio de una 
comunicación dirigida a ella. Solo cumpliéndose todos estos requi- 
sitos juntos es que se le puede condenar.” 


3.4. Artículo 164 del CP 


Será reprimido con prisión de seis meses a tres años, el que rapta- 
re con fines libidinosos a una mujer honesta mayor de doce y me- 
nor de quince años, con su consentimiento. 


Un abogado dijo: “Solo puede ser reprimida con prisión de seis 
meses a tres años, a aquella persona que con fines libidinosos rap- 
tare a una mujer honesta que tenga más de doce años o que sea 
menor de quince años, con su consentimiento. Así es como si la 
muchacha tiene diecisiete años, el raptor está cometiendo el deli- 
to, ya que la mujer tiene más de doce años como dice la norma.” 


3.5. Art. 28, parr. 2. Const. Pol. 
Las acciones privadas que no dañen la moral o el orden público o 
que no perjudiquen a tercero, están fuera de la acción de la ley. 


Un abogado dijo: “Las acciones privadas que están fuera de la ac- 
ción de la ley deben cumplir tres requisitos conjuntamente: no da- 
ñar la moral ni el orden público, y que no perjudiquen a terceros.” 
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3.6. Artículo 6 del CPP 


Los jueces deberán resolver con objetividad los asuntos sometidos 
a su conocimiento. Desde el inicio del procedimiento y a lo largo 
de su desarrollo, las autoridades administrativas y judiciales debe- 
rán consignar en sus actuaciones y valorar en sus decisiones no so- 
lo las circunstancias perjudiciales para el imputado, sino también 
las favorables a él. 


Un abogado dijo: “Los jueces deben resolver con objetividad los 
asuntos sometidos a su conocimiento. Desde el inicio del procedi- 
miento o a lo largo de su desarrollo, las autoridades administrati- 
vas y judiciales deben consignar en sus actuaciones y valorar en sus 
decisiones no solo las circunstancias perjudiciales para el imputa- 
do, sino también las favorables a él. Así es posible que una autori- 
dad administrativa solo debe consignar al inicio del procedimien- 
to y no a lo largo de su desarrollo, las actuaciones perjudiciales y 
favorables del imputado.” 


- 3.7. Artículo 13 del CPP 


Desde el primer momento de la persecución penal y hasta el fin de 
la ejecución de la sentencia, el imputado tendrá derecho a la asis- 
tencia y defensa técnica letrada. 


Un abogado dijo: “El imputado tiene derecho a la asistencia y de- 
fensa técnica letrada o desde el primer momento de la persecu- 
ción penal o hasta el fin de la ejecución de la sentencia.” 


3.8. Artículo 65 del CPP 


Cuando las actividades delictivas se realicen, en todo o en parte, 
fuera del territorio nacional, o se les atribuyan a personas ligadas a 
una organización de carácter regional o internacional, en los casos 
en que deba aplicarse la legislación penal costarricense, el Minis- 
terio Público podrá formar equipos conjuntos de investigación con 
instituciones extranjeras o internacionales. | 


Un juez dijo: “Solo cuando las actividades delictivas se realicen en 
parte fuera del territorio nacional y se atribuyan a personas ligadas 
a una organización de carácter internacional, el Ministerio Público 
puede formar equipos conjuntos de investigación con institucio- 
nes extranjeras.” 
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3.9. Artículo 142 del CPP 


Las sentencias y los autos contendrán una fundamentación clara y 
precisa. En ella expresarán los razonamientos de hecho y de dere- 
cho en que se basan las decisiones, así como la indicación del va- 
lor otorgado a los medios de prueba. 


Un juez dijo: “Basta con que la sentencia tenga una fundamenta- 
ción clara aunque no sea precisa. Y con la enunciación de los ra- 
zonamientos de hecho o los razonamientos de derecho, optativa- 
mente, es suficiente para considerarla sentencia.” 


3.10. Artículo 185 del CPP 


Cuando sea necesario inspeccionar lugares o cosas por existir mo- 
tivos suficientes para sospechar que se encontrarán rastros del de- 
lito o por presumirse que, en determinado lugar, se oculta el im- 
putado o alguna persona evadida, se procederá a su registro. 


Un fiscal dijo: “Se puede proceder a un registro (investigación) so- 
lamente cuando sea necesario inspeccionar lugares y cosas porque 
existen motivos para sospechar que se encuentran rastros del de- 
lito. Pero tiene que ser así, inspeccionar ambos: lugares y cosas, si 
no, no se puede llevar a cabo un registro.” 


-3.11. Artículo 1 de la LGAP 


La Administración Pública estará constituida por el Estado y los de- 
más entes públicos, cada uno con personalidad jurídica y capaci- 
dad de derecho público y privado. 


Un abogado dijo: “La Administración Pública está constituida o 
por el Estado o por los demás entes públicos, alguno de los dos, el 
cual a su vez tiene personalidad jurídica y capacidad de derecho o 
público o privado, nada más.” 


3.12. Artículo 16 inciso 1) de la LGAP 


En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas 
de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, 
lógica o conveniencia. 


Un abogado dijo: “Para dictar un acto (del Estado) estos, solo han 
de ser científicos; si son científicos entonces son acordes a los prin- 
cipios elementales de la justicia, la lógica y la conveniencia.” 
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3.13. Artículo 21 inciso 1) de la LGAP 


Los órganos constitucionales superiores de la Administración del 
Estado serán: El Presidente de la República, los Ministros, el Poder 
Ejecutivo y el Consejo de Gobierno. El Poder Ejecutivo lo forman: 
El Presidente de la República y el Ministro del ramo. 


Un juez dijo: “Los órganos constitucionales superiores de la Admi- 
nistración del Estado son o el Presidente de la República o los Mi- 
nistros, o El Poder Ejecutivo o el Consejo de Gobierno. Cualquiera 
de ellos se encarga de regir el país. Ah, y el Poder Ejecutivo lo con- 
forman o el Presidente o el Ministro del ramo, alternativa u opta- 
tivamente, así que cualquiera de los dos, independientemente, 
puede dictar Decretos y Acuerdos.” 


3.14, Artículo 22. Inciso 1) de la LGAP 


El Consejo de Gobierno estará constituido por el Presidente de la 
República y los Ministros, o, en su caso, los Viceministros en ejer- 
cicio. 

Un abogado dijo: “El Consejo de Gobierno está constituido por el 
Presidente de la República. Si está presente el Presidente de la Re- 
pública, entonces están también los Ministros o Viceministros.” 


3.15. Artículo 40. Inciso 1) de la LGAP 


La votación (del Consejo de Gobierno) será pública, salvo que el 
Presidente disponga lo contrario o que se trate de la apreciación 
discrecional de cualidades o actividades de personas, o de asuntos 
que afecten seriamente el prestigio o el patrimonio de las mismas, 
en cuyo caso será secreta. 


Un juez dijo: “La votación del Consejo de Gobierno es pública y no 
puede serlo cuando el Presidente disponga lo contrario y se trate 
de apreciación discrecional de cualidades o actividades de perso- 
nas y de asuntos que afecten seriamente el prestigio y el patrimo- 
nio de ellas.” 


3.16. Artículo 41. De la LGAP 


1. Las actas serán firmadas por el Presidente y por el Secretario y 
deben ser leídas y aprobadas en la siguiente sesión. 


Los votos salvados deberán ser consignados y firmados por el Pre- 
sidente y el Secretario. 
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Sin el acta debidamente firmada y formalizada, según con esta ley, 
los acuerdos serán absolutamente nulos. 


Un abogado una vez dijo: “Las actas pueden ser firmadas por el 
Presidente o por el Secretario y no requieren ser leídas ni aproba- 
das en la siguiente sesión. Los votos salvados solo deben ser con- 
signados y no requieren firmas del Presidente ni el Secretario.” 


3.17. Artículo 4.de la LGAUS 


Esta ley rige para todo contrato, verbal o escrito, de arrendamien- 
to de bienes inmuebles, en cualquier lugar donde estén ubicados 
y se destinen a la vivienda o al ejercicio de una actividad comer- 
cial, industrial, artesanal, profesional, técnica, asistencial, cultural, 
docente, recreativa o a actividades y servicios públicos. 


Un juez dijo: “Todo contrato de arrendamiento de bienes inmue- 
bles tiene que ser verbal y escrito; si no, no existe contrato, como 
dice la ley.” 


3.18. Artículo 20. de la LGAUS 


La cosa arrendada debe ser el total de un inmueble edificado o una 
parte de él, con sus instalaciones, servicios, accesorios y espacios sin 
construir incorporados al arrendamiento. Debe estar en buenas con- 
diciones de seguridad y salubridad y ser adecuada para su destino. 


Un juez dijo: “La cosa arrendada debe ser el total de un inmueble 
edificado, con sus instalaciones, servicios, accesorios y espacios sin 
construir incorporados al arrendamiento. Debe estar en buenas 
condiciones o de seguridad o de salubridad, alguna de las dos, o 
ser adecuada para su finalidad habitacional o mercantil.” 


3.19. Artículo 227 del CPP 


El Ministerio Público o el tribunal podrán ordenar, con comunica- 
ción previa a las partes, que se practique el reconocimiento de una 
persona, para identificarla o establecer que quien la menciona 
efectivamente la conoce o la ha visto. 


Un juez dijo: “Tienen que ser el Ministerio Público y el Tribunal, 
conjuntamente, quienes pueden ordenar, con comunicación pre- 
via a las partes, que se practique el reconocimiento de una perso- 
na, para identificarla y establecer que quien la menciona efectiva- 
mente la conoce y además la ha visto.” 
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4. La verdad de las proposiciones como la verdad de los 
conectadores 


Gran parte de la acción se desarrolla en una agencia fiscal del Mi- 
nisterio Público. En ella, los Inocentes siempre formulan enuncia- 
dos verdaderos, los Culpables siempre formulan enunciados falsos, 
y cada persona que llega a la Agencia Fiscal es un Inocente o un 
Culpable. 


Un hecho fundamental en esta agencia fiscal es que a toda perso- 
na le resulta imposible declarar que es culpable, porque un Ino- 
cente nunca mentiría y diría que es culpable, y un Culpable nun- 
ca admitiría verazmente que es culpable. Los cuatro problemas si- 
guientes introducen los conectadores lógicos y, o, si-entonces y si y 
solo si. 


Una vez un agente fiscal realizó ciertas indagaciones en su agencia 
fiscal. En esta agencia también las mujeres pueden ser inocentes y 
culpables. En esa oportunidad solo entrevistó curiosamente a pa- 
res (parejas) de personas que se presentaron a declarar, con base 
en las preguntas que formulaba tenía que establecer quién era cul- 
pable o inocente. Obviamente, el fiscal analiza los casos en que es 
cierto el enunciado, ¡claro!, dependiendo de quién lo dijo. Ahora 
usted es el fiscal, responda a las respuestas formuladas al final de 
cada diálogo. 


4.1. 


El fiscal le preguntó a la primera pareja: 
¿Cuál, si alguno lo es, es un inocente y cuál, si alguno lo es, un culpable? 
La Persona 1 dijo: “Ambos somos culpables.” 


Usted como fiscal: ¿De qué clase es la Persona 1 y de qué clase es 
la Persona 2? 


4.2. 


El fiscal preguntó a otra pareja: 

¿Ambos son culpables? 

La Persona 1 respondió: “Por lo menos uno de nosotros lo es.” 
¿De qué clase es cada uno? 
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4.3. 


El fiscal a otra persona le dijo: 
Diga algo sobre sí mismo y sobre su colega. 


La Persona 1 dijo: “Si soy inocente, entonces también lo es mi 
colega.” | 


¿De qué clase es la Persona 1 y de qué clase es la Persona 2? 


4.4. 


El fiscal entrevisto a otra persona, este le dijo: 


“Mi colega y yo somos de la misma clase; o ambos somos inocentes 
o ambos somos culpables. ” 


¿Qué puede deducirse sobre la Persona 1 y qué puede deducirse 
sobre la Persona 2? 


Otra Persona le dijo al fiscal: “Usted nunca sabrá que soy inocente.” 


Sección Segunda: 
La elaboración del razonamiento jurídico 


A) La construcción del razonamiento jurídico 


El razonamiento jurídico es el producto de la actividad de 
razonar. Razonar es combinar oraciones, en nuestro caso 
oraciones con descripciones acerca de los hechos y nor- 
mas jurídicos. Ya hemos indicado cuáles son los tipos de 
expresiones que presenta el razonamiento jurídico y al- 
gunos de los conectadores que se necesitan para cons- 
truirlo. Por lo que ahora es menester reseñar las reglas 
lógicas que regulan esta estructura lógica. 


Se había señalado que pueden existir varios tipos de ra- 
zonamientos jurídicos. Razonamientos que contienen so- 
lamente normas jurídicas. Razonamientos que incorpo- 
ran oraciones que se refieren a hechos hipotéticos o rea- 
les. Pero que no podía existir un razonamiento jurídico 
que no incluya por lo menos una norma jurídica. 
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Así se indicó que el razonamiento jurídico lo componen 
por lo menos tres oraciones y dos conectadores, y reseña- 
mos, en la sección anterior, cuáles tipos de oraciones fun- 
cionan como premisas y como conclusión del razonamien- 
to. Ahora, en este punto, es menester recordar que por lo 
menos hay dos conectadores que unen a las oraciones 
entre sí: 1) un primer conectador [la conjunción], que 
vincula a las premisas entre sí; y 2) otro conectador [el 
condicional] que une a estas dos premisas juntas, con la 
conclusión. Las conexiones que se efectúan entre las pre- 
misas y la conclusión son importantes porque determinan 
la validez del razonamiento y la validez de ellas depende 
justamente del acatamiento (o no) de las denominadas re- 
glas de inferencia, que son básicamente normas de cons- 
trucción (y de validez) del razonamiento jurídico. 


B) Reglas de inferencia 


< Las reglas que determinan la forma correcta de construc- 
ción (y validez) de los razonamientos jurídicos se denomi- 
nan reglas de inferencia. Estas reglas son leyes lógicas 
válidas para cualquier tipo de razonamiento, incluyendo 
el jurídico, dado que siempre van a ser válidas las conclu- 
siones a las cuales se lleguen con esas reglas. Dichas re- 
glas no son exhaustivas, sino que hay una cantidad ilimi- 
tada de ellas, pero es menester saber por lo menos las 
más básicas, a saber: el Modus ponens, el Modus tollens, 
la Doble negación, la Transitividad del condicional, la 
Transpostción. | 


a) Primera regla de inferencia: MODUS PONENS 


Si se tiene un condicional, consiste en afirmar el antece- 
dente para obtener su consecuente. 


Si p entonces q, p por lo tanto q 


Antecedente: Todos los profesores 
Consecuente: Mayor (es) de edad. 
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Todos los profesores son mayores de edad. Pablo es 
profesor, por lo tanto, Pablo es mayor de edad 


Antecedente: Afirmación de Antecedente 
Consecuente: Afirmación de Consecuente 


Uso incorrecto del MODUS PONENS: falacia del antecendente 


Del antecedente: consiste en negar el antecedente y ne- 
gar el consecuente. Es errado ya que el consecuente pue- 
de estar implicado en más de un antecedente. Consiste en 
NEGAR el antecedente y por ende NEGAR el consecuente. 
Contradice la regla de modus ponens. Es errada ya que la 
regla se usa afirmando el antecedente no negándolo. Ade- 
más de que el consecuente puede estar implicado en más 
de un antecedente y la negación de un antecedente, no ex- 
cluye el vínculo con el otro antecedente. 


Si P entonces q, No p entonces no q 


Todos los profesores son mayores de edad. Pablo no es 
profesor; por lo tanto Pablo no es mayor de edad. 


Si p entonces q, No p por lo tanto no q 


Válido: Todos los profesores son mayores de edad. Pablo 
es profesor; por lo tanto, Pablo es mayor de edad. 


Falacia del Antecedente: Todos los profesores son ma- 


yores de edad. Pablo no es profesor; por lo tanto, Pablo 
no es mayor de edad. 


b) Segunda regla de inferencia: MODUS TOLLENS 


Si se tiene un condicional, consiste en negar su conse- 
cuente para obtener la negación de su antecedente. 


Si p entonces q, No q por lo tanto no p 
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Todos los profesores son mayores de edad. Pablo no 
es mayor de edad; por lo tanto, Pablo no es profesor. 


Antecendente: Negación de Antecedente 
Consecuente: Negación de Consecuente 


Uso incorrecto del MODUS TOLLENS: falacia del consecuente 


Del consecuente: de la afirmación del consecuente no 
se sigue la afirmación del antecedente. Porque el conse- 
cuente puede estar implicado en más de un antecedente: 
de la afirmación del consecuente no se sigue la afirma- 
ción del antecedente. Contradice la regla de modus to- 
llens. Porque la regla dice que es negar el consecuente n 

afurmarlo. | 


Si p entonces q, Acontece q entonces acontece p 


Todos los profesores son mayores de edad. Pablo es ma- 
yor de edad; por lo tanto, Pablo es profesor. 


Si p entonces q, q por lo tanto p 


Todos los profesores son mayores de edad. Pablo es mayor 
de edad; por lo tanto, Pablo es profesor. 


Antecendente: Afirmación de consecuente 
Consecuente: Afirmación del Antecedente 


Los cuatro enunciados son 


* Todos los profesores son mayores de edad. Pablo es 
profesor; por lo tanto, Pablo es mayor de edad 


* Todos los profesores son mayores de edad. Pablo no es 
profesor; por lo tanto, Pablo no es mayor de edad. 


* Todos los profesores son mayores de edad. Pablo no es 
mayor de edad; por lo tanto, Pablo no es profesor. 


e Todos los profesores son mayores de edad. Pablo es 
mayor de edad; por lo tanto, Pablo es profesor. 
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. Reconozca los siguientes razonamientos y sus falacias 
A. 
. Todos los profesores son mayores de edad. Pablo es pro- 


fesor; por lo tanto, Pablo es mayor de edad 


. Todos los profesores son mayores de edad. Pablo no es 
profesor; por lo tanto, Pablo no es mayor de edad. 


. Todos los profesores son mayores de edad. Pablo no es 
mayor de edad; por lo tanto, Pablo no es profesor. 


. Todos los profesores son mayores de edad. Pablo es ma- 
yor de edad; por lo tanto Pablo es profesor. 


B. 


. Todos los atletas son musculosos. Carlos es un atleta; por 
lo tanto, Carlos es musculoso. 


. Todos los atletas son musculosos. Carlos no es un atleta; 
- por lo tanto, Carlos no es musculoso. 


. Todos los atletas son musculosos. Carlos no es musculo- 
so; por lo tanto, Carlos no es un atleta. 


. Todos los atletas son musculosos. Carlos es musculoso; 
por lo tanto, Carlos es un atleta. 


€ 


. Todos los violinistas son alegres. Raquel es violinista, por 
lo tanto, Raquel es alegre. 


. Todos los violinistas son alegres. Raquel no es violinista; 
por lo tanto, Raquel no es alegre. 


. Todos los violinistas son alegres. Raquel no es alegre; por 
lo tanto, Raquel no es violinista. 


. Todos los violinistas son alegres. Raquel es alegre; por lo 
tanto, Raquel es violinista. 


D. 


. Todos los mentirosos son embusteros. Laura es mentiro- 
sa; por lo tanto, Laura es embustera. 
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. Todos los mentirosos son embusteros. Laura no es men- 
tirosa; por lo tanto, Laura no es embustera. 


. Todos los mentirosos son embusteros. Laura no es em- 
bustera; por lo tanto, Laura no es mentirosa. 


. Todos los mentirosos son embusteros. Laura es embuste- 
ra, por lo tanto, Laura es mentirosa. 


E. 


. Todos los jueces son abogados. Simón es juez; por lo 
tanto, Simón es abogado. 

. Todos los jueces son abogados. Simón no es juez; por lo 
tanto, Simón no es abogado. 

. Todos los jueces son abogados. Simón no es abogado; 
por lo tanto, Simón no es juez. 


. Todos los jueces son abogados. Simón es AOgats: por 
lo tanto, Simón es juez. 


F. 


. Todas las bailarinas son graciosas. Maria es bailarina; por 
lo tanto, María es graciosa. 


. Todas las bailarinas son graciosas. María no es bailarina; 
por lo tanto, María no es graciosa. 
. Todas las bailarinas son graciosas. María no es graciosa; 
por lo tanto, María no es bailarina. 


. Todas las bailarinas son graciosas. Maria es graciosa; por 
lo tanto, María es bailarina. 


G. 


. Todos los astronautas son valientes. Franklin es astronau- 
ta; por lo tanto, Franklin es valiente. 


. Todos los astronautas son valientes. Franklin no es astro- 
nauta; por lo tanto, Franklin no es valiente. 


. Todos los astronautas son valientes. Franklin no es valien- 
te; por lo tanto, Franklin no es astronauta. 


. Todos los astronautas son valientes. Franklin es valiente; 
por lo tanto, Franklin es astronauta. 
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H. 


. Todos los investigadores son joviales. Patricia es investi- 
gadora; por lo tanto, Patricia es jovial. 


. Todos los investigadores son joviales. Patricia no es inves- 
tigadora; por lo tanto, Patricia no es jovial. 


. Todos los investigadores son joviales. Patricia no es jo- 
vial; por lo tanto, Patricia no es investigadora. 


. Todos los investigadores son joviales. Patricia es jovial; 
por lo tanto, Patricia es investigadora. 


. Todos los jueces son inteligentes. Simón es juez; por lo 
tanto, Simón es inteligente. 


. Todos los jueces son inteligentes. Simón no es juez; por 
lo tanto, Simón no es inteligente. 


. Todos los jueces son inteligentes. Simón no es inteligen- 
te; por lo tanto, Simón no es juez. 


. Todos los jueces son inteligentes. Simón es inteligente; 
por lo tanto, Simón es juez. 


j 


|. Todos los estudiantes son listos. 


. Todos los estudiantes son listos. 
. Todos los estudiantes son listos. 


. Todos los estudiantes son listos. 
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6. Complete los siguientes razonamientos y señale la 


6.1 


6.2 


6.3 


6.4 


6.5 


6.6 


6.7 


6.8 


6.9 


regla de inferencia utilizada o no 


Todas las personas inculpadas de un delito deben ir a un 
proceso penal. Moisés fue inculpado de un delito, 


Todas las personas inculpadas de un delito deben ir a un 
proceso penal. Moisés no fue inculpado de un delito, 


Todas las personas inculpadas de un delito deben ir a un 
proceso penal. Moisés no debe ir a un proceso penal, 


Todas las personas inculpadas de un delito deben ir a un 
proceso penal. Moisés debe ir a un proceso penal, 


Quien haya dado muerte a una persona, será penado con 
prisión de doce a dieciocho años. Gustavo dio muerte a 
una persona, 


Quien haya dado muerte a una persona, será penado con 
prisión de doce a dieciocho años. Gustavo no fue penado 
con prisión de ocho a quince años, 


Quien haya dado muerte a una persona, será penado con 
prisión de doce a dieciocho años. Gustavo será paana con 
prisión de ocho a quince años, 


Los derechos de la personalidad están fuera del comercio. 
El derecho X es un derecho de la personalidad, 


Los derechos de la personalidad están fuera del comercio. 
El derecho X no es un derecho de la personalidad, 


6.10 Los derechos de la personalidad están fuera del comercio. El 


derecho X no está fuera del comercio, 


6.11 Los derechos de la personalidad están fuera del comercio. El 


derecho X está fuera del comercio, 
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6.12 


6.13 


6.14 


6.15 


6.16 


6.17 


6.18 


6.19 


Se aplicarán en defecto de norma escrita, uso o costumbre 
los principios generales del Derecho13. No hay norma escri- 
ta, uso o costumbre para resolver el caso número 207-97, 
llevado en el Juzgado Civil de San José, 


Se aplicarán en defecto de norma escrita, uso o costumbre 
los principios generales del Derecho. Hay norma escrita, uso 
o costumbre para resolver el caso número 207-97, llevado 
en el Juzgado Civil de San José, 


Se aplicarán en defecto de norma escrita, uso o costumbre 
los principios generales del Derecho. Se usaron los princi- 
pios generales del Derecho, 


Se aplicarán en defecto de norma escrita, uso o costumbre 
los principios generales del Derecho. No se aplicaron los 
principios generales del Derecho, 


La patria potestad comprende el derecho y la obligación de 
administrar los bienes del hijo menor. Ana tiene la patria 
potestad, 


La patria potestad comprende el derecho y la obligación de 
administrar los bienes del hijo menor. Ana no tiene la patria 
potestad, 


La patria potestad comprende el derecho y la obligación de 
administrar los bienes del hijo menor. Ana no tiene el dere- 
cho ni la obligación de administrar los bienes del hijo menor, 


La patria potestad comprende el derecho y la obligación de 
administrar los bienes del hijo menor!4, Ana tiene el dere- 
cho y la obligación de administrar los bienes del hijo menor, 


Obsérvese que esta norma se encuentra escrita “al revés”, dado que, 
en realidad, debe leerse así: “Los principios generales del Derecho 
se aplicarán en defecto de norma escrita, uso o costumbre.” 


Si el lector encontró algunas incoherencias en los últimos cuatro 
ejercicios, es porque la regla del modus tollens NO es posible 
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Distinciones fundamentales entre condicionales y 
equivalencias 


El modo gráfico de comprender la relación que estipula el 
conectador condicional y el conectador equivalencia es el 
siguiente: por ejemplo, señala una norma: “Las disposi- 
ciones que contradigan a otra de rango superior carece- 
rán de validez.” 


De igual manera existe otra norma que indica: “Persona 
adulta mayor es la que tiene 65 años o más.” 


La primera norma es un condicional y podemos probarla 
con las reglas de inferencia: 


Si “Las disposiciones que contradigan a otra de rango su- 
perior carecerán de validez” y X es una ley que contradi- 
ce a otra de rango superior; por ende carecerá de validez 
(Modus ponens) 


Si “Las disposiciones que contradigan a otra de rango su- 
perior carecerán de validez” y X no es una ley que contra- 
dice a otra de rango superior; por ende no carecerá de va- 
lidez (Falacia del antecedente, dado que puede carecer de 
validez por otras razones como la derogación, etc.). 


Si “Las disposiciones que contradigan a otra de rango su- 
perior carecerán de validez” y X es una ley que no carece- 
rá de validez; por ende no contradice a otra de rango su- 
perior, (Modus Tollens) | 


Si “Las disposiciones que contradigan a otra de rango su- 
perior carecerán de validez” y X es una ley que carecerá 


aplicarlas en estas normas. La razón es que estas normas no son 
condicionales del tipo Si X entonces Y. Sino que son EQUIVALEN- 
CIAS. Recordará el lector que en la equivalencia la negación de 
uno de sus elementos conlleva también la negación del otro elemen- 
to, para ser verdadera. Por lo cual, es curioso que lo que puede ser 
una falacia en un CONDICIONAL es una regla bien aplicada en 
una EQUIVALENCIA. 
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de validez por ende, contradice a otra de rango superior, 
(Falacia del consecuente), dado que puede carecer de va- 
lidez por otras razones, necesariamente por contradecir a 
otra norma de rango superior. 


¡No todas las normas que 
contradicena otra de rango 
superior, son TODAS las 
normas que carecen de 
validez. 

Dado que hay otras 
normas que por otros 
motivos TAMBIÉN carecen 
de validez, por derogación, 
no creación aún, etc.! 


Normas que 
carecen de 
validez 


Normas que 
contradicen a otra 
de rango superior 


En el segundo caso es distinta esta relación. Así la norma 
que indica: “Persona adulta mayor es la que tiene 65 años 
o más”, si le aplicamos las reglas de inferencia, no gene- 
rará falacias: 


Si “Persona adulta mayor es la que tiene 65 años o más” 
y Juan es una persona adulta mayor; por ende, Juan tie- 
ne 65 años o más. 


Si “Persona adulta mayor es la que tiene 65 años o más” 
y Juan no es una persona adulta mayor; por ende, Juan 
no tiene 65 años o más. 


S1 “Persona adulta mayor es la que tiene 65 años o más” 
y Juan tiene 65 años o más; por ende, Juan es una perso- 
na adulta mayor. 


Si “Persona adulta mayor es la que tiene 65 años o más” 


y Juan no tiene 65 años o más; por ende, Juan no es una 
persona adulta mayor. 
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¡En este caso, el conjunto 
de las personas adultas 
mayores, es el mismo 
conjunto de las personas 
de 65 años o más! 

No hay otras personas 
que con 65 años, no sean 
personas adultas mayores. 


65 años 
Persona adulta 
mayor 


c) Tercera regla de inferencia: doble negación 


La doble negación es una regla de inferencia válida en la 
equivalencia, no así en los condicionales y es muy 
usual utilizarla bajo el nombre de “argumento en contra- 
rio sensu”. 


Ciertamente, el argumento en contrario sensu es la utili- 
zación de esta regla de inferencia, pero su validez depen- 
de del tipo de norma que se esté utilizando. 


Por ejemplo, el artículo 135 del Código de Trabajo esta- 
blece: 


“Artículo 135. Es trabajo diurno el comprendido entre las 
cinco y las diecinueve horas...” 


En contrario sensu o utilizando la regla de doble nega- 
ción, significa que son válidas cualquiera de las siguien- 
tes dos opciones: 


a. Si no es trabajo diurno, no debe estar comprendido en- 
tre las cinco y las diecinueve horas. 

b. Si no está comprendido entre las cinco y las diecinue- 
ve horas, no es trabajo diurno. 


Y en este caso la regla de doble inferencia es válida. Ello, 
en razón de que el artículo 135 es una equivalencia. Es 
decir, que se unen dos elementos: a) Trabajo diurno y b) 


59 


Comprendido entre las 5 y las 19 horas. Como se recorda- 
rá, en una equivalencia para que el enunciado sea verda- 
dero, deben de estar presentes los dos elementos; es decir: 


Si es trabajo diurno está comprendido entre las 5 y las 19 
horas y viceversa, si está comprendido entre las 5 y las 19 
horas, es trabajo diurno. 


Y otra manera de ser verdadero, es que ambos elementos 
no estén presentes, como el caso anterior, de la aplica- 
ción del argumento en contrario sensu: 


-Si no es trabajo diurno, no debe estar comprendido entre 
las cinco y las diecinueve horas, y viceversa, si no está com- 
prendido entre las cinco y las diecinueve horas, no es traba- 
Jo diurno. 


Esto es válido en la equivalencia, pero no así en las nor- 
mas que son condicionales. Veamos, artículo 2 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial: 


“El Poder Judicial solo está sometido a la Constitución y a 
la Ley.” 


Supuestamente, con la aplicación del argumento en con- 
trario sensu debería obtenerse las siguientes dos conclu- 
siones y ser ellas válidas: 


a. Si no es el Poder Judicial, no está sometido a la Cons- 
titución y a la Ley. 

b. Si no está sometido a la Constitución y a la ley, no es 
el Poder Judicial 


Pero se observa inmediatamente que alguna de las dos 
opciones es falsa, y con justa razón, ya que la opción a. es 
la falsa porque si no es el Poder Judicial; es decir, si es 
cualquier otro Poder del Estado, no estará sometido a la 
Constitución y a la Ley, lo cual es falso, ya que también 
los otros poderes también están sometidos a ellas. 
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La opción b. es la verdadera ya que si se dice que si no es- 
tá sometido a la Constitución y a la Ley, no es el Poder 
Judicial, y es ello cierto, porque, en realidad, al aplicar el 
argumento en contrario sensu, en esta opción, lo que real- 
mente estamos llevando a cabo es un modus tollens. 


El modus tollens es una regla válida pero en el condicio- 
nal, y si la norma es un condicional, efectivamente nos 
brindará un argumento válido. Pero si es un condicional 
y llevamos a cabo la opción a., cometemos una falacia 
del antecedente. 


Por lo que el argumento en contrarto sensu en las normas 
con estructura de condicional, puede llevarnos a cometer 
falacias, mientras que en una norma con estructura de 
equivalencia, siempre nos dará conclusiones verdaderas 
y válidas. 


7. Usando la regla de inferencia de Doble Negación, 
infiera las proposiciones correspondientes 


1. Las acciones privadas que no dañen la moral o el orden públi- 


cos, o que no perjudiquen a tercero, están fuera del alcance 
de la Ley. 


2. Los procesos deben tener dos instancias 


3. A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de per- 
sona, o de sus derechos patrimoniales adquiridos. 


4. Toda persona es igual ante la Ley y no podrá practicarse dis- 
criminación alguna contraria a la dignidad humana. 


5. Ningún costarricense podrá ser compelido a abandonar el te- 
rritorio nacional. | 
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Los funcionarios públicos son simples depositarios de la au- 
toridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les 
concede. 


Realice las equivalencias correspondientes mediante 
la doble negación 


Artículo 2 del CPP 


Deberán interpretarse restrictivamente las disposiciones lega- 
les que coarten la libertad personal o limiten el ejercicio de un 
poder o derecho conferido a los sujetos del proceso. 


Artículo 3 del CPP 


Nadie podrá ser juzgado por jueces designados especialmen- 
te para el caso. 


La potestad de aplicar la ley penal corresponderá solo a los tri- 
bunales ordinarios, instituidos conforme a la Constitución y la 
Ley. 

Artículo 4 del CPP 


Toda persona tendrá derecho a una decisión judicial definiti- 
va en un plazo razonable, 


Artículo 5 del CPP 


Los jueces solo están sometidos a la Constitución, el Derecho 
Internacional y Comunitario vigentes en Costa Rica y a la Ley. 


En su función de juzgar, los jueces son independientes de to- 
dos los miembros de los poderes del Estado. 


Artículo 6 del CPP 


Los jueces deberán resolver con objetividad los asuntos some- 
tidos a su conocimiento. 


Desde el inicio del procedimiento y a lo largo de su desarro- 
llo, las autoridades administrativas y judiciales deberán con- 
signar en sus actuaciones y valorar en sus decisiones no solo 
las circunstancias perjudiciales para el imputado, sino también 
las favorables a él. 


Serán funciones de los jueces preservar el principio de igual- 
dad procesal y allanar los obstáculos que impidan su vigencia 
O lo debiliten. 
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10. 


11. 


Artículo 7 del CPP 


Los tribunales deberán resolver el conflicto surgido a conse- 
cuencia del hecho, de conformidad con los principios conte- 
nidos en las leyes, en procura de contribuir a restaurar la ar- 
monía social entre sus protagonistas. 


Artículo 8 del CPP 


Cuando la Ley exija una integración colegiada del tribunal, 
sus integrantes deberán intervenir activamente en la delibera- 
ción y decisión. 

Artículo 9 del CPP 


El imputado deberá ser considerado inocente en todas las eta- 
pas del procedimiento, mientras no se declare su culpabilidad 
en firme, conforme a las reglas establecidas en este Código. 
En caso de duda sobre las cuestiones del hecho, se estará a lo 
más favorable para el imputado. 


Hasta la declaratoria de culpabilidad, ninguna autoridad pú- 
blica podrá presentar a una persona como culpable ni brindar 
información sobre ella en ese sentido. | 


En los casos del ausente y del rebelde, se admitirá la publica- 
ción de los datos indispensables para su aprehensión por or- 
den judicial. 

Artículo 10 del CPP 

Las medidas cautelares solo podrán ser establecidas por Ley. 
Tendrán carácter excepcional y su aplicación, en relación con 


el imputado, debe ser proporcional a la pena o medida de se- 
guridad que pudiera llegar a imponerse. 


Artículo 11 del CPP 


Nadie podrá ser juzgado penalmente más de una vez por el 
mismo hecho. 


Artículo 12 del CPP 


Es inviolable la defensa de cualquiera de las partes en el pro- 
cedimiento. 


Cuando el imputado esté privado de libertad, el encargado de 
custodiarlo transmitirá al tribunal las peticiones u observaciones 
que aquel formule, dentro de las doce horas siguientes a que se 
le presente y le facilitará la comunicación con el defensor. 


63 


12. 


13. 


14. 


La. 


16. 


17. 


Toda autoridad que intervenga en los actos iniciales de la in- 
vestigación deberá velar porque el imputado conozca inme- 
diatamente los derechos que, en esa condición, prevén la 
Constitución, el Derecho Internacional y el Comunitario vi- 
gentes en Costa Rica y en esta Ley. 


Artículo 13 del CPP 


Desde el primer momento de la persecución penal y hasta el 
fin de la ejecución de la sentencia, el imputado tendrá dere- 
cho a la asistencia y defensa técnica letrada. Para tales efectos, 
podrá elegir a un defensor de su confianza, pero, de no ha- 
cerlo, se le asignará un defensor público. 


El derecho de defensa es irrenunciable. 
Artículo 14 del CPP 


Cuando el imputado no comprenda correctamente el idioma 
oficial, tendrá derecho a que se le designe a un traductor o in- 
térprete, sin perjuicio de que, por su cuenta, nombre a uno de 
su confianza. 


Artículo 15 del CPP 


El tribunal o el fiscal que constate un defecto formal saneable en 
cualquier gestión, recurso o instancia de constitución de los su- 
jetos del proceso, lo comunicará al interesado y le otorgará un 
plazo para corregirlo, el cual no será mayor de cinco días. Si no 
se corrige en el plazo conferido, resolverá lo correspondiente. 


Artículo 65 del CPP 


Cuando las actividades delictivas se realicen, en todo o en par- 
te, fuera del territorio nacional, o se les atribuyan a personas li- 
gadas a una organización de carácter regional o internacional, 
en los casos en que deba aplicarse la legislación penal costarri- 
cense, el Ministerio Público podrá formar equipos conjuntos de 
investigación con instituciones extranjeras o internacionales. 


Artículo 142 del CPP 


Las sentencias y los autos contendrán una fundamentación 
clara y precisa. En ella expresarán los razonamientos de hecho 
y de derecho en que se basan las decisiones, así como la indi- 
cación del valor otorgado a los medios de prueba. 


Artículo 185 del CPP 


Cuando sea necesario inspeccionar lugares o cosas por existir 
motivos suficientes para sospechar que se encontrarán rastros 
del delito o por presumirse que, en determinado lugar, se 
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18. 


19. 


20. 


21. 


Rki 


2d 


24, 


oculta el imputado o alguna persona evadida, se procederá a 
su registro. 


Artículo 1 de la LGAP. 


La Administración Pública estará constituida por el Estado y 
los demás entes públicos, cada uno con personalidad jurídica 
y capacidad de derecho público y privado. 


Artículo 16 inciso 1) de la LGAP 


En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas uní- 
vocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales 
de justicia, lógica o conveniencia. 


Artículo 21 inciso 1) de la LGAP 


Los órganos constitucionales superiores de la Administración 
del Estado serán: El Presidente de la República, los Ministros, el 
Poder Ejecutivo y el Consejo de Gobierno. El Poder Ejecutivo lo 
forman: El Presidente de la República y el Ministro del ramo. 


Artículo 22. Inciso 1) de la LGAP 


El Consejo de Gobierno estará constituido por el Presidente de 
la República y los Ministros, o en su caso, los Viceministros en 
ejercicio. 

Artículo 40. Inciso 1) de la LGAP 


La votación (del Consejo de Gobierno) será pública, salvo que 
el Presidente disponga lo contrario o que se trate de la apre- 
ciación discrecional de cualidades o actividades de personas, 
o de asuntos que afecten seriamente el prestigio o el patrimo- 
nio de las mismas, en cuyo caso será secreta. 


Artículo 4.de la LGAUS 


Esta ley rige para todo contrato, verbal o escrito, de arrenda- 
miento de bienes inmuebles, en cualquier lugar donde estén 
ubicados y se destinen a la vivienda o al ejercicio de una acti- 
vidad comercial, industrial, artesanal, profesional, técnica, 
asistencial, cultural, docente, recreativa o a actividades y ser- 
vicios públicos. 


Artículo 20. de la LGAUS 


La cosa arrendada debe ser el total de un inmueble edificado 
o una parte de él, con sus instalaciones, servicios, accesorios y 
espacios sin construir incorporados al arrendamiento. Debe 
estar en buenas condiciones de seguridad y salubridad y ser 
adecuada para su destino. 
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d) Cuarta regla de inferencia: la transposición 


Transposición: en un condicional [y también en una 
equivalencia] con la negación del consecuente y la nega- 
ción del antecedente, se obtiene una oración lógicamente 
válida. 


Si p entonces q, equivale a decir, Si no q entonces no p 


Todos los delincuentes deben ser castigados. Equivale a 
decir: Toda persona que no sea castigada no debe ser con- 
siderada delincuente. (Fundamento del principio de ino- 
cencia). 


9. Aplique la regla de transposición a los siguientes 
enunciados 


1. Las disposiciones legales que coarten la libertad personal o li- 
miten el ejercicio de un poder o derecho conferido a los suje- 
tos del proceso deberán interpretarse restrictivamente. 


2. Nadie podrá ser juzgado por jueces designados especialmen- 
te para el caso. 


3. La potestad de aplicar la ley penal corresponderá solo a los 
tribunales ordinarios, instituidos conforme a la Constitución 
y la Ley. g 


4. Toda persona tendrá derecho a una decisión judicial definiti- 
va en un plazo razonable. 


5. Los jueces solo están sometidos a la Constitución, el Derecho 
Internacional y Comunitario vigentes en Costa Rica y a la Ley. 


6. Los jueces en su función de juzgar son independientes de to- 
dos los miembros de los poderes del Estado. 


7. Los jueces deberán resolver con objetividad los asuntos some- 
tidos a su conocimiento. 


8. Desde el inicio del procedimiento y a lo largo de su desarro- 
llo, las autoridades administrativas y judiciales deberán con- 
signar en sus actuaciones y valorar en sus decisiones no solo 
las circunstancias perjudiciales para el imputado, sino también 
las favorables a él. 
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10. 


11. 


10. 


10. 


Serán funciones de los jueces preservar el principio de igual- 
dad procesal y allanar los obstáculos que impidan su vigencia 
o lo debiliten. 


El imputado deberá ser considerado inocente en todas las eta- 
pas del procedimiento, mientras no se declare su culpabilidad 
en firme, conforme a las reglas establecidas en este Código. 


Nadie podrá ser juzgado penalmente más de una vez por el 
mismo hecho. 


Complete los siguientes razonamientos y señale la 
regla de inferencia utilizada o no 


Si todas las leyes son normas jurídicas y el Código Penal es 
una ley; esto quiere decir que el Código Penal es una norma 
jurídica. 

Si todas las leyes son normas jurídicas y los Diez mandamien- 
tos no son normas jurídicas; por lo tanto, los Diez manda- 
mientos no son leyes. 


Si todas las leyes son normas jurídicas y el Tratado de Libre 
Comercio es una norma jurídica; por lo tanto, el Tratado de 
Libre Comercio es una ley. 


Si todas las leyes son normas jurídicas y la Constitución Polí- 
tica no es una ley; por consiguiente, la Constitución Política 
no es una norma jurídica. 


Si todas las leyes son normas jurídicas y la Ley de Tránsito es 
una ley; por lo tanto, la Ley de Tránsito es una norma jurídica. 


Si todas las leyes son normas jurídicas y la ley de la gravedad 
no es una norma jurídica; por ende la ley de la gravedad no 
es una ley. 


Si todas las leyes son normas jurídicas y los decretos no son le- 
yes; por ende, los decretos no son normas jurídicas. 


Si todas las leyes son normas jurídicas y los decretos son nor- 
mas jurídicas; por consiguiente, los decretos son leyes. 


Si todas las leyes son normas jurídicas y el Código de Familia 
es una ley; por lo tanto, el Código de Familia es una norma 
jurídica. 

Si todas las leyes son normas jurídicas y el Código de Familia 
es una norma jurídica; por lo tanto, el Código de Familia es 
una ley. | 
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11. Si todos los magistrados son abogados y todos los abogados 
son licenciados en Derecho; por lo tanto, 


12. Si todos los notarios son abogados y todos los abogados son 
licenciados en Derecho; por lo tanto, 


13. Si todas las leyes son normas jurídicas y todas las normas jurí- 
dicas son palabras; por lo tanto, 


14. Si todas las constituciones son normas jurídicas y todas las 
normas jurídicas se ordenan en un orden jerárquico; por lo 
tanto, 


15. Si todos los jueces deben ser responsables y todas las perso- 
nas responsables son puntuales], 


e) Quinta regla de inferencia: la transitividad del condicional 
Transitividad del Condicional 


Existen dos posibles formas de efectuar la transiti- 
vidad del Condicional; la primera de ellas es la 
concatenación de consecuentes: 


Si por un condicional una proposición se obtiene de otra 
proposición y de esta segunda proposición se obtiene una 
tercera, se puede deducir que de la primera se obtiene la 
tercera. 


S1 p entonces q, q entonces r; por lo tanto, si p entonces r 


Todos los magistrados son abogados. Todos los abogados 
son licenciados en Derecho; por lo tanto, todos los magis- 
trados son licenciados en Derecho. 


15 Los ejercicios numerados del 11 al 15, no pueden resolverse con las 
reglas del modus ponens o modus tollens; ellos requieren el co- 
nocimiento de otra regla que a continuación se explica: La transi- 
tividad del condicional. 
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Todos los notarios son abogados. Todo abogado es licen- 
ciado en Derecho; por lo tanto, todo notario es licenciado 
en Derecho. 


Todos los burócratas son funcionarios públicos. Todos los 
- funcionarios públicos son intratables; por lo tanto, todos 
los burócratas son intratables. 


La segunda forma es la concatenación de antece- 
dentes: 


Si p entonces q, si r entonces p; por lo tanto, 
si r entonces q) 


Todos los funcionarios públicos deben ser investidos. To- 
dos los jueces son funcionarios públicos; por lo tanto, to- 
dos los jueces deben ser investidos. 


Todos los diplomáticos son elocuentes. Todas las personas 
elocuentes les gusta que las admiren; por lo tanto a todos 
los diplomáticos les gusta que los admiren. 


11.Ejercicio. Según lo anterior, determine la conclusión 
de los siguientes razonamientos 


1, Si todo feto es persona y toda persona puede ser asesinada; 
por lo tanto, 


2.  Sitodo homicidio es un delito y todo delito puede hacerse por 
acción o por omisión; por ende, 


3. Si toda compraventa es un contrato y todo contrato es un res- 
cindible; por lo tanto, 


4. Si todas las constituciones son normas jurídicas y todas las 
normas jurídicas pueden ser derogadas; por lo tanto, 


5. Si todos los procesos civiles inician con las demandas y todas 
las demandas son actos del actor; por lo tanto, 
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Sección Tercera: 
La Fundamentación del razonamiento jurídico 


A) Noción de “fundamentación del razonamiento” 


La palabra “fundamentación” no está exenta de ambigúe- 
dades, dado que cuando se solicita el “fundamento” del 
razonamiento jurídico, se puede hacer referencia a dos s1- 
tuaciones completamente distintas: 


1) Ala procedencia o el origen de la conclusión jurídica; o 


2) Al origen o procedencia verídica de las premisas del 
razonamiento. 


Una conclusión judicial es una oración normativa estipu- 
lada por las personas que desempeñan el cargo de jueces 
en el Poder Judicial u otro órgano creado para tal efecto. 
La particularidad de las conclusiones judiciales radica en 
el hecho de que estas establecen concretamente qué per- 
sona o personas efectivamente existentes en el mundo 
real (perfectamente identificada y no siempre pero en la 
mayoría de las veces ubicada en un tiempo y espacio da- 
dos) realizarán o soportarán las órdenes estipuladas por 
el juez. En las conclusiones judiciales, hay personas rea- 
les sobre las que se les hará recaer un determinado man- 
dato, obligado o permitido, ordenándose mantener o mo- 
dificar una o varias situaciones reales. 


En las conclusiones judiciales, una o varias de las premi- 
sas del razonamiento son oraciones que versan sobre he- 
chos y personas reales, sobre estados efectivamente exis- 
tentes del mundo. Sobre personas y situaciones concretas 
que pueden mantenerse o modificarse dependiendo de la 
conclusión a la que llegue el juez a la hora de ordenar la 
manutención o modificación de X o Y situación, orden que 
debe estar conforme con los enunciados normativos esta- 
blecidos para tal efecto. | 


Y esta parece ser la intención del legislador como lo rese- 
ña el artículo 363 del Código Procesal Penal cuando en el 
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inciso b) señala como requisito de la sentencia que ella 
contenga: 


“El voto de los jueces sobre cada una de las cuestiones plan- 
teadas en la deliberación, con exposición de los motivos de 
hecho y de derecho en que los fundan, sin perjuicio de 
que se adhieran a las consideraciones y conclusiones formu- 
ladas por quien votó en primer término...”. (negrita y cursi- 
va no son del original). 


De igual manera, el artículo 155 del Código Procesal Ci- 
vil indica, como requisito, que se indique: 


“Una declaración concreta de los hechos que el tribunal 
tiene por probados, con cita de los elementos de prueba 
que los demuestren y de los folios respectivos del expedien- 
te. Cuando lo hubiere, una indicación de los hechos alega- 
dos por las partes, de influencia en la decisión del proceso, 
que el tribunal considere no probados, con expresión de las 
razones que tenga para estimarlos faltos de prueba. Un 
análisis de las cuestiones de fondo fijadas por las partes, 
de las excepciones opuestas y de lo relativo a costas, con las 
razones y citas de la doctrina y leyes que se consideren apli- 
cables...” (negrilla y cursiva no son del original). 


En esta primera conceptualización de fundamentación, 
sería sencillo dar la respuesta: el fundamento son las pre- 
misas y las reglas de inferencia utilizadas, y si la otra 
persona conoce bien dichas reglas, podrá corroborar su 
correcta utilización. 


Pero, en este caso en particular, es necesario objetar di- 
cha conceptualización, por razones realistas y lógicas. 


La razón realista es que en nuestro concreto tema de es- 
tudio, el razonamiento jurídico, su estructura y funciona- 
miento, lo que permite es dar a conocer a la persona una 
serie de opciones cognoscitivas y a veces valorativas, pero 
nada más. Por el hecho de que funcione correctamente un 
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razonamiento (que al fin y al cabo es un nivel semántico), 
no significa que se decida, de hecho, tales opciones. Aun- 
que la Lógica ejerce una normación (regulación sobre có- 
mo debe combinar signos), tal normación no deja de ser 
eso, una propuesta cognoscitiva que la persona puede 
acatar (si desea actuar lógicamente) o no (actúa ilógica- 
mente). Y es que aun la disciplina normativa más rele- 
vante para las personas (como lo es la Lógica) no puede y 
jamás podrá determinar la conducta real de las personas. 


La Lógica puede llegar (como también las matemáticas) 
a establecer los cálculos de probabilidad sobre cuántas 
acciones y de qué tipo puede ejecutar una persona, pero 
no cuál, de hecho, realizará. Eso es justamente el domi- 
nio de la realidad, de la cual la Lógica solo es una cons- 
trucción mental que permite calcular, pero no es el medio 
que determine a una persona a efectuar o no una acción. 


La Lógica es, parafraseando a Weber cuando hablaba de 
las ciencias empíricas, cómo un mapa, que le enseña los 
caminos que puede uno seguir para llegar a algún lugar 
determinado, le puede enseñar los diversos lugares a los 
cuales (empírica y realmente) puede una persona llegar; 
es decir, le muestra las vías a esos lugares, pero un mapa 
nunca puede ni jamás podrá señalar adónde quiere ir una 
persona. Muestra las posibilidades, pero la elección de 
una concreta posibilidad es una cuestión de la decisión de 
la persona misma. La decisión no es una cuestión lógica16. 


16 Con este punto en particular, se quiere poner el lindero entre el ra- 
zonar y el actuar. Se indicó, páginas atrás, en detalle uno de los 
procedimientos, el procedimiento lógico, con el cual se es capaz de 
efectuar la identificación o atribución “jurídica”, a una situación 
de hecho. Ello no quiere decir que se desconocen otras posibles 
formas de atribuir un sentido normativo a una situación de he- 
cho. Como “guía”, la Lógica muestra solamente una de las posibles 
formas (¡no solo las vías estrictamente lógicas son las únicas que 
se pueden efectuar!) por las cuales el operador jurídico puede esta- 
blecer, en la vida real, sus conclusiones jurídicas. Ya que el jurista 
puede traer a la práctica jurídica, otros posibles modos de obrar 
(tanto en la interpretación como en la integración y hasta en la pro- 
ducción de conclusiones) con diversos resultados. 
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Pero sea una u otra situación (lógicas o no), ellas, al fin y 
al cabo, no son los elementos configuradores de las deci- 
siones jurídicas ni mucho menos de su contenido, las que 
configuran en la vida real. Como señala Luckmann, la 
posibilidad de que se lleven a ejecución en la realidad las 
actividades o resultados lógicos o no, para desempeñar 
cualquier actividad, en nuestro caso la actividad jurídi- 
ca, y plantear un resultado jurídico determinado no es un 
asunto que se encuentra en la misma lógica, sino que su 
núcleo explicativo está en la voluntad, 


“...No todo puede someterse a cálculo, la acción no es final- 
mente una actividad puramente racional. En especial, la 
misma decisión, por más que descanse en reflexiones racio- 
nales, es algo totalmente distinta, a saber, un acto volitivo. 
Y aquí juegan un papel significativo las distintas propieda- 
des inmediatas voluntarias o las mediatizadas por las in- 
fluencias acuñadas por la historia de la vida...”1? 


La Lógica no hace decisiones, las decisiones las hace la 
persona. La Lógica solo establece, a veces y cuando se 
usa, algunas condiciones, algunas rutas o planes que se 
pueden elegir si se quiere seguir o decidir algo. Pero la 
decisión es un fenómeno de la voluntad, no del conoci- 
miento. Lo que configura una vía determinada o una vía 
nueva que vaya a dar un resultado nuevo, es la voluntad 
de la persona misma. 


Aquí es importante distinguir las conclusiones jurídicas 
de las decisiones jurídicas, ya que son dos oraciones 
completamente distintas de las conclusiones jurídicas, 
oraciones normativas resultado del razonamiento. Las 
decisiones jurídicas son: 


“...todas las proposiciones que expresan un acto de volun- 
tad de la administración de justicia o de algún órgano del 


17 LUCKMANN Thomas, Teoría de la acción social, Barcelona, 
Ediciones Paidós Ibérica S.A., 1996, pp. 76-77. 
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Estado, en la medida en que la decisión descansa sobre un 
fundamento jurídico...”18 


Seriamente hablando, las decisiones jurídicas no tienen 
otro fundamento que la voluntad de la persona, del juez, 
funcionario público, etc. Por lo que realistamente no po- 
dría ser factible concebir que para un acto se soliciten su- 
puestamente las oraciones que efectuaron ese acto, dado 
que las oraciones (como cosas que son) no pueden llevar 
a cabo actos. 


La razón lógica de objetar este concepto es el hecho de 
que las mismas normas solicitan la fundamentación de 
las decisiones en el segundo sentido atribuido anterior- 
- mente. Es decir, que el uso de la palabra “fundamenta- 
ción” hace más referencia a la indicación del lugar (mate- 
rial o intelectual) del cual derivan esas premisas; es de- 
cir, indicación de fuentes de Derecho, medios de prueba y 
valoraciones de dichos medios de prueba. 


Obsérvese el artículo 142 del Código Procesal Penal, 
cuando se refiere precisamente a la Fundamentación de 
las sentencias: 


“.. Las sentencias y los autos contendrán una fundamenta- 
ción clara y precisa. En ella expresarán los razonamien- 
tos de hecho y de derecho en que se basan las decisio- 
nes, así como la indicación del valor otorgado a los medios 
de prueba. 

La simple relación de las pruebas o la mención de los reque- 
rimientos de las partes no reemplazará, en ningún caso, la 
fundamentación. Será insuficiente cuando se utilicen 
formularios, afirmaciones dogmáticas, frases rutina- 
rias, la simple descripción de los hechos o la sola 
mención de los elementos de prueba. 


18 SCHREIBER Rupert, Lógica del Derecho, Buenos Aires, Edito- 
rial SUR S.A., Primera edición en español, 1967, p. 41 (Traducción 
de Ernesto Garzón Valdés de la edición en alemán “ Logik des 
Rechts “, Berlin, Springer-Verlag, 1962). 
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No existe fundamentación cuando se haya inobservado las 
reglas de la sana crítica, respecto a medios o elementos pro- 
batorios de valor decisivo. 

Los autos y las sentencias sin fundamentación serán ineft- 
caces...”. (negrita y cursiva no es del original) 


De igual manera, releyendo el artículo 155 del Código 
Procesal Civil se indica que se deberá expresar: 


“..Una declaración concreta de los hechos que el tribunal 
tiene por probados, con cita de los elementos de prueba 
que los demuestren y de los folios respectivos del expedien- 
te. Cuando lo hubiere, una indicación de los hechos alega- 
dos por las partes, de influencia en la decisión del proceso, 
que el tribunal considere no probados, con expresión de las 
razones que tenga para estimarlos faltos de prueba. Un 
análisis de las cuestiones de fondo fijadas por las partes, 
de las excepciones opuestas y de lo relativo a costas, con las 
razones y citas de la doctrina y leyes que se conside- 
ren aplicables...” (negrita y cursiva no son del original). 


¿Para qué se solicitan los elementos de prueba, o las ra- 
zones para estimar faltos de prueba ciertos hechos o las 
razones y citas de doctrina y leyes aplicables, si basta la 
sola enunciación de la norma y los hechos? 


¿Para qué solicitar el valor otorgado a los medios de prue- 
ba o la indicación de que las afirmaciones dogmáticas, 
machoteras, formularias, rutinarias o la sola mención de 
los elementos de prueba es insuficiente y hasta ineficaz, 
si no es que la misma ley solicita ALGO más que la sim- 
ple ilación de hechos y normas? 


Creemos que la segunda conceptualización de fundamen- 
tación es la que puede ser más útil y pertinente para la 
descripción normativa del proceso de la fundamentación, 
por lo que nos abocaremos en esta sección a explicar di- 
cho tipo de fundamentación. 
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Cuando se da la “fundamentación” de una decisión jurí- 
dica, se hace para informar sobre la (s) causa (s) (explica- 
ción causal), del “por qué”1% se ha de llevar a cabo lo es- 
tipulado por una conclusión jurídica. Esta información es 
tomada en cuenta para determinar la credibilidad, acep- 
tación (o no), la racionalidad (o no) y la ejecución (o no) de 
una acción jurídica. Cuando se funda o se justifica una 
conclusión jurídica es para indicar el “lugar” (material- 
quién lo dijo- o intelectual, dónde está ese contenido lin- 
gúístico) del cual se extrajo esa conclusión. 


La fundamentación del razonamiento es el proceso que 
incluye la acción de fundamentar y el resultado de esa ac- 
ción; es decir, el fundamento o los fundamentos. Funda- 
mentar un razonamiento jurídico es la acción de indicar 
y establecerles a las premisas usadas en un razonamien- 
to jurídico, otras oraciones que hacen referencia a los 
lugares (físicos o mentales) donde se obtuvieron las pre- 
misas. El fundamento es aquella otra oración que se esti- 
pula como base u origen de las premisas. Es decir, el fun- 
damento no son las premisas. El fundamento son oracio- 
nes distintas de las premisas; el fundamento son otras 
oraciones adicionales a las premisas. Y como deben 
combinarse con las premisas, deben seguir las mismas 
reglas de los conectadores anteriormente indicadas. Por 
poner un ejemplo, la premisa normativa de un razona- 
miento puede ser la siguiente: 


“Todo trabajador tiene derecho a un salario, que en idénti- 
cas condiciones de eficiencia será siempre igual.” 


La premisa descriptiva es la siguiente: 


“Antonio es un trabajador que se desempeña en idénticas 
condiciones de eficiencia que Marco.” 


19 Tome nota el lector que la frase “por qué” puede tener dos interpre- 
taciones: “por qué causa” que solicita explicaciones causales-des- 
criptivas del fenómeno y el “por qué motivo”, que solicita explica- 
ciones finalistas o teleológicas de una acción; en este caso, nos in- 
teresa la primera interpretación. 
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Conclusión: Por lo cual, sus salarios deben ser siempre 
iguales. 


El fundamento de la premisa normativa será la indica- 
ción (de modo conjuntivo con la premisa) del artículo 57 
de la Constitución Política. Obsérvese que la premisa 
normativa si bien está unida a la premisa descriptiva, 
también está unida al fundamento. 


Fundamento 


a Premisa entonces (conclusión X 
Ey descriptiva 


Y si bien se recuerda son dos los tipos de premisas que 
presenta un razonamiento: la descriptiva (hechos) y la 
normativa (norma jurídica). Cada una de ella ha de tener 
un tipo de fundamento, lo cual indica que las premisas de 
un razonamiento requieren, por lo menos, dos fundamen- 
tos distintos, uno para cada tipo de premisa?0, 


20 Artículo 369. Código Procesal Penal, Vicios de la sentencia. Los de- 
fectos de la sentencia que justifican la casación serán: 

a) Que el imputado no esté suficientemente individualizado. 

b) Que falte la determinación circunstanciada por el hecho que 
el tribunal estimó acreditado. | 

c) Que se base en medios o elementos probatorios no incorpora- 
dos legalmente al juicio o incorporados por lectura con viola- 
ción de las normas establecidas en este Código. 

d) Que falte, sea insuficiente o contradictoria la fundamentación 
de la mayoría del tribunal o no se hubieran observado en ella 
las reglas de la sana crítica, respecto a medios o elementos 
probatorios de valor decisivo. 

e) Que falte en sus elementos esenciales la parte dispositiva. 
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Como se explicó anteriormente, las premisas de un razo- 
namiento jurídico, mínimo deben ser dos, cada una de un 
tipo distinto: una premisa normativa y una premisa des- 
criptiva. En igual sentido, cada una de ellas tiene su pro- 
pio proceso de fundamentación?!, 


B) La Fundamentación de la norma jurídica del 
razonamiento jurídico 


La fundamentación es el proceso mediante el cual se es- 
tipula el origen de la premisa normativa del razonamien- 
to jurídico. Este proceso a su vez tiene que seguir dos ti- 
pos de fundamentaciones: la fundamentación formal de 
la premisa normativa y la fundamentación material de 
dicha premisa. Ambas deben llevarse a cabo para que es- 
ta premisa esté correctamente (en el sentido jurídico) 
fundada y sea válido el razonamiento. 


1) Fundamentación FORMAL de la premisa normativa del 
razonamiento jurídico 


La fundamentación formal de la norma del razonamien- 
to es el proceso mediante el cual se estipulan y se verifi- 
can los requisitos y presupuestos básicos para que pueda 


f) Que falte la fecha del acto y no sea posible fijarla o falte la fir- 
ma de alguno de los jueces y no se pueda determinar si ha par- 
ticipado en la deliberación, salvo los casos de excepción pre- 
vistos legalmente. 

g) La inobservancia de las reglas previstas para la deliberación 

y redacción de la sentencia. 

h) ~ inobservancia de las reglas relativas a la correlación entre 
la sentencia y la acusación. 

h) La inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva. 


21 Expresa el artículo 155 del Código Procesal Civil, como requisitos 
de las sentencias, que ellas deberán contener todos y cada uno de 
los puntos que hayan sido objeto del debate, con la debida se- 
paración del pronunciamiento correspondiente a cada uno de ellos, 
cuando hubiere varios. No podrán comprender otras cuestiones 
que las demandadas, ni conceder más de lo que hubiere pedido. 
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ser (y servir de) un fundamento normativo de la conclu- 
sión. Esta fundamentación se inicia con la selección de 
la norma adecuada dentro del conjunto de normas igual- 
mente viables. Y para esto hay que observar los dos Sis- 
temas de Ordenación de Normas, que le ayudan al opera- 
dor jurídico a escoger y seleccionar (a veces) la norma 
adecuada; es decir, el Sistema de Jerarquías o Fuentes y 
el Sistema de Competencias, ya anteriormente explicado. 


Primeramente, la norma tiene que existir en la realidad. 
Para que se considere que la decisión de un caso es con- 
secuencia de esa norma, la norma tiene que estar “vigen- 
te”, existente. En este punto hay que recordar que el con- 
tenido jurídico de una norma puede ser dado por: 


El Sistema de Jerarquías es un sistema de Fundamentos 
que, además de indicar la procedencia de los contenidos 
de las expresiones jurídicas, regula su vinculación entre 
sí mediante el principio de regularidad jurídica, que 
establece que hay un orden de preferencia entre una lis- 
ta de fuentes del Derecho, de modo que la Constitución 
Política es superior jerárquicamente respecto de los tra- 
tados internacionales; estos a su vez de las leyes; estas a 
su vez de los reglamentos, y éstos a su vez respecto de los 
decretos y acuerdos. 


Con la revisión de la Fuente del Derecho?2, la cual exis- 
te, y es un hecho verificable, (la efectiva aprobación de la 
Constitución, la ley, reglamento o decreto, que se perfec- 
ciona con la publicación de la ley, reglamento o decreto en 


22 A su vez, curiosamente todas las fuentes del Derecho tienen en co- 
mún que son normas y que son emitidas por una voluntad. Por 
ello, se puede decir que todos los fundamentos de las premisas ju- 
rídicas en el campo jurídico son fundamentos que (al igual que los 
hechos de un caso) se pueden (y se deben) comprobar en la reali- 
dad. Esa otra existencia, que es un hecho verificable, es la efectiva 
aprobación de la Constitución por parte de una Asamblea Consti- 
tuyente, la Ley por parte de la Asamblea Legislativa, Reglamento 
o Decreto por parte del Poder Ejecutivo. 
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el diario oficial La Gaceta) se obtiene parte del funda- 
mento formal de la premisa normativa. Si no ha sido 
aprobada o está derogada explícita o tácita, no habría ne- 
cesidad de aplicar esa norma o de resolver un caso con 
esa decisión, ya que no existe realmente esa norma. 


El otro Sistema es el de las Competencias. Si bien es cier- 
to hay preferencia jerárquica de normas, no todas están 
ordenadas para un solo y único campo de estudio o de 
función. Cada norma tiene su ámbito de aplicación; es de- 
cir, son competentes para estipular determinadas direc- 
trices formativas, dependiendo del lugar, el tiempo, la 
materia y el sujeto o los sujetos involucrados%3, 


2) Fundamentación MATERIAL de la premisa normativa 
del razonamiento jurídico 


Todas las normas generalmente plantean un contenido 
material determinado, una regulación específica. Si se es- 
tudian en detalle las premisas, se observará que su conte- 
nido se refiere a valores, a significados axiomáticos o a vo- 
luntades de otros sujetos. Esos contenidos materiales son 
los que dan las significaciones normativas a las conclusio- 
nes jurídicas, que pueden ser de tipo axiológico (valoracio- 
nes), de tipo axiomático (axiomas) o de tipo empírico (vo- 
luntades). Por ejemplo, para una conclusión jurídica, su 
premisa puede ser una norma que indica la utilización de 
la buena fe (FJ-Idea: valoración), o una norma que seña- 
la el principio de inocencia (FJ-Idea: axioma), o una nor- 
ma que determina las potestades o competencia de un fun- 
cionario; es decir, sus acciones o voluntades (FJ-Persona: 


23 Existe un quinto criterio de competencia, pero no será analizado en 
este curso que es la relación de general-especial [llamado criterio 
de especialidad] que puede tener una norma respecto de otra nor- 
ma, pero, en lo personal, prefiero considerarlo, este quinto tipo de 
competencia, como un subtipo particular de la denominada compe- 
tencia de la materia, ya que trata la misma materia, pero de modo 
especializado. 
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voluntad de un sujeto), y demás posibles combinacio- 
nes. Los contenidos concretos de tipo axiológico, los de ti- 
po axtomático u otras voluntades (empíricas), son los que 
verdaderamente establecen la fundamentación mate- 
rial que determina las conclusiones normativas. 


Una decisión jurídica ha de contar con ambos tipos de 
fundamentaciones: la formal y la material para que sea 
correcta jurídicamente. 


11a. Ejercicio. Reconozca el fundamento formal 
y el fundamento material y determine 
la solución jurídica 


Norma Hechos Solución Fuente 


1 Nadie puede arro- |e Marco se arroga la Constitución 
garse la soberanía soberanía de Costa Política, 
del país, el que lo hi- Rica. artículo 3. 
ciere cometerá el 
delito de traición a 
la Patria. 


Marco se arroga la 
soberanía de Cen- 
troamérica. 


Marco se arroga la 
soberanía del 
mundo. 


Debes cumplir todas Norma moral 


tus promesas. 


Kevin le promete a 
Teresa que se va a 
casar con ella. 


Autorízase a aboga- 
dos, estudiantes y 
egresados de Dere- 
cho, debidamente 
identificados, y asis- 
tentes de los aboga- 
dos acreditados en 
el expediente, para 
revisarlo y fotoco- 
piarlo. 


4 Guillermo debe pa- 
gar la suma de un 
millón de colones a 
Luis. 


Horacio es aboga- 
do y se le negó un 
expediente por- 
que según la nor- 
ma solo los aboga- 
dos de las partes 
del proceso pue- 
den revisarlo y fo- 
tocopiarlo. 


Yo soy Guillermo. 
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nes y otras 


comunicacio- 
nes judiciales. 


Juez Civil de 
San José 


Artículo 18 

de la Ley de 
Notificacio- 
nes Citacio- 


5 Todas las personas | e Magdalia y Raquel Norma 
deben amarse los son personas. religiosa 
unos a los otros. 


Artículo 14, 
inciso 6) 
Código de 
Familia 


Es legalmente im- 
posible el matrimo- 
nio: ...6) entre per- 
sonas de un mismo 
sexo. 


Mario y Antonio 
quieren casarse, 
Mario se cambió 
de “sexo” y es 
ahora Ana. 


El cuñado de una 
mujer debe casarse 
con ella si su espo- 
so ha muerto. 


e El esposo de Ceci- 
lia acaba de morir 
y Édgar es cuñado 
de Cecilia. 


Norma 
religiosa 


Toda persona debe 
tener un Celular 


Juan es una per- 
sona 


Propaganda 
comercial 


Artículo 33 
de la 
Constitución 
Política 


Toda persona es 
igual ante la Ley y 
no podrá practicar- 
se discriminación al- 
guna contraria a la 
dignidad humana. 


En Puerto Viejo, 
no dejaron entrar 
a Fernando en una 
discoteca por ser 
“blanco”. 


e A Miguel lo despi- 
dieron por tener 
sida. 


Un dentista 
y Art. 10, 
CFm. 


10 Los esponsales no 
producen efectos 
civiles. 


e Antonieta prometió 
casarse con Nor- 
man. 


11 Se impondrá la pe- 
na de uno a seis 
años de prisión: 
..3) A la madre de 
buena fama que 
para ocultar su des- 
honra diere muerte 
a su hijo dentro de 
los tres días siguien- 
tes a su nacimiento. 


Lupita, es una “ni- 
ña de bien” y ma- 
ta a su hijo dentro 
del cuarto día si- 
guiente a su naci- 
miento para ocul- 
tar su deshonra. 


Lupita, mujer ca- 
sada, mató a su hi- 
jo dentro del ter- 
cer día siguiente a 
su nacimiento, pa- 
ra ocultar su des- 
honra. 
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Artículo 113, 
inciso 3) del 
Código Penal 


13 Será motivo para 


14 Ante igualdad de 


15 Será 


Norma Hechos Solución Fuente 


12 Nadie podrá ser 


condenado a una 
pena ni sometido 
a una medida de 
seguridad, sino en 
virtud de un pro- 
ceso tramitado 
con arreglo a este 
Código y con ob- 
servancia estricta 
de las garantías, 
las facultades y los 
derechos previstos 
para las personas. 


decretar el divor- 
cio: 1) El adulterio 
de cualquiera de 
los cónyuges. 


requisitos laborales 
se debe contratar 
al hombre que so- 
licite el trabajo. 


reprimido 
con diez a cin- 
cuenta días multa 
el que ofendiere 
de palabra o de 
hecho en su digni- 
dad o decoro a 
una persona, sea 
en su presencia, 
sea por medio de 
una comunicación 
dirigida a ella. 


e Quieren condenar 

a Sergio a una pe- 
na de prisión de 
10 años por haber 
matado a su her- 
mano. 


Juan está casado 
con Ilvania quien 
fue, es y continúa 
siendo trabajadora 
del sexo. 


e Juan está casado 
con lvania, la cual 
tuvo relaciones se- 

xuales con Sonia. 


Rigoberto y Kerlin 
están solicitando 
el mismo trabajo, 
ambos tienen 
iguales atestados. 


Marta le dijo a un 
juez ¡testarudo!. 


e Marta le dijo a un 
ladrón, ¡ladrón! 


e Marta le dijo a su 
novio ¡cerdo! 


e Marta le dijo 
“compradora de 
jueces” a una abo- 
gada. 
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Artículo 1 
del Código 
Procesal 


Penal 


Artículo 48, 
inciso 1), 
Código de 
Familia. 


Ley de la 
igualdad del 
Hombre 


Artículo 145 
del Código 
Penal. 16 


Norma Hechos Solución! Fuente 


16 Será reprimido | e Jonás raptó con fi- Artículo 
con prisión de seis nes libidinosos a 164 del 
meses a tres años, Rosa, quien tiene Código 
el que raptare con 16 años de edad. Penal. 17 
fines libidinosos alo Jonás raptó a Julio 
una mujer hones- | con fines libidino- 
ta mayor de doce | sos, quien tiene 13 
y menor de quin- | años de edad. 
ce años, con su 
consentimiento. 

El acreedor no Óscar es acreedor Principio 
puede convenir de Manuel y se de- general de 
con el deudor jó el carro que este Derecho. 18 
que, en caso de dejó en garantía 
no cumplir un de un préstamo de 
contrato, aquel se dinero. 
dejará los bienes 
que dejó en ga- 
rantía. 

Todo aquel que | e Marvin dañó el ca- Artículo 
por dolo, falta, rro de Félix. 1045 del 
negligencia, OTa Marin dañó lada. Código Civil 
imprudencia, cau- ta de Rommel 
sa a otro un daño, ) 
está obligado a | ° Marvin dañó la 
repararlo junto honra de Isabel 
con los perjuicios. 

El menor de quin- | e Máinor tiene 13 Artículo 38 
ce años es persona años y quiere com- del Código 
absolutamente in- prar un automóvil Civil 
capaz para obligar- | e Máinor tiene 15 
se por actos o con- años y quiere com- 
tratos que perso- | prarun automóvil 
nalmente realice. o Máinor tiene 15 y 

un día y quiere 
comprar un auto- 
móvil 

Contrato debe ser Álvaro no está de Doctrina 
un acuerdo de dos acuerdo con el pre- Jurídica 
o más voluntades. cio que quiere Silvia 

por el automóvil 
que ella vende. 
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; Norma Hechos Solución Fuente 


21 Quien haya dado 
muerte a una per- 
sona, será penado 
con prisión de do- 

dieciocho 


ce a 
años. 


Quien contrata a 
una persona para 
que vaya a matar 
a otra por un pre- 
cio, comete el de- 
lito de homicidio. 


Las lesiones de 
una persona se 
deben valorar en 
el debate y no en 
el momento de su 
realización. 


Una persona dete- 
nida debe ser lle- 
vada ante el juez 
dentro de las 24 
horas siguientes a 
su detención. 


A ninguna ley se 
le dará efecto re- 
troactivo en per- 
juicio de persona, 
o de sus derechos 
patrimoniales ad- 
quiridos. 


e Ana María mató a 
Julio. 


Ana María dejó al 
agredirlo en estado 
“vegetativo” a Julio. 


Ana María mató a 
Marcos, y a su es- 
posa. 


Alonso quiere ma- 
tar a su esposa y 
contrata a Max 
para que lo haga. 


Marta sufrió lesio- 
nes graves en la 
cara causadas por 
su esposo. Ántes 
del debate se hizo 
cirugía plástica y 
no le quedó rastro 
alguno. ¿Pueden 
condenarlo? 


A Ralf lo detuvie- 
ron el 15 de agos- 
to a las diez de la 
noche, debe ser 
llevado ante el 
juez antes de las 
__ horasdel__ 
de de__. 


La Asamblea Legis- 
lativa dicta una ley 
que establece que 
son del Estado to- 
dos los bienes ad- 
quiridos por medio 
de negociaciones 
de narcotráfico y 
que esta ley rige 
tanto para el tiem- 
po pasado como 
para el futuro 
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Artículo 
111 del 
Código 
Penal. 


Doctrina 
Jurídica y 
Jurispruden- 
cia 


Jurispru- 
dencia 


Artículo 37 
de la 
Constitución 
Política 


Artículo 34 

de la 
Constitución 
Política. 


Norma | Hechos Solución Fuente 


26 Las acciones priva- | e El Poder Ejecutivo Art. 28, 
das que no dañen dicta un Reglamen- párr. 2. 
la moral o el or- to que pena las opi- Const. Pol 
den público o que niones adversas 
no perjudiquen a contra el Presidente 
tercero, están fue- actual, amparado 
ra de la acción de en que es su deber 

la ley. hacerlo. 


C) La Fundamentación de LOS HECHOS del 


razonamiento jurídico 


El proceso de estipulación de esta premisa es más senci- 
llo que el anterior. Simplemente en esta premisa se ha de 
hacer referencia a la prueba que dio origen a esta pre- 
misa y a su vez el medio de prueba del cual se obtuvo. 
Prueba y Medio de Prueba deben ser verdaderos y obte- 
nidos de las formas legales permitidas para que puedan 
fundar la premisa descriptiva y así hacer igualmente vá- 
lido el razonamiento jurídico. 


“..En primer lugar, no se puede olvidar que la argumenta- 
ción que se efectúa en la vida jurídica es, en una gran par- 
te, una argumentación sobre los hechos, mientras que la teo- 
ría estándar se ocupa, casi con exclusividad, de cuestiones 
de tipo normativo. Con ello, sin embargo, no sólo se deja 
fuera del ámbito del estudio la mayor parte de las argumen- 
taciones que se producen fuera de los tribunales superiores 
[y que es una argumentación sobre los hechos], sino que 
tampoco se da cuenta suficientemente de la argumentación 
a propósito de cuestiones normativas, puesto que también 
en relación con este tipo de problemas surgen discusiones 
sobre hechos que pueden llegar a tener una importancia in- 
cluso decisiva...”24 


24 ATIENZA Manuel, Las Razones del Derecho, Madrid, Centro 
de Estudios Constitucionales, Primera reimpresión de la Primera 
edición, 1993, p.236. 
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Cuando se discute en abstracto, los hechos son simples 
hipótesis o elucubraciones imaginadas que el sujeto pue- 
de cambiar a su antojo o modificar a gusto y placer. Pe- 
ro cuando los hechos sucedieron realmente, y se presen- 
tan en un caso, estos se le presentan al operador jurídico 
como elementos totalmente ¿inmodificables y una direc- 
ción jurídica ha de indicarles sin poder dejar sin solución. 


Ante todo, la principal labor que se le plantea al juez, a 
la hora de fundamentar su decisión, es cómo probar la 
existencia de esos hechos. Ciertamente, en algunos tipos 
de procesos, las personas involucradas en estos aportan 
los medios, por los cuales se ha de tener por probado la 
existencia o no de un hecho o situación determinada. En 
otras ocasiones, es algún funcionario estatal, llámese 
juez instructor, fiscales u otros, el que desarrolla la acti- 
vidad de búsqueda de tales instrumentos, que prueben 
tales hechos. 


Al fin y al cabo, al juez se le presenta, sea porque las par- 
tes de un proceso le llevaron las pruebas o las aportó un 
funcionario del Estado, una serie de instrumentos que 
pretenden dar la certeza o la incerteza de la existencia o 
no, de los hechos. 


Los medios de prueba tratan de asegurar que esos hechos 
o que otros sucedieron o no, en la realidad. Y a partir de 
aquí, el operador jurídico intentará estipular una direc- 
ción normativa a las personas involucradas en esos mis- 
mos hechos. 


Ciertamente, Atienza señala que un punto dejado de la- 
do por los teóricos del Derecho es el relativo a los hechos 
y su papel en el razonamiento jurídico. Mucha de la acti- 
vidad de los jueces en la labor jurídica es la de resolver 
los conflictos que se le presenten. Esos conflictos son si- 
tuaciones de la vida cotidiana, los cuales el juez no obser- 
va directamente. Motivo por el cual se hace necesario lle- 
garle a él con la narración de ellos y con instrumentos 
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que aseguren su existencia. Esos instrumentos, común- 
mente llamados medios de prueba, aportan al operador 
jurídico, la prueba de la efectiva realización de tales even- 
tos. La prueba son aquellos datos que evidencian la efec- 
tiva sucesión de los hechos que intenta normar un juez. 


Se señala “efectiva sucesión de los hechos”, ya que como 
es bien sabido, la prueba puede falsificarse; es decir, 
crear datos falsos o no verdaderos, relativos a la supues- 
ta realización de un hecho. La certeza de la credibilidad 
de ciertas pruebas es dada a veces por ciertas formalida- 
des que han de cumplir los medios de prueba (no la prue- 
ba misma, sino el medio de su obtención), para tenerlos 
por válidos. Es un problema de la existencia real de esos 
medios de prueba que a su vez pretenden dar certeza de 
los hechos. Ellos han de cumplir con los requisitos bási- 
cos exigidos para integrarse en un proceso. Tal verifica- 
ción se lleva a cabo de acuerdo con normas del proceso 
que contemplan estas situaciones. Son requisitos de inte- 
gración a un expediente. Tal es el caso de cierto tipo de 
prueba documental, la cual, para que el operador jurídi- 
co le tenga credibilidad, ha de ir certificada por algún ti- 
po de sello o firma de un funcionario concreto u otros re- 
quisitos indispensables. 


Otro tipo de pruebas no exigen, en su obtención, ciertas 
formalidades, dejando la validez de estas, al sano juicio 
del juez, salvo que en posteriores actividades que se rea- 
licen en el proceso, se demuestre que esa prueba era fal- 
sa. El hecho de que unas exijan requisitos especiales y 
otras pruebas no, no significa que no puedan falsificarse. 
Ninguna de ellas escapa a eso. Lo que aseguran las forma- 
lidades es una mayor dificultad para crear pruebas falsas. 
No puede afirmarse que los medios de pruebas con forma- 
lidades especiales tienden a darle, al operador jurídico, 
una mayor certeza de X o Y situación o estado, porque 
igual situación puede brindar cualquier prueba en gene- 
ral. Si se exigen requisitos para la obtención de las prue- 
bas, y se llevan a cabo correctamente, ellos aseguran, al 
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operador jurídico, el cumplimiento de las situaciones idó- 
neas (en las que supuestamente no puede existir malen- 
tendidos, narraciones distintas, tergiversación del men- 
saje, etc.) de elaboración de la prueba, pero no va a ase- 
gurar, esa única prueba en concreto, la existencia real de 
todos los hechos. 


El operador jurídico tiene que estudiar todo el bagaje pro- 
batorio, para que, en conjunto (de modo sistemático o al 
menos no incoherentemente, de manera ordenada y con- 
secuente) pueda crearse y formarse la certeza de que esos 
hechos pudieron acaecer, para posteriormente asignarles 
(si tienen) una directriz normativa determinada. 


Todos estos datos o formulaciones lingüísticas forman 
parte de los razonamientos como premisas fácticas que 
usa el operador jurídico para establecer las conclusiones 
jurídicas. Como cualquier otro enunciado, ha de ser to- 
mado y examinado por el operador jurídico, de modo tal, 
que le permita llegar a la certeza de que la situación o las 
situaciones del caso probablemente sí pudieron ocurrir y, 
sin examen directo de esta, le asigna un mandato que 
quiere crear una nueva serie de hechos y conductas, o 
modificar las existentes. 


La prueba es un dato o formulación lingúística, que pue- 
de ser obtenida por medio de: 


e Declarantes que narren hechos llevados a cabo por 
ellos mismos (confesiones) o hechos simplemente ob- 
servados por ellos (testimonios). 

* Estudios técnicos, estudios médicos y los peritos 
de cualquier clase. 

° Documentos públicos o privados, con ciertas for- 
malidades o no. 

° Razonamientos permitidos en el campo jurídico y 
necesarios (no digo con ello seguros ni mucho menos 
correctos, pero pareciera que sí eficaces) para la ob- 
tención de datos del caso, estos últimos son los deno- 
minados presunciones y prueba indiciaria. 
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Los razonamientos sobre hechos son simplemente aque- 
lla combinación de oraciones descriptivas. Es decir, aque- 
llos razonamientos que versan sobre significados descrip- 
tivos y no sobre significados normativos. Se utiliza el len- 
guaje en su función descriptiva. Al igual que todo razona- 
miento, se encuentra sometido a reglas de formación y 
transformación de significados que regulan la validez de 
sus combinaciones. De este tipo de razonamiento hay va- 
rias manifestaciones, y es el tipo de recorrido que se ha- 
ga en las premisas las que determinan algunos tipos de 
razonamientos, así 


“... Este nexo o vínculo de unión entre el antecedente y el 
consigutente, o como también hemos dicho, el recorrido legí- 
timo del primero al segundo, puede seguir dos sentidos o di- 
recciones opuestas. Puede, en efecto, partir de verdades o 
juicios generales para descubrir otra verdad o inferir un 
nuevo juicio, más particulares, o sea, descender de unos 
conocimientos generales a otros particulares; o puede, por el 
contrario, partir de verdades o juicios particulares para al- 
canzar otros más generales, esto es, ascender de unos cono- 
cimientos particulares a otros generales. En el primer su- 
puesto tenemos el razonamiento deductivo o s.mplemen- 
te deducción, cuyo antecedente es más general que el con- 
siguiente, en el segundo, el razonamiento inductivo, o in- 
ducción, en el cual, por el contrario, el antecedente es más 
particular que el consiguiente, que infiere una ley general 
de una pluralidad de datos particulares...” 25,26 


25 MANS PUIGARNAU (Jaime) Lógica para Juristas, Barcelona, 
Editorial BOSCH S.A., 1978, p. 79 


26 “..Los razonamientos se dividen tradicionalmente en dos tipos di- 
ferentes: deductivos e inductivos. Aunque todo razonamiento lle- 
va implícita la afirmación de que sus premisas ofrecen una eviden- 
cia de la verdad de su conclusión, solamente los razonamientos de- 
ductivos pretenden de sus premisas que ofrezcan evidencias con- 
cluyentes. En el caso de los razonamientos deductivos, se usan los 
términos técnicos “válido” e “inválido” en lugar de “correcto” e “in- 
correcto”. Un razonamiento deductivo es válido cuando sus premi- 
sas ofrecen un fundamento seguro para la conclusión; esto es, 
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Si bien es cierto que el análisis de los diversos tipos de ra- 
zonamientos ha sido objeto de grandes y profundos estu- 
dios por parte de la lógica, la filosofía de la lógica, la me- 
todología científica, la filosofía de la ciencia y la episte- 
mología en general, tal análisis no se ha presentado como 
altamente interesante, y silo ha sido, ha pasado inadver- 
tido en el campo jurídico. Si acaso el estudio o la aplica- 
ción de los diversos tipos de razonamientos han sido ob- 
jeto de mención en alguno que otro punto de la discusión 
doctrinal, como cuando se trata de subsumir o destacar la 
semejanza de diversos casos por resolver, ello ha sido pa- 
ra reformular la creación de algunas normas jurídicas 
(como los procedimientos inductivos por ejemplo en la so- 
ciología jurídica) o para entresacar el sentido jurídico de 
las normas inferiores provenientes de las supremas (por 
medio de la deducción), etc. 


En realidad, pocas son las preocupaciones serias por in- 
vestigar los usos de los diversos tipos de razonamientos 
en el campo jurídico. Y es que tal vez ello se deba, a la 
creencia de que tales estudios no son necesarios para la 


cuando las premisas y la conclusión están relacionadas de tal ma- 
nera que es absolutamente imposible que las premisas sean verda- 
deras sin que la conclusión también lo sea. Todo razonamiento de- 
ductivo es válido o inválido y es tarea de la lógica deductiva acla- 
rar la naturaleza de la relación existente entre las premisas y la 
conclusión en un razonamiento válido, para permitirnos de este 
modo discriminar entre los razonamientos de uno u otro tipo...” 
- COPI Irving M., Introducción a la Lógica, Buenos Aires, Editorial 
Universitaria de Buenos Aires, Quinta Edición en español, 1967, 
p. 22 . (Traducción de Néstor Míguez de la edición en inglés “Intro- 
duction to Logic”, New York, The Macmillan Company, 1953). 


“..Un razonamiento inductivo, en cambio, no pretende que sus pre- 
misas ofrezcan una evidencia total de la verdad de su conclusión, 
sino solamente que ofrezcan cierta evidencia de ella. Los razona- 
mientos inductivos no son válidos o inválidos en el sentido en 
que estos términos se aplican a los razonamientos deductivos. Cla- 
ro está que pueden estimarse como mejores o peores los razona- 
mientos inductivos, según el grado de verosimilitud o probabilidad 
que sus premisas confieran a sus conclusiones...” Ibíd. pp. 22-23. 
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inmediata y práctica resolución de todos los problemas 
que se plantean en la actividad jurídica. Y esta creencia 
tiene parte de cierto, pero no en su totalidad. 


Efectivamente, no tiene utilidad por parte del juez, el 
control estricto de la aplicación de razonamientos induc- 
tivos para la solución de los conflictos o la aplicación del 
Derecho. El juez no busca por medio de la inducción las 
normas jurídicas, ya que a él se le presentan como dadas. 
El juez no busca por medio de la inducción los posibles 
hechos que ocurrieron del caso porque a él le son dados 
(entiéndase probados), sobre los cuales tiene que resol. 
ver, o sea, dar la orden respectiva para dar un tratamien- 
to normativo específico. 


Lo que sí podría ser objeto de estudios inductivos son las 
soluciones que a los casos similares les da el juez reitera- 
damente, y es lo que en el campo jurídico se llama el cri- 
terio jurisprudencial. Sí es relevante para señalar el mo- 
do en que se ha de resolver un caso. Es relevante la ma- 
nera como el operador jurídico conforma la solución de un 
caso, cuando no tiene las posibles y claras soluciones del 
caso y tiene que averiguar cómo se le ha dado solución a 
otros similares casos. Así es como sí pueden entrar en 
juego los procedimientos de razonamiento inductivo. En 
el estudio concreto de los hechos que, en diversos casos, 
se han presentado para la respectiva consecuencia jurídi- 
ca y hasta en la norma concreta que regula el caso. Des- 
taco “pueden” si es que el juez quiere darle una funda- 
mentación más o menos seria a su conclusión, porque 
puede igualmente irse por otro rumbo y hacer caso omiso 
a este tipo de inducción. Sobre este tema es esclarecedor 
el esquema presentado por CAMACHO? al respecto. 


27 CAMACHO NARANJO Luis, Introducción a la Lógica, San Jo- 
sé, Editorial Tecnológica de Costa Rica, Primera reimpresión de la 
Segunda Edición, 1993, p. 143 
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a Inducción por | Inducción por 
Deducción A P : . po 
analogía generalización 


Consiste en a partir de una o | se compara una A partir de uno o 
más premisas se | situación o un más casos se 
deriva una hecho con otra obtiene una 
conclusión situación o hecho | conclusión 

y se obtiene así general. 
una conclusión 
particular. 


Necesaria: si se | Probable: se Probable: se 
admiten las pueden admitir los | pueden admitir 
premisas se datos y no admitir | los casos y negar 
tiene que la conclusión o admitir la 
admitir la particular. conclusión 
conclusión general. 


La analogía?8 es un procedimiento valorativo en el cual 
se establece una similitud entre dos o más datos relativos 
a hechos, objetos o personas, y se determina darle la mis- 
ma explicación o tratamiento formativo que tienen los 
hechos, objetos o personas comparadas. Como se indica 
en el cuadro, la posibilidad de que tal conclusión obteni- 
da sea verdadera es solo probable. La analogía es una 


28  “..Divídase la inducción en perfecta o completa y en imperfec- 
ta o incompleta. La primera parte de la previa observación o con- 
templación exhaustiva de todas las cosas comprendidas en una es- 
pecie o de todos los hechos. Sometidos a una misma causa, para in- 
ferir la razón de aquellas cosas o la ley general de aquellos hechos. 
Pero de esta especie de inducción puede decirse lo mismo que se di- 
ce del razonamiento deductivo, a saber, que nada nuevo aporta pa- 
ra hacer más expedito el proceso de invención o descubrimiento de 
verdades aun no conocidas. El razonamiento inductivo perfecto es 
el caso límite del razonamiento inductivo general, pues aun posi- 
ble, es excepcional, porque solo pueden aplicarse con éxito a aque- 
llos hechos o cosas que pueden enumerarse enteramente y cuyas 
propiedades son fácilmente obtenidas por abstracción. Por ello, la 
inducción propiamente dicha es la incompleta o imperfecta, la 
cual parte de la observación, no de la totalidad, sino de la mera 
pluralidad de las cosas o hechos, de la cual trata de elevarse al 
conocimiento de la esencia de tales cosas o de la ley general de 
aquellos hechos... la inducción reconstructiva es muy distinta 
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conclusión casi meramente estipulativa de identidad que 
la persona realiza, no apoyada más que en su buen o mal 
criterio comparativo, criterio que desentrañó la similitud 
de dos o más situaciones para establecer la regularidad o 
la posibilidad de una conclusión o creencia. 


Hay otro tipo de razonamiento que es muy utilizado por 
el operador jurídico para el descubrimiento de los hechos 
del caso. Este es la abducción. Pero primero explique- 
mos en qué contexto puede ser utilizado. 


1) Las presunciones jurídicas 


Las presunciones jurídicas son básicamente enunciados 
normativos que señalan que en determinada situación, 
cuando se esté resolviendo un caso, o llevando a cabo un 
razonamiento jurídico, el operador jurídico ha de tener por 
establecido, sea como una premisa o como una consecuen- 
cia, una X o Y situación sea fáctica o jurídica, concreta. Ge- 
neralmente son utilizadas para rellenar vacíos de datos so- 
bre los hechos que, por no saberse con certeza si el hecho 
real sucedió o no, la norma estipula que se le tome como 
existente esa situación o que se tome por existente otra 


de la inducción completa, tan distinta que ambas vienen a cons- 
tituir los dos extremos límites de la inducción: pues así como la in- 
ducción incompleta o inducción propiamente dicha va de lo parti- 
cular a lo universal; es decir, de algunos hechos a la totalidad 
de los hechos, y la inducción completa o perfecta va de todos los 
hechos a la misma universalidad de aquellos hechos, la induc- 
ción reconstructiva, en cambio, pasa meramente de un hecho a 
otro hecho, esto es, va de lo particular a lo particular. De ma- 
nera que, más que ante una nueva clasificación, nos hallamos en 
presencia de un tertium genus... Esta última clase de inducción 
tiene mucha más importancia que la inducción completa, pues ella 
tiene un gran campo de actuación en las ciencias naturales, así co- 
mo en medicina en el diagnóstico de las enfermedades, y para los 
juristas, en las pruebas judiciales: el médico pasa del examen de 
unos hechos [los síntomas] al diagnóstico de una dolencia, y en la 
instrucción de una causa, el juez pasa de un hecho indiciario a otro 
hecho hasta llegar al total esclarecimiento de un crimen...” MANS 
PUIGARNAU (Jaime), op. cit., pp. 126-128. 
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situación. De no procederse así, el operador jurídico no 
podría establecer ninguna conclusión jurídica por falta 
de datos. 


Sobre “lo” correcto o incorrecto de tal mecanismo, respec- 
to a la correspondencia o no, con la realidad de sus resul- 
tados, solo puede analizarse en cada presuposición en 
particular y estudiarse metalingúísticamente si es proce- 
dente o no, criticarla o no. Por ahora lo que se puede se- 
ñalar, es simplemente que son instrucciones que el ope- 
- rador jurídico ha de acatar para llevar a cabo su labor. 


En concreto, este tipo de medio probatorio no ofrece nin- 
gún problema, tanto en su comprensión teórica como en 
su aplicación práctica, como sí lo ofrece un mecanismo 
poco estudiado en el campo jurídico, y que es producto de 
un tipo de razonamiento en particular que elabora el juez 
de la observación de varios elementos, que por sí solos no 
ofrecerían dato importante alguno, pero en conjunto sí. 
Este tipo de prueba es la prueba indiciaria. 


2) La prueba indiciaria 


La prueba indiciaria es el dato obtenido por el juez me- 
diante (de modo preponderante aunque no se excluye la 
obtención de datos, mediante otros tipos de razonamien- 
tos como el deductivo, analógico) el despliegue de un tipo 
de razonamiento concreto, denominado abducción29. Así, 
la prueba indiciaría es el dato y el medio de prueba es 
el razonamiento. 


29 PEIRCE (Charles Sanders), La ciencia de la semiótica, Buenos 
Atres, Ediciones Nueva Visión, 1974, p. 40 (Traducción de Beatriz 
Bugni de textos seleccionados de Collected Papers of Charles 
Sanders Peirce, Massachusetts, The Belknap Prees of Harvard 
University Press, 1965, volumen II, Element of Logic, libro II, 
“Speculative Grammar”; ibíd, volumen IV, The Simplest Mathe- 
matics, libro II, “Existential Graphs; Charles S. Peirce: Selec- 
ted Writings (Values in Universe of Change), New York, Dover 
Publications Inc., 1958, capítulo 24, “Letters to Lady Welby”) 
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En la práctica se le presenta al juez, en el expediente, 
una serie de elementos físicos (objetos o materiales espe- 
cíficos) o intelectuales (frases, contextos, simbolismos) 
que fueron hallados o aportados por las partes y supues- 
tamente tienen alguna importancia para demostrar la 
existencia de un hecho. Pero es el juez el que tiene que 
establecer un vínculo entre tales elementos para obte- 
ner un dato que demuestre la existencia de ese hecho. El 
problema es cómo se establece la vinculación entre un 
resultado concreto (que es la conclusión del razonamien- 
to) y los casos particulares aislados (que es la premisa 
menor) para obtener regla general [nuevo dato] que ex- 
plique aquel resultado como caso de esa regla. Para lue- 
go desprender esa regla como dato, 


La abducción es un procedimiento no lógico (no quiere de- 
cir que sea ilógico, puede serlo a veces, pero no siempre, 
por lo que no se puede catalogar siempre de ilógico, pero 
tampoco es un procedimiento lógico) con el cual se esta- 
blece como nuevo dato: una Regla o un Hecho nuevo. Que 
explique la existencia de un 1) Caso concreto [de esa Re- 
gla] o Caso [que deriva de un Hecho que sirve como cau- 
sa de este] y de 2) un Resultado concreto que proviene de 
ese Caso. 


30 La dificultad ofrecida por este tipo de razonamiento son básica- 
mente dos: una es la concerniente a la aceptación que tenga el vín- 
culo entre los enunciados entre sí, y otra es la relativa a la acepta- 
ción que tenga el vínculo establecido entre el dato obtenido y los 
hechos que pretende explicar. Esa aceptación será dada solamente 

- por el grupo de personas conocedoras del tema o de otras situacio- 
nes análogas. Ya que en último término es la experiencia la que dic- 
ta la verosimilitud de tales vínculos. Aunque sea, al fin y al cabo, 
la aceptación de los conocedores de la materia la que determine su 
validez o no (esto último no ofrece ningún problema si en dicho 
grupo se determina con claridad sobre lo que se está o no de acuer- 
do), sí se conoce el mecanismo de la abducción, se conocerá el tipo 
enlaces proposicionales que este razonamiento tiene, para obtener 
prueba. Así en un contexto científico jurídico, se puede establecer 
con claridad, si de tales pruebas o datos, se pueden desprender o 
no, de tales ilaciones, y tener un mayor control de ellas. 
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Sea una Regla concreta que explique los posibles aconte- 
cimientos que en el mundo real se pueden dar, o un He- 
cho concreto que sirva como patrón para estipular la exis- 
tencia de otros hechos, ambos nuevos datos son enuncia- 
dos lingúísticos que el juez tomará para resolver un caso. 
Como datos que son, lo que los particulariza es el especial 
procedimiento intelectual por el cual se obtienen. 


31 


“...la abducción es un proceso inferencial (llamado también 
hipótesis) que se opone a la deducción en cuanto la deduc- 
ción parte de una regla, considera un caso de esa regla e in- 
fiere automáticamente un resultado necesario. Un buen 
ejemplo de deducción es: 1) cada vez que A golpea, entonces 
B mueve la pierna, 2) pero A ha golpeado, 3) entonces B ha 
movido la pierna. Supongamos ahora que yo no sepa nada 
de todo esto y vea que B mueve la pierna. Me sorprende ese 
extraño resultado 3). Según experiencias previas proceden- 
tes de campos diferentes (por ejemplo, he notado que los pe- 
rros aúllan cuando se les pisa la cola) intento formular una 
regla aún desconocida 1). Si la regla 1) valiera y si 3) fuera 
el resultado de un caso 2), entonces 3) ya no sería sorpren- 
dente. Obviamente, mi hipótesis deberá ser sometida a 
prueba para poder transformarse en una ley, pero hay (en la 
semiosis) muchos casos en los que no se buscan Leyes Uni- 
versales, sino una Explicación capaz de desambiguar un 
acontecimiento comunicativo concreto. Alguien dice rosa y 
yo no sé si se refiere a una flor roja o al color. Forjo la hipó- 
tesis de que el hablante es un floricultor y apuesto por la 
primera interpretación. Tanto mejor si el contexto fomenta 
la abducción (un contexto como he cultivado una rosa cons- 
tituiría un indicio seguro). Resumiendo: la abducción es un 
procedimiento típico mediante el cual en la semiosis, somos 
capaces de tomar decisiones difíciles cuando se están si- 
guiendo instrucciones ambiguas...”91 


ECO (Umberto), Los Límites de la Interpretación, Barcelona, 
Editorial Lumen, 1992, pp. 249-250 (Traducción de Helena Lozano 
de la edición en italiano “I limiti dell: interpretazione”, Milán, 
Gruppo Editoriale Fabbri, Bompiani, Sonzogno, Etas S.p.A., 1990). 
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Para explicar la vinculación entre un Resultado y un Ca- 
so, se ha de establecer primero una regla de la cual se 
pueda desprender que el Caso se dio. Como señala Eco, el 
problema es que tal determinación la de la Regla que se- 
ñale una supuesta regularidad de acontecimientos de la 
vida real y la vinculación de esa Regla con el Caso, se 
efectúa simultáneamente. 


“a la luz de las observaciones precedentes, hay que volver 
a considerar la definición que Peirce da de la abducción. En 
CP: 2623 Peirce señala que, mientras la inducción es la in- 
ferencia de una Regla a partir de un Caso y un Resultado, 
la hipótesis es la inferencia del Caso a partir de una Regla 
y un Resultado. Según Thagard (1978), existe una diferen- 
cia entre la hipótesis como inferencia a un Caso y la abduc- 
ción como inferencia a una Regla...de momento es impor- 
tante subrayar que el auténtico problema no reside en en- 
contrar primero el Caso o la Regla, sino, más bien, en cómo 
obtener la Regla y el Caso al mismo tiempo, puesto que es- 
tán recíprocamente relacionados, vinculados entre sí por 
una especie de quiasma, donde el término medio es la pie- 
dra angular de todo el movimiento inferencial...”32 


No está de sobra resaltar el gran papel que juega la esti- 
pulación de nuevos datos que, como prueba, traten de con- 
vencer al juez de la existencia o no de ciertos hechos. Si tal 
estipulación es creada por un procedimiento mediante el 
cual con la presencia de un Resultado concreto (como pue- 
den ser las mutilaciones físicas de Juan) y la determina- 
ción de una Regla (por cierto mal llamadas en el campo ju- 
rídico “máximas de experiencia”), la cual puede ser un 
enunciado que señale una regularidad de conductas o de 
situaciones (como por ejemplo que en X país se practicó 
torturas a las personas prisioneras), vinculado a un Caso 
concreto (la situación de que Juan siendo preso en el X 
país determinado se le torturó) se pueden obtener nuevos 
datos que den: una explicación a los resultados aislados 


32  Ibíd., pp. 259-260. 
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y/o que puedan confirmar datos nuevos; tal inferencia ha 
de ser estudiada y conocida conscientemente por los ope- 
radores jurídicos, para saber de dónde y mediante qué 
medios se obtienen esos datos. 


En el campo jurídico33 se hacen constantemente este tipo 
de inferencias, las cuales básicamente se les encubre con 
otro tipo de nombres que confunden a cualquier persona 
que intente evaluar este razonamiento o sus resultados. 
Puede ser que en lo fundamental, dos operadores jurídicos 
que conocen el mecanismo, logren comparar resultados y 
tratar de establecer ciertos patrones comunes para una 
obtención normal de resultados. Pero entre la maraña de 
los términos como “indicios”, “presunciones”, “evidencias”, 
“conjeturas”, “hipótesis”, “pruebas”, “datos”, “informes”, 
“simbolos”, “sospechas”, etc., la indeterminación del como- 
llamarle-a-cada-cosa tiende a establecer una amplísima 
confusión de los términos utilizados, y de los controles de 
dichos mecanismos, estorbando cualquier intento de lle- 
var a cabo, procesos inferenciales racionales o científicos 


que se quieran efectuar en el campo jurídico. 


12. Ejercicios de Abducción 


En una casa de estudio se sentaron a estudiar para el examen de 
Lógica 6 mujeres. Al calor del momento una de ellas sacó un re- 
vólver y mató a la dueña del lugar. Cuando llegó la policía solo en- 
contró el cadáver y a las cinco muchachas inculpándose recíproca- 
mente. El dictamen de balística del O. I. J. dice que la bala entró 
por el costado izquierdo del cadáver y debió provenir de la perso- 
na que estaba sentada al lado izquierdo de la víctima. Se recaba- 
ron los nombres de las seis mujeres que se sentaron alrededor de 


33 Sobre posibles aplicaciones en el campo jurídico, véase BONORI- 

- NO (Pablo Raúl), Sobre la abducción, en Doxa. Cuadernos de filo- 

sofía del Derecho, Alicante, Universidad de Alicante, Número 14, 
1993, pp. 207- 241 


99 


la mesa circular y algunas de las características, los cuales eran (el 
orden de los nombres no guarda ninguna relación con el orden de 
las características): | 


PERSONAS CARACTERÍSTICAS 
Paola Una de ellas era delgada 
Pamela otra sumamente estudiosa 
Evelyn otra terriblemente callada 
Adelaida otra odiaba a Adelaida 
Nancy otra usa el pelo corto 
Patricia otra habla mucho. 


Como las personas no conocían entre sí sus identidades, señalaron 
características particulares de cada una de ellas. Así, gracias a las 
declaraciones recopiladas, se obtuvieron los siguientes datos (to- 
me todos los datos como verdaderos): 


1) La muchacha que odiaba a Adelaida se sentó enfrente de Pa- 
mela. 


2) La muchacha delgada se sentó enfrente de Evelyn, quien a su 
vez se sentó entre la muchacha que usa el pelo corto y la mu- 
chacha que odiaba a Adelaida. 


3) La muchacha terriblemente callada se sentó frente a Paola, 
junto a la muchacha delgada y la izquierda de la que odiaba 
a Adelaida. 


4) La muchacha que usa el pelo corto se sentó entre Evelyn y la 
muchacha que se sentó enfrente de la muchacha que odiaba 
a Adelaida. 


5) Patricia, que era buena amiga de todos, se sentó junto a la mu- 
chacha terriblemente callada y enfrente de la dueña del lugar. 


Usted, como buen investigador, determine quién es la asesina. 


Segundo caso 


Como investigador, es su deber establecer la relación de los he- 
chos relevantes para resolver el caso. Por ello tiene que identificar 
a cada una de las muchachas, señalar sus posiciones en la mesa e 
identificar a la homicida. 


100 


Juan, Roy, Víctor, Martín, José y Alejandro, una mañana deci- 
dieron ir juntos a robar en un edificio de tiendas. Cada una de 
los muchachos fue directamente al piso en el cual se hallaba el 
artículo que quería hurtar y cada uno de ellos se llevó solamen- 
te un artículo. Según la lista de artículos faltantes hurtaron: 


un par de llantas, 
una bola de fútbol, 
un CD, un libro, 
un celular y 

una computadora. 


Los datos que se tienen son los siguientes 


1) 


2) 
3) 


4) 
5) 
6) 


7) 


8) 


Todos los muchachos, excepto Juan, entraron en el ascensor 
en la planta baja. 

También entraron en el ascensor dos mujeres. 

Víctor y el muchacho que robó el libro descendieron en el se- 
gundo piso. 

En el tercer piso se vendían bolas de fútbol. 

Las dos mujeres descendieron en el cuarto piso. 

El muchacho que hurtó el celular descendió en el quinto piso 
y Alejandro que descendió solo en el sexto piso. 

Al día siguiente, Roy, que recibió el CD como regalo sorpresa 
de uno de los muchachos que había descendido en el segun- 
do piso, encontró a su novia agradeciendo el libro que uno de 
los otros muchachos le había dado. 

Si en la planta baja se vendían llantas y José fue la sexta per- 
sona que salió del ascensor: Establezca: 


¿Qué robó cada una de estos muchachos y en qué piso? 


Pisos Persona Artículo 


Sexto 
Quinto 
Cuarto 


Tercero 


Segundo 


Primero 


SOLUCIÓN 
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13. Ejercicios. Determine la prueba y el medio de 
prueba necesario para probar los hechos de los 
siguientes casos 


Fundamento Medio de 


Nadie puede Constitución 
arrogarse la |Política, 
soberanía del | artículo 3. 


e Marco se arro- 
ga la soberanía 
de Costa Rica. 


país, el que e Marco se arro- 
lo hiciere ga la soberanía 
cometerá el de Centroamé- 
delito de rica. 

traición a la 


Marco se arro- 
ga la soberanía 
del mundo. 


Patria. 


Debes Norma moral |e Kevin le pro- 


cumplir mete a Teresa 
todas tus que se va a ca- 
promesas. sar con ella. 


- Autorízase a | Artículo 18 Horacio es 
abogados, de la Ley de abogado y se 
estudiantes y | Notificacione | le negó un 
egresados de | s Citaciones expediente 
Derecho, de- | y otras porque según 
bidamente comunicacio la norma solo 
identificados, | nes judiciales los abogados 
y asistentes de las partes 
de los aboga- del proceso 
dos acredita- pueden 
dos en el ex- revisarlo y 
pediente, pa- fotocopiarlo. 
ra revisarlo y 
fotocopiarlo. 


Juez Civil de 
| San José 


- Guillermo 
debe pagar 
la suma de 
un millón de 
colones a 

Luis. 


Yo soy 
Guillermo. 
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Fundamento | Medio de 


5 Todas las Norma o Magdalia y 
personas religiosa Raquel son 
deben personas. 
amarse los 
unos a los i 
otros. 


Es Artículo 14, |e Mario y 
legalmente | inciso 6) Antonio 
imposible el | Código de quieren 
matrimonio: | Familia. casarse, Mario 
...6) entre se cambió de 
personas de “sexo” y es 
un mismo ahora Ana. 
sexo. 


El cuñado de | Norma e El esposo de 
una mujer religiosa. Cecilia acaba 
debe casarse | de morir y 
con ella si su Edgar es 
esposo ha cuñado de 
muerto. Cecilia. 


8 Toda persona 
debe tener 
un Celular 


Propaganda 
comercial 


Juan es una 
persona 


Toda persona | Artículo 33 En Puerto Vie- 
es igual ante | de la jo, no dejaron 
la ley y no Constitución entrar a Fer- 
podrá hacer- | Política nando en una 
se discrimi- discoteca por 
nación algu- ser “blanco”. 
na contraria e A Miguel lo 

a la dignidad despidieron 
humana. por tener sida. 


Los Un dentista y | e Antonieta 


esponsales Art. 10, CFm.| prometió 
no producen casarse con 
efectos Norman. 


civiles. 
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11 Se impondrá Artículo 113, |e Lupita, es una 


la pena de  |inciso 3) del “niña de bien” 
uno a seis Código Penal | y mata a su hi- 
años de pri- jo dentro del 
sión: ...3) A cuarto día si- 
la madre de guiente a su 
buena fama nacimiento pa- 
que para ra ocultar su 
ocultar su deshonra. 
deshonra die- e Lupita, mujer 
ha desd 3 casada, mató a 
n de ee su hijo dentro 
E HE O del tercer día 

OA siguiente a su. 
nad nacimiento pa- 
miento. 


ra ocultar su 
deshonra. 


Artículo 1 del 


Nadie podrá Quieren 


ser condena- | Código condenar a 
do a una pe- | Procesal Sergio a una 
na ni someti- | Penal pena de 

do a una me- prisión de 10 
dida de segu- años por haber 
ridad, sino en matado a su 
virtud de un hermano. 
proceso tra- 

mitado con 

arreglo a este 

Código y con 

observancia 


estricta de las 
garantías, las 
facultades y 
los derechos 
previstos pa- 
ra las perso- 
nas. 
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Fundamento Medio de 


Artículo 48, Joe 


13 Será motivo 


Juan está 


para decretar 
el divorcio: 1) 
El adulterio 
de cualquiera 
de los 
cónyuges. 


Ante igual- 
dad de requi- 
sitos labora- 
les se debe 
contratar al 
hombre que 
solicite el tra- 
bajo. 


Será reprimi- 
do con diez a 
cincuenta 
días multa el 
que ofendie- 
re de palabra 
o de hecho 
en su digni- 
dad o decoro 
a una perso- 
na, sea en su 
presencia, 
sea por me- 
dio de una 
comunica- 
ción dirigida 
a ella. 


inciso 1), 
Código de 
Familia. Juan 
está casado 
con lvania 
quien fue, es 
y continúa 
siendo 
trabajadora . 
del sexo. 


Ley de la 
Igualdad del 
Hombre 


Artículo 145 
del Código 
Penal. 


casado con 
Ivania, la cual 
tuvo relaciones 
sexuales con 
Sonia. 


Rigoberto y 
Kerlin están 
solicitando el 
mismo trabajo, 
ambos tienen 
iguales 
atestados. 


Marta le dijo a 
un juez ¡ 
testarudo!. 


Marta le dijo a 
un ladrón, ¡ 
ladrón! 


Marta le dijo a 
su novio 


¡cerdo! 


Marta le dijo 
“compradora 
de jueces” a 
una abogada. 
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Fundamento ja de 


16 Será reprimi- | Artículo 164 [+ Jonás raptó 


do con pri-  |del Código con fines 
sión de seis | Penal. libidinosos a 
meses a tres Rosa, quien 
años, el que tiene 16 años 
raptare con de edad. 

fines libidino- e Jonás raptó a 
pee AS Julio con fines 
Aiia A libidinosos, 
tamaya ae quien tiene 13 
doce y dia años de edad. 
nor de quin- 

ce años, con 

su consenti- 


miento. 


El acreedor | Principio Óscar es 

no puede general de acreedor de 
convenir con | Derecho. Manuel y se 
el deudor 


dejó el carro 
que este dejó 
en garantía de 


que, en caso 
de no 


cumplir un un préstamo 
contrato, de dinero. 
aquel se deje 

los bienes 

que están en 


garantía. 


Artículo 1045 
del Código 
Civil 


Todo aquel 
que por dolo, 
falta, negli- 
gencia, o 
imprudencia, 
causa a otro 


Marvin dañó el 
carro de Félix. 


e Marvin dañó la 
cara de Romel 


e Marvin dañó la 


un daño, está honra de 
obligado a Isabel 
repararlo jun- 

to con los 


perjuicios. 
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Fundamento - | Medio de 


19 El menor de 
quince años 
es persona 
absolutamen- 
te incapaz 
para obligar- 
se por actos 
o contratos 
que personal- 
mente reali- 
ce, 


Contrato 
debe ser un 
acuerdo de 
dos o más 
voluntades. 


Quien haya 
dado muerte 
a una 
persona será 
penado con 
prisión de 
ocho a 
quince años 
de prisión 


Quien con- 
trata a una 
persona para 
que vaya a 
matar a otra 
por un pre- 
cio, comete 
el delito de 
homicidio. 


Artículo 38 o 
del Código 

Civil Máinor 
tiene 13 años 

y quiere 
comprar un 
automóvil 


Doctrina 
Jurídica 


Artículo 111 
del Código 
Penal. Ana 
María mató a 
Julio. 


Doctrina 
Jurídica y 
Jurisprudencia 


Máinor tiene 
15 años y 


quiere comprar 


un automóvil 


Máinor tiene 
15 y un día y 
quiere comprar 
un automóvil. 


Álvaro no está 
de acuerdo 
con el precio 
que quiere 
Silvia por el 
automóvil que 
ella vende. 


. * 


Ana María dej 
al agredirlo en 
estado “vege- 
tativo” a Julio. 


Ana María ma- 
tó a Marcos, y 
a su esposa. 


Alonso quiere 
matar a su 
esposa y 
contrata a Max 
para que lo 
haga. 
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Fundamento Medio de 


23 Las ias 


Jurisprudencia |e Marta sufrió 


de una per- lesiones graves 
sona se de- en la cara 

ben valorar causadas por 
en el debate su esposo. 

y no en el Antes del 
momento de debate se hizo 
su realiza- cirugía plástica 


ción. y no le quedó 
| rastro alguno. 
¿Pueden 


condenarlo? 


Una persona | Artículo 37 A Ralf lo 
detenida de la detuvieron el 
debe ser Constitución 15 de agosto a 
llevada ante | Política las diez de la 
el juez dentro noche, debe 
de las 24 ser llevado 
horas ante el juez 
siguientes a antes de las 
su detención. horas 
del de 
__de 


A ninguna Artículo 34 La Asamblea 
ley se le dará | de la Legislativa 
efecto Constitución. | dicta una ley 
retroactivo Política. que establece 
en perjuicio que son del 
de persona, O Estado todos 
de sus los bienes 
derechos adquiridos por 
patrimoniales medio de 


adquiridos. negociaciones 
de narcotráfico 
y que esta ley 
rige tanto para 
el tiempo 
pasado como 
para el futuro. 
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Fundamento | Medio de 
26 Las acciones | Art. 28, parr. | + El Poder 
privadas que | 2. Const. Pol Ejecutivo dicta 


no dañen la un Reglamento 
moral o el que pena las 
orden opiniones 
público o adversas al 

que no Presidente 
perjudiquen actual, 

a tercero, amparado en 
están fuera que es su 

de la acción deber hacerlo. 


de la ley. 


Sección Cuarta: 
La redacción del razonamiento jurídico 


A) Noción y ubicación de la sentencia judicial 
1) ¿Qué es una sentencia judicial? 


En nuestro ordenamiento jurídico, las normas que regu- 
lan la formulación de sentencias son las siguientes: 


Primeramente de modo general, de conformidad con el 
artículo 153 del Código Procesal Civil, las resoluciones 
de los tribunales deben ser claras y congruentes, debe- 
rán expresar el tribunal que las dicta, la hora, el día, el 
mes y el año en el que se dicten, y se denominarán: 


1) Providencias, cuando sean de mero trámite. 
-2) Autos, cuando contengan un juicio valorativo o crite- 
rio del juez. 
3) Sentencias, cuando decidan definitivamente las 
cuestiones debatidas mediante pronunciamientos so- 
bre la pretensión formulada en la demanda. 
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° En material penal, el Código Procesal Penal estable- 
ce los siguientes lineamientos: 


Los tribunales dictarán sus resoluciones en forma de 
providencias, autos y sentencias. Dictarán sentencia 
para poner término al procedimiento; providencias, cuan- 
do ordenen actos de mero trámite, y autos, en todos los 
demás casos. Las resoluciones judiciales deberán señalar 
el lugar y la fecha en que se dictaron.34 


Los tribunales dictarán, de oficio e inmediatamente, las 
disposiciones de mero trámite. Los autos y las sentencias 
que sucedan a una audiencia oral serán deliberados, vo- 
tados y redactados inmediatamente después de cerrada 
esa audiencia. En las actuaciones escritas, las resolucio- 
nes se dictarán dentro de los tres días siguientes. Se apli- 
carán estas disposiciones, salvo que la ley establezca otro 
plazo.95 


2) ¿Dónde y cuándo se redacta una sentencia judicial? 


Las sentencias se elaboran en los despachos judiciales; es 
decir, en las oficinas del Poder Judicial (Juzgados, Tribu- 
nales Superiores, Salas de Casación). 


No basta con conocer que las sentencias se redactan casi 
al final de un proceso y que justamente estas son la par- 
te final de este. Hay que saber que las sentencias tienen 
un momento preciso dentro del proceso en el cual se exi- 
ge que se elabore. No puede ser en otro momento. Gene- 
ralmente, en todo proceso, su confección se efectúa des- 
pués de recibida toda la prueba pertinente para decidir 
el caso, la cual se recibe en el denominado debate (en los 
procesos penales, el debate es una actividad oral; en los 


34 Artículo 141, Código Procesal Penal, Ley N° 7594 publicada en 
el Alcance N° 31 de la Gaceta N° 106 del 4 de junio de 1996, San 
José, Costa Rica. 


35 Artículo 145, Código Procesal Penal. 
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demás procesos es de modo escrito). Después de ello, y no 
quedando otro paso o acto procesal que ejecutarse, se pa- 
sa a la denominada deliberación. 


* En los procesos civiles y similares, el Código Pro- 
cesal Civil señala que 


Transcurrido el plazo para evacuar la prueba sin que se 
solicite prórroga, o práctica de toda la propuesta, o decla- 
rada inevacuable toda o parte de ella o renunciada la que 
falte, el Juez, sin necesidad de gestión de parte, manda- 
rá que se unan los legajos de pruebas. 


En la misma resolución concederá un plazo común de 
diez días a las partes e intervinientes para que presenten 
su alegato de conclusiones.36 


Vencido el plazo concedido para presentar el alegato de 
conclusiones, quedará cerrado el debate, y el juez proce- 
derá a dictar la sentencia dentro del plazo legal corres- 
pondiente.37 Salvo lo que se diga expresamente para ca- 
sos especiales, las resoluciones se dictarán dentro de los 
siguientes plazos: las providencias, dentro de tres días; 
los autos dentro de cinco días, que podrán extenderse a 
ocho y nunca a más, en casos de excepcional complica- 
ción; las sentencias en procesos abreviados y en proce- 
sos sumarios dentro de quince días, y las sentencias de 
ordinarios dentro de un mes.38 


Las sentencias civiles, o mejor dicho, cualquier sentencia 
no penal, no condena o absuelve, justamente porque no 
aplican penas. Las sentencias no penales solamente esti- 
man o desestiman la pretensión de las personas. No las 
condena a penas, las obliga a pagar, o declarar derechos, 


36 Artículo 418, Código Procesal Civil. 
37 Artículo 419, Código Procesal Civil. 
38 Artículo 151, Código Procesal Civtl. 
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estimando conveniente o no la pretensión de una o varias 
personas respecto de otras. 


* La cual en los procesos penales se describe de la si- 
guiente forma: 


Deliberación. Cerrado el debate, los jueces pasarán, de 
inmediato y sin interrupción, a deliberar en sesión secre- 
ta. Salvo lo dispuesto para procesos complejos, la delibe- 
ración no podrá extenderse más allá de dos días. Trans- 
currido ese plazo sin que se produzca el fallo, el juicio de- 
berá repetirse ante otro tribunal, sin perjuicio de las ac- 
ciones disciplinarias que correspondan. La deliberación 
tampoco podrá suspenderse, salvo enfermedad grave de 
alguno de los jueces. En este caso, la suspensión no podrá 
ampliarse más de tres días, luego de los cuales se deberá 
reemplazar al juez y realizar el juicio nuevamente.39 


Normas para la deliberación y votación 


El tribunal apreciará las pruebas producidas durante el 
juicio, de un modo integral y con estricta aplicación de las 
reglas de la sana crítica. Los jueces deliberarán y votarán 
respecto de las cuestiones, y seguirán, en lo posible, el si- 
guiente orden: 


e Las relativas a su competencia, a la procedencia de la 
acción penal y toda otra cuestión incidental que se ha- 
ya diferido para este momento. 

e Las relativas a la existencia del hecho, su calificación 
legal y la culpabilidad%0. 


39 Artículo 360, Código Procesal Penal. 


40 Artículo 365, Código Procesal Penal: “... Correlación entre acu- 
sación y sentencia. La sentencia no podrá tener por acreditados 
otros hechos u otras circunstancias que los descritos en la acusa- 
ción y la querella y, en su caso, en la ampliación de la acusación, 
salvo cuando favorezcan al imputado. En la sentencia, el tribunal 
podrá dar al hecho una calificación jurídica diferente de la de la 
acusación o querella, o aplicar penas más graves o distintas de las 
solicitadas...” 
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* La individualización de la pena aplicable. 

e La restitución y las costas. 

* Cuando corresponda, lo relativo a la reparación de los 
daños y perjuicios.+l 


Redacción y lectura. La sentencia será redactada y fir- 
mada inmediatamente después de la deliberación. Ense- 
guida, el tribunal se constituirá nuevamente en la sala de 
audiencias, después de ser convocadas verbalmente las 
partes. El documento será leído en voz alta por el secre- 
tario ante quienes comparezcan. Si la sentencia es conde- 
natoria y el imputado está en libertad, el tribunal podrá 
disponer la prisión preventiva cuando haya bases para 
estimar razonablemente que no se someterá a la ejecu- 
ción una vez firmada la sentencia. Cuando por la comple- 
jidad del asunto o lo avanzado de la hora sea necesario di- 
ferir la redacción de la sentencia, en esa oportunidad se 
leerá tan solo su parte dispositiva y uno de los jueces re- 
latará sintéticamente, al público, los fundamentos que 
motivaron la decisión; asimismo, anunciará el día y la ho- 
ra para la lectura integral, la que se llevará a cabo en el 
plazo máximo de los cinco días posteriores al pronuncia- 
miento de la parte dispositiva. La sentencia quedará no- 
tificada con la lectura integral y las partes recibirán co- 
pia de ella.*2 | 


Absolución. La sentencia absolutoria ordenará la liber- 
tad del imputado, la cesación de las medidas cautelares, 
la restitución de los objetos afectados al procedimiento 
que no estén sujetos a comiso, las inscripciones necesa- 
rias y fijará las costas. La libertad del imputado se otor- 
gará aun cuando la sentencia absolutoria no esté firme y 
se cumplirá directamente desde la sala de audiencias, pa- 
ra lo cual el tribunal girará orden escrita.43 


41 Artículo 361, Código Procesal Penal. 
42 Artículo 364, Código Procesal Penal. 
43 Artículo 366, Código Procesal Penal. 
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Condenatoria. La sentencia condenatoria fijará, con 
precisión, las penas que correspondan y, en su caso, de- 
terminará la suspensión condicional de la pena y las obli- 
gaciones que deberá cumplir el condenado. Se unificarán 
las condenas o las penas cuando corresponda. La senten- 
cia decidirá también sobre las costas y sobre la entrega 
de los objetos secuestrados a quien tenga mejor derecho 
para poseerlos, sin perjuicio de los reclamos que corres- 
pondan ante los tribunales civiles. Decidirá sobre el comi- 
so y la destrucción, previstos en la ley.*1 


Ahora bien, cómo es la estructura concreta de una sen- 
tencia. Esto se analiza en la siguiente sección. 


B) Elaboración de una sentencia judicial: 


Tradicionalmente, se divide la estructura de una senten- 
cia en tres partes: 


+ El Resultando, 
+ El Considerando y 
e El Por tanto. 


1) El Resultando: 
Lo que quieren las partes y procedimiento del expediente 


En párrafos separados y debidamente numerados que 
comenzarán con la palabra “resultando”, se consigna- 
rá con claridad un resumen de las pretensiones y de 
la respuesta del demandado. El Resultando es la par- 
te de la sentencia en la cual se consigna con claridad 
un resumen de los intereses del demandante (el que 
formula la demanda) y de la respuesta del demanda- 
do. Se indica qué hechos, pruebas y normas invocan 
para hacer valer sus intereses. En el último “resultan- 
do” se expresa si se han observado las prescripciones 


44 Artículo 367, Código Procesal Penal. 
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legales en la substanciación del proceso, con indica- 
ción, en su caso, de los defectos u omisiones que se hu- 
bieren cometido, y si la sentencia se dicta dentro del 
plazo legal. 


2) El Considerando 


En párrafos separados y debidamente numerados que 
comenzarán con la palabra “considerando” se hará: 


a) 


b) 


c) 


d) 


Un análisis de los defectos u omisiones proce- 
sales que merezcan corrección, con excepción de 
la doctrina y los fundamentos legales correspon- 
dientes. 


Un análisis sobre incidentes relativos a docu- 
mentos cuya resolución debe hacerse en el fallo. 


Un análisis sobre la confesión en rebeldía, 
cuando la parte no compareció a rendirla dentro 
del proceso. 


Una declaración concreta de los hechos que el tri- 
bunal tiene por probados, con cita de los ele- 
mentos de prueba que los demuestren y de los 
folios respectivos del expediente. 


Cuando lo hubiere, una indicación de los hechos 
alegados por las partes, de influencia en la deci- 
sión del proceso, que el tribunal considere no pro- 
bados, con expresión de las razones que tenga 
para estimarlos faltos de prueba. 


Un análisis de las cuestiones de fondo fijadas 
por las partes, de las excepciones opuestas y de lo 
relativo a costas, con las razones y citas de la doc- 
trina y leyes que se consideren aplicables. 


En el Considerando, que en la realidad no es uno sino 
que a cada párrafo separado se le denomina Conside- 
randos I, II, III, IV, etc., se lleva a cabo la tarea más 
importante de la estipulación de la decisión jurídica. 
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En ellos se hace constancia de los algunos defectos pro- 
cesales que puedan incidir en el proceso (defectos, inci- 
dentes de documentos, confesiones), para luego pasar a 
la estipulación de los hechos probados (y su respectiva 
prueba) y los hechos no probados (y las razones por las 
cuales no se tienen por probados) del caso. Realizado 
esto último, es cuando él procede con las diversas téc- 
nicas argumentativas (razonamientos y otros esque- 
mas argumentativos) para fundamentar su decisión. 


Aunque la misma ley exija la cita de leyes pertinentes, 
bien sabido y estudiado es que también pueden (y de 
hecho así sucede) darse lugar aquí las interpretacio- 
nes, integraciones y estipulaciones jurídicas con la di- 
versidad de medios argumentativos para ellos. No se 
puede predecir cuál vaya o no vaya a utilizar el juez, 
ello se analiza en cada caso concreto. | 


3) El Por tanto: la decisión 


La parte dispositiva, que comenzará con las palabras 
“por tanto”, en la que se pronunciará el fallo, en lo que 
fuere posible, en el siguiente orden: 


a) Correcciones de defectos u omisiones de procedi- 
miento. 

b) Incidentes relativos a documentos. 

c) Confesión en rebeldía. 

d) Excepciones. 

e) Demanda y contrademanda y en caso de que se ac- 
ceda a todas o a algunas de las pretensiones de las 
partes, se hará indicación expresa de lo que se de- 
clare procedente. 

f) Costas. 


Queda prohibido declarar procedentes uno o varios ex- 

tremos, refiriéndolos únicamente a lo dicho en alguno o 
algunos de los considerandos, y en las de segunda instan- 
cia a resolver tan solo con remisión a las consideraciones 
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o 


de las de primera instancia, pues el superior debe dar 
también las razones correspondientes. 


El Por tanto% no es solamente el resultado de los aná- 
lisis hechos en los Considerandos, tienen además in- 
dependencia propia. No son sólo el producto de un ra- 
zonamiento jurídico (y de otros argumentos) sino que 
demás son mandatos judiciales. Son órdenes judi- 
ciales; es decir, como ya bien se sabe, actos de volun- 
tad que pueden bien estar fundamentados o no. Como 
todo humano, el juez puede equivocarse. Existen algu- 
nos errores que pueden ser corregidos por el mismo 
juez. Pero una vez dada una decisión; es decir, una 
manifestación de voluntad, no puede variarla. Ello lo 
tiene que hacer otro juez de mayor rango. General- 
mente, en la práctica jurídica es deber fundamentar- 
las, pero puede y acontece en la práctica jurídica, que 
no se fundamentan, por tal razón se impugnan, ante 
otros jueces de mayor rango. | 


En materia penal es similar la estructura de la sen- 
tencia%6, 


Requisitos de la sentencia 


La sentencia contendrá: 


45 


46 


La mención del tribunal. 
El lugar y la fecha en la que se ha dictado. 
El nombre de los jueces y las partes. 


Así señala el Artículo 158, Código Procesal Civil que “...los jue- 
ces y los tribunales no podrán variar ni modificar sus sentencias, 
pero sí aclarar cualquier concepto oscuro o suplir cualquier omi- 
sión que contengan sobre algún punto discutido en el litigio. La 
aclaración o adición de la sentencia sólo proceden respecto de la 
parte dispositiva...” 


Para un excelente y pormenorizado estudio de la motivación de la 
sentencia penal, los remito al libro de ARROYO GONZALEZ José 
Manuel y RODRIGUEZ Alejandro, “Lógica Jurídica y motiva- 
ción de la sentencia penal”, San José, Editorial de la Escuela 
Judicial, 2002. 
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e Los datos personales del imputado y la enunciación 
del hecho que ha sido objeto del juicio. El voto de los 
jueces sobre cada una de las cuestiones planteadas en 
la deliberación, con exposición de los motivos de 
hecho y de derecho en que los fundan, sin perjui- 
cio de que se adhieran a las consideraciones y conclu- 
siones formuladas por quien votó en primer término. 

e La determinación precisa y circunstanciada del hecho 
que el tribunal estima acreditado. 

e La parte dispositiva, con mención de las normas 


aplicables. 


e La firma de los jueces.47 


14. Ejercicios de razonamiento jurídico 


Norma Hechos Decisión Fuente Prueba 


1 Nadie puede 
arrogarse la 
soberanía del 
país, el que lo 
hiciere come- 
terá el delito 
de traición a 
la Patria. 


Autorízase a 
abogados, 
estudiantes y 
egresados de 
Derecho, de- 
bidamente 
identificados, 
y asistentes 
de los aboga- 
dos acredita- 
dos en el ex- 
pediente, pa- 
ra revisarlo y 
fotocopiarlo. 


47 Artículo 363, Código Procesal Penal. 


e Marco se arro- 
ga la soberanía 
de Costa Rica. 


Marco se arro- 
ga la soberanía 
de Centroamé- 
rica. 


Marco se arro- 
ga la soberanía 
del mundo. 


Horacio es 
abogado y se 
le negó un 
expediente 
porque según 
la norma sólo 
los abogados 
de las partes 
del proceso 
pueden revi- 
sarlo y fotoco- 
piarlo. 


118 


Constitución 
Política, 
artículo 3. 


Artículo 18 de 
la Ley de 
Notificaciones 
Citaciones y 
otras 
comunicacion 
es judiciales. 


3 Es legalmente |e Mario y Anto- 
imposible el nio quieren 
matrimonio: casarse, Mario 


...6) entre se cambió de 
personas de “sexo” y es 
un mismo ahora Ana. 


sexo. 


Toda persona 
es igual ante 
la ley y no 


entrar a Fer- 


Antonieta 
prometió 
casarse con 
Norman. 


Los esponsa- 
les no produ- 
cen efectos 

civiles. 


Se impondrá 


la pena de “niña de 

uno a seis bien” y mata 
años de a su hijo den- 
prisión: ...3) tro del cuarto 
A la madre día siguiente 
de buena a su naci- 
fama que miento para 
para ocultar ocultar su 

su deshonra deshonra. 


diere muerte 
a su hijo 
dentro de los 
tres días 


e Lupita, mujer 
casada, mató 
a su hijo den- 
tro del tercer 


Siguientes g día siguiente 

su nacimien- | 3 su naci- 

to. miento, para 
ocultar su 


deshonra. 


En Puerto Vie- 
jo, no dejaron 


podrá hacer- nando en una 

se discrimina- discoteca por 

ción alguna ser “blanco”. 

contraria a la |o A Miguel lo 

dignidad despidieron 

humana. por tener 
sida. 


Lupita, es una 


Artículo 14, 
inciso 6) 

Código de 
Familia. 


Artículo 33 
de la Consti- 
tución Política 


Un dentista y 
Art. 10, CFm. 


Artículo 113, 
inciso 3) del 
Código Penal 


7 Nadie podrá 
ser condenado 
a una pena ni 
sometido a una 
medida de se- 
guridad, sino 
en virtud de un 
proceso trami- 
tado con arre- 
glo a este Có- 
digo y con ob- 
servancia es- 
tricta de las ga- 
rantías, las fa- 
cultades y los 
derechos pre- 
vistos para las 

personas. 


Será motivo 
para decretar 
el divorcio: 1) 
El adulterio de 
cualquiera de 
los cónyuges. 
Juan está casa- 
do con lvania, 
quien fue, es y 
continua sien- 
do trabajadora 
del sexo. 


Será reprimido 
con diez a cin- 
cuenta días 
multa el que 
ofendiere de 
palabra o de 
hecho en su 
dignidad o de- 
coro a una 
persona, sea 
en su presen- 
cia, sea por 
medio de una 
comunicación 
dirigida a ella. 


e Quieren con- 
denar a Ser- 
gio a una pe- 
na de prisión 
de 10 años 
por haber 
matado a su 

hermano. 


ə Juan está ca- 
sado con 
Ivania, la 
cual tuvo re- 
laciones se- 
xuales con 

Sonia. 


Marta le dij 


a un juez 
¡testarudo!. 


e Marta le dijo 
a un ladrón, 
¡ladrón! 


e Marta le dijo 
a su novio 
¡cerdo! 


e Marta le dijo 
“comprado- | 
ra de jueces” | 
a una abo- 
gada. 
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Artículo 1 del 
Código Proce- 
sal Penal 


Artículo 48, 
inciso 1), 
Código de 
Familia. 


Artículo 145 
del Código 
Penal. 


Hechos Decisión Fuente Prueba 


10 Será reprimido 


con prisión de 
seis meses a 
tres años, el 
que raptare 
con fines libidi- 
nosos a una 
mujer honesta 
mayor de doce 
y menor de 
quince años, 
con su consen- 
timiento. 


El acreedor no 
puede convenir 
con el deudor 
que, en caso de 
no cumplir un 
contrato, aquel 
se dejará los 
bienes que es- 
tán en garantía. 


Todo aquel que 
por dolo, falta, 
negligencia, o 
imprudencia, 
causa a otro un 
daño, está obli- 
gado a reparar- 
lo junto con los 
perjuicios. 


El menor de 
quince años es 
persona 
absolutamente 
incapaz para 
obligarse por 
actos. 0 
contratos que 
personalmente 
realice. 


Jonás raptó 
con fines 
libidinosos a 
Rosa, quien 
tiene 16 años 
de edad. 


Jonás raptó a 

Julio con 

fines libidino- 
sos, quien tie- 
ne 13 años de 
edad. 


Óscar es 
acreedor de 
Manuel y se 
dejó el carro 
que éste dejó 
en garantía de 
un préstamo 
de dinero. 


Marvin dañó el 
carro de Félix. 


Marvin dañó la 
cara de Romel 
Marvin dañó la 
honra de lsa- 
bel 


Máinor tiene 
13 años y quie- 
re comprar un 
automóvil 


Máinor tiene 
15 años y quie- 
re comprar un 
automóvil 
Máinor tiene 
15 y un día y 
quiere comprar 
un automóvil 


Artículo 164 
del Código 
Penal. 


Principio ge- 
neral de Dere- 
cho y artículo 
421 del Códi- 
go Civil. 


Artículo 1045 
del Código 
Civil 


Artículo 38 
del Código 
Civil 


Nema | Hechos [Decio] fuente | Prueba | 


14 Contrato debe |» Álvaro no está 


ser un acuerdo | de acuerdo 

de dos o más con el precio 

voluntades. que quiere Sil- 
via por el au- 
tomóvil que 


ella vende. 


Ana María 
mató a Julio. 


+ Ana María dejó 
al agredirlo en 
estado “vege- 
tativo” a Julio. 


+ Ana María ma- 
tó a Marcos, y 
a su esposa. 


Artículo 111 
del Código 
Penal. 


Quien haya da-| + 
do muerte a 
una persona 
será penado 
con prisión de 
doce a diecio- 
cho años 


Alonso quiere 
matar a su es- 
posa y contra- 
ta a Max para 
que la mate. 


16 Quien contrata 
a una persona 
para que vaya a 
matar a otra 
por un precio, 
comete el delito 
de homicidio. 


Jurisprudencia 


Las lesiones de Marta sufrió le- 


Jurisprudencia 


una persona se | siones graves 
deben valorar en la cara cau- 
en el debate y | sadas por su es- 
no en el mo- poso. Antes del 
mento de su debate se hizo- 


cirugía plástica 
y no le quedó 
rastro alguno. 
¿Pueden con- 
denarlo? 


e A Ralf lo detu- 


realización. 


Una persona Artículo 37 de 


detenida debe vieron el 15 de la Constitu- 
ser llevada ante| agosto a las ción Política 
el juez dentro diez de la no- 


che, debe ser 
llevado ante el 
juez antes de 
las __horas del- 


de las 24 horas 
siguientes a su 
detención. 


19 A ninguna ley 


se le dará efec- 
to retroactivo 
en perjuicio de 
persona, o de 
sus derechos 
patrimoniales 
adquiridos. 


Las acciones 
privadas que 
no dañen la 
moral o el or- 
den público o 
que no perjudi- 
quen a tercero, 
están fuera de 
la acción de la 


ley. 


e La Asamblea 


Artículo 34 
de la 
Constitución 
Política. 


Legislativa dic- 
ta una ley que 
establece que 
son del Estado 
todos los bie- 
nes adquiridos 
por medio de 
negociaciones 
de narcotráfi- 
co y que esta 
ley rige tanto 
para el tiempo 
pasado como 
para el futuro 


El Poder Eje- 
cutivo dicta 
un Reglamen- 
to que pena 
las opiniones 
adversas con- 
tra el actual 
Presidente, 
amparado en 
que es su de- 
ber hacerlo. 


Art. 28, parr. 
2. Const. Pol. 
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Título Segundo: 
Lógica jurídica y las 
normas jurídicas 


Capítulo Primero: 
La Sustitución y 
Transformación de las 
normas jurídicas 


El siguiente capítulo se divide en tres secciones. En la pri- 
mera se efectúa una distinción elemental de los cuantifica- 
dores y tipos de cuantificadores. En la sección segunda se 
explican las reglas de la sustitución de las normas jurídi- 
cas. En la sección tercera se describen las reglas de trans- 
formación de las expresiones jurídicas. 


Objetivos específicos 


Al finalizar el estudio del presente capítulo, el lector será ca- 


paz de: 

1. Definir qué es un cuantificador lógico. 

2. Establecer los tipos de cuantificadores lógicos que exis- 
ten. | 

3. Distinguir y usar los diversos tipos de cuantificadores 
lógicos. | 

4. Explicar las reglas de transformación de las expresio- 
nes jurídicas. 

5. Explicar las reglas de sustitución de las expresiones ju- 
rídicas. 

6. Detectar las falacias de falsa generalización y falsa 


ejemplificación. 
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Vocabulario básico 


Cuantificador: Parte de la oración o norma que indica el 
número de elementos tomados en cuenta. 

Cuantificador Universal: Parte de la oración o norma 
que indica la totalidad de los elementos tomados o descar- 
tados. Ejemplo: Todos, todo, toda, Nadie, Nada, Ninguno 
Cuantificador Existencial: Parte de la oración o norma 
que indica una parte de los elementos que fueron tomados 
en cuenta o descartados. Ejemplo: Alguno, alguna, alguno 
no, algún no. 

Cuantificador Positivo: Parte de la oración o norma que 
indica que todos los elementos reseñados fueron tomados en 
cuenta: Ejemplo: Todo, Todos, Todas. 

Cuantificador Negativo: Parte de la oración o norma que 
indica que todos los elementos reseñados no fueron tomados 
en cuenta o fueron excluidos. Ejemplo: Ningún, Ninguna, 
Ninguno, Nadie, Nada. 

Transformación de cuantificadores: Proceso de cambio 
válido de cuantificadores 

Sustitución de cuantificadores: Proceso de intercambio 
válido de cuantificadores. 

Ejemplificación Universal: Regla de cambio válido de 
un cuantificador universal positivo o negativo por un caso 
concreto. 

Falsa generalización: Cambio inválido de un caso con- 
creto por un cuantificador universal positivo o negativo. 
Falacia. 

Generalización Existencial: Regla de cambio válido de 
un caso concreto por un cuantificador existencial positivo o 
negativo. 

Falsa ejemplificación: Cambio inválido de un cuantifi- 
cador existencial positivo o negativo por un caso concreto. 
Falacia. 
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Sección Primera: 
Elementos del Cálculo Cuantificado 


Uno de los pocos rasgos generalizados que se pueden re- 
gular en las palabras es la cantidad de objetos (materia- 
les o mentales) a los cuales ella alude. No interesa si los 
objetos son física y materialmente existentes, ya que la 
existencia que se tiene en juego es la conceptual. Por ello, 
es posible razonar con entes imaginarios o acciones que 
no se han ejecutado aún. 


Así, no es lo mismo decir “Alguna sirena”, que indicar 
“Todas las sirenas”. Del mismo modo, no es lo mismo 
enunciar que “Todas las personas son delincuentes”, que 
señalar “Alguna persona es delincuente”. 


El estudio de las partes de la oración que enumera la can- 
tidad de los sujetos y objetos de dicha oración lo lleva a 
cabo el Cálculo Cuantificado. 


El cálculo cuantificado es la parte de la Lógica jurídica 
que estudia la cantidad y número de elementos presentes 
y vinculados en una norma jurídica. Para ello, se distin- 
gue: 1) el objeto cuantificado (“persona”); 2) el cuantifica- 
dor (Todas”, “alguna”) y, 3) las reglas de uso del cuanti- 
ficador. 


1) Los Cuantificadores 


Los cuantificadores son aquellas partes de las oraciones 
que indican la cantidad (de allí su nombre ya que cuantifi- 
can) de sujetos y objetos de la oración involucrados en una 
o varias acciones. Los cuantificadores pueden ser de dos ti- 
pos: cuantificador universal y cuantificador existencial. 


2) Tipos de Cuantificadores 


El cuantificador universal se reconoce en las oraciones 
con el uso de las palabras: todo, toda, todos, todas, nadie, 
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nada. Aunque también pueden ser cuantificadores uni- 
versales los usos de los artículos “el”, “la”, “los” y “las”, 
cuando se refieren a conceptos abstractos aplicables a 
cualquier situación. 


El cuantificador existencial se reconoce en las oraciones 
con el uso de las palabras: algún, alguna, algunos, algu- 
nas. También puede ser detectado al usar palabras como 
“este”, “esta”, estos” o “estas”, ya que hacen alusión a un 
elemento de un conjunto mayor solamente. 


A su vez, cada tipo de cuantificador puede ser de dos ti- 
pos: positivo y negativo. Es decir, contar o cuantificar la 
existencia de todo un conjunto o la inexistencia de él, por 
lo cual se denominan cuantificadores universales positi- 
vos y negativos, respectivamente. 


Y como el cuantificador existencial hace referencia al con- 
teo o cuantificación de la existencia de por lo menos un 
elemento de un conjunto, también puede hacer indicación 
de su inexistencia, como en el caso de los cuantificadores 


existenciales positivos y negativos, respectivamente. 


Cuantificador universal: 
Todos, Todas, Nadie, Ningún, Ninguna 


Positivo: Todas las personas deben ser responsables. 
CUP | 

Negativo: Todas las personas no deben ser responsa- 
bles. 

(Ninguna persona debe ser responsable). CUN 


Cuantificador existencial: 
Algún, Alguna, Algunos, Algunas 


Positivo: Alguna persona debe ser responsable. CEP 


Negativo: Alguna persona no debe ser responsable. 
CEN 
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15. Ejercicio. Establezca todas las posibles cuantificacio- 
nes con este enunciado 


persona debe acudir al llamado de un juez. 
persona _ debe acudir al llamado de un juez. 
persona debe acudir al llamado de un juez. 
persona debe acudir al llamado de un juez. 
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Ejercicio. Establezca el tipo de cuantificador 
(universal o existencia, positivo o negativo) y la 
verdad o falsedad de los siguientes enunciados 


Toda Constitución Política es una norma jurídica. 
Todas las normas jurídicas son constituciones políticas. 
Todos los tratados internaciones son normas jurídicas. 
Todas las normas jurídicas son tratados internacionales. 
Todas las leyes son normas jurídicas. 

Todas las normas jurídicas son leyes. 

Todos los reglamentos son normas jurídicas. 

Todas las normas jurídicas son reglamentos. 

Todos los decretos son normas jurídicas. 

10. Todas las normas jurídicas son decretos. 

11. Ninguna Constitución Política es una norma jurídica. 
12. Ninguna norma jurídica es una Constitución Política. 
13. Ninguna Constitución es un tratado internacional. 
14. Ninguna Constitución Política es una ley. 

15. Ninguna Constitución Política es un reglamento. 

16. Ninguna Constitución Política es un decreto. 

17. Ninguna Constitución Política es un acuerdo. 

18. Ningún tratado Internacional es una norma jurídica. 
19. Ninguna norma jurídica es un Tratado Internacional. 
20. Ningún tratado internacional es una Constitución Política. 
21. Ningún tratado internacional es una ley. 

22. Ningún tratado internacional es un reglamento. 

23. Ningún tratado internacional es un decreto. 

24. Ningún tratado internacional es un acuerdo. 

25. Ninguna ley es una norma jurídica. 

26. Ninguna norma jurídica es una ley. 

27. Ninguna ley es una Constitución Política. 

28. Ninguna ley es un tratado internacional. 

29. Ninguna ley es un reglamento. 

30. Ninguna ley es un decreto. 


- 


OLA 
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. Ninguna ley es un acuerdo. 

. Ningún Reglamento es una norma jurídica. 

. Ninguna norma jurídica es un reglamento. 

. Ningún reglamento es una Constitución Política. 

. Ningún reglamento es un tratado internacional. 

. Ningún reglamento es una ley. 

. Ningún reglamento es un acuerdo. 

. Ningún Decreto es una norma jurídica. 

. Ninguna norma jurídica es un decreto. 

. Ningún decreto es una Constitución Política. 

. Ningún decreto es un tratado internacional. 

. Ningún decreto es una ley. 

. Ningún decreto es un Acuerdo. 

. Alguna Constitución Política es una norma jurídica. 
. Alguna norma jurídica es una Constitución Política. 
. Alguna Constitución Política es un tratado internacional. 
. Alguna Constitución Política es una ley. 

. Alguna Constitución Política es un reglamento. 

. Alguna Constitución Política es un decreto 

. Alguna Constitución Política es un acuerdo. 

. Algún tratado internacional es una norma jurídica. 
. Alguna norma jurídica es un tratado internacional. 
. Algún tratado internacional es una Constitución Política. 
. Algún tratado internacional es una ley. 

. Algún tratado internacional es un reglamento. 

. Algún tratado internacional es un decreto. 

. Algún tratado internacional es un acuerdo. 

. Alguna ley es una norma jurídica. 

. Alguna norma jurídica es una ley. 

. Alguna ley s una Constitución Política. 

. Alguna ley es un tratado internacional. 

. Alguna ley es un reglamento. 

. Alguna ley es un decreto. 


Alguna ley es un acuerdo. 


. Algún reglamento es una norma jurídica. 

. Alguna norma jurídica es un reglamento. 

. Algún reglamento es una Constitución Política. 
. Algún reglamento es un tratado internacional. 
. Algún reglamento es una ley. 

. Algún reglamento es un acuerdo. 

. Algún decreto es una norma jurídica. 

. Alguna norma jurídica es un decreto. 

. Algún decreto es una Constitución Política. 
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. Algún decreto es un Tratado Internacional. 

. Algún decreto es una ley. 

. Alguna Constitución Política no es norma jurídica. 
. Alguna norma jurídica no es Constitución Política. 
. Algún tratado internacional no es norma jurídica. 
. Alguna norma jurídica no es tratado internacional. 
. Alguna ley no es norma jurídica, 

. Alguna norma jurídica no es reglamento. 

. Algún reglamento no es norma jurídica. 

. Algún decreto no es norma jurídica. 

. Alguna norma jurídica no es decreto. 

. Alguna Constitución Política no es tratado interna- 


cional, 


. Alguna Constitución Política no es una ley. 

. Alguna Constitución Política no es un reglamento. 
. Alguna Constitución Política no es un decreto. 

. Algún tratado internacional no es una Constitución 


Política. 


. Algún tratado internacional no es una ley. 

. Algún tratado internacional no es un reglamento. 
. Algún tratado Internacional no es un decreto. 

. Alguna ley no es una Constitución Política. 

. Alguna ley no es un tratado internacional. 

. Alguna ley no es un reglamento. 

. Alguna ley no es un decreto, 

. Algún reglamento no es una Constitución Política. 
. Algún reglamento no es un tratado internacional. 
99. 


Algún reglamento no es una ley. 


100.Algún reglamento no es un acuerdo. 
101.Algún decreto no es una Constitución Política. 
102.Algún decreto no es un tratado internacional. 
103.Algún decreto no es una ley. 

104.Algún decreto no es un acuerdo. 


Los cuantificadores son solamente elementos integrantes 
de la oración. Ellos, por si solos, no determinan cómo se 
usan (ya que son solamente manchas de tinta en el pa- 
pel), sino que son las personas las que establecen cómo 
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deben usarse y cómo no deben emplearse, de conformidad 
con una serie de reglas, que se denominan reglas de uso 
de los cuantificadores. 


Con los cuantificadores se pueden realizar básicamente 
dos funciones: 


a) sustituir cuantificadores y 
b) transformar cuantificadores, 


Lo que origina dos conjuntos de reglas de uso de los cuan- 
tificadores: 


a) reglas de sustitución entre cuantificadores y 
b) reglas de transformación entre cuantificadores. 


Reseñaremos el primer conjunto. 


Sección Segunda: 
Reglas de Transformación de 
expresiones jurídicas 


Los cuantificadores se pueden transformar. Sustituir y 
transformar cuantificadores son dos acciones muy distin- 
tas. La primera de ellas, como anteriormente se indicó, es 
cambiar (suplantar o reemplazar) un tipo de cuantifica- 
dor por otro cuantificador equivalente; es decir, que sig- 
nifiquen entre sí lo mismo. 


Transformar cuantificadores es cambiar un cuantificador 
por otro cuantificador distinto del que se tenía original- 
mente. La transformación no es hacer dos cuantificadores 
equivalentes, sino pasar de un cuantificador a otro y que 
dicho cambio sea correcto y válido, de conformidad con 
dos reglas básicas de transformación de cuantificadores. 


En la vida práctica realizamos constantemente ese tipo de 


transformaciones usualmente con dos procedimientos muy 
comunes, los cuales los vamos a mostrar de esta forma: 
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Es Válido decir que: 


“Todas las personas no deben matar; Juan es una perso- 
na: Juan no debe matar.” 


Pero es Inválido afirmar que: 


“Juan es un hombre y Juan es un ladrón; por lo tanto, to- 
dos los hombres son ladrones.” 


Usualmente, la primera de ellas es una correcta inferen- 
cia y la segunda una “falsa generalización”. La primera 
de ellas es el uso de la regla de la ejemplificación uni- 
versal. 


a) Ejemplificación Universal 


Si se tiene un Cuantificador Universal, se puede trans- 
formar por un nombre propio. Es ejemplificar un conjun- 
to con un nombre propio. Así, es posible decir que “si to- 
dos los delincuentes deben ser castigados, y José es un de- 
lincuente, por ende se puede establecer que José debe ser 


castigado. ”. 


Igualmente si “todas las personas deben tener una educa- 
ción financiada por el Estado y Antonio es una persona; 
por lo tanto, Antonio debe tener una educación financia- 
da por el Estado.”. 


El uso incorrecto de esa regla es, justamente, usarla “al 
revés”. Es incorrecto pensar que con un ejemplo se puede 


generalizar universalmente. Como el siguiente ejemplo: 


“Ana es una mujer y Ana es bonita; por ende, todas las 
mujeres son bonitas”. 


Estas son las denominadas falsas generalizaciones: 
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b) Falsas generalizaciones 


“Margarita es una persona y Margarita es muy ordenada; 
por lo tanto, todas las personas son ordenadas”, es una fal- 
sa generalización. Una falsa generalización es el procedi- 
miento incorrecto de crear un conjunto de personas, obje- 
tos o atributos de ellos, a partir solamente de la existen- 


cia de uno o algunos de esas personas, objetos o atributos. 


No se puede generalizar que por el hecho de que una per- 
sona tenga dos brazos, todas las personas tengan dos bra- 
zos, ya que hay personas que solamente tienen uno, y 


también hay personas que no tienen brazos. 


Las únicas “generalizaciones” que se pueden realizar 
con un ejemplo como ese; es decir que si “Ana es una mu- 
jer y Ana es bonita; por ende, existe al menos una mu- 
jer que es bonita.”. 


Esta generalización no es universal (es decir, no cons- 
truye un conjunto de todos o todas), sino que sola- 
mente generaliza existencialmente; es decir, generali- 
za un caso particular. 


La generalización de un caso particular es la segunda re- 
gla lógica que se puede hacer cuando transformamos 
cuantificadores, como se detalla a continuación. 


c) Generalización Existencial: 


La generalización existencia es la regla lógica que permi- 
te pasar de un nombre propio a cuantificador existen- 
cial; así, es válido decir que: 

“Si María es una mujer y es una buena madre; por ende, 
hay alguna mujer que es buena madre.”, igualmente, 


“Si Vanesa es una persona delgada y muy honrada; por lo 
tanto, existe por lo menos una persona que es delga- 
da y honrada.” 
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Pero sería incorrecto y se incurriría en una falacia si se 
dice que: 


“Hay un asesino en el país y Manuel está en el país; por lo 
tanto, Manuel es el asesino” 


O si se afirma que: 


“Hay un asesino en el país y Manuel es un asesino, por lo 
tanto, Manuel está en el país.” 


Es decir, No se puede pasar de cuantificador existencial 
algún”, “alguna”, “alguien”, “algo”) a un nombre propio 
[o identificación particular de una persona o cosa] ya que 
se incurre en la falacia de falsa ejemplificación. 


d) Falsas ejemplificaciones 


La falsa ejemplificación es la falacia (uso incorrecto de 
una regla lógica) mediante la cual, partiendo de un cuan- 
tificador existencial se ejemplifica con un nombre propio. 


Ya que es Inválido decir: 


“Hay alguna mujer que es buena madre. María es mujer; 
por ende, es buena madre.”. Ya que puede suceder que 
María ni siquiera sea madre. 


17. Establezca la validez o no de las siguientes 
transformaciones de cuantificadores 


e Todas las personas deben tener una educación financiada 
por el Estado y Antonio es una persona, por lo tanto, Anto- 
nio debe tener una educación financiada por el Estado. 

e Margarita es una persona y Margarita es muy ordenada; 
por lo tanto, todas las personas son ordenadas. 

e Vanesa es una persona muy honrada; por lo tanto, existe 
por lo menos una persona que es honrada. 

e Hay un asesino en el país y Manuel está en el país; por lo 
tanto, Manuel es el asesino. 

e Hay un asesino en el país y Manuel es un asesino; por lo 
tanto, Manuel está en el país. 
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Todas las personas que no han pagado sus pólizas de 
vida deben pagarlas y Sandra es una persona que no 
ha pagado su póliza de vida; por lo tanto, Sandra de- 
be pagarla. 

Mónica es una mujer y Mónica debe pagar las multas 
de tránsito; por lo tanto, todas las mujeres deben pa- 
gar las multas de tránsito. 

Fabricio es un estudiante mediocre; por lo tanto, exis- 
te por lo menos un estudiante mediocre. 

Hay un juez en el aula y Salomón está en el aula; por 
lo tanto, Salomón es el juez. 

Hay un juez en el aula y Salomón es un juez; por en- 
de, Salomón está en el aula. 

Todo aquel que pretenda un derecho debe establecer 
una demanda ante el juez correspondiente y Mateo 
pretende un derecho; por lo tanto Mateo debe esta- 
blecer una demanda ante el juez correspondiente. 
Simón es un hombre y Simón es un esposo infiel; por 
lo tanto, todos los hombres casados son infieles. 

Hay un cojo en ese edificio y Adrián está en ese edifi- 
cio; por lo tanto, Adrián es el cojo. | 

Hay un cojo en ese edificio y Adrián es un cojo; por 
ende, Adrián está en ese edificio. 

Toda persona que ocasione daños con sus acciones 
debe pagarlos y Lucía ocasionó daños; por lo tanto, 
Lucía debe pagarlos. 

Frank es un delincuente y Frank está en la Reforma; por 
lo tanto, todos los delincuentes están en la Reforma. 
Frank es un delincuente y Frank está en la Reforma; 
por lo tanto, existe por lo menos alguien que es un 
delincuente y está en la Reforma. 

Hay un delincuente en la Reforma y Frank está en la 
Reforma; por lo tanto Frank es un delincuente. 

Hay un delincuente en la Reforma y Frank es un de- 
lincuente; por lo tanto Frank está en la Reforma. 
Todas las leyes deben ser aprobadas por la Asamblea 
Legislativa y el Código Penal es una ley; por lo tanto, el 
Código Penal debe ser aprobado por la Asamblea Le- 
gislativa. 
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e Todos los jueces son funcionarios del Poder Judicial y 
Lucas es un juez; por lo tanto, Lucas es un funciona- 
rio del Poder Judicial, 

e Lucas es un juez y Lucas es un funcionario dd Poder 
Judicial; serlo tanto, todos los jueces son funciona- 
rios del Poder Judicial. 

e Lucas es un hombre y Lucas es un funcionario del Po- 
der Judicial; por lo tanto, todos los hombres son fun- 

-cionarios del Poder Judicial. 


Sección Tercera: | 
Reglas de Sustitución de expresiones jurídicas 


Los cuantificadores pueden sustituirse entre sí. Esto 
quiere decir que no necesariamente se tiene que utilizar 
un único tipo de cuantificador para hacer referencia a la 
existencia o no de un sujeto u objeto o de un conjunto de 
sujetos u objetos. Se puede utilizar otro tipo de cuantifi- 
cadores para tener expresiones sinónimas o equivalentes 
entre sí, a veces para enfatizar la existencia o inexisten- 
cia de dichos sujetos u objetos. 


a) Primera regla de sustitución: CUP por NCEN 


Así, se puede afirmar que Si “Todas las personas deben 
ser libres” es igual a decir que “no se da el caso de que 
alguna persona no deba ser libre”. Este es el primer ti- 
po de sustitución. La sustitución de un Cuantificador 
Universal Positivo (CUP) por la negación de un Cuanti- 
ficador Existencial Negativo (NCEN). 


Obsérvese cuidadosamente que la sustitución del CUP no 
se da con un CEN, sino con la negación de un CEN. El 
primer caso originaría un conjunto contradictorio entre 
sí, como se ve en el siguiente ejemplo: 
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CUP: “Toda persona debe tener una educación costeada 
por el Estado”, y 


CEN: “Alguna persona no debe tener una educación cos- 
teada por el Estado”, 


¡SON CONTRADICTORIAS ENTRE SÍ! 


Lo correcto para sustituir un CUP es negar un CEN así: 


CUP: “Toda persona debe tener una educación costeada 
por el Estado” es igual: 


NEGAR CEN: “No se da el caso de que Alguna persona 
no deba tener una educación costeada por el Estado”. 


1. Primera regla: 
CUP equivale a Negar un CEN 


CUP: “Todas las personas deben ser consideradas ino- 
centes”. 


Negación de un CEN: “No se da el caso de que alguna 
persona no deba ser considerada inocente.” 


18. Ejercicio. Efectúe las siguientes sustituciones 
y determine su veracidad 


Toda Constitución Política es una norma jurídica. 
Todas las normas jurídicas son constituciones políticas. 
Todos los tratados internaciones son normas jurídicas. 
Todas las normas jurídicas son tratados internacionales. 
Todas las leyes son normas jurídicas. 

Todas las normas jurídicas son leyes. 

Todos los reglamentos son normas jurídicas. 

Todas las normas jurídicas son reglamentos. 

Todos los decretos son normas jurídicas. 


E E E E E a 


O. Todas las normas jurídicas son decretos. 
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T 


de 


13. 


14. 


15. 
16. 
Tra 


18 
19 


Za 
22. 


RA 


24. 


Z3: 
26. 


27. 


28. 


29, 
30. 
Fl; 
34. 


No es el caso de que alguna Constitución Política no sea nor- 
ma jurídica. 


No es el caso de que alguna norma jurídica no sea Constitu- 
ción Política. 


No es el caso de que algún tratado internacional no sea nor- 
ma jurídica. 


No es el caso de que alguna norma jurídica no sea tratado in- 
ternacional. 


No es el caso de que alguna ley no sea norma jurídica. 
No es el caso de que alguna norma jurídica no sea reglamento. 


No es el caso de que algún reglamento no sea norma jurídica. 


.- No es el caso de que algún decreto no sea norma jurídica. 


. No es el caso de que alguna norma jurídica no sea decreto. 
20. 


No es el caso de que alguna Constitución Política no sea tra- 
tado internacional. 


No es el caso de que alguna Constitución Política no sea una ley. 


No es el caso de que alguna Constitución Política no sea un 
reglamento. 


No es el caso de que alguna Constitución Política no sea un 
decreto. 


No es el caso de que algún tratado internacional no sea una 
Constitución Política. 


No es el caso de que algún tratado internacional no sea una ley. 


No es el caso de que algún tratado internacional no sea un 
reglamento. 


No es el caso de que algún tratado internacional no sea un 
decreto. | 


No es el caso de que alguna ley no sea una Constitución 
Política. 


No es el caso de que alguna ley no sea un tratado internacional. 
No es el caso de que alguna ley no sea un reglamento. 
No es el caso de que alguna ley no sea un decreto. 


No es el caso de que algún reglamento no sea una Constitu- 
ción Política. 
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33. No es el caso de que algún reglamento no sea un tratado 
internacional. | 


34. No es el caso de que algún reglamento no sea una ley. 
35. No es el caso de que algún reglamento no sea un acuerdo. 


36. No es el caso de que algún decreto no sea una Constitución 
Política. 


37. No es el caso de que algún decreto no sea un tratado interna- 
cional. | 


38. No es el caso de que algún decreto no sea una ley. 
39. No es el caso de que algún decreto no sea un acuerdo. 


b) Segunda regla de sustitución: CUN por NCEP 


En el mismo sentido, la segunda regla de sustitución per- 
mite efectuar la siguiente afirmación: es lo mismo decir 
“Ninguna persona debe ser castigada” que señalar que 
“No se da el caso que alguna persona deba ser castigada”. 
La sustitución de un Cuantificador Universal Negativo 
(CUN) se da por la negación de un Cuantificador Exis- 
tencial Negativo (NCEP). 


Obsérvese cuidadosamente que la sustitución del CUN 
no se da con un CEP, sino con la negación de un CEP. El 
primer caso originaría un conjunto contradictorio entre 
sí, como se ve en el siguiente ejemplo: 


CUN: “Ninguna persona debe ir a prisión por deudas”, y 
CEP: “Alguna persona debe ir a prisión por deudas”. 
¡SON CONTRADICTORIAS ENTRE SÍ! 

Lo correcto para sustituir un CUN es negar un CEP así: 


CUN: “Ninguna persona debe ir a prisión por deudas” es: 


NEGAR CEP: “No se da el caso de que alguna persona 
deba tr a prisión por deudas”. 
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2. Segunda regla: 
CUN equivale a Negar un CEP 


CUN: “Ninguna persona debe ser esclava (o).” 


Negación de un CEP: “No se da el caso de que alguna 
persona sea esclava”. 


19. Ejercicio. Efectúe las siguientes sustituciones 


A N E a 


nd ed O 
— O 


E T E je Cl: o 
OD 0 NOUA WU N 


N O N N 
N — O 


y determine su veracidad. 


Ninguna Constitución Política es una norma jurídica. 
Ninguna norma jurídica es una Constitución Política. 
Ninguna Constitución es un tratado internacional. 
Ninguna Constitución Política es una ley. 

Ninguna Constitución Política es un reglamento. 
Ninguna Constitución Política es un decreto. 
Ninguna Constitución Política es un acuerdo. 
Ningún tratado internacional es una norma jurídica. 
Ninguna norma jurídica es un tratado internacional. 


. Ningún tratado Internacional es una Constitución Política. 
. Ningún tratado Internacional es una ley. 

. Ningún tratado internacional es un reglamento. 
. Ningún tratado internacional es un decreto. 

. Ningún tratado internacional es un acuerdo. 

. Ninguna ley es una norma jurídica. 

. Ninguna norma jurídica es una ley. 

. Ninguna ley es una Constitución Política. 

. Ninguna ley es un tratado internacional. 

. Ninguna ley es un reglamento. 

. Ninguna ley es un decreto. 

. Ninguna ley es un acuerdo. 

. Ningún reglamento es una norma jurídica. 
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23, 
24. 
Ads 
26. 
di: 
28. 
29, 
30. 
Ss 
32: 
33. 
34. 


Ja: 


36. 


dea 
38. 


39. 
40. 
41. 


42. 


43. 


44. 
45. 


46. 
47. 
48. 


Ninguna norma jurídica es un reglamento. 

Ningún reglamento es una Constitución Política. 

Ningún reglamento es un tratado internacional. 

Ningún reglamento es una ley. 

Ningún reglamento es un acuerdo. 

Ningún decreto es una norma jurídica. 

Ninguna norma jurídica es un decreto. 

Ningún decreto es una Constitución Política. 

Ningún decreto es un tratado internacional. 

Ningún decreto es una ley. 

Ningún decreto es un acuerdo. 

No es el caso de que una Constitución Política sea una norma 
jurídica. 

No es el caso de que una norma jurídica sea una Constitución 
Política. 


No es el caso de que una Constitución Política sea un tratado 
internacional. 


No es el caso de que una Constitución Política sea una ley. 


No es el caso de que una Constitución Política sea un regla- 
mento. 


No es el caso de que una Constitución Política sea un decreto. 
No es el caso de que una Constitución Política sea un acuerdo. 
No es el caso de que un tratado internacional sea una norma 
jurídica. 

No es el caso de que una norma jurídica sea un tratado inter- 
nacional. 


No es el caso de que algún tratado internacional sea una 
Constitución Política. 


No es el caso de que algún tratado internacional sea una ley. 


No es el caso de que algún tratado internacional sea un re- 
glamento. 


No es el caso de que algún tratado internacional sea un decreto. 
No es el caso de que algún tratado internacional sea un acuerdo. 
No es el caso de que alguna ley sea una norma jurídica. 


142 


49. No es el caso de que alguna norma jurídica sea una ley. 

50. No es el caso de que alguna ley sea una Constitución Política. 
51. No es el caso de que alguna ley sea un tratado internacional. 
52. No es el caso de que alguna ley sea un reglamento. 

53. No es el caso de que alguna ley sea un decreto. 

54. No es el caso de que alguna ley sea un acuerdo. 

55. No es el caso de que algún reglamento sea una norma jurídica. 
56. No es el caso de que alguna norma jurídica sea un reglamento. 


57. No es el caso de que algún reglamento sea una Constitución 
Política. 


58. No es el caso de que algún reglamento sea un tratado inter- 
nacional. 


59. No es el caso de que algún reglamento sea una ley. 

60. No es el caso de que algún reglamento sea un acuerdo. 
61. No es el caso de que algún decreto sea una norma jurídica. 
62. No es el caso de que alguna norma jurídica sea un decreto. 


63. No es el caso de que algún decreto sea una Constitución 
Política. 


64. No es el caso de que algún decreto sea un tratado internacional. 
65. No es el caso de que algún decreto sea una ley. 


c) Tercera regla de sustitución: CEP por NCUN 


En el mismo sentido se pueden obtener sustituciones de 
los cuantificadores existenciales. 


Así, se puede afirmar que si “alguna persona debe ser li- 
bre” es igual a decir que “no se da el caso de que ningu- 
na persona deba ser libre”. La sustitución de un Cuanti- 
ficador Existencial Positivo (CEP) se da por la negación 
de un Cuantificador Universal Negativo (NCUN). 


Obsérvese cuidadosamente que la sustitución del CEP no 
se da con un CUN, sino con la negación de un CUN. El 
caso erróneo originaría un conjunto contradictorio entre 


sí, como se ve en el siguiente ejemplo: 
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CEP: “Alguna persona debe ir a prisión por cometer un 
delito”, y 


CUN: “Ninguna persona debe ir a prisión por cometer un 
delito”. 


¡SON CONTRADICTORIAS ENTRE SÍ! 


Lo correcto para sustituir un CEP es NEGAR UN CUN 
así: 

CEP: “Alguna persona debe ir a prisión por cometer un 
delito” es: 


NEGAR CUN: “No se da el caso de que ninguna persona 
deba ir a prisión por cometer un delito”. 


3. Tercera regla: 
CEP equivale a Negar un CUN 


CEP: “Alguna persona debe trabajar para ututr.” 


Negación de un CUN: “No es el caso que ninguna per- 
sona debe trabajar para vivir.” 


20. Ejercicio. Efectúe las siguientes sustituciones 
y determine su veracidad 


Alguna Constitución Política es una norma jurídica. 
Alguna norma jurídica es una Constitución Política. 
Alguna Constitución Política es un tratado internacional. 
Alguna Constitución Política es una ley. 

Alguna Constitución Política es un reglamento. 

Alguna Constitución Política es un decreto 

Alguna Constitución Política es un acuerdo. 

Algún tratado internacional es una norma jurídica. 
Alguna norma jurídica es un tratado internacional. 


Doo N E E E 


O. Algún tratado internacional es una Constitución Política. 
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11. 
12. 
13. 
14. 
a 
16. 
I7 
18. 
19. 
20. 
Ži. 
22. 
23. 
24. 
A 
26. 
27. 
28. 
294. 
30. 
31. 
Jd: 


d) Cuarta regla de sustitución: CEN por NCUP 


En el caso de un CEN, sucede la misma situación ante- 
riormente descrita. Si “alguna persona no debe ser libre’ 
es igual a decir que “no se da el caso de que todas las per- 
sonas deban ser libres”. La sustitución de un Cuantifica- 
dor Existencia Negativo (CEN) se da por la negación de 


Algún tratado internacional es una ley. 

Algún tratado internacional es un reglamento. 
Algún tratado internacional es un decreto. 
Algún tratado internacional es un acuerdo. 
Alguna ley es una norma jurídica. 

Alguna norma jurídica es una ley. 

Alguna ley es una Constitución Política. 
Alguna ley es un tratado internacional. 
Alguna ley es un reglamento. 

Alguna ley es un decreto. 

Alguna ley es un acuerdo. 

Algún reglamento es una norma jurídica. 
Alguna norma jurídica es un reglamento. 
Algún reglamento es una Constitución Política. 
Algún reglamento es un tratado internacional. 
Algún reglamento es una ley. 

Algún reglamento es un acuerdo. 

Algún decreto es una norma jurídica. 

Alguna norma jurídica es un decreto. 

Algún decreto es una Constitución Política. 
Algún decreto es un tratado internacional. 
Algún decreto es una ley. 


un Cuantificador Universal Positivo (NCUP). 


Obsérvese cuidadosamente que la sustitución del CEN 
no se da con un CUP, sino con la negación de un CUP. 
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El primer caso originaría un conjunto contradictorio en- 
tre sí, como se ve en el siguiente ejemplo: 


CEN: “Alguna persona no debe tener una educación cos- 
teada por el Estado”, y 


CUP: “Todas las personas deben tener una educación cos- 
teada por el Estado” 


¡SON CONTRADICTORIAS ENTRE SÍ! 


Lo correcto para sustituir un CEN es NEGAR UN CUP 
así: 


CEN: “Alguna persona no debe tener una educación cos- 
teada por el Estado” | 


NEGAR CUP: “No se da el caso de que todas las perso- 
nas deben tener una educación costeada por el Estado.” 


4. Cuarta regla: 
CEN equivale a Negar un CUP 


CEN: “Alguna persona no debe trabajar hoy”. 


Negación de un CUP: “No acontece que todas las per- 
sonas deben trabajar hoy.”. 


21. Ejercicio. Efectúe las correspondientes sustituciones 
y determine su veracidad 


Alguna Constitución Política no es norma jurídica. 
Alguna norma jurídica no es Constitución Política. 
Algún tratado internacional no es norma jurídica. 

Alguna norma jurídica no es tratado internacional. 
Alguna ley no es norma jurídica. 


d O a a 


Alguna norma jurídica no es reglamento. 
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7. Algún reglamento no es norma jurídica. 

8. Algún decreto no es norma jurídica. 

9. Alguna norma jurídica no es decreto. 

10. Alguna Constitución Política no es tratado internacional. 
11. Alguna Constitución Política no es una ley. 

12. Alguna Constitución Política no es un reglamento. 
13. Alguna Constitución Política no es un decreto. 

14. Algún tratado internacional no es una Constitución Política. 
15. Algún tratado internacional no es una ley. 

16. Algún tratado internacional no es un reglamento. 
17. Algún tratado internacional no es un decreto. 

18. Alguna ley no es una Constitución Política. 

19. Alguna ley no es un tratado internacional. 

20. Alguna ley no es un reglamento. 

21. Alguna ley no es un decreto. 

22. Algún reglamento no es una Constitución Política. 
23. Algún reglamento no es un tratado internacional. 
24. Algún reglamento no es una ley. 

25. Algún reglamento no es un acuerdo. 

26. Algún decreto no es una Constitución Política. 
27. Algún decreto no es un tratado internacional. 

28. Algún decreto no es una ley. 

29. Algún decreto no es un acuerdo. 


22. Establezca las siguientes sustituciones 


Norma Sustitución 


3 a ni i o 


beranía del país, el que lo hi- 
ciere cometerá el delito de 
traición a la Patria. 


Todas las personas deben 
amarse las unas a las otras. 


147 


Toda persona debe tener de- DO 


recho a una educación cos- 
teada por el Estado. 


Toda persona es igual ante la 
ley y no podrá practicarse 
discriminación alguna con- 
traria a la dignidad humana. 


Todo aquel que por dolo, fal- 
ta, negligencia o impruden- 
cia, causa a otro un daño, es- 
tá obligado a repararlo junto 
con los perjuicios. 


Nadie podrá ser condenado 
a una pena ni sometido a 
una medida de seguridad, si- 
no en virtud de un proceso 
tramitado con arreglo a este 
Código y con observancia es- 
tricta de las garantías, las fa- 
cultades y los derechos pre- 
vistos para las personas. 


El que ofendiere de palabra o 
de hecho en su dignidad o 
decoro a una persona, sea en 
su presencia, sea por medio 
de una comunicación dirigi- 
da a ella, será reprimido con 
diez a cincuenta días multa. 


El que raptare con fines libidi- 
nosos a una mujer honesta 
mayor de doce y menor de 
quince años, con su consen- 
timiento, será reprimido con 
prisión de seis meses a tres 
años. 


El menor de quince años es 
persona absolutamente inca- 
paz para obligarse por actos 
o contratos que personal- 
mente realice. 
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10. Quien haya dado muerte a 
una persona será penado con 
prisión de ocho a quince 
años de prisión 

. Quien contrata a una perso- 
na para que vaya a matar a 
otra por un precio, comete el 
delito de homicidio. 


. Una persona detenida debe 
ser llevada ante el juez den- 


tro de las 24 horas siguientes 
a su detención. 


. A ninguna ley se le dará efec- 
to retroactivo en perjuicio de 
persona, o de sus derechos 
patrimoniales adquiridos. 


. Las acciones privadas que no 
dañen la moral o el orden 
público o que no perjudi- 
quen a tercero, están fuera 
de la acción de la ley. 
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Capítulo segundo: 
Relaciones lógicas 
entre normas jurídicas | 


El siguiente capítulo se divide en dos secciones. En la pri- 
mera se define las denominadas “relaciones lógicas”. En la 
sección segunda se explican los tipos de relaciones. 


Objetivos específicos 


Al finalizar el estudio del presente capítulo, el lector será ca- 

paz de; 

1. Definir qué es una relación lógica. 

2. Establecer el ámbito de aplicación de las relaciones 
lógicas. 

3. Determinar los tipos de relaciones lógicas. 


Vocabulario básico 


Relación lógica: Vínculo en o entre normas que determi- 
na la cualidad de las normas involucradas. 

Relación de igualdad: Reciprocidad de regulación en- 
tre dos normas. 

Relación de desigualdad: Ausencia de reciprocidad de 
regulación entre dos normas. 

Relación contraria: Oposición de regulación entre dos 
normas. 

Relación distinta: Ausencia de reciprocidad u oposición 
en la regulación entre dos normas. 

Relación de transitividad: Traslado de regulación en- 
tre normas. 

Relación de intransitividad: Ausencia de traslado de 
regulación entre dos normas. 
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Sección l: 
Conceptualización de relación lógica 


Se ha señalado que el razonamiento jurídico es una com- 
binación de oraciones. En un primer acercamiento a esta 
estructura, se determinó que las premisas se encuentran 
conectadas por medio de conectadores. Lo que da origen 
a la primera parte de la Lógica jurídica, denominada Cál- 
culo de Conectadores. Posteriormente, en el capítulo an- 
terior, se procedió a estudiar los elementos que componen 
las premisas en su aspecto cuantitativo; es decir, el con- 
teo de los elementos que están presentes en cada una de 
las premisas. 


En este capítulo se va a proceder a continuar con ese aná- 
lisis de las premisas, pero no es su conteo, o cuantifica- 
ción, sino en sus cualidades; es decir, en su cualifica- 
ción, dado que algunas premisas entre sí guardan una 
serie de cualidades o relaciones entre si. 


En Lógica jurídica, este campo se denomina Cálculo Cua- 
lificado o lógica de las relaciones. 


A) Noción de relación lógica 
El artículo 136 del Código de Trabajo indica: 
“La jornada ordinaria de trabajo efectivo no podrá ser ma- 


yor de ocho horas en el día, de seis en la noche y de cuaren- 
ta y ocho horas por semana.” 


En esta norma se vinculan dos elementos: 

1. La jornada ordinaria de trabajo efectivo 

2. Ocho horas en el día, de seis en la noche y de cuaren- 
ta y ocho horas por semana. 


Y la relación que los une es la frase: “no podrá ser 
mayor de” 


152 


Esta relación, por definición, tiene una serie de caracte- 
rísticas que es pertinente saber para obtener otras con- 
clusiones válidas, a saber que: 


a. Si no puede ser mayor, significa que sí puede ser 
igual a 8 horas en el día, 6 en la noche o 48 ho- 
ras por semana. | 

b. Si no puede ser mayor, significa que sí puede ser 
menor a 8 horas en el día, 6 en la noche o 48 ho- 
ras por semana. 


Otro ejemplo se puede observar con el artículo 351 del 
Código Procesal Civil: 


“No será admisible la prueba testimonial para demostrar la 
convención o acto jurídico cuyo objeto tenga un valor mayor 
al diez por ciento de la suma mínima que se haya fijado pa- 
ra la procedencia del recurso de casación.” 


En este caso hay dos elementos vinculados: 


a. La prueba testimonial para demostrar la convención o 
acto jurídico 

b. Diez por ciento de la suma mínima que se haya fijado 
para la procedencia del recurso de casación. 


En el caso de a. y b., hay una relación marcada por la fra- 
se “un valor mayor”. 


En este caso, por el tipo de relación, que veremos más 
adelante que es desigual, se deben obtener necesaria- 
mente las siguientes conclusiones: 


e Si debe tener un valor mayor al 10%, no puede 
tener un valor igual al 10%. 


e Si debe tener un valor mayor al 10%, no puede 
tener un valor menor al 10%. 


El punto clave está en saber cuándo se está ante la 
presencia de una relación. Una relación lógica no es 


153 


establecimiento de un atributo del elemento, sino que su 
conceptualización depende de su relación con los otros 
conceptos. Su vinculación le permite calificar o descalifi- 
car otras normas jurídicas. 


B) Ámbito de la relación lógica 


La relación lógica entre normas jurídicas puede darse en 
dos campos: Entre normas jurídicas de igual rango y en- 
tre normas jurídicas de diferente rango (sea una mayor y 
una menor o viceversa). El primer caso será estudiado en 
la siguiente sección. El segundo caso, es decir, las relacio- 
nes lógicas entre normas de diferente rango jerárquico, 
se describirá en el próximo capítulo. 


La determinación de una relación lógica solamente pue- 
de establecerse una vez conocidos los tipos de relaciones 
que pueden presentar dichas las normas, las cuales vere- 
mos a continuación: 


Sección Segunda: 
Tipos de relaciones 


Las relaciones entre elementos de una misma premisa 
pueden ser de dos tipos básicamente: 


1. Relación de transitividad. 
2. Relación de igualdad 


Y en caso de que no existan estos tipos de relaciones, es- 
ta situación genera, a su vez, otros dos tipos de relacio- 
nes contrarias, a saber: 


1. Relación de intransitividad 
2. Relación de desigualdad 


Analicemos el primer grupo, la relación de transitividad 
y de intransitividad. 


154 


A) Relación de transitividad 


Las relaciones de transitividad involucran tres elemen- 
tos, y relaciona un elemento con un segundo elemento, 
que a su vez relaciona a un tercer elemento, por lo que 
el primer elemento y el tercero terminan en la misma 
relación. 


Por ejemplo si Costa Rica colinda al Norte con Nicara- 
gua y Nicaragua a su vez colinda al Norte con Hondu- 
ras, Honduras se ubicará al norte de Costa Rica. 


Es el caso de las siguientes normas del Código Civil: | 


“Artículo 253. Los bienes consisten en cosas que jurídica- 
mente son muebles o inmuebles, corporales o incorporales.” 


“Artículo 254. Son inmuebles por naturaleza: 
1. las tierras, los edificios y demás construcciones que se 
- hagan en la tierra. | 
2. las plantas mientras estén unidas a la tierra, y los fru- 
tos pendientes de las mismas plantas.” 


Los elementos son: 


a. Los bienes 
b. Las tierras... 


Y el elemento relacionador es “inmuebles”. 
Así, los bienes son las tierras, los edificios y demás cons- 
trucciones que se hagan en la tierra. De igual manera, el 


artículo 49 del Código Procesal Civil señala: 


“Artículo 49. Causas. Todo juzgador está impedido para 
conocer: 


1. En asuntos en que tenga interés directo...” 
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El artículo 53 del mismo Código establece: “...Artículo 53. 

Causas. Son causas para recusar a cualquier funcionario 

que administra justicia: 

1. Todas las que constituyen impedimento conforme con el 
artículo 49...”. 


El artículo 79 del mismo Código indica: “.. Artículo 79. 
Causas y suspensión. Los juzgadores y demás funcionarios 
recusables deberán excusarse de intervenir en el asunto res- 
pecto del cual tengan alguna de las causas por las que pue- 
dan ser recusados...”. 


En estas tres normas se aprecia claramente la relación 
de transitividad, en la cual se pasan las causas de impe- 
dimento de un juez a las causas de excusa, mediante el 
intermedio de las causas de recusación. 


Así, los elementos en juego son: 


a. Las causas de impedimento (artículo 53) 
b. Las causas de excusación (artículo 79) 


Y el elemento mediador o de paso son las causas de recu- 
sación (artículo 53). 


O=O=> 


Cuando justamente no acontece esta relación de transiti- 
vidad; es decir, de traslado de atributos, cualidades, si- 
tuaciones o regulaciones, y por el contrario se prohíben, 
es cuando se presenta la relación de INTRANSITIVI- 
DAD, la cual podemos apreciarla en el artículo 80 del Có- 
digo Procesal Civil. 


“Artículo 80. Causas de recusación y no de excusa. No serán 
motivos de excusa, aunque sean de recusación: 


1. El parentesco indicado en el inciso 2) del artículo 53...” 
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En esta norma se hace la exclusión de ciertas causa- 
les de recusación que pudieron haber sido también cau- 
sales de excusa. Es decir, no hay traslado, no hay transi- 
tividad de esas causas de recusación como causas de ex- 
cusa. Cuando se presenta una relación de este tipo, se de- 
nomina relación de intransitividad. 


DADO 


La relación de intransitividad acontece ante la presencia 
de tres elementos, y si bien uno de los elementos trasla- 
da al otro elemento ciertos atributos, que también po- 
drían ser trasladados a un tercer elemento, este último 
paso no se lleva a cabo. 


Así, señala el artículo 293 del Código Procesal Civil: 


“Artículo 293. Documentos presentados extemporáneamen.- 

te. Después de la demanda y contestación no se admitirán 

más documentos, salvo: 

1. Los de fecha posterior a dichos escritos. 

2. Los anteriores cuya existencia jure no haber conocido 
antes la parte que los presenta...” | 


En este caso los elementos son: 


a. Documentos presentados después de la demanda y la 
contestación 


b. No se admitirán 


Pero el elemento no transitivizador (es decir, que esta- 
blece la salvedad) es “salvo” 


a. Los documentos de fecha posterior a dichos escritos. 


b. Los anteriores cuya existencia jure no haber conocido 
antes la parte que los presenta. | 
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Que si bien también son documentos y deberian tener el 
mismo tratamiento señalado; es decir, no ser admitidos, 
está regulación no se traslada a los documentos anterior- 
mente indicados. 


Se puede establecer casi como regla general que todas las 
“salvedades” o “excepciones” de las normas jurídicas; es 
decir, las normas que establecen un lineamiento y sus 
respectivas salvedades, brindan ejemplos claros de in- 
transitividad, ya que impiden el traslado de la regulación 
general a otros elementos que podrían ser regulados de la 
misma manera, pero por razones de conveniencia, lógica, 
justicia, etc., son excepcionados de tal tratamiento. 


Así, el artículo 2 del Código Procesal Penal, en su segun- 
da oración, es otra muestra de esa intransitividad. 


“Artículo 2. Regla de interpretación. En esta materia, se 
prohíben la interpretación extensiva y la analogía 
mientras no favorezcan la libertad del imputado ni el ejer- 
cicio de una facultad conferida a quienes intervienen en el 
procedimiento”. 


Los elementos vinculados son: 


a. Esta materia (Derecho Procesal Penal) 
b. Prohíbe interpretación extensiva y analogía. 


Relación: mientras no (que puede interpretarse como 
“salvo que”) 


a. Favorezcan la libertad del imputado o el ejercicio de 
una facultad conferida a quienes intervienen en el 
procedimiento. 


Por lo que es lógicamente inferible que: 


Si favorece la libertad del imputado o el ejercicio de una fa- 
cultad conferida a quienes intervienen en el procedimiento, 
son permitidas la interpretación extensiva y la analogía. 
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Las frases “salvo que”, “mientras no”, “a menos que”, “se 
excepciona” etc., establecen lógicamente la posibilidad de 
efectuar o no efectuar (dependiendo el tipo de norma) la 
posibilidad de llevar a cabo la situación contraria. 


Así, comparando las relaciones de transitividad e intran- 
sitividad, se aprecian las siguientes características: 


« En una relación de transitividad, es válido o inválido 
lo siguiente: 

« Es válido lo expresado en la norma; es decir, el trasla- 
do de atributos de un conjunto a otro. 

+ Es inválido lo contrario; es decir, no es correcto no ha- 
cer dicho traslado. 


Por ejemplo, el artículo 3 de la Ley de la Contratación Ad- 
ministrativa en su párrafo tercero establece: “Artículo 3. 
Régimen Jurídico. El régimen de nulidades de la Ley Ge- 
neral de la Administración Pública se aplicará a la con- 
tratación administrativa”. 


En este caso es válido utilizar como normas para la regu- 
lación de la contratación administrativa, los artículos 
que van del 158 al 179 de la Ley General de la Adminis- 
tración Pública. 


Es inválido no utilizarlos. 


En una relación de intransitividad, es válido o inválido lo 
siguiente: 


« Es válido lo expresado en la norma; es decir, no utili- 
zar las normas o no contemplar determinadas situa- 
ciones o circunstancias. 

« Es inválido utilizar o aplicar precisamente las situa- 
ciones descartadas por la norma. 


Siguiendo el mismo ejemplo, la Ley de la Contratación Ad- 
ministrativa, en su artículo 2, párrafo 10, señala: “Artículo 
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2. Excepciones. Quedan fuera del alcance de la presente 
Ley las siguientes actividades: a) Las relaciones de em- 
pleo...” 


Por lo que es válido lo señalado por la norma: Excluir las 
relaciones de empleo de la regulación de la Ley de la Con- 
tratación Administrativa. 


De igual manera es inválido lo contrario: Incluir las rela- 
ciones de empleo en las regulaciones de la Ley de la Con- 
tratación Administrativa. 


En la relación de intransitividad, se excluye de la permi- 
sión o prohibición algún elemento. Por lo que esquemáti- 
camente se puede establecer que: 


Relación de transitividad Relación de intransitividad 


. 


Es válido lo estipulado en la norma. | Es válido lo estipulado en la norma. 


Es inválido lo contrario a lo estipu- 
lado en la norma. 


Es inválido lo contrario a lo estipu- 
lado en la norma. 


B) Relación de igualdad 


En la relación de igualdad, si un elemento está relaciona- 
do con otro elemento, a su vez, el segundo elemento tiene 
el mismo tipo de relación con el primero. 


Es el caso, por ejemplo, de las frases que hacen alusión “a 
la misma responsabilidad”, “los hijos de”, etc. 


El artículo 197 de la Ley General de la Administración 
Pública señala: 


“Cabrá responsabilidad por el daño de bienes puramente 
morales, lo mismo que por el padecimiento moral y el do- 
lor físico causado por la muerte o por la lesión inferida, res- 
pectivamente”. 
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En este caso, los siguientes elementos se encuentran en 
una relación de igualdad respecto de la responsabilidad: 


a. El daño de bienes puramente morales, 
b. El padecimiento moral y 
c. El dolor físico causado por la muerte o la lesión inferida. 


Cuando se presenta esta situación, como la relación que 
plantea el artículo 766 del Código Civil que establece: 


“El pago debe ser hecho al mismo acreedor o a quien legíti- 
mamente represente sus derechos”. 


Esta norma relaciona dos elementos: 


1. El pago 


2. Acreedor o a quien legítimamente represente sus de- 
rechos. 


Y la relación es “al mismo”. 


En este caso, esta relación, por definición, tiene las carac- 
terísticas de una relación de igual. Es decir, que se puede 
saber válidamente que: 


1. El pago no debe ser hecho a un 
acreedor distinto 
2. El pago no debe ser hecho a sí mismo 


Situación distinta acontece en las relaciones de desigual- 
dad, donde justamente se invierten las conclusiones, y se 
estipulan estas diferencias como la regla y no puede con- 
siderarse que exista una relación de igualdad. 


De esta manera, la norma del artículo 2 del Código Civil 


señala que: “Carecerán de validez las disposiciones que 
contradigan a otra de rango superior”. 
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En este caso, se relacionan dos elementos: 


* Las disposiciones 
« Otras disposiciones de rango superior 


y la relación es “que contradigan a”. 


Las conclusiones, en este caso, son distintas, a las estipu- 
ladas en una relación de igualdad, dado que hay una re- 
lación de desigualdad, en razón de que no se consideran 
iguales las normas de un rango, con relación a las nor- 
mas de un rango superior. 


En la relación de desigualdad, si un elemento está rela- 
cionado con otro elemento, a su vez, el segundo elemento 
“no tiene el mismo tipo de relación con el primero, ya que 
tiene una relación contraria o distinta con el primer 
elemento. 


En el caso de se puede inferir válidamente que: 


“Las disposiciones [superiores] que contradi- 
gan a otra de rango inferior tengan validez”. 


Y a su vez no se puede inferir que: 


“Las disposiciones [inferiores] que contradigan 
a otra de rango superior tengan validez”. 


Así, esquematizando, por definición, se pueden obtener 
las siguientes conclusiones con el siguiente cuadro: 


Relación de igualdad Relación de desigualdad 


Es válida la relación declarada del Es válida la relación declarada de 
| igualdad desigualdad 
No es válida la relación contraria: | No es válida la relación contraria: 
de desigualdad 


No es válida la relación distinta 
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En este punto, es importante distinguir los conceptos de 
relación “contraria” y “distinta”. La relación contraria 
es aquella en la cual se indica un elemento opuesto al ori- 
ginal. Así, lo opuesto a lo blanco es lo negro. Pero lo 
opuesto a lo blanco no es el rojo, o el azul, o el verde, si- 
no que esos colores son distintos al blanco. 


En el campo jurídico acontece la misma situación, lo 
opuesto a permitir es prohibir, lo opuesto a hacer es no 
hacer. Distinto de permitir es obligar y distinto a hacer, 
es entregar. 


Por lo que se debe tener en cuenta esta distinción ya que 
en las relaciones de igualdad, no es permitido ni lo opues- 
to ni lo distinto. 


Pero, en las relaciones de desigualdad, no es permitido 
lo opuesto (que es la igualdad), pero sí es permitido lo 
distinto. 


Por eso, señalábamos que en una relación de igualdad co- 
mo puede ser: 


“Artículo 844 del Código Civil. La nulidad absoluta, lo mis- 
mo que la relativa, declaradas en sentencia firme, dan dere- 

cho a las partes para ser restituidas al mismo estado en que 

se hallarían si no hubiese existido el acto o contrato nulo...” 


Elementos relacionados: 
a. nulidad absoluta 
b. nulidad relativa 


relación: “lo mismo que”. 


Por lo que si no es permitido lo contrario o lo distinto, en 
este caso quiere decir que la no nulidad (absoluta o 
relativa) no dan derecho a las partes para ser restitui- 
das al mismo estado en que se hallarían SI hubiese exis- 
tido el acto o contrato válido. 
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De igual manera, el artículo 431 del Código Civil: 


“Artículo 431. La cédula hipotecaria tiene la misma fuerza 
y valor probatorio que el testimonio de escritura pública.” 


En este caso se relacionan los elementos: 


a. Cédula hipotecaria 
b. Testimonio de escritura pública 


Y la relación es “la misma fuerza y valor probatorio” 


Por lo que si no es permitido lo contrario o lo distinto; es 
decir, no se puede inferir que: 


a. la cédula hipotecaria no tenga la misma fuerza y va- 
lor probatorio; ni tampoco que 

b, la cédula hipotecaria tenga una fuerza y valor proba- 
torio distinto, como puede ser mayor o menor que el 
testimonio de escritura pública. 


Muy diferente es la situación en las relaciones de desi- 
gualdad, donde uno de los elementos tiene una preponde- 
rancia mayor o menor que otra. Y, por lo tanto, no es vá- 
lido que tenga la relación contraria, pero sí la relación 
distinta, al primer elemento. 


En las relaciones de desigualdad: no es permitido lo 
opuesto (que es la igualdad), pero sí es válido lo distinto. 


Así, en el artículo 772 del Código Civil que establece: 


“Artículo 772. El acreedor no está obligado a recibir por 
partes el pago de una obligación,” 


Los elementos son: 


a. el acreedor 
b. el pago de una obligación 
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y la relación es “no esta obligado a recibir por 
partes”. 


El primer elemento (el acreedor): 


° Le es válido, lo que dice la norma: no recibir el pago 
en partes. 

° Noes válido lo contrario: estar obligado a recibir el 
pago por partes. 

° Le es válido lo distinto: recibir el pago en su 
totalidad. 


Claro, las situaciones de transitividad, intransitividad, 
igualdad o desigualdad, son muy claras de establecer 
cuando se utilizan normas de un mismo tipo jerárquico. 
La situación debe precisarse un poco más cuando se uti- 
lizan normas de diferente rango jerárquico. Dado que las 
relaciones de transitividad o de igualdad pueden ser mo- 
dificadas enormemente, dado que hay un elemento que 
entra en juego a la hora de utilizar un sistema jerárqui- 
co, que es la preferencia o relevancia de alguna de las 
normas jurídicas, por encima de otras normas. 


Esta última situación la analizaremos en el próximo ca- 
pítulo. 


23. Ejercicio. Determine, en cualquiera de los códigos 
vigentes, cuáles normas jurídicas presentan relacio- 
nes de transitividad, intransitividad, igualdad o de- 
sigualdad. 
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Capítulo Tercero: 
Relaciones lógicas entre normas jurídicas Il: 
Normas que regulan otras normas 


El siguiente capítulo se divide en dos secciones. En la pri- 
mera se define la denominada regularidad jurídica y las 
metanormas”. En la sección segunda se explican los tipos de 
regularidades jurídicas. 


Objetivos específicos: 


Al finalizar el estudio del presente capítulo el lector será ca- 

paz de: 

4. Definir qué es una regularidad jurídica y una irregula- 
ridad jurídica. 

5. Definir y reconocer una norma jurídica y una metanor- 
ma jurídica. 

6. Establecer qué es la reounridad jurídica. 

7. Determinar los tipos de regularidad y de irregularidad 
jurídica. 


Vocabulario básico 


Cálculo de segundo orden: Parte de la Lógica jurídica 
que estudia los razonamientos jurídicos en cuanto objeto 
de estudio, no de elaboración ni de construcción. 
Regularidad jurídica: Compatibilidad entre normas de 
diferente rango 

Irregularidad jurídica: Incompatibilidad de normas 
de diferente rango 

Recursividad jurídica: Confusión de lenguajes y meta- 
lenguajes. 

Metanorma jurídica: Norma que tiene por objeto de re- 
gulación otra norma jurídica. 


Este capítulo en particular abarca un área de la Lógica 


jurídica (lo que se denomina Cálculo de segundo orden) 
poco estudiado y muy poco sistematizado por la Doctrina 
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General*%. Los problemas y sus soluciones han surgido 
de concretos campos de estudio, sea el Derecho constitu- 
cional (la constitucionalidad de una norma), el Derecho 
administrativo (la nulidad o existencia de un acto admi- 
nistrativo) el Derecho civil o Derecho comercial (como la 
validez, la nulidad de un contrato), Derecho procesal civil 
o Derecho procesal penal (la nulidad procesal). Curiosa- 
mente, dichas problemáticas son más importantes en el 
campo jurídico, de lo que posiblemente se ha pensado, da- 
do que ellas se refieren a la utilización misma de los con- 
ceptos utilizados, como norma jurídica, nulidad, contrato, 
acto administrativo. 


El denominado “Cálculo de segundo orden” en la Lógica 
jurídica es sumamente reciente, y no existe un documen- 
to o estudio sistemático al respecto en el campo jurídico. 
Dicho tipo de estudio, suele, escasa y particularmente, 
apreciarse en algunas observaciones que efectúan algu- 
nos estudiosos del Derecho, y son en su mayor parte apre- 
ciaciones “curiosas”, a las cuales no se les toma la impor- 
tancia que debería dárseles. 


En otras áreas del conocimiento, sobre todo el científico, 
este tipo de estudios ha motivado, muchas veces, la rees- 
tructuración total de los sistemas y teorías conceptuales, 
dado el sobreentendido interés de disponer de conceptos 
coherentes, lógicos, completos, rigurosos y precisos, que 
sustenten y apoyen el trabajo teórico y las observaciones 
prácticas*%. Posiblemente la escasa formación teórica del 


48 Hans Kelsen en su libro La teoría pura del Derecho, capítulo V, 
apartado 4, subapartado h) titulado “El conflicto entre normas de 
diferente grado”, reseña justamente los casos de “antinormatiut- 
dad” y alguna forma de solucionarla. 


49 Véase NAGEL Ernest y NEWMAN James, El Teorema de Gódel, 
Madrid, Editorial TECNOS S.A., Segunda edición, 1994 (Traduc- 
ción de Adolfo Martín del original en inglés “Gódel“s Proof”, New 
York, New York University Press, 1958; RUIZ ZÚNIGA Angel, Ma- 
temática y Filosofía, San José, Editorial de la Universidad de 
Costa Rica, 1990. 
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abogado y sus limitados instrumentos conceptuales, tales 
vicisitudes solamente pueden causarle un asombro, tal 
como si se tratara de un chiste o una broma, o más aún, 
por la ignorancia manifiesta, dicen despectivamente que 
es un “juego de palabras”. Desconociendo de antemano, la 
particular importancia que reviste la crítica y estudio de 
las labores que él mismo hace. 


Cualquier conjunto de oraciones que pretendan tener al- 
guna relación entre sí, sea un cuento, una novela, una 
teoría, puede a su vez ser objeto de estudio de otro len- 
guaje, que estudie ese primer lenguaje, y logre verificar 
su coherencia, consistencia, completitud. El Cálculo de 
segundo orden es justamente ese estudio meta lingúísti- 
co; es decir, se estudia el lenguaje en que se planteó el 
primer lenguaje. 


Sección Primera: 
La regularidad y la irregularidad jurídica 


A) Noción de regularidad jurídica y de 
irregularidad jurídica 


La regularidad jurídica es la compatibilidad de una nor- 
ma jurídica respecto de otra norma jurídica ubicada en 
un rango jerárquicamente superior. Las normas jurídicas 
superiores no deben tener ningún tipo de compatibilidad 
con las normas jurídicas inferiores, sino que son estas úl- 
timas las que sí deben tener esa compatibilidad. 


En término de relaciones jurídicas entre normas jurídi- 
cas, pueden existir tres posibles relaciones: 


1. Relaciones de colaboración o de subalternos. 
2. Relaciones de contradicción. 
3. Relaciones de contradictoriedad. 
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La regularidad jurídica surge en las relaciones de cola- 
boración o de subalternos. En estas relaciones, lo es- 
tipulado en una norma jurídica se repite en otra norma 
jurídica de menor rango. No hay contradicción entre lo 
estipulado por una u otra norma, dado que ambas tienen 
similares o idénticos contenidos. 


Así, si el artículo 57 de la Constitución Política señala: 


“Artículo 57. Todo trabajador tendrá derecho a un salario 

mínimo, de fijación periódica por jornada normal, que le 
procure bienestar y existencia digna. El salario será siem- 
pre igual para trabajo igual en idénticas condiciones de efi- 
ciencia...” 


Y, a su vez, consideramos el artículo 167 del Código de 
Trabajo que estipula: 


“Artículo 167. Para fijar el importe del salario en cada cla- 
se de trabajo, se tendrán en cuenta la cantidad y calidad del 
mismo. 

A trabajo igual, desempeñado en puesto, jornada y condi- 
ciones de eficiencia iguales, corresponde salario igual, com- 
prendiendo en este, tanto los pagos por cuota diaria, como 
las percepciones, servicios como el de habitación y cualquier 
otro bien que se diere a un trabajador a cambio de su labor 
ordinaria.” 


Se observa que hay una repetición, entre lo señalado por 
el artículo 57 de la Constitución Política y el artículo 167 
del Código de Trabajo. En este caso, hay una regularidad 
jurídica. Hay una relación de colaboración o de subalter- 
nos entre dichas normas. 


Igual tipo de relación puede encontrarse entre el artículo 
11 de la Constitución Política y el artículo 11 de la Ley 
General de la Administración Pública, entre el artículo 
39 de la Constitución Política y el artículo 1 del Código 
Penal, y a su vez el artículo 1 del Código Procesal Penal. 
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Una regularidad jurídica no surge cuando entre las 
normas existe una relación de contradicción o de 
contrariedad. 


Una relación de contradicción (normas contrarias) 
es aquella que surge de la existencia simultánea de dos o 
más normas jurídicas que estipulan contenidos opuestos 
entre sí, a tal punto que la norma inferior se opone expre- 
sa o implícitamente a lo ordenado en la norma superior. 


Una relación de contrariedad (normas contradictorias) 
es aquella que surge de la existencia simultánea de dos o 
más normas jurídicas que estipulan contenidos distintos 
entre sí (no opuestos, ni tampoco similares). 


Esta distinción se puede ejemplificar de la siguiente forma: 


Existe el blanco, y lo opuesto al blanco es el negro. Pero 
el rojo, azul, verde, amarillo, violeta, etc., no son opues- 
tos al blanco ni tampoco opuestos al negro, pero sí dife- 
rentes del blanco y del negro. 


De igual manera, en el ámbito jurídico no se tiene una vi- 
sión maniquea de la realidad, sino que ella presenta una 
serie de matices que pueden ser un momento opuestos 
una situación, o sin ser opuesta, es distinta a la señala- 
da. En resumen: todo lo opuesto es distinto, pero no siem- 
pre lo distinto es lo opuesto a algo. 


Así, si existe el artículo 121 inciso 1) de la Constitución 
Política señala que es atribución de la Asamblea Legisla- 
tiva dictar, reformar, derogar y dar interpretación autén- 
tica a las leyes. Y a su vez, también existe otra norma ju- 
rídica (sea un convenio o una ley o un reglamento) que 
expresa que la Asamblea Legislativa no puede refor- 
mar una ley determinada; aquí se evidencia una relación 
de contradicción. 


De igual manera, y siguiendo con el ejemplo anterior, si con 
la existencia del artículo 121 inciso 1) de la Constitución 
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Política, a su vez, se da otra norma de inferior rango que 
expresa que también el Poder Ejecutivo puede dictar le- 
yes, o que la jurisprudencia tiene efectos de una ley (erga 
omnes); aquí se da una relación de contrariedad, dado 
que no hay una negación ni oposición a que siga la Asam- 
blea Legislativa dictando leyes, pero sí señala un órgano 
o medio distinto de los expresados por la Constitución 
Política. 


Resumidamente, pueden representarse dichas relaciones 
de la siguiente manera: 


1) Subalternosó0: 


* Todas las personas deben ser puntuales y Alguna per- 
sona debe ser puntual. 

1) Cuantificador universal positivo y cuantificador 
existencial positivo. 


* Ninguna persona debe ser puntual y Alguna persona 
no debe ser puntual. 
2) Cuantificador universal negativo y cuantificador 
existencial negativo. 


2) Contrarios5!: Oposición clara. 


+ Todo hombre es igual ante la ley y Ningún hombre es 
igual ante la ley. 
1) Cuando se usa un cuantificador universal positivo 
y cuantificador universal negativo. 


3) Contradictorios5*: Regulación distinta, sin oposición. 


50 Cuantificador universal y cuantificador existencial (CUP + CEP ; 
CUN + CEN). 


51 Cuantificador universal positivo y cuantificador universal negati- 
vo (CUP + CUN). 


52 CUP + CEN; CUN + CEP 
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Toda persona debe trabajar un máximo de ocho horas 

diarias y Una persona no debe trabajar un máximo de 

ocho horas diarias. 

1) Cuando se usa un cuantificador universal positivo 
y cuantificador existencial negativo. 


Ninguna persona debe matar a otra persona y Una 

persona debe matar a otra persona. 

2) Cuando se usa un cuantificador universal negativo 
y cuantificador existencial positivo. 


24. Ejercicio. Analice los siguientes razonamientos 


a) 


b) 


Un abogado dijo: “De conformidad con el artículo 128 
de la Ley General de la Administración Pública, el ac- 
to administrativo conforme al ordenamiento jurídico 
es válido. De acuerdo con el artículo 158 inciso 2) de la 
Ley General de la Administración Pública, el acto ad- 
ministrativo que no esté conforme con el ordenamien- 
to jurídico es inválido. No entiendo estas normas. Si 
un acto es conforme al ordenamiento jurídico; es decir, 
no lo contradice, es válido. Si contradice o choca con- 
tra el ordenamiento jurídico si es inválido. El asunto 
es que si un acto choca contra el ordenamiento jurídi- 
co es inválido, pero a la vez deja de ser un acto, ¿ver- 
dad? Ya que la existencia de un acto depende de su va- 
lidez; válido significa que cumpla todos los requisitos. 
Si no cumple todos los requisitos, es inválido. Pero si 
es inválido, deja de ser acto. Por ende, no puedo decir 
que es inválido, porque solo a los actos puedo yo cali- 
ficarlos de válidos o inválidos. Si no es acto, no puedo 
decir que sea válido o inválido. Si es un acto, puedo de- 
cir que es válido, pero cuando quiero decir que es in- 
válido, el acto se me transforma y deja de ser acto, y 
para a no existir, ¿no entiendo el derecho?” 


Otro abogado dijo: “Ciertamente tienes razón. Igual 
sucede con los contratos. Si un contrato cumple todos 
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c) 


los requisitos legales, se dice que es válido. Pero si no 


cumple con todos los requisitos, se dice que es inváli- 
do. El asunto es que, cuando dijo que es inválido, por- 
que no cumple algún requisito, ¡qué sé yo!, como que 
le faltó la firma, se dice correctamente que no hubo 


contrato; y si no hubo contrato, entonces, ¿cómo puedo 


decir que es inválido un contrato que no es contrato?” 
El artículo 350 del Código Penal establece que: 


“Artículo 350. Se impondrá prisión de dos a seis años al 
funcionario judicial o administrativo que dictare resolu- 
ciones contrarias a la ley o las fundare en hechos falsos. 
Si se tratare de una sentencia condenatoria en causa crimi- 
nal, la pena será de tres a quince años de prisión. 

Lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo será apli- 
cable en su caso a los árbitros y arbitradores.” 


¿Una resolución es resolución si es contraria a la ley o las 
fundare en hechos falsos? 


El artículo 363 del Código Procesal Penal, señala los 
requisitos de una sentencia penal: 
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“La sentencia contendrá: 

a) La mención del tribunal, el lugar y la fecha en la que 
se ha dictado, el nombre de los jueces y las partes, los 
datos personales del imputado y la enunciación del he- 
cho que ha sido objeto del juicio. 

b) El voto de los jueces sobre cada una de las cuestiones 
planteadas en la deliberación, con exposición de los mo- 
tivos de hecho y de derecho en que los fundan, sin per- 
juicio de que se adhieran a las consideraciones y conclu- 
siones formuladas por quien votó en primer término%, 


El artículo 142 del Código Procesal Penal reseña la fundamenta- 


ción: 


“Artículo 142. Fundamentación. Las sentencias y los autos con- 
tendrán una fundamentación clara y precisa. En ella se expresa- 
rán los razonamientos de hecho y de derecho en que se basan las 
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c) La determinación precisa y circunstanciada del hecho 
que el tribunal estima acreditado. 

d) La parte dispositiva con mención de las normas aplica- 
bles. 


e) La firma de los jueces...” 


Justamente, de conformidad con el artículo 369 del Códi- 
go Procesal Penal, se indica uno de los motivos para in- 
terponer el recurso de casación: 


“Artículo 369. Vicios de la sentencia. Los defectos de la sen- 

tencia que justifican la casación serán: 
(...) 

b) Que falte la determinación circunstanciada del hecho 
que el tribunal estimó acreditado. | 

c) Que se base en medios o elementos probatorios no incor- 
porados legalmente al juicio o incorporados por lectura 
con violación de las normas establecidas en este Código. 

d) Que falte, sea insuficiente o contradictoria la fundamen- 
tación de la mayoría del tribunal o no se hubieren obser- 
vado en ella las reglas de la sana crítica, con respecto a 
medios o elementos probatorios de valor decisivo. 
lei) 

i) La inobservancia o errónea aplicación de la ley sustan- 
tiva.” 


decisiones, así como la indicación del valor agregado a los medios 
de prueba. 


La simple relación de las pruebas o la mención de los requerimien- 
tos de las partes no reemplazará, en ningún caso, la fundamenta- 
ción. Será insuficiente cuando se utilicen formularios, afirmacio- 
nes dogmáticas, frases rutinarias, la simple descripción de los he- 
chos o la sola mención de los elementos de prueba. 


No existe fundamentación cuando se hayan inobservado las reglas 
de la sana crítica, con respecto a los medios o elementos probato- 
rios de valor decisivo. 


Los autos y las sentencias sin fundamentación serán ineficaces...” 
(negrita no es del original) 
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Cuando es factible proceder con el recurso de casación, de 
conformidad con el artículo 450, se procede a anularla: 


“Artículo 450. Resolución. Si el tribunal de casación estima 
procedente el recurso, anulará, total o parcialmente, la re- 
solución impugnada y ordenará la reposición del juicio o de 
la resolución. Cuando la anulación sea parcial, se indicará 
el objeto concreto del nuevo juicio o resolución. En los demás 
casos, enmendará el vicio y resolverá el asunto de acuerdo 
con la ley aplicable...” 


Esto quiere decir que una resolución viciada o con 
defectos, en realidad, no es una resolución. 


De igual manera, en el Código Procesal Civil se indican 
los requisitos de la sentencia: 


“Artículo 155. Requisitos de las sentencias. Las sentencias 
deberán resolver todos y cada uno de los puntos que hayan 
sido objeto del debate, con la debida separación del pronun- 
ciamiento correspondiente a cada uno de ellos, cuando hu- 
biere varios no podrán comprender otras cuestiones que las 
demandadas, ni conceder más de lo que se hubiere pedido, 
Se formularán con los siguientes requisitos: 


1) También en párrafos separados y debidamente nume- 
rados que comenzarán con la palabra “considerando”, 
se hará: 
fal 
ch) Una declaración concreta de los hechos que el tri- 

bunal tiene por probados, con cita de los elemen- 
tos de prueba que los demuestren y de los folios 
respectivos del expediente. 

d) Cuando los hubiere, una indicación de los hechos 
alegados por las partes, de influencia en la deci- 
sión del proceso, que el tribunal considere no pro- 
bados, con expresión de las razones que tenga para 
estimarlos faltos de prueba. 

e) Un análisis de las cuestiones de fondo fijadas por 
las partes, de las excepciones opuestas y de lo 
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relativo a costas, con las razones y citas de doctri- 
na y leyes que se consideren aplicables...” 


En tal caso, de conformidad con el artículo 595 del mismo 
Código (primeramente por el recurso de apelación con- 
templado en el artículo 559), se estipula que se puede in- 
terponer un recurso de casación: 


“..1) Cuando el fallo contenga violación de leyes. 


Cuando en la apreciación de las pruebas haya habido error 
de derecho, con infracción de las leyes relativas al valor de 
los elementos probatorios apreciados erróneamente, o cuan- 
do en la apreciación de las pruebas constantes en el proceso 
y es evidente la equivocación del juez. En caso de error de 
hecho, no será necesario indicar el precepto legal infringido, 
concerniente al valor del elemento probatorio mal aprecia- 
do. Pero al reclamarse, cualquiera de esos dos errores, el de 
derecho o el de hecho, será indispensable indicar también 
las leyes que, en cuanto al fondo, resultan infringidas, como 
consecuencia de los errores de apreciación reclamados”. 


En resumen: 


En el artículo 350 del Código Penal se establece: “Se im- 
pondrá prisión de dos a seis años al funcionario público o 
administrativo que dictare resoluciones contrarias a la ley 
o las fundare en hechos falsos.” Pero tal norma es ilógica, 
ya que una resolución válida solamente se funda en he- 
chos verdaderos; si se funda en hechos falsos es nula y co- 
mo tal inexistente; es decir, no es resolución, y si no es una 
resolución, la persona no puede ser sancionada, dado que 
precisamente debe dictar alguna resolución, pero como 
una “resolución fundada en hechos falsos” curiosamente 
no es una resolución, nunca podrá ser sancionada. ¿Lo 
afirmado anteriormente es cierto? Es cierto, y es un error 
conceptual. El problema es justamente tener un concepto 
como lo es el de “resoluciones” que abarca a la vez, tan- 
to lo que sí es una resolución, como asimismo lo que no 
es una resolución, por ello se contradice consigo misma, 
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porque el concepto de “resolución” solamente debe 
tomar en cuenta lo que sí es resolución, y dejar de 
lado, en otro concepto, lo que no es resolución. 


Esquemáticamente: 


Resolución o : E 
No resolución 


Lo cual, evidentemente, es un absurdo, la resolución es re- 
solución, y la no resolución es justamente no resolución. 


Lo que significa que debe establecerse un esquema de 
otro tipo como el siguiente: 


Resolución AA 


Y regular y sancionar, correctamente la no resolución. 
No tiene sentido lógico sancionar las resoluciones si se 
supone que la resolución es el acto correcto, no el inco- 
rrecto. Si es un acto incorrecto, no debe llamarse resolu- 
ción, sino inventarse un nombre, ubicársele en otro con- 
junto y sancionarse debidamente. 


Igual situación acontece con los conceptos de “contratos”, 
“nulidad”, “acto administrativo”, “norma jurídica” y 
“constitucionalidad”. 


25. Ejercicio. Analice los siguientes razonamientos. 


Otro abogado dijo: “Tienen toda la razón. También pasa 
con la constitucionalidad de una norma jurídica. Una 
norma jurídica para ser tal, debe ser constitucional, dado 
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que no hay normas jurídicas contrarias a la Constitución 
Política. Cuando una norma jurídica contradice la Cons- 
titución, se dice que no es una norma jurídica. Ello es 
cierto y tienen razón. El problema es que cuando dijo que 
una norma jurídica contradice la Constitución, estoy di- 
ciendo que es inconstitucional, pero lo curioso es que no 
puedo decir que es inconstitucional, porque la constitu- 
cionalidad o inconstitucionalidad solamente se predica de 
normas jurídicas, y una norma jurídica cuando es incons- 
titucional deja de ser norma jurídica. Entonces, ¿qué ha- 
go? Puedo decir de una norma jurídica es constitucional 
cuando está de acuerdo con la Constitución, pero cuando 
está en contra de la Constitución, deja de ser norma jurí- 
dica, y como deja de ser norma jurídica, ya no puedo de- 
cir que es inconstitucional, porque solamente se valoran 
de inconstitucionales las normas jurídicas. 


El Artículo 10 de la Constitución Política establece: 


“... Corresponderá a una Sala especializada de la Corte Su- 
prema de «Justicia declarar, por mayoría absoluta de sus 
miembros, la inconstitucionalidad de las normas de cualquier 
naturaleza y de los actos sujetos al Derecho Público. No serán 
impugnables en esta vía los actos jurisdiccionales del Poder 
Judicial, la declaratoria de elección que haga el Tribunal Su- 
premo de Elecciones y los demás que determine la ley...” 


Diálogo 

Juan: ¿Puede la Sala Constitucional declarar la in- 
constitucionalidad de una norma jurídica? 

Pedro: Sí, sería absurdo que lo haga con normas mora- 
les o religiosas. 

Juan: Eso significa también que la Sala no estudia la 
inconstitucionalidad de algo que no es una norma 
jurídica, solamente las normas jurídicas puede 
declararlas inconstitucionales. 

Pedro: Sí. La Sala solo puede declarar la inconstitucio- 
nalidad de normas jurídicas, ya que no estudia- 
ría las normas morales ni religiosas. 
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Juan. 


Pedro: 


Juan: 


Pedro: 


Juan: 


Pedro: 


Juan: 


Entonces, eso quiere decir que si no es una nor- 
ma jurídica, no puede declararla inconsti- 
tucional, ¿cierto? 

Cierto, eso es justamente un modus tollens. 
Ahora bien, una norma jurídica no puede contra- 
decir la Constitución Política, por eso la Sala IV 
las declara inconstitucionales. Cuando una nor- 
ma jurídica contradice la Constitución, no es una 
norma jurídica en realidad. | 

Sí, cuando la Sala declara que una norma jurídi- 
ca es inconstitucional, dice que esa norma no es 
una norma jurídica, ya que contradice la Consti- 
tución. 

Pero, entonces, cómo va a declarar la inconstitu- 
cionalidad de una norma que no es norma ju- 
rídica. Porque si la norma es inconstitucional, 
no es una norma jurídica, y entonces está anali- 
zando normas que no son jurídicas. 

Sí tenés razón, y esto nos lleva a una paradoja: Ya 
que primero si para declarar una norma jurídica 
como inconstitucional, la norma jurídica tiene 


que ser norma jurídica, pero si una norma jurídi- 


ca es inconstitucional, esto quiere decir que no es 
una norma jurídica, y sí es no es norma jurídica, 
no puede ser declarada inconstitucional, ya que 
solamente normas jurídicas pueden ser declara- 
das inconstitucionales. Pero aquí está el segundo 
problema: si una norma es jurídica, es porque ella 
no es inconstitucional, ya que para ser norma ju- 
rídica no puede contradecir la Constitución, pero 
para qué declarar inconstitucional una norma ju- 
rídica que es constitucional. 

Entonces, ¿qué se declara inconstitucional: las 
normas jurídicas o las normas no jurídicas? Si es 
jurídica, la declaración la reconoce como no jurí- 
dica, pero entonces no pudo haber sido examina- 
da justamente por no ser norma jurídica. Pero si 
no es una norma jurídica, no puede ser declarada 
inconstitucional, ya que solamente las normas 
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Jurídicas son las que se examinan. Y volvemos al 
comienzo: para declarar una norma jurídica in- 
constitucional, la norma jurídica tiene que ser 
norma jurídica, pero... 


¿Pueden ser declaradas inconstitucionales las normas jurí- 
dicas? 

Si se declaran inconstitucionales, ¿dejan de ser normas ju- 
rídicas? 

Si dejan de ser normas jurídicas, ¿cómo pueden ser decla- 
radas inconstitucionales si solamente las normas jurídicas 
pueden ser declaradas de ese modo? 

¿Cómo se resuelve esta paradoja? 

¿Afecta esta paradoja la competencia, función, finalidad y 
existencia de la Sala Constitucional 


Primera posición | 


A raíz de la lectura del artículo titulado “Algunas compe- 
tencias e incompetencias de la Sala Constitucional” del 
Dr. Luis Baudrit Carrillo9*, el cual revela una serie de 
paradojas y contradicciones de la Sala Constitucional, me 
surgieron algunas dudas sobre la cientificidad de los pro- 
cedimientos utilizados por la Sala Constitucional y de la 
Teoría de la Validez Jurídica de las normas que contem- 
pla la Ciencia jurídica. Dudas que en otros campos del sa- 
ber científico, como la Lógica, la Matemática, la Física, 
desde mucho tiempo atrás han sido resueltas y las cuales 
me abocaré a explicar. 


Lo que se entiende por norma jurídica 


Una norma jurídica puede tener básicamente tres acep- 
ciones: 


54 BAUDRIT CARRILLO Luis, “Algunas competencias e incom- 
petencias de la Sala Constitucional”, San «José, Revista IVS- 
TITIA, N°” 149-150, Año 13, mayo-junio de 1999. 
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1. Es una oración una proposición lingúística inserta o 
no en documento jurídico, un poco de tinta en el pa- 
pel y sus consecuentes contenidos. 


2. Es una conducta real o pretendida que se realiza (rá) 
en un tiempo y lugar específicos; es decir, movimien- 
tos, conductas, acciones concretas que se dan en un 
tiempo y lugar dados. 


3. Es un valor que se desea (rá) lograr o evitar por par- 
te de las personas; es decir, una IDEA mental, aloja- 
da en la mente de las personas. 


Los tres tipos de acepciones no se pueden entremezclar, 
ya que no es factible mezclar palabras con movimientos o 
acciones, o mezclar movimientos con actitudes, o actitu- 
des con palabras, dado que son objetos distintos: el pri- 
mero es tinta en el papel, el segundo movimientos, con- 
ductas y actos; y el tercero deseos, pretensiones, estima- 
ciones, actitudes, perspectivas. El primero existe en los 
documentos, el segundo surge con el movimiento del 
cuerpo humano, el tercero se aloja en la cabeza de las 
personas. 


Una norma%% para ser jurídica, y no (o no solamente) 
moral, económica, política, ética, social, psicológica y ha 
de ser creada por un órgano jurídico autorizado. Es- 
te Organo ha de seguir un procedimiento debido y la 
norma creada tiene que versar sobre una materia o 
contenidos específicos. Estos tres elementos son los 
que se denominan: Criterio Subjetivo, Criterio Formal y 
Criterio Objetivo (o Material). 


55  Adoptando la primera acepción, dado que es casi imposible deter- 
minar la inconstitucionalidad de ideas que están en la cabeza 
de las personas, salvo que esas ideas se plasmen en expresiones 
lingüísticas, dado que también es contradictorio atribuir a una 
conducta el carácter de inconstitucional, sin una expresión lin- 
güistica que brinde el patrón de “legal”. Es que se adopta la defi- 
nición más útil. 
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La valoración de “jurídica” de una norma 


Una norma jurídica ha de cumplir estos tres criterios: el 
subjetivo, el objetivo y el formal para que sea jurídica. 


Es decir, la primera valoración de una norma, la valora- 
ción de “jurídica”, está previamente regulada, ya que 
hay disposiciones (igualmente legales) para indicar qué 
órgano tiene que dictar una norma, sobre qué materia 
puede versar (o no tratar) en la norma y mediante qué 
procedimiento o pasos tiene que darse la creación, modi- 
ficación o extinción de tales normas. 


La valoración de “constitucionalidad” e 
“inconstitucionalidad” de una norma jurídica 


Ahora bien, cuando se habla de la “constitucionalidad” 
de una norma jurídica, se hace a otra valoración que su- 
puestamente es distinta de la valoración de jurídica, 
pero que afecta a esta. La cualidad de constitucionali- 
dad de una norma hace referencia al seguimiento de una 
norma jurídica, de una serie de pautas generales que la 
hacen constitucional para crear una norma jurídica. 


Las pautas son la indicación del: 


e Organo jurídico autorizado 
° El procedimiento debido 
* Los contenidos específicos 


Es decir, que son las mismas pautas para atribuir el ad- 
jetivo de jurídica a una norma. Pero, además, supuesta- 
mente La constitucionalidad de una norma legal o re- 
glamentaria es la no contradicción con las normas 
constitucionales. 


Ahora bien, si una norma es inconstitucionalidad; es 


decir, no cumplió con el requisito de ser elaborada por el 
órgano adecuado, o por el procedimiento debido o 
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con los contenidos pertinentes, se dice que su viola- 
ción aconteció desde su origen y que tampoco es jurídi- 
ca dicha norma. 


Pero, he allí, el problema, ya que si aconteció desde su ori- 
gen, la norma “jurídica” no fue “jurídica”, ello quie- 
re decir que nunca fue una norma jurídica, ya que no 
cumplió los requisitos mínimos. Y si nunca fue una nor- 
ma jurídica, nunca pudo haber sido declarada inconsti- 
tucional, ya que supuestamente solo las normas jurídi- 
cas pueden ser declaradas inconstitucionales. 


Esto es, que es una contradicción decir que se puede de- 
clarar la inconstitucionalidad de las normas jurídi- 
cas si no son jurídicas dichas normas. 


Esto nos lleva a pensar varias hipótesis: 


La primera de ellas es que pueden coexistir normas ju- 
rídicas constitucionales, conjuntamente con las nor- 
mas jurídicas inconstitucionales. 


Pero tal hipótesis no es sostenible, porque.se tendría que 
pensar que la “¡uridicidad” de una norma depende enton- 
ces de algunos de los criterios anteriormente expuestos 
de modo optativo: que solo exista uno de ellos o dos, y no 
los tres de modo conjunto como suele estipularse. 


Pensar tal conclusión nos lleva a la contradicción de que 
sies “Jurídica” una norma con solamente algunos requi- 
sitos, no podría declararse su inconstitucionalidad, dado 
que No podría el juez constitucional reprocharle la au- 
sencia de un requisito (No-jurídica) ya que sigue siendo 
igualmente jurídica dicha norma. Si no es factible ata- 
car la valoración de jurídica, revisemos la valoración de 
inconstitucional. 


Si se observa con detenimiento qué es lo que realmente 
se está haciendo a la hora de imputar la valoración 
de inconstitucionalidad a una norma jurídica, se verá 
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que la Declaración de inconstitucionalidad es una 
valoración; es decir, es sintácticamente la atribución de 
un adjetivo a un sustantivo, donde el sustantivo es la 
norma jurídica, y el adjetivo inconstitucional. Es se- 
mánticamente la atribución de una cualidad a un objeto 
determinado. Objeto inmaterial: norma jurídica Cuali- 
dad: inconstitucional. 


Cuando se valora y se estipula la inconstitucionalidad 
de una norma, solamente se tiene la potestad de recal- 
car, constatar la falta de requisitos. Se emite solamen- 
te un juicio de valor, una valoración, una opinión. 
Pero la emisión de un juicio de valor es solamente eso, 
la constatación de la conveniencia o no de una norma con 
una directriz de constitucionalidad de dicha norma. 
Cuando se emite un juicio de valor, no se tiende necesa- 
riamente a eliminar el objeto valorado. Afirmar que sí es 
posible, es como decir que porque una pintura sea fea, ya 
tiene que desaparecer. Distinto es estipular que debe de 
desaparecer, pero ello es otro juicio de valor. 


Cuando se valora [es decir, cuando se atribuye una cuali- 
dad a un objeto] este objeto no cambia, solo se le agrega 
algo más a la noción que de él se tiene. Cuando se dice 
que un rostro es bello, lo bello no está en el rostro, ya que 
el rostro tiene células, cierta estructura, pero no tiene 
“bello” dentro de sus componentes. Ni cuando se dice que 
un rostro es bello, lo “bello” no se le pega o agrega al ros- 
tro, no hay cambios visibles en él. 


Cuando se dice que un rostro es bello, lo que sucede es 
que a la idea de ese rostro que se aloja en nuestra cabe- 
za, se le adiciona además la idea de bello. Es decir, los 
cambios son mentales no son materiales. 


Igual sucede con la valoración de inconstitucionalidad 
de una norma jurídica. 


Cuando se dice que una norma jurídica es inconstitu- 
cional, lo inconstitucional no está en la norma 
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jurídica, ya que la norma jurídica es una parte 
tinta en el papel y otra parte contenido mental, pe- 
ro no se le agrega más tinta, ni más complementos di- 
rectos,o verbos o sustantivos dentro de sus compo- 
nentes. Ni cuando se dice que una norma jurídica es in- 
constitucional, lo “inconstitucional” no se le pega o 
agrega a la norma, no hay cambios visibles en ella. 


Cuando se dice que una norma jurídica es inconstitu- 
cional, lo que sucede es que a la idea de esa norma ju- 
rídica que se aloja en nuestra cabeza, se le adiciona, ade- 
más, la idea de inconstitucional. Es decir, los cambios 
son mentales no son materiales. 


Lo que ocurre es que como toda valoración, esta tiene que 
hacerse por una persona concreta en un tiempo y espacio 
dados, ya que las valoraciones no existen solas. Y en el 
caso del Sistema Normativo, la valoración de inconsti- 
tucionalidad es una valoración jurídica; es decir, que 
está guiada por normas jurídicas que estipulan: el ór- 
gano jurídico, el procedimiento y el contenido. 


La valoración de inconstitucionalidad de una norma 
jurídica existe solamente cuando la Sala Constitucional, 
siguiendo el procedimiento adecuado, efectúa la atribu- 
ción de esa cualidad, en un tiempo y lugar dados56. Esto 
nos resalta la posibilidad de que sí pueden existir nor- 
mas jurídicas contrarias a la constitución, pero se- 
rá hasta que el Órgano Jurídico Adecuado, siguiendo el 
procedimiento pertinente, declare que son normas jurí- 
dicas inconstitucionales. | 


56 González Solano Gustavo, Semiótica Jurídica. Sobre las inter- 
pretaciones y las argumentaciones jurídicas, San José, Edi- 
torial Investigaciones Jurídicas S.A., 2003, pp. 54-60 
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Segunda posición | 


Analicemos el siguiente caso: 


El Artículo 10 de la Constitución Política establece: 


“... Corresponderá a una Sala especializada de la Corte Su- 
prema de Justicia declarar, por mayoría absoluta de sus 
miembros, la inconstitucionalidad de las normas de 
cualquier naturaleza y de los actos sujetos al Dere- 
cho Público. No serán impugnables en esta vía los actos 
jurisdiccionales del Poder Judicial, la declaratoria de elec- 
ción que haga el Tribunal Supremo de Elecciones y los de- 
más que determine la ley...” 


El Artículo 121 de la Constitución Política establece: 


“..Además de las otras atribuciones que le confiere esta 
Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea 
Legislativa: 1) Dictar las leyes, reformarlas, derogarlas y 
darles interpretación auténtica, salvo lo dicho en el capítu- 
lo referente al Tribunal Supremo de Elecciones...” 


El artículo 88 de la Ley de la Jurisdicción Consti- 
tucional establece: 


“...Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad y 
pronuncien la anulación consecuente de la norma o los ac- 
tos impugnados, producirán cosa juzgada y eliminarán la 
norma o acto del ordenamiento. Esa eliminación regirá a 
partir de la primera vez que se publique el aviso a que se re- 
fiere el artículo 90, lo cual se hará constar en él...” 


¿Qué significa declarar? 
¿Qué significa declarar la inconstitucionalidad? 
¿Es sinónimo de declarar, el verbo eliminar? 


Según la Constitución Política ¿quién tiene la competen- 


cia para eliminar una norma: la Asamblea Legislativa o 
la Sala IV? 


¿Es constitucional El artículo 88 de la Ley de la Jurisdic- 
ción Constitucional? 
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Una norma jurídica, a diferencia de otros tipos de nor- 
mas, si requieren cambios materiales, para que deje de 
existir, y estos cambios materiales (visibles, perceptibles, 
no solo mentales) son las acciones concretas del órga- 
no encargado de eliminarla, siguiendo algún tipo de 
procedimiento. 


Con toda esta explicación, lo que quiero decir es que, con 
solamente valorar, no se puede pretender, como lo ha he- 
cho la Sala Constitucional, que también pueda eliminar 
normas jurídicas. 


La Sala Constitucional solamente puede valorar y de- 
clarar la inconstitucionalidad de una norma jurí- 
dica. No puede eliminarla. Ya que valorar y manifes- 
tar la declaración de inconstitucionalidad, son ac- 
ciones distintas a eliminar valorar es una operación 
mental, una apreciación mental que requiere la compara- 
ción de una norma con un patrón básico de constituciona- 
lidad. declarar: es manifestar el resultado del proceso, 
es decir, comunicar la valoración. eliminar: no es una 
operación mental ni es manifestar algo, es un hacer, es 
realizar movimientos corporales, conductas para que deje 
de existir una norma. 


Valorar y eliminar son acciones completamente distin- 
tas. Y a la Sala Constitucional solo le está autorizado 
constitucionalmente declarar la valoración de incons- 
titucionalidad de una norma. No le está autorizado 
eliminarla, ya que hacerlo significaría invadir las com- 
petencias del primer poder de la República: la Asam- 
blea Legislativa. 


Por tal motivo, las declaraciones de inconstituciona- 
lidad de la sala constitucional son inconstituciona- 
les ya que están: 


e Atribuyendo facultades que la Constitución no les 
concede 
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e Usurpando funciones correspondientes a otros Pode- 
res del Estado. 

* Dejando de lado las funciones atribuidas por la Cons- 
titución Política. 


B) Noción de metanorma jurídica 


En el lenguaje jurídico, como cualquier tipo de lenguaje, 
dicha labor puede ser llevada a cabo, y de hecho, se efec- 
túa, al utilizar una norma o un conjunto de normas para 
regular otro conjunto de normas, por lo cual es un len- 
guaje metanormativo; es decir, un lenguaje jurídico que 
regula otro lenguaje jurídico. 


En todo ordenamiento jurídico, existen expresiones jurídi- 
cas que son utilizadas para tratar de regular actos y con- 
ductas, pero también existen expresiones jurídicas con las 
cuales se intenta regular la formación, interpretación, 
aplicación y derogación de otras expresiones jurídicas. Es 
decir, normas jurídicas que regulan normas jurídicas. 


Estas expresiones jurídicas tienen por objeto de regu- 
lación otras normas jurídicas. La expresión jurídica que 
regula a otra (u otras) expresión (s) jurídica (s), se deno- 
mina metanorma. En Lógica jurídica, dichas expresio- 
nes reciben el nombre de “metanormas” (meta: más allá). 
Son expresiones jurídicas que tienen como objeto de regu- 
lación otras expresiones y se debe entender que están en 
un plano conceptual mayor, más alto o “por encima” de 
las normas que regulan. 


El proceso de regulación de unas expresiones jurídicas 
por medio de otras normas jurídicas se denomina 
metanormatividad. 


La metanormatividad puede ser de diversos tipos. Así, 
podemos encontrar que existen expresiones jurídicas que 
a su vez regulan la formación de otras expresiones 
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jurídicas y se les llama metafórica o figurativamente, 
“fuentes de Derecho”. 


De igual manera encontramos normas que indican la ma- 
nera correcta y las formas incorrectas de interpretar, 
las expresiones jurídicas. Y expresiones jurídicas que se- 
ñalan la forma de aplicar, derogar o hasta de inven- 
tar (integrar) normas jurídicas. 


Pondré un ejemplo para explicarme mejor: una cosa es 
que una norma señale “Quien diere muerte a una per- 
sona, será penado con doce a dieciocho años de 
prisión”, y efectivamente tenemos a una persona que dio 
muerte a otra persona, y a la cual le asignaremos una pe- 
na de doce años de prisión. Otra discusión muy distinta 
es señalar que: “La norma que dice que quien diere muer- 
te a otra persona, será penado doce a dieciocho años de 
prisión, contradice a otras normas de igual o superior 
rango, por lo cual, no debemos utilizarla en la sentencia.” 


Se observa que la discusión es sutilmente distinta y con 
claras, evidentes y distintas consecuencias, tanto legales 
como lógicas. Por eso es que es necesario reiterar la dife- 
rencia entre de la distinción metodológica que identifica 
clara y tajantemente: 


| Norma reguladora o metanorma 


Norma regulada o normaobjeto 


Otro (mal) ejemplo puede encontrarse en los artículos ini- 
ciales de cada Código, donde se estipulan los Principios o 
Disposiciones Generales, que pretenden regular la parte 
“Especial” de todo Código. 


Algunas de estas normas, en realidad, son metanormas, 
con un rango lógico (y eventualmente jurídico) superior a 
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las normas del mismo Código o Ley que regulan, dado 
que tiene por objeto de regulación al mismo Código. 


Una norma reguladora no es lo mismo que una norma 
regulada. 


Las metanormas, como tales, deben ubicarse en un plano 
conceptual mayor o más “alto” (rango jerárquico mayor) 
que las normas que regula, para que no existan contradic- 
ciones ni eventuales paradojas en el sistema normativo. 


La primera consideración que hay que tomar en cuenta, 
a la hora de elaborar meta-normas, es no caer en la deno- 
minada recursividad jurídica. 


La recursividad es el proceso de estimar que una norma 
jurídica es a la vez la norma reguladora y la norma regu- 
lada. Ello tiene como la confusión de los significados (y 
los planos lingúísticos) que presentan cada tipo de nor- 
mas. El caso típico de recursividad se da cuando se consi- 
dera que las normas y las metanormas se encuentran a 
un mismo nivel lingüístico, cuando, en realidad, no es así. 
En ese caso no se logra dar el llamado “ascenso semánti- 
co” (Quine) por lo que, la regulación de la metanorma se 
devuelve contra ella misma. Es decir, la regulación de la 
metanorma se abarca a sí misma, lo cual usualmente 
anula su función normativa. Si la función de una norma 
es regular a otra norma, a la hora de incluirse ella mis- 
ma dentro de su propia regulación, genera contradiccio- 
nes que bloquean su propio uso. Lo anterior en razón de 
que una metanorma no tiene la función de regularse a 
sí misma, sino que tiene la función de regular a otras 
normas jurídicas, no regular a las metanormas, de la 
cual, ella es un caso. 


De modo gráfico podemos decir que las metanormas tie- 
nen el siguiente esquema: 


EE 
A regula B. 
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Donde, evidentemente, “A” no es igual a “B”. “A” es A, y 
“B” 
es B. 


Si no se considera algo tan obvio, y se estima que se pue- 
de establecer que: 


A regula a A, entonces empezamos con los problemas da- 
do que tal regulación se devuelve contra la norma misma: 


A regula B (donde B también es A) 


A regula a A 


Por poner un ejemplo trivial, pero que nos servirá para 
problemas más detallados, una norma que indique: “Pro- 
hibido prohibir”, es aparentemente una curiosidad lin- 
güística, ya que, primeramente, parece contradictoria 
consigo misma, y de hecho, lo es. Dado que si una norma 
prohíbe prohibir, a ella misma se le debe aplicar lo que 
predica, por lo que no podría prohibir, pero si no puede 
prohibir, ello lleva a que no sirva como norma. 


- Otro caso curioso de esas “recursividades” (el sentido de 
la oración, se devuelve contra la misma oración y la vuel- 
ve contradictoria e inútil), es el siguiente caso: 


“..Un órgano administrativo o judicial inferior requiere de 
una ratificación de un órgano administrativo o judicial su- 
perior para hacer efectivo y válido un acto o decisión. Pero 
el mismo “reglamento” permite que en caso de que el órgano 
superior no avale ni ratifigue lo aprobado por el órgano in- 
ferior, este último [el órgano inferior] pueda aprobarlo, sin 
que en este caso requiera de ratificación...” 


Saltan inmediatamente a la mente las siguientes dudas: 
¿Para qué, entonces, ratificación si siempre el órgano in- 


ferior va tener la posibilidad de aprobar el acto, quiera o 
no quiera, el órgano superior? 
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Un reglamento de ese tipo, evidentemente, contradice la 
misma función reguladora que tiene toda norma jurídi- 
ca, por lo cual, lo que “dicta” va en contra de su propia 
“función” normativa, ya que no regula nada, o lo que re- 
gula lo regula mal. 


Justamente para evitar esa serie de contradicciones y pa- 
radojas, se han establecido una serie de criterios que 
organizan las normas y las metanormas jurídicas. Así, 
todo sistema jurídico se ordena por cuatro criterios: el cri- 
terio lógico, el criterio jerárquico, el criterio de la compe- 
tencia y el criterio temporal. 


El criterio lógico establece que: 


“Toda metanorma regula a una norma jurídica, pero no se 
regula a sí misma”. 


El criterio jerárquico establece toda una serie de rangos, 
dentro de los cuales se estipulan qué metanormas ten- 
drán mayor relevancia, preeminencia o preferencia nor- 
mativa que otras normas. Así se indica que la Constitu- 
ción Política es la norma de mayor rango jerárquico, su- 
perior a los tratados internacionales o las leyes. Que, a su 
vez, los tratados internaciones son superiores a las leyes. 
Que estas, a su vez, son superiores a los reglamentos, etc. 


Si no se acata este criterio jerárquico, puede surgir la re- 
cursividad anteriormente aludida. Dado que, verbigra- 
cia, si se crea una ley que diga que solamente otra ley del 
mismo tipo puede modificarla, la primera ley entraría en 
contradicción con la metanorma (sea un tratado inter- 
nacional o la Constitución Política) que establece el pro- 
cedimiento, forma, modo y condiciones para reformar esa 
norma. Y si, por ejemplo, la Constitución establece que 
cualquier otra ley puede reformar a otra ley, esa Ley “con 
complejo de superioridad” estaría asumiendo un papel (el 
de metanorma) que no le corresponde. 
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Por ello es que entre todos y cada uno de los rangos debe 
existir y persistir un principio básico denominado Prin- 
cipio de Regularidad Jurídica, que establece que en- 
tre los diferentes rangos jerárquicos debe existir una for- 
ma común, “regular” y similar para coordinar, entre sí, 
las normas jurídicas. Su contradicción o violación se de- 
nomina una irregularidad jurídica, y estas pueden ser 
de varios tipos dependiendo del rango violado: 


- Inconstitucionalidad, si se viola el rango constitu- 
cional, 

* Jlegalidad, si se viola el rango legal, 

+» Antirreglamentariedad, si se violan los reglamentos. 


Cada rango normativo usualmente debe y puede regular 
los rangos normativos inferiores, pero no así los superio- 
res. Con lo que, primeramente, debemos distinguir que 
cada rango normativo tiene un “objeto” de regulación que 
son las normas inferiores a ella. Cada norma superior 
que tiene una norma inferior que regular se denomina 
metanorma. 


Por ello se dice que las denominadas recursividades pue- 
den ser de dos tipos: 


* La recursividad en un mismo plano: el error de creer 
que una metanorma y es a la vez la norma objeto; 

* La recursividad en distintos planos: el error de creer 
que una norma es un tipo de metanorma. 


La primera particularidad conceptual que presenta una 
regulación de este tipo, es que no caiga en contradiccio- 
nes lógicas. Y ello se logra cuando las expresiones jurídi- 
cas regulan correctamente a otras expresiones jurídi- 
cas. Dado que A debe regular a B. No puede acontecer 
que A regule a A. De lo cual se explica que nunca puede 
suceder que una norma jurídica se regule a sí misma, da- 
do que ello contradice flagrantemente el concepto mismo 
de “regular”. 
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Y la única prueba de la validez de la posición que sostengo 
la da la contradicción interna de la posición alternativa. 


Si imaginamos la posibilidad de la “autorregulación”; es 
decir, que cualquier expresión jurídica dicte sus propios 
procedimientos de creación, modificación, interpretación, 
aplicación y derogación, permitiríamos la validez de ex- 
presiones jurídicas que anulen su propia función regula- 
dora. Convierte en imposible la sola posibilidad de que 
otra norma, distinta de ella misma, la regule. 


Puede auto dictarse una norma que ninguna otra norma 
la regule. Lo cual viene a contradecir, la idea, finalidad y 
función de la misma norma. Tal autorregulación va en 
contra de la idea misma de normas jerárquicamente “su- 
periores” y normas jerárquicamente “inferiores”. 


Así en caso de que un reglamento sea contradicho por un 
acuerdo o resolución, del citado acuerdo o resolución se 
dice que es antirreglamentario. Pero si un reglamento 
contradice una ley, no se dice que dicha ley es antirregla- 
mentaria, sino al revés, que el reglamento es el que con- 
tradice la ley y como tal ilegal. Si una ley contradice a la 
Constitución Política, dicha ley no es ilegal, sino que es 
inconstitucional, porque contradice la Constitución. 


C) Tipos de metanormas 


Ahora revisemos la situación actual, en nuestro sistema 
jurídico. De igual manera ello confirma el hecho de que es 
imprescindible la existencia de normas “con diferente ni- 
vel lógico-conceptual”. 


1) Fuentes del Derecho: Metanormas de la creación, 
modificación o derogación de otras normas 


a) Metanormatividad de carácter general 


La primera y más importante “norma jurídica” en nues- 
tro sistema normativo es la Constitución Política de la 
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República que tiene, junto con algunos otros documentos 
legales, la triple función de ser ella misma, una norma 
jurídica, contener un conjunto de normas jurídicas, y 
autorizar la creación de otras normas jurídicas, de ran- 
go inferior a ella. Es decir, es una norma jurídica, contiene 
normas jurídicas y es fuente de otras normas jurídicas”, 


Con respecto a los tratados o convenios internacionales la 
Constitución Política regula la existencia, validez y aplica- 
ción de esas normas jurídicas en su artículo 7; es decir, es 
una meta-norma relativa a los tratados internacionalesó8, 


“Artículo 7. Los tratados públicos, los convenios internacio- 
nales y los concordatos, debidamente aprobados por la Asam- 
blea Legislativas?, tendrán desde su promulgación o desde el 
día que ellos designen, autoridad superior a las leyes...” 


En cuanto a las leyes, la Constitución Política establece 
un conjunto de características muy particulares al res- 
pecto, primero su artículo 105: 


“Artículo 105.—La potestad de legislar reside en el pueblo, 
el cual la delega en la Asamblea Legislativa por medio del 
sufragio. Tal potestad no podrá ser renunciada ni estar su- 
jeta a limitaciones mediante ningún convenio ni contrato, 
directa ni indirectamente, salvo por los tratados, conforme 
a los principios del Derecho Internacional. 


57 Véase pág. 152 
58 Véase pág. 170 


59 Artículo 121 inciso 4): Además de las otras atribuciones que le con- 
fiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea 
Legislativa: Aprobar o improbar los convenios internacionales, 
tratados públicos o concordatos. Artículo 140 inciso 10): Son debe- 
res y atribuciones que corresponden conjuntamente al Presidente y 
al respectivo Ministro de Gobierno: Celebrar convenios, tratados 
públicos y concordatos, promulgarlos y ejecutarlos una vez aproba- 
dos por la Asamblea Legislativa...” 
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El pueblo también podrá ejercer esta potestad mediante el 
referendum, para aprobar o derogar leyes y reformas par- 
ciales de la Constitución, cuando lo convoque al menos un 
cinco por ciento (5%) de los ciudadanos inscritos en el pa- 
drón electoral; la Asamblea Legislativa, mediante la apro- 
bación de las dos terceras partes del total de sus miembros, 
o el Poder Ejecutivo junto con la mayoría absoluta de la to- 
talidad de los miembros de la Asamblea Legislativa. 

El referéndum no procederá si los proyectos son relativos a 
materia presupuestaria, tributaria, fiscal, monetaria, credi- 
ticia, de pensiones, seguridad, aprobación de empréstitos y 
contratos o actos de naturaleza administrativa. 

Este instituto será regulado por ley, aprobada por las dos 
terceras partes de la totalidad de los miembros de la Asam- 
blea Legislativa. 

Transitorio único.—Las leyes especiales referidas en los artí- 
culos 105 y 123 de la Constitución Política, aquí reformados, 
deberán dictarse dentro del año siguiente a la publicación de 
esta Ley. Durante este plazo, no entrará en vigor lo aquí dis- 
puesto. (Reformado por Ley N. 8281 del 28 de mayo de 2002 
publicado en La Gaceta del 20 de junto de 2002)”. 


El artículo 121 inciso 1) expresa: 


“Además de las otras atribuciones que le confiere esta 

Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea 
Legislativa... 1) Dictar las leyes, reformarlas, derogarlas y 
darles interpretación auténtica...” 


El artículo 124 indica que: 


“Artículo 124.—Para convertirse en ley, todo proyecto deberá 
ser objeto de dos debates, cada uno en día distinto no conse- 
cutivo, obtener la aprobación de la Asamblea Legislativa y 
la sanción del Poder Ejecutivo; además, deberá publicarse 
en La Gaceta, sin perjuicio de los requisitos que esta Cons- 
titución establece tanto para casos especiales como para los 
que se resuelvan por iniciativa popular y referéndum, según 
los artículos 102, 105, 123 y 129 de esta Constitución.” 


197 


El artículo 129 señala que: 


“Artículo 129. Las leyes son obligatorias y surten efectos 
desde el día que ellas designen, a falta de este requisito, diez 
días después de su publicación en el Diario Oficial... Las ley 
no queda abrogada ni derogada, sino por otra posterior; y 
contra su observancia no puede alegarse desuso ni costum- 
bre o práctica en contrario...” 


Para leyes específicas los artículos 102 inciso 3), 24, 46, 
49, 71, 88, 95,97, 174, 178, 190, todos de la Constitución 
Política60, 


Para Reglamentos específicos: 
El artículo 121 inciso 22 expresa que: 


“Artículo 121. Además de las otras atribuciones que le con- 
fiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la 
Asamblea Legislativa... 22) Darse el Reglamento para su ré- 
gimen interior, el cual, una vez adoptado, no se podrá mo- 
dificar sino por votación no menor de las dos terceras par- 
tes del total de sus miembros...” 


El artículo 140 inciso 18 señala que: 


“Artículo 140. Son deberes y atribuciones que corresponden 
conjuntamente al Presidente y al respectivo Ministro de Go- 
bierno... 18) Darse el Reglamento que convenga para el ré- 
gimen interior de sus despachos y ordenanzas necesarios 
para la pronta ejecución de las leyes...” 


El artículo 191 señala que: 


“Artículo 191. Un estatuto de servicio civil regulará las re- 
laciones entre el Estado y los servidores públicos, con el pro- 
pósito de garantizar la eficiencia de la administración...” 


60 Ver pág. 171. 
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b) Metanormatividad de carácter particularizado 


En innumerables leyes se encuentran expresiones jurídi- 
cas que repiten preceptos constitucionales como lo son los 
artículos 1 y 8 de Código Civil, o el 6.1 de la Ley General 
de la Administración Pública; y otras verdaderas 
metanormas que regulan la relación de todas las nor- 


mas del sistema jurídico, como es el caso del artículo 2 del 
Código Civil: 


“Carecerán de validez las disposiciones que contradigan a 
otra de rango superior...” 


Pero igualmente observamos que la misma ley, define 
una serie de criterios de su propia vigencia, como sucede 
en su artículo 1: 


“Artículo 1. Las fuentes escritas del ordenamiento jurídico 
privado costarricense son la Constitución, los tratados in- 
ternacionales debidamente aprobados, ratificados y publi- 
cados y la ley...” 


Así también señala en su artículo 7 al repetir que: 


“Las leyes entrarán en vigor diez días después de su com- 
pleta y correcta publicación en el diario oficial La Gaceta, 
si en ellas no se dispone otra cosa...” 


El artículo 8 expresa que: 


“... Las leyes sólo se derogan por otras posteriores y contra su 
observancia no puede alegarse desuso ni costumbre o prác- 
tica en contrario. La derogatoria tendrá el alcance que ex- 
presamente se disponga y se extenderá también a todo aque- 
llo que en la ley nueva, sobre la misma materia, sea incom- 
patible con la anterior. 

Por la simple derogatoria de una ley no recobran vigencia 
las que ésta hubiere derogado...” 
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El artículo 6 de la Ley General de la Administración Pú- 
blica (LGAP) señala: 


“Artículo 6. 1. La jerarquía de las fuentes del ordenamien- 
to jurídico administrativo se sujetará al siguiente orden: 
a) La Constitución Política; 

b) Los Tratados Internacionales y las normas de la Comu- 
nidad Centroamericana 

c) Las leyes y los demás actos con valor de ley; 

d) Los decretos del Poder Ejecutivo que reglamentan las 
leyes y los de los otros Supremos Poderes en la. materia 
de su competencia; 

e) Los demás reglamentos del Poder Ejecutivo, los estatu- 
tos y los reglamentos de los entes descentralizados, y 

f) Las demás normas subordinadas a los reglamentos, 
centrales y descentralizadas...” 


El artículo 5 señala: 


2) 


“Artículo 5. Observancia de las normas procesales. Las nor- 
mas procesales son de orden público y, en consecuencia, de 
obligado acatamiento, tanto por el juez como por las partes 
y eventualmente terceros. Se exceptúan de estas reglas las 
normas que, aunque procesales, sean de carácter facultati- 
vo, por referirse a intereses privados de las partes...” 


Metanormas en la interpretación, aplicación 
e integración de otras normas jurídicas 


Primeramente sobre la interpretación del Derecho, nues- 
tra Constitución Política es omisa al respecto, dado para 
los casos particulares de la interpretación de normas ju- 
rídicas relativas a materia electoral, tal y como lo reseña 
en su artículo 102, inciso 3): 


“Artículo 102. El Tribunal Supremo de Elecciones tiene las 

siguientes funciones: 

1) Interpretar en forma exclusiva y obligatoria las disposi- 
ciones constitucionales y legales referentes a la materia 
electoral.” 
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Asimismo, la Asamblea Legislativa mediante el procedi- 
miento de la “interpretación auténtica” que lleva a cabo 
tal labor: 


“Artículo 121. Además de las otras atribuciones que le con- 

fiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la 

Asamblea Legislativa: 

2) Dictar las leyes, reformarlas, derogarlas y darles inter- 
pretación auténtica, salvo lo dicho en el capítulo refe- 
rente al Tribunal Supremo de Elecciones.” 


En cuanto a la aplicación de otras normas jurídicas, es 
clara la función expresada en los artículos 9 y 153 de la 
Constitución Política donde expresa que le corresponde 
al Poder Judicial tres funciones principales: conocer de 
las causas, resolver definitivamente sobre ellas y ejecu- 
tar las resoluciones que pronuncie; sin posibilidad algu- 
na de delegar dichas funciones. A lo cual agrega el artícu- 
lo 154 que el Poder Judicial solamente está sometido a la 
Constitución y a la Ley. 


Pero no hace referencia a ninguna manera, modo, forma 
o principio distinto de aplicación o integración de otras 
normas jurídicas. Y de igual manera no existe en nuestra 
Constitución otra disposición que señale a otro órgano 
constitucional con alguna posibilidad de interpretar nor- 
mas jurídicas, sino que corresponde (en una mala técnica 
jurídica) a cada uno de los rangos jerárquicos, la indica- 
ción de esa posibilidad. 


Así la Ley Orgánica del Poder Judicial señala en su artí- 
culo 5 párrafo tercero que: 


“Los principios generales del Derecho y la Jurisprudencia 
servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo 
de aplicación del ordenamiento escrito y tendrán el ran- 
go de la norma que interpreten, integren o delimiten. 
Cuando se trate de suplir la ausencia y no la insuficien- 
cia de las disposiciones que regulen una materia, dichas 
fuentes tendrán el rango de ley.” 
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De igual forma, en su párrafo segundo señala que: 


“Los tribunales no podrán excusarse de ejercer su autoridad 
o de fallar en los asuntos de su competencia por falta de 
norma que aplicar y deberán hacerlo de conformidad con 
las normas escritas y no escritas del ordenamiento, según la 
escala jerárquica de sus fuentes.” 


El artículo 8 de esta misma ley indica que: 


“Artículo 8. Los funcionarios que administran justicia no 
podrán: 


1) 


2) 


Aplicar leyes ni otras normas o actos de cualquier na- 
turaleza, contrarios a la Constitución Política o al dere- 
cho internacional o comunitario vigentes en el país. 

Si tuviere duda sobre la constitucionalidad de esas nor- 
mas o actos, necesariamente deberá consultar ante la 
jurisdicción constitucional. 

Tampoco podrá interpretarlos ni aplicarlos de manera 
contraria a los precedentes o a la jurisprudencia de la 
Sala Constitucional. 

Aplicar decretos, reglamentos, acuerdos y otras dispo- 
siciones contrarias a cualquier otra norma de rango 
superior...” 


Supuestamente para tales efectos existe un Régimen Dis- 
ciplinario de los juzgadores que “tiene por objeto asegurar 
la eficiencia, corrección y decoro de las funciones enco- 
mendadas al Poder Judicial y garantizar a los ciudada- 
nos una correcta administración de justicia...” (art. 174 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial). 


Así estipula en su artículo 192, inciso 2, como una falta 
grave, el desacatar las obligaciones del artículo 8, incisos 
1 y 2; pero curiosamente en su artículo 199 se establece 
como normativa del procedimiento disciplinario que: 


“Artículo 199. Será rechazada de plano toda queja que se 
refiera exclusivamente a problemas de interpretación de 
normas jurídicas.” (negrita no es del original) 
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26. Análisis. Determine cuáles de las siguientes 
expresiones jurídicas son normas o metanormas 


e Artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública: La 
jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico administra- 
tivo se sujetará al siguiente orden: a) Constitución Política; b) 
Los tratados internacionales y las normas de la Comunidad 
Centroamericana; c) Las leyes y los demás actos con valor de 
ley; d) Los decretos del Poder Ejecutivo que reglamentan las 
leyes y los de los otros Supremos Poderes en la materia de su 
competencia...” 


e Artículo 34 de la Constitución Política: A ninguna ley se le da- 
rá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus 
derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas 
consolidadas. 


e Artículo 3 de la LJC: Se tiene por infringida la Constitución Po- 
lítica cuando ello resulte de la confrontación del texto de la 
norma o acto cuestionado, de sus efectos, o de su interpreta- 
ción o aplicación por las autoridades públicas, con las normas 

y principios constitucionales. 


e Artículo 114 de la LJC. Esta ley rige a partir de su publicación 
y sólo podrá ser modificada por otra destinada expresamente 
a complementar o modificar su texto. 


e Artículo 13 de la LJC: La jurisprudencia y los precedentes de la 
jurisdicción constitucional son vinculantes erga omnes, salvo 
para sí misma. 


e Artículo 14 de la LjC. La Sala Constitucional y su jurisdicción 
estarán sometidas únicamente a la Constitución y a la ley. A 
falta de disposición expresa, se aplicarán los principios del De- 
recho Constitucional, así como los del Derecho Público y Pro- 
cesal generales, o, en su caso, los del Derecho Internacional o 
Comunitario y, además, por su orden, la Ley General de la Ad- 
ministración Pública, la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con- 
tencioso Administrativa y los Códigos Procesales. 


o El Poder Judicial negocia con la compañía “Prisiones Nunca 
Saldrás” S.A., un contrato para que esa última asuma las eje- 
cuciones de las sentencias penales de prisión, ya que dicha 
compañía dispone de celdas, espacio físico y guardas que 
pueden asegurar la vigilancia y custodia de los presos; y sobre 
todo, el costo es muchísimo menor de lo que le costaría nor- 
malmente al Poder Judicial. ¿Es posible tal contratación? 
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Sección Segunda: 
Tipos de regularidad jurídica y 
de irregularidades jurídicas 


A) La constitucionalidad y la 


inconstitucionalidad jurídica 


Lo que resalta primeramente es la presencia de dos me- 
tanormas constitucionales; es decir, dos normas jurí- 
dicas que regulan toda la Constitución Política. Y son 
las referidas a la posibilidad de reformar la reformarla, 
sea de manera general, o de manera parcial. 


La reforma general se regula en el artículo 196: 


“ Artículo 196. La reforma general de esta Constitución só- 
lo podrá hacerse por una Asamblea Constituyente convoca- 
da al efecto. La ley que haga esa convocatoria deberá ser 
aprobada por votación no menor de dos tercios del total de 
los miembros de la Asamblea Legislativa y no requiere san- 
ción del Poder Ejecutivo...” 


La reforma parcial en el artículo 195: 


61 


“Artículo 195. La Asamblea Legislativa podrá reformar 
parcialmente esta Constitución con absoluto arreglo a las 
siguientes disposiciones: 

1) La proposición en que se pida la reforma de uno o más 
artículos debe presentarse a la Asamblea en sesiones 
ordinarias!, firmada al menos por días diputados; 

2) Esta proposición será leída por tres veces con intervalos 
de seis días, para resolver si se admite o no a discusión. 


Artículo 116 de la Constitución Política señala que la Asamblea 
Legislativa se reunirá cada año el día 1 de mayo , aun cuando no 
haya sido convocada, y sus sesiones ordinarias durarán 6 meses, 
divididas en dos períodos: del 1° de mayo al 31 de julio y del 1° de 
septiembre al 30 de noviembre. Una legislatura comprende las se- 
siones ordinarias y extraordinarias celebradas entre el 1° de mayo 
y el 30 de abril siguiente. 
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3) En caso afirmativo, pasará a una comisión nombrada 
por mayoría absoluta de la Asamblea, para que dicta- 
mine en un término de hasta veinte días hábiles. 

4) Presentado el dictamen, se procederá a su discusión por 
los trámites establecidos para la formación de las le- 
yes62; dicha reforma deberá aprobarse por votación no 
menos de dos tercios del total de los miembros de la 
Asamblea; | 

5) Acordado que procede la reforma, la Asamblea prepa- 
rará el correspondiente proyecto, por medio de una Co- 
misión, bastando en ese caso la mayoría absoluta para 
aprobarlo. 

6) El mencionado proyecto pasará al Poder Ejecutivo; y 
éste lo enviará a la Asamblea con el Mensaje Presiden- 
cial al iniciarse la próxima legislatura ordinaria, con 
sus observaciones, o recomendándolo; 

7) La Asamblea Legislativa, en sus primeras sesiones, dis- 
cutirá el proyecto en tres debates, y si lo aprobare por 
votación no menor de dos tercios de los votos del total 
de los miembros de la Asamblea, formará parte de la 
Constitución, y se comunicará al Poder Ejecutivo para 
su publicación y observancia...” 


El mismo artículo 73 de la Ley de la Jurisdicción Consti- 
tucional recalca dicha situación, 


“Artículo 73. Cabrá la acción de inconstitucionalidad.: 
Ch) Cuando se apruebe una reforma constitucional con vio- 
lación de normas constitucionales de procedimiento. 


De no ser así, cómo sería posible declarar la inconstitu- 
cionalidad de una norma constitucional, por violar otra 
norma constitucional, si no es porque alguna de las dos 
tiene alguna relevancia o rango jerárquico mayor. Y en 
este caso se está afirmando que es precisamente las nor- 
mas constitucionales de procedimiento. 


62 Estipulado en el artículo 124 de la misma Constitución: “...Todo 
proyecto para convertirse en ley debe ser objeto de dos debates, ca- 
da uno en distinto día no consecutivo...” 
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27. Ejercicio. Analice el siguiente argumento. 


Analizando un día una consulta sobre la posibilidad de 
reformar los artículos 195 y 196 de la Constitución Polí- 
tica, me di cuenta que ninguno de estos artículos puede 
ser reformado por los trámites normales de reforma par- 
cial de la Constitución Política dado que se encuentran 
mal ubicados jerárquicamente, en razón de que no perte- 
necen a la Constitución Política. 


Ello es así dado que las normas jurídicas en general, 
cuando regulan normas jurídicas (pueden obviamente re- 
gular otros objetos, como personas, instituciones, dere- 
chos, obligaciones, etc.), ellas solamente pueden regular 
otras normas jurídicas pero de inferior rango. No pueden 
regular normas del mismo rango, ni mucho menos regular 
normas de rangos superiores. Por ello es muy elemental y 
básico el principio que reza que en un sistema jerárquico 
“Una norma superior solamente puede regular a norma 
(s) de inferior rango”. Para regular un Reglamento, se re- 
quiere de una ley o una norma constitucional que regule 
su existencia. Igualmente para regular una ley se requie- 
re de una norma superior [de tipo usualmente constitucio- 
nal] para estipular su procedimiento, órgano encargado y 
materias por tratar. No es posible concebir una norma que 
regule las demás normas del mismo tipo, dado que si lo hi- 
ciera, ella misma entraría en contradicción consigo misma 
y, además, entra en contradicción con otras normas de 
rango superior. 


El primer caso se observa con los artículos 195 y 196 de 
la Constitución Política que regulan la reforma parcial y 
total de la Constitución. Como también ellos se encuen- 
tran ubicados en la misma Constitución, ellos necesaria- 
mente se regularían a ellos mismos. Así, puede acontecer 
que si se quería que solamente una Asamblea Nacional 
Constituyente reforme totalmente la Constitución Políti- 
ca, tal cometido puede modificarse dado que como son nor- 
mas constitucionales, ellas pueden reformarse, sin acudir 
la Asamblea Nacional Constituyente. Para que diga, lo 
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opuesto, por ejemplo, que no se requiere de una Asam- 
blea Nacional Constituyente para reformar totalmente la 
Constitución. El solo hecho de permitir la posibilidad de 
reformar estos artículos de esa manera (sin acudir a la 
Asamblea Nacional Constituyente), contradice justamen- 
te las indicaciones de los mismos artículos. Con lo cual, la 
voluntad originaria de los asambleístas constituyentes 
queda cancelada. Lo cual es una evidente irregularidad 
en el sistema jurídico. 


Este es un caso típico del problema que presenta la nor- 
ma “Prohibido prohibir”. Si es prohibido prohibir, ella 
misma se está prohibiendo a sí misma. Por lo que real- 
mente, no se está prohibiendo el prohibir, lo que quiere 
decir, que sí se puede prohibir... con lo que la regulación 
inicial (“Prohibido Prohibir”) se pierde y auto-cancela 
su propio significado. Igualmente está abierta la posibi- 
lidad para contradecir las indicaciones que señalaron los 
legisladores constitucionales. La contradicción puede, 
tal vez, salvarse diciendo que este artículo tiene un ám- 
bito autónomo de regulación. Pero de la misma manera 
salta la siguiente pregunta a la mente: ¿Para qué, enton- 
ces, una autoridad superior a la Constitución si la nor- 
ma tiene su ámbito propio y la Asamblea Nacional Cons- 
tituyente no va a tener ningún efecto sobre ella? Con lo 
cual, se niega de antemano la misma autoridad de la 
Asamblea y se niega también la necesidad del mismo sis- 
tema de jerarquía. Lo cual claramente no se desea ni se 
quiere hacer. 


Todos estos recovecos surgen del error de confundir el ob- 
jeto regulado [que es la Constitución Política], con la nor- 
ma que regula ese objeto [que es otra norma distinta a la 
Constitución Política]. Al existir esta confusión, se cae in- 
mediatamente en las paradojas como las anteriores: Las 
normas que se regulan a sí mismas, se contradicen a sí 
mismas. Bueno, igual situación, les acontece a los artícu- 
los 195 y 196 de la Constitución Política. Ellas son las dos 
únicas normas jurídicas que se regulan a sí mismas; por 
ende deben contradecirse entre sí mismas. 
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Para desenredar estas paradojas, se debe concebir que 
esos dos artículos, en realidad, no son normas constitu- 
cionales sino, normas superiores a la constitución, 
dado que regulan a la Constitución Política. De otra 
manera, no podrían tener un correcto y real efecto nor- 
mativo. Por lo que considero, y espero que muchos de 
nuestros diputados así lo tomen en cuenta, que, lógica y 
jerárquicamente, dichas normas son necesariamente 
normas superiores a la Constitución Política. Las 
cuales solo pueden ser reformadas por una Asamblea Na- 
cional Constituyente. 


28. Ejercicio. Analice el siguiente argumento 


Recientemente se aprobó la reforma constitucional (Ley 
8281 publicada en La Gaceta N° 118 de 20 de junio de 
2002, que modifica los incisos 1) y 9) del artículo 195 de 
la Constitución Política, y versa sobre la creación del me- 
canismo democrático del referéndum. Tal reforma, aun- 
que bien intencionada, no es posible llevarla a cabo de la 
manera como se efectuó, dado que dicho artículo no es 
una norma jurídica constitucional, a pesar de estar [mal] 
ubicada en nuestra Constitución Política. 


En todo sistema jurídico, las normas jurídicas se organi- 
zan en un sistema de jerarquías, donde, además, hay nor- 
mas jurídicas que regulan otras normas (sea en su modo 
de creación, interpretación, modificación o derogación). 
Para que no haya desórdenes ni contradicciones, la nor- 
ma que regula las otras normas debe ser de un rango je- 
rárquico superior a las normas reguladas y estas, por en- 
de de un rango jerárquico inferior; es decir, que las nor- 
mas superiores regulan las normas inferiores. , 


En el caso del artículo 195, esta norma establece el proce- 
dimiento de reforma parcial de nuestra Constitución Polí- 
tica. De su lectura se aprecia que ese artículo regula la 
Constitución Política, y que quien la regula es el artículo 
195. Como no se puede pensar que ese artículo sea una 
norma de un rango inferior a la Constitución Política 


208 


(dado que sería absurdo suponer que las normas inferio- 
res regulen a las normas superiores), hay que averiguar 
si es posible que sea del mismo rango que la Constitución 
Política, dado que supuestamente no existen normas su- 
periores a la Constitución. 


Pero curiosamente nos encontramos con el siguiente pro- 
blema. Si el artículo 195 regula normas jurídicas de su 
mismo rango, ella misma debe “caer” dentro de sus pro- 
pias directrices, por ser del mismo rango, y dado que no 
puede excluirse de su propia regulación (¡a menos que 
sea otro tipo de norma, pero entonces no serían del mis- 
mo rango!), no se puede aplicar y pierde su función de 
norma. Veámoslo. | 


Si se pretende reformar el artículo 195 de la Constitución 
Política, supuestamente debemos seguir el procedimien- 
to de reforma parcial de la Constitución, dado que dicho 
artículo está en la Constitución. Pero dicho procedi- 
miento de reforma es justamente el estipulado en el mis- 
mo artículo 195. A la hora de seguir ese procedimiento, se 
derogará la normativa que precisamente se está aplican- 
do para establecer los nuevos requisitos. Pero al aconte- 
cer esto, ya no es posible posteriormente verificar la va- 
lidez o no de dicha reforma, ya que la norma que tenía los 
requisitos para corroborar ese cambio fue eliminada, ya 
no existe como norma jurídica válida y vigente, que sirva 
para corroborar el cumplimiento de sus directrices. 


De igual manera, la nueva norma no puede servir de cri- 
terio para establecer la validez de esa nueva reforma, 
precisamente porque nunca se han aplicado. Por lo que 
prácticamente cualquier estudio de esa reforma [¡qué pa- 
radójicamente es la norma que estipula la forma de refor- 
mar las normas constitucionales!] nunca se podrá llevar 
a cabo debidamente. Por lo que nunca se podrá invalidar 
esa reforma en caso de que esté mal reformada, dado que 
no existe el criterio jurídico con el cual compararla; por lo 
que indefectiblemente se tendrá por “validada” y vigente. 


209 


En razón de lo anterior, se puede llegar a la absurda con- 
clusión de que precisamente el artículo que regula las re- 
formas constitucionales nunca se va a poder aplicar a ella 
misma y prácticamente se eliminó la función de esa nor- 
ma que era justamente regular las reformas de la Cons- 
titución. Este mismo problema ya lo enfrentó la Sala 
Constitucional en una curiosa sentencia (voto 1-92), don- 
de no pudo invalidar una mala reforma constitucional, 
con lo cual tuvo por validada y vigente esa “reforma” de 
la Constitución Política. De procederse de esa manera, 
evidentemente se olvida la idea, voluntad y finalidad de 
los asambleístas constituyentes, que era establecer un 
procedimiento formal, estricto, tedioso y riguroso de re- 
forma constitucional, el cual, a su vez, pudiera ser utili- 
zado como parámetro para verificar la validez o no de to- 
das las reformas constitucionales. 


En breve: la norma que regula las reformas constitucio- 
nales no puede regularse a sí misma, y es que precisa- 
mente, lo lógico es que no se regule a sí misma. Si no 
se puede (ni debe) regular a sí misma, no es una norma 
del rango de las demás normas que pretende regular, si- 
no que debe ser de un rango superior a la Constitución 
Política. ¿Normas jurídicas superiores a la Constitución 
Política? ¿Eso existe? A oídos de expertos y hasta de le- 
gos, tal idea parece absurda. Pero la realidad y la lógica 
nos dicen que no lo es. 


Sí hay normas jurídicas superiores a la Constitución Po- 
lítica y justamente son los artículos 195 y 196 errónea- 
mente ubicados en la misma Constitución Política El 
error parece estar en considerar que el artículo 195 por 
estar en la Constitución, sea de la Constitución. El 
artículo 195 establece un procedimiento de reforma para 
la Constitución, no para el procedimiento mismo, ya 
que si se aplica a sí misma, lleva a la contradicción ante- 
riormente indicada. Dicho artículo no se puede consi- 
derar una norma constitucional, a pesar de estar en 
la misma Constitución, sino que tiene un rango superior 
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a la Constitución Política. Son normas jurídicas SUPRA 
[meta] Constitucionales y a quien le corresponde una mo- 
dificación de esos artículos es a la Asamblea Nacional 
Constituyente, no a la Asamblea Legislativa. 


La Constitución Política, por sí misma, también plantea 
una protección al establecer y mantener su propia sobe- 
ranía, relevancia y preeminencia sobre las demás expre- 
siones jurídicas, lo que acarrea implícitamente la idea de 
la existencia de un orden jerárquico necesario entre las 
expresiones jurídicas 


Así señala en su artículo 10 que: 


“Corresponderá a una Sala especializada de la Corte Su- 
prema de Justicia, declarar, por mayoría absoluta de sus 
miembros, la inconstitucionalidad de las normas de cual- 
quier naturaleza...” 


Veremos que tal control de constitucionalidad, plantea 
una paradoja muy simpática, difícil de solventar: 


ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
VOTO 1-92 


SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUS- 
TICIA. San José, a las catorce horas del siete de enero de mil no- 
vecientos noventa y dos. 


Acción de Inconstitucionalidad promovida por Jorge Rodríguez 
Araya, mayor, casado una vez, vecino de Paraíso de Cartago, por- 
tador de la cédula de identidad # 3-194-611 contra la Ley 7128 
del 18 de agosto de 1989, por medio de la cual se aprobó la refor- 
ma a los artículos 10, 48, 105 y 128 de la Constitución Política. 


Resultando: 


I.- Se promueve la acción contra la Ley 7128 del 18 de agosto 
de 1989, que aprobó la reforma a los artículos 10, 48, 105 y 
128 de la Constitución Política. El accionante considera que 
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en la tramitación de esa reforma constitucional se violaron 
trámites sustanciales previstos en la Constitución, por ha- 
ber sido aprobada en primer debate de la segunda legislatu- 
ra por una mayoría menor a la exigida por el artículo 195 in- 
ciso 7” de la Constitución. 


II.-El fundamento de la acción consiste en que hay una inter- 
pretación no apelada del Directorio de la Asamblea Legisla- 
tiva, en sesión de 29 de octubre de 1962, valorada como una 
costumbre legislativa, relativa al trámite de las reformas 
parciales a la Constitución Política, que en cuanto a la ma- 
yoría requerida para la aprobación de los debates en las di- 
ferentes legislaturas señala que: 


“El asunto se dará por discutido, en el trámite de primer de- 
bate, mediante la votación de la mayoría absoluta de los di- 
putados presentes. 


Unicamente en el tercer debate se exige la aprobación por 
votación no menor de los dos tercios del total de los miem- 
bros de la Asamblea.” 


El accionante expresa que esta Sala, por voto número 678-91, 
dispuso que: 


“De la relación de los artículos 119, 124 y 195 inciso 4 de la 
Constitución y del artículo 71 inciso d) del Reglamento de 
- Orden, Dirección y Disciplina Interior de la Asamblea Legis- 
lativa, se desprende que todo proyecto de reforma constitu- 
cional debe ser aprobado, en cada uno de los tres debates, 
por dos terceras partes de la totalidad de los miembros de la 
Asamblea. Según ese ordenamiento, cada debate es autóno- 
mo e independiente de los otros, por lo que la voluntad legis- 
lativa de aprobación de un proyecto debe manifestarse ex- 
presamente en cada uno de ellos, lo que implica, de manera 
- necesaria, que la mayoría específica requerida para cada 
proyecto debe ser alcanzada en cada uno de los tres debates 
y no sólo en el tercero. Por lo tanto la interpretación dada 
por el Directorio de la Asamblea Legislativa actual, siguien- 
do el precedente fijado en la sesión del veintinueve de octu- 
bre de mil novecientos sesenta y dos, de que la mayoría ca- 
lificada de los dos tercios de la totalidad de los miembros de 
la Asamblea Legislativa sólo se requiere en tercer debate 
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cuando se trate de la aprobación de reformas constituciona- 
les, contraviene abiertamente las disposiciones constitucio- 
nales y reglamentarlas precisadas”. 


Lo anterior, conduce al accionante a considerar que la Ley 7128 
es inconstitucional, por haber sido aprobada en primer debate 
de la segunda legislatura por una mayoría menor a la exigida 
por el artículo 195 Inciso 7” de la Constitución. 


I11.-Los magistrados propietarios de esta Sala formularon inhi- 
bitorias, por las razones visibles a folio 16, las que fueron 
rechazadas y quedaron habilitados para el conocimiento de 
la acción, por resolución de las 16:00 horas del 17 de mayo 
de 1991. 


Redacta el Magistrado Piza Escalante y 
Considerando 


I.- Sobre la legitimación del accionante. La acción es admisi- 
ble, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo 
del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, 
pero no porque, como pretende el accionante, se trate de la 
defensa de intereses que atañen a la colectividad en su con- 
junto, sino porque, por la naturaleza del asunto, no existe 
lesión individual y directa; de manera que puede esta Sala 
conocer sobre el fondo de la acción, en la forma que se expo- 
ne de seguido. 


IT.- De lo dispuesto por esta Sala en la sentencia # 678-91 no se 
deriva la inconstitucionalidad de la reforma a la Constitu- 
ción aprobada por la Ley 7128, en virtud de no haberse 
aprobado en primer debate de la segunda legislatura, por 
una mayoría menor a los dos tercios del total de los miem- 
bros de la Asamblea, como supone el accionante, por las ra- 
zones siguientes: 


a) Ni las disposiciones constitucionales del artículo 195 
inciso 4”, ni el 124 párrafo 1° al que aquél se remite, 
obligan a que en cada uno de los tres debates de cada 
proyecto de ley o de reforma de la Carta en primera le- 
gislatura se produzca una votación, ya que sólo se refie- 
ren a su aprobación por la Asamblea Legislativa la cual 
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b) 


c) 


de esta manera, podría ser una sola, menos aún lo ha- 
ce el inciso 7 del 195, el cual únicamente requiere en se- 
gunda legislatura tres debates y la aprobación por vo- 
tación calificada de la Asamblea, sin remisión a norma 
alguna, 


Empero, fue la propia Asamblea, al emitir su reglamen- 
to, de conformidad con el artículo 121 inciso 22) de la 
Constitución [Reglamento que tiene, por definición, el 
valor y los efectos de una ley constitucional' y que cons- 
tituye también un parámetro de constitucionalidad], 
quien ordenó una votación como cierre del primer deba- 
te y, en ciertos casos, del segundo, en el trámite de to- 
do proyecto de Ley y, por ende, también de uno de re- 
forma de la misma Constitución (artículo 45, 46, 56, 57, 
59, 60, 61 y 72 Reglamento de Orden, Dirección y Dis- 
ciplina Interior de la Asamblea Legislativa); 


Esta exigencia reglamentaria de votación, una vez es- 
tablecida, podría válidamente ser interpretada como 
una mera formalidad de cierre del debate y paso al si- 
guiente, en cuyo caso bastaba con una simple votación 
de mayoría, como lo había venido haciendo la Asam- 
blea, mediante una práctica consolidada, desde la deci- 
sión no impugnada del Presidente en sesión del 29 de 
octubre de 1962, pero también podría serlo como un re- 
quisito fundamental, tendiente a fortalecer la rigidez 
de la Constitución y, por ende, la mayor dificultad para 
enmendarla, tal cual ha sido finalmente declarado por 
la Sala, en el ejercicio de su competencia preventiva 
vinculante respecto del trámite de la reforma constitu- 
cional, en la consulta legislativa que fue resuelta por 
sentencia # 678-91, de las 14:16 horas del 27 de marzo 
de 1991. 


ch) De tal manera que las reformas constitucionales adop- 


tadas con anterioridad a la resolución # 678-91 de esta 
Sala no devienen en inválidas por el solo hecho de ha- 
ber sido votadas por la mayoria calificada de dos tercios 
de los miembros de la Asamblea Legislativa únicamen- 
te en el tercer debate jurisprudencia constitu- 
cional de cada legislatura, al estar apoyadas en una 
práctica no necesariamente inconstitucional; 
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d) No obstante, a partir de la interpretación dada ahora 
por la Sala Constitucional como la más correcta de con- 
formidad con las exigencias constitucionales [al ema- 
nar del órgano llamado por la misma Constitución a in- 
terpretarla y aplicarla, y a cuyos precedentes y juris- 
prudencia se reconoce además un valor vinculante erga 
omnes, por su naturaleza y por la norma expresa del 
articulo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional], 
la referida práctica constitucional debe entenderse su- 
perada por dicha interpretación, de manera que, des- 
pués de ella, tanto las reformas constitucionales como, 

-en general las leyes para cuya aprobación sea necesa- 
ria una mayoría calificada, deben contar con ésta en to- 
dos los debates que, por virtud de la Constitución o del 
Reglamento, hayan de concluir mediante votación. 


III. -Finalmente, hay, sin embargo, una razón aún más funda- 
mental que las anteriores, por la cual procede rechazar por 
el fondo la acción. Se trata de una verdadera imposibilidad 
jurídica para que esta Sala anule la Ley 7128 [en la cual se 
dispone su creación y competencias constitucionales], pues 
puede afirmarse que hay por lo menos una norma que no po- 
dría ser declarada inconstitucional, que es precisamente la 
que crea la Sala Constitucional y le atribuye la potestad de 
declarar la inconstitucionalidad, pues si la violación a la 
Constitución Política implica una nulidad absoluta, de ori- 
gen, en el momento en que la Sala la anulara, sería eviden- 
temente nula la sentencia misma en que lo declarase, pues 
no tendría competencia para declarar esa nulidad, constitu- 
yéndose así un círculo vicioso jurídicamente insuperable, en 
vista de que corresponde únicamente a ésta declarar la in- 
constitucionalidad, conforme lo dispone la propia Constitu- 
ción, de manera tal que ningún otro órgano podría hacerlo 
sin violar a su vez la Carta Magna. 


Por tanto: 

Se declara sin lugar la acción. 

R. E. Piza E. Presidente, Jorge Baudrit G., Luis Fernando So- 
lano C., Luis Paulino Mora M., Eduardo Sancho G., Fernan- 
do Del Castillo R., Bernal Aragón B., Marco A. Troyo Corde- 


ro, Secretario. 
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Voto salvado del magistrado Baudrit G. 


El Magistrado Baudrit salva su voto y rechaza de plano la ac- 
ción con base en lo dicho en el Considerando III de la Sentencia 
de mayoría. 


Jorge Baudrit G., Marco Troyo Cordero, Secretario. 


En este voto en particular, lo que aconteció fueron 
tres grandes y graves errores lógicos: 


El primero fue considerar que se generaba un “círculo 
viciosos jurídico insuperable”, dado que al plantear esta 
situación, también se genera otra situación aún más gra- 
ve y que es contraria con la misma Constitución. 


La Sala Constitucional, al no poder anular una norma 
mal hecha, se debe entender que, entonces, la están 
manteniendo tal y como está; es decir, vigente. La 


“imposibilidad” de declararla NULA, hace “validar” 
la norma. Lo cual es un absurdo por dos razones: 


La primera, porque no pueden existir normas que no pue- 
dan ser ANULADAS, dado que si hay normas que no pue- 
den ser usualmente anuladas, solamente puede ser por 
dos razones: o no es una norma común, o está violentán- 
dose el procedimiento normal de aprobación y anulación 
de normas jurídicas. En este primer caso, no se dijo que 
no fuera una norma común, y de hecho es efectivamente 
una norma común, que siguió el tradicional trámite de 
reforma constitucional. Entonces, se violentó el proce- 
dimiento normal de aprobación y anulación de 
normas. Pero ¿por qué no seguir el procedimiento nor- 
mal de anulación de la reforma, supuestamente mal efec- 
tuada? Solo porque es la ley de la Sala Constitucional. 


La segunda razón es que, si se siguiera el anterior “razo- 


namiento”, no era necesario acatar, entonces, ningún pro- 
cedimiento de aprobación de reformas constitucionales. 
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No era necesario cumplir requisito alguno, más aún, pu- 
do haber venido, sin requisitos esenciales como estar 
aprobada en dos legislaturas, o hasta sin mayoría califi- 
cada, y “como no puede la Sala anularla”, ¿se entiende 
que la norma se valida? Obviamente, el primer gran 
error lógico es considerar que la misma Sala Constitucio- 
nal puede analizar su propia ley de creación. En este ca- 
so, debió ser otro órgano distinto a ella, el encargado de 
analizar esa norma, y verificar el procedimiento de apro- 
bación correspondiente. 


El segundo error lógico es considerar que la Sala 
Constitucional puede verificar los requisitos del artículo 
195 de la Constitución Política. Ello, dado que efectiva- 
mente la Sala puede declarar la inconstitucionalidad de 
las leyes, pero ello lo hace con base en las normas de la 
Constitución Política. El hecho de que el artículo 195 
esté (mal) ubicado en la Constitución Política, no 
quiere decir que ciertamente sea de la Constitución Po- 
lítica. Ya hemos afirmado que este artículo y el artículo 
196 no son normas de la Constitución, sino que son nor- 
mas superiores a la Constitución; es decir, no son nor- 
mas constitucionales, ni tampoco puede ser utilizadas 
por la Sala Constitucional para analizar la constituciona- 
lidad de una ley, justamente porque no son normas cons- 
titucionales. 


La Sala Constitucional solamente puede declarar la in- 
constitucionalidad con base en normas de la Constitu- 
ción Política; es decir, normas constitucionales. Otros 
tipos de normas, como en este caso, superiores a ellas, no 
pueden ser utilizadas. Y el único órgano que puede verl- 
ficar la regularidad de esa reforma constitucional con re- 
lación a ese otro tipo de normas [las que son superio- 
res a la Constitución Política], sería la Asamblea Consti- 
tuyente, dado que fue el órgano que creó estas normas. 


El tercer error lógico es que la Sala utiliza una contra- 
dicción para solventar la otra contradicción a la cual no 
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quiere llegar. Es decir, plantea un dilema, en el cual “lo 
menos malo” es quedarse tal y como está. Pero los dilemas, 
se sabe muy bien, no son razonamientos válidos, son tram- 
pas del lenguaje y del pensamiento, los dilemas son fala- 
cias que plantean supuestamente la necesidad de escoger 
las dos posibles soluciones “lógicas”, encubriendo toda una 
serie de consecuencias no queridas. Es una maña verbal. 


Así la Sala indica que: 


“Se trata de una verdadera imposibilidad jurídica para 
que esta Sala anule la ley 7128 [en la cual se dispone su 
creación y competencias constitucionales], pues puede 
afirmarse que hay por lo menos una norma que no 
podría ser declarada inconstitucional, que es preci- 
samente la que crea la Sala constitucional y le atri- 
buye la potestad de declarar la inconstitucionalidad, 
pues si la violación a la Constitución Política implica 
una nulidad absoluta, de origen, en el momento en que la 
Sala la anulara, sería evidentemente nula la sentencia mis- 
ma en que lo declarase, pues no tendría competencia para 
declarar esa nulidad, constituyéndose así un círculo vicioso 
jurídicamente insuperable, en vista de que corresponde 
únicamente a ésta declarar la inconstitucionalidad, 
conforme lo dispone la propia Constitución, de mane- 
ra tal que ningún otro órgano podría hacerlo sin violar a su 
vez la Carta Magna...” 


La contradicción de la Sala es el siguiente: 


Le corresponde a la Sala la declaración de inconstitucio- 
nalidad. 


Pero la misma norma que le autoriza efectuar las decla- 
raciones de inconstitucionalidad no puede ser declarada 
inconstitucional. 


a) Preguntas: ¿acaso esa norma que autoriza las declara- 
ciones de inconstitucionalidad no es una norma 
“común y silvestre”, como las demás? 
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Respuesta: Sí. 


b) Segunda pregunta: ¿Todas las reformas constituciona- 
les pueden ser declaradas inconstitucionales, por el 
procedimiento? 


Respuesta: Sí. 


c) Tercera pregunta: ¿Pero hay una norma que no puede 
ser declarada inconstitucional? 


Respuesta: Sí, la norma que permite llevar a cabo las 
declaraciones de inconstitucionalidad. 


d) Cuarta pregunta: Entonces, esa norma ¿no es tan *co- 
mún y silvestre” como las demás? 


Respuesta: Si, si lo es. 


e) Quinta pregunta: Pero entonces, aquí ¿no hay una 
contradicción? 
Respuesta: Sí. (Una vez demostrada la contradicción, 
no hay que discutir más)... 


Que sucede en normativas de igual rango. Si una ley 
contradice otra ley, o un reglamento contradice otro re- 
elamento, o una norma constitucional contradice otra 
norma constitucional. 


Dentro de cada uno de los rangos, existe el principio de 
vigencia temporal, el cual establece que la normativa 
posterior deroga la normativa anterior: 


29, CASO: 


La Ley de la Jurisdicción Constitucional fue aprobada el 
5 de octubre de 1989 y publicada el 19 de octubre de 1989 
en La Gaceta, dicha ley estipulaba que entraba a regir (te- 
ner vigencia) el día de su publicación y tiene un procedi- 
miento para tramitar las acciones de inconstitucionalidad 
contra las leyes. 
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El Código Procesal Civil fue aprobado por la Asamblea 
Legislativa el 21 de julio de 1989 y publicado el día 3 de 
noviembre de 1989 y estipuló en sus transitorios que ella 
empezaría a regir (tener vigencia) 6 meses después de su 
publicación; es decir, el 3 de mayo de 1990 y tiene un pro- 
cedimiento para tramitar las acciones de inconstituciona- 
lidad contra las leyes. 


El Artículo 129 de la Constitución Política establece: 


“...Las leyes son obligatorias y surten efectos desde el día 
que ellas designen; a falta de este requisito, diez días des- 
pués de su publicación en el Diario Oficial. 

Nadie puede alegar ignorancia de la ley, salvo en los casos 
que la misma autorice. 

No tiene eficacia la renuncia de las leyes en general, ni la 
especial de las de interés público. 

Los actos y conventos contra las leyes prohibitivas serán nu- 
los, si las mismas leyes no disponen otra cosa. 

La ley no queda abrogada ni derogada, sino por otra poste- 
rior; y contra su observancia no puede alegarse desuso ni 
costumbre o práctica en contrario...” 


¿Cuál procedimiento para tramitar las acciones de in- 
constitucionalidad contra las leyes está vigente, el proce- 
dimiento de la Ley de la Jurisdicción Constitucional o el 
procedimiento del Código Procesal Civil? 


30. CASO: 


Con los mismos antecedentes del segundo caso y además 
lo siguiente. 


Los diputados, previendo que había dos procedimientos 
establecieron en un transitorio en la Ley de la Jurisdic- 
ción Constitucional el cual indica: “Se deroga el procedi- 
miento para tramitar las acciones de inconstitucionalidad 
contra las leyes estipulado en el Código Procesal Civil...” 


¿Es constitucional tal transitorio? 
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Comentario 


En la Revista IVSTITIA, 149-150 de mayo-junio de 1999, 
salió publicado un artículo que increíblemente ha pasado 
inadvertido para la gran mayoría de los abogados en 
nuestro país y que tiene una de las mayores transcenden- 
cias en el ámbito legal y constitucional. Dicho artículo, 
publicado por el Dr. Luis Baudrit Carrillo, se denomina 
“Algunas competencias e incompetencias de la Sala Cons- 
titucional”. Dentro de los múltiples y valiosos razona- 
mientos del Dr. Baudrit, destaca la afirmación de que el 
Procedimiento de Declaración de Inconstitucionalidad de 
una ley debe regirse actualmente por el Código Procesal 
Civil y no por la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 
Dicha afirmación es completamente correcta y cierta, y 
paso a explicarla de la siguiente manera. 


Según nuestra Constitución Política, las leyes son obli- 
gatorias y surten efectos desde el día que ellas designen. 
Asimismo, la ley queda abrogada o derogada, por otra 
posterior y contra su desuso no puede alegarse ni cos- 
tumbre o práctica en contrario. Esto quiere decir que si 
una ley expresa “Rige desde el momento de su publica- 
ción”, dicha ley existe desde el momento de su publica- 
ción. Igualmente si una ley indica: “Rige 3 meses des- 
pués de su publicación”, tendrá vigencia hasta dentro de 
tres meses. 


En 1989 se presentaron dos proyectos de procedimiento 
para regular el control de constitucionalidad de las leyes. 
Uno regulado en el Código Procesal Civil (CPC) y otro 
mediante la Ley de la Jurisdicción Constitucional (LJC). 
El CPC fue aprobado por la Asamblea Legislativa el día 
21 de julio de 1989, y por el Poder Ejecutivo el 16 de 
agosto de 1989. La Ley de la Jurisdicción Constitucio- 
nal fue aprobada por la Asamblea Legislativa el día 5 de 
octubre de 1989 y por el Poder Ejecutivo el 11 de octu- 
bre de 1989. Hasta este momento parece que la LJC fue 
posterior al CPC. Pero ello no es cierto. 
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De conformidad con nuestra Constitución Política, una 
ley para que surta efectos debe ser publicada en el Diario 
Oficial La Gaceta y además ella misma indicará el mo- 
mento en el cual empiezan a surtir sus efectos, es decir la 
- fecha de vigencia. Las leyes no están vigentes cuando se 
aprueban y ratifican por la Asamblea Legislativa y el Po- 
der Ejecutivo, sino como señala la Constitución, cuando 
ellas mismas lo designen. Y es aquí donde se descubre la 
verdad: La Ley de la Jurisdicción Constitucional entra en 
vigencia el día 19 de octubre de 1989, pero el CPC en- 
tró en vigencia 6 meses DESPUÉS, es decir, el 3 de ma- 
yo de 1990, fecha posterior a la LJC, con lo cual de con- 
formidad con nuestra Constitución Política, si las leyes 
posteriores derogan a las leyes anteriores, se ha de tener 
por derogado el procedimiento de declaración de inconsti- 
tucionalidad de la LJC, dado que el CPC, es posterior a 
la LJC. 


Previéndose tal posibilidad, los legisladores señalaron, en 
la LJC, que el procedimiento de inaplicabilidad del CPC, 
se derogaba. Pero cuando entra en vigencia la LJC, tal 
“derogatoria” no se puede realizar, dado que el CPC, no es 
una norma jurídica, no está vigente, no existía jurídica- 
mente, ni siquiera se había publicado (la LJC se publicó 
el 19 de octubre de 1989 y el CPC el 3 de noviembre 
de 1989). El CPC no existía como norma jurídica que pu- 
diera ser “derogada”. Tampoco es lógicamente posible con- 
cebir que la LJC derogara “a futuro”, dicho Código. Tal 
“derogación a futuro” no existe y contradice la misma 
Constitución, porque es claro el principio constitucional 
de que las leyes posteriores derogan las anteriores, pero no 
al revés. No es posible pensar en leyes anteriores que de- 
roguen las posteriores, ello sería una contradicción. 


La única conclusión que se puede inferir es que, con la 
publicación y entrada en vigencia del CPC a partir del 3 
de mayo de 1990, legalmente se derogaron los artículos 
71 al 101 de la LJC. Dicho Código no señala la posibili- 
dad de eliminar normas jurídicas inconstitucionales, sino 
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solamente desaplicarlas. Razón por lo cual, actualmente, 
la Sala Constitucional no puede aplicar normas deroga- 
das ni tampoco puede eliminar una norma jurídica que 
sea inconstitucional, dado que iría en contra de la misma 
Constitución. Por lo cual también es válido afirmar las 
actuales Declaraciones de Inconstitucionalidad de la Sa- 
la Constitucional son inconstitucionales. 


Para fines académicos interpuse una Acción de In- 
constitucionalidad que fue tramitada bajo el expe- 
diente N. 02-005713-0007-CO, donde expuse estos 
mismos argumentos. Dicha acción fue rechazada 
bajo el voto N. 2002-9079, que expuso las siguientes 
consideraciones: 


Voto 2002-9079 de las 15:01 del 18 de setiembre de 2002 
Considerando 


“II. Sobre los problemas de la vigencia de la ley en 
el tiempo. 


El proceso de formación de las leyes está compuesto de 
varias fases. La primera, la fase introductoria o de ini- 
ciativa, consiste en la presentación de un proyecto de ley 
en la Asamblea Legislativa (art. 123 de la Constitución 
Política). Luego siguen las fases de deliberación y reso- 
lución, que suponen la discusión y aprobación del pro- 
yecto en Comisión o en el plenario (art. 124 de la Cons- 
titución Política). La última etapa de ese proceso corres- 
pondiente a la promulgación y publicación de la ley. Den- 
tro de este proceso, la promulgación constituye en con- 
creto la emisión de una Ley, acto sin el cual aquella no 
existiría. El último paso dentro de ese proceso es la pu- 
blicación de la ley, que no tiene que ver con la existencia 
misma de ella, sino con su obligatoriedad. Si bien se pue- 
de distinguir entre ambos momentos —algún sector de la 
doctrina constitucional lo hace, otro no-, en nuestro orde- 
namiento jurídico ambas instituciones coinciden en un 
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solo acto jurídico, pues la promulgación se expresa a tra- 
vés de la publicación de la ley. Así y de conformidad con 
nuestro ordenamiento, la validez de una ley la determina 
la sanción ejecutiva o el resello y la eficacia, su publica- 
ción en el Diario Oficial. En este sentido, la vigencia de la 
ley, su vida o posible aplicación, se extiende a partir del 
plazo señalado al promulgarla, hasta su derogación, ex- 
presa o tácita; hasta cumplir su finalidad, si su conteni- 
do está limitado a determinadas circunstancias o por el 
simple transcurso del tiempo, cuando la misma ley esta- 
blece un plazo de vigencia. En el caso en estudio, cuando 
se aprobó el Código Procesal Civil, el legislador estimó 
necesario diferir la entrada en vigencia algunos meses, 
con el objeto de adecuar la situación jurídica precedente 
a las nuevas normas y causar el menor trastorno posible 
en la vida jurídica y general del país (véase artículo 9 de 
la Ley N° 7130). Ello no significa, sin embargo, que la ley 
como tal no existiera, sino solamente que al momento de 
promulgarse la Ley de la Jurisdicción Constitucional aún 
no era obligatoria; no obstante, sus normas podían ser 
modificadas o incluso derogadas por el legislador, tal y co- 
mo lo hizo al promulgarse la Ley N° 7135. En virtud de 
que lo alegado es un problema de vigencia de leyes en el 
tiempo, y no se dan los presupuestos del artículo 73 de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, la acción resulta 
inadmisible y así debe declararse...” 


Análisis del voto 


Este voto expresa 4 IDEAS: 


1. La primera, que ciertamente el proceso de forma- 
- ción de leyes se compone de las siguientes fases: 


1 Fase introductoria 
ii Fase de deliberación y resolución 
11i Fase de promulgación 
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2. Segunda: La promulgación otorga existencia y 
vigencia a la norma jurídica: 


“Dentro de este proceso, la promulgación constituye en 
concreto la emisión de un Ley, acto sin el cual aquella no 
existiría. El último paso dentro de ese proceso es la publi- 
cación de la ley, que no tiene que ver con la existencia mis- 
ma de ella, sino con su obligatoriedad...” 


3. Tercera: Que en nuestro país la promulgación es 
un único acto: 


“01 bien se puede distinguir entre ambos momentos -al- 
gún sector de la doctrina constitucional lo hace, otro no-, en 
nuestro ordenamiento jurídico ambas instituciones 
coinciden en un solo acto jurídico, pues la promulga- 
ción se expresa a través de la publicación de la ley...” 


Y de igual manera lo reitera el mismo voto: 


“En este sentido, la vigencia de la ley, su vida o 
posible aplicación, se extiende a partir del plazo 
señalado al promulgarla, hasta su derogación, expre- 
sa o tácita; hasta cumplir su finalidad, si su contenido es- 
tá limitado a determinadas circunstancias o por el simple 
transcurso del tiempo, cuando la misma ley establece un 
plazo de vigencia...” 


4. Cuarta idea: que en nuestro sistema jurídico, la 
promulgación de una ley es lo mismo que su pu- 
blicación, lo que le da existencia y validez, aun- 
que no le dé obligatoriedad. 


Con lo cual hay que deducir que la publicación de la ley 
genera los mismos efectos de su promulgación; es decir, 
produce la existencia de la ley, aunque sea otro su mo- 
mento de obligatoriedad o efectividad. 
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Pero en el caso en estudio 


La Ley de la Jurisdicción Constitucional fue: 


-Publicada el 19 de octubre de 1989 en el Diario Ofi- 
cial La Gaceta N° 198, Alcance 35; -Entró en vigencia 
el 19 de octubre de 1989, el mismo día de su publica- 
ción (véase artículo 114 de la misma ley) y 


El Código Procesal Civil fue: 


-Publicado el 3 de noviembre de 1989 en el Diario 
Oficial La Gaceta No. 208, Alcance 35. -Su entrada en 
vigencia fue el 3 de mayo de 1990, dado que, de acuer- 
do con su propia normativa (véase artículo 9 de las Refor- 
mas, derogatorias y vigencia) entraría en vigencia, 6 me- 
ses después de su publicación. 


Como se desprende de su lectura, es un hecho público 
y notorio que el Código Procesal Civil se promulga 
posteriormente a la Ley de la Jurisdicción Consti- 
tucional. 


Por lo que es extraño (y equivocado) que en el voto se 
manifieste que: 


“...En el caso en estudio, cuando se aprobó el Código Pro- 
cesal Civil, el legislador estimó necesario diferir la entra- 
da en vigencia algunos meses, con el objeto de adecuar la si- 
tuación jurídica precedente a las nuevas normas y causar el 
menor trastorno posible en la vida jurídica y general del 
país (véase artículo 9 de la Ley N. 7130). Ello no signifi- 
ca, sin embargo, que la ley [jel Código Procesal Civil!] 
como tal no existiera, sino solamente que al momento 
de promulgarse la Ley de la «Jurisdicción Constitu- 
cional aún no era obligatoria; no obstante, sus normas 
podían ser modificadas o incluso derogadas por el legisla- 
dor, tal y como lo hizo al promulgarse la Ley N° 7135...” 
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Ya que no se puede seriamente afirmar que el Código 
Procesal Civil existiera, cuando se promulgó la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional (el 19 de octubre de 
1989), dado que real y jurídicamente el Código pro- 
cesal Civil no existía, no había sido promulgado, ya 
que fue publicado el 3 de noviembre de 1989; es decir, 
casi un mes después. 


Y si como en el voto se indicó que la Ley existe desde el 
momento de su publicación (que es su momento de 
promulgación), aunque sea otro, el momento de su 
efectiva aplicación, obligatoriedad, o eficacia, es 
ilógico afirmar como se indica en el voto, que: 
“Ello no significa, sin embargo, que la ley [el Có- 
digo Procesal Civil] como tal no existiera...” cuando 
real y jurídicamente hablando no existía, no había sido 
publicada. 


Primera contradicción: 
Por lo que se demuestra la contradicción existente: 


Por un lado, se afirma que las leyes son leyes cuando son 
publicadas (promulgadas), pero a la vez sé afirmar que a 
la fecha de publicación de la Ley de la Jurisdicción Cons- 
titucional [19 de octubre de 1989], el Código Procesal 
Civil, “existía”, ¿aunque no estuviere publicada? 


Lo únicamente válido y correcto que se puede afirmar es 
que verdaderamente el Código Procesal Civil no existía el 
19 de octubre de 1989, porque fue hasta el 3 de NOVIEM- 
BRE de 1989 que fue publicado. 


El error: 


Lo que pudo haber acontecido en el voto, para afirmar lo 
anteriormente dicho, fue que tomó [erróneamente], co- 
mo fecha de la promulgación del Código Procesal Civil 
el 16 de agosto de 1989; es decir, cuando el Poder Eje- 
cutivo apenas reselló el Código, lo cual, es contradictorio 
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con el mismo voto, ya que el mismo voto expresa clara- 
mente que la promulgación de una ley, se da con su 
publicación, aunque sea otro el momento de su obliga- 
toriedad. Y ese momento de la publicación fue el 3 de 
noviembre de 1989, como repito, casi un mes después 
de promulgada la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 


Segunda contradicción: 


Motivo por el cual, también, es un equívoco y una 
contradicción jurídica (que viola el principio de no 
contradicción) afirmar que: 


“no obstante, sus normas [las del Código Procesal Ci- 
vil] podían ser modificadas o incluso derogadas por el le- 
gislador, tal y como lo hizo al promulgarse la Ley N” 7135 
[Ley de la Jurisdicción Constitucional|]...” 


¿Cómo puede modificarse o derogarse una norma 
si no ha sido siquiera publicada; es decir, promul- 
gada, tal y como había señalado en sus considera- 
ciones la misma Sala Constitucional? 


Motivo por el cual reitero que, de conformidad con 
el artículo 129 párrafo quinto de la Constitución 
Política: 


“Artículo 129... La ley no queda abrogada ni derogada, 
sino por otra posterior; contra su observancia no puede 
alegarse desuso, costumbre ni práctica en contrario...” (su- 
brayado y negrilla no es del original). 


Una ley para que tenga vigencia debe ser publicada 
en el Diario Oficial La Gaceta. Y si el Código Procesal Ci- 
vil, como es evidente, público y notorio, tuvo una fecha de 
vigencia posterior (3 de noviembre de 1989) a la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional (19 de octubre de 1989) 
y, sl las leyes posteriores derogan a las leyes anteriores, 
dicho Código derogó el procedimiento de declaración 
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de inconstitucionalidad de una norma jurídica contem- 
plado por la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 


Tercera contradicción 


Por lo que resulta incorrecto afirmar, como se expresa 
en el voto, que: 


“...En virtud de que lo alegado es un problema de vigencia 
de leyes en el tiempo, y no se dan los presupuestos del ar- 
tículo 73 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, la ac- 
ción resulta inadmisible y así debe declararse...” 


Cuando precisamente se dan los presupuestos fácticos y 


jurídicos: 
Presupuestos fácticos: Presupuestos jurídicos: 
(hechos) 
-Aplicación actualmente de una 


El 19 de octubre de 1989 se 

promulgó la Ley de la Juris- | ley derogada. 
dicción Constitucional, mien- 
tras que 


El 3 de noviembre de 1989 se 
promulgó, el Código Procesal 
Civil. 
Es decir, una norma posterior 
que derogó una norma ante- 
rior. 


Violación del Artículo 129 de la 
Constitución Política 


La única conclusión que se puede inferir es que con la pu- 
blicación del Código Procesal Civil a partir del 3 de no- 
viembre de 1989, se derogaron los artículos 86 al 95 de 
la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que fue promul- 
gado, en fecha anterior, es decir, el 19 de octubre de 
1989. Dicho Código contempla la posibilidad de elimi- 
nar normas jurídicas inconstitucionales, sino solamente 
desaplicarlas. Razón por lo cual, actualmente, la Sala 
Constitucional no puede eliminar una norma jurídica que 
sea inconstitucional, dado que estaría aplicando una 


229 


normativa derogada, y de hacerlo iría en contra de la 
misma Constitución Política. 


Artículo 113 inciso c) de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional 


De igual manera se mantiene la situación de que la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional no pudo “de- 
rogar a futuro” el procedimiento de declaración de 
inconstitucionalidad de las normas inconstitucio- 
nales, establecido en el Código Procesal Civil. 


Ya que tal “derogatoria” jurídicamente nunca se puedo 
realizar, dado que cuando entra en vigencia la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional, (19 de octubre de 1989), el 
Código Procesal Civil no existía, no tenía vigencia, no ha- 
bía sido promulgado ni publicado en La Gaceta; es de- 
cir, no existía como norma jurídica que pudiera ser dero- 
gada, en razón de que su publicación y su entrada en vi- 
gencia (es decir, su existencia) fue posterior, fue el 3 de 
noviembre de 1989. 


No es lógica y constitucionalmente posible concebir que la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional derogara “a futuro”, el 
Código Procesal Civil, ya que tal “derogatoria a futuro” 
no la contempla la Constitución, y por el contrario, con- 
tradice la misma Constitución, dado que es claro y evidente 
el principio constitucional estipulado en su artículo 129 de 
que “las leyes posteriores derogan las anteriores”, pero 
no que las leyes anteriores deroguen a las leyes pos- 
teriores, justamente concebir esta última posibilidad aca- 
rrearía una flagrante violación a la Constitución Política. 


Lo cual también conlleva al hecho de que las declarato- 
rias de inconstitucionalidad deben regirse actual- 
mente por el Código Procesal Civil y no por la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional. 


Dicho Código no señala la posibilidad de eliminar 
normas jurídicas inconstitucionales, sino solamente 
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desaplicarlas. Razón por lo cual, actualmente, la Sa- 
la Constitucional no puede eliminar una norma jurídi- 
ca que sea inconstitucional, dado que estaría aplican- 
do una normativa derogada, con ello iría en contra de 
la misma Constitución. 


31. 


Ejercicio. Determine si las siguientes normas son 
constitucionales o no 


El Código Civil señala lo siguiente: ”...Artículo 2 del CPP: De- 
berán interpretarse restrictivamente las disposiciones legales 
que coarten la libertad personal o limiten el ejercicio de un 
poder o derecho conferido a los sujetos del proceso...” 


Artículo 9 de la Constitución Política: El Gobierno de la Repú- 
blica es popular, representativo, alternativo y responsable. Lo 
ejercen tres Poderes, distintos e independientes entre sí: Legis- 
lativo, Ejecutivo y Judicial. Ninguno de los Poderes puede de- 
legar el ejercicio de funciones que le son propias. 


Artículo 121 de la Constitución Política: Además de las otras 
atribuciones que le confiere esta Constitución, corresponde 
exclusivamente a la Asamblea Legislativa: 1) Dictar las leyes, 
reformarlas, derogarlas y darles interpretación auténtica...” 


Artículo 152 de la Constitución Política: El Poder Judicial se 
ejerce por la Corte Suprema de Justicia y por los demás tribu- 


nales que establezca la ley. 


Artículo 154 de la Constitución Política: El Poder Judicial sólo 
está sometido a la Constitución y a la ley. 


Artículo 153 de la Constitución Política: Corresponde al Poder 
Judicial, además de las funciones que esta Constitución le se- 
ñala, conocer de las causas civiles, penales, comerciales, de 
trabajo, y contencioso-administrativas, así como de las otras 
que establezca la ley, cualquiera que sea su naturaleza y la ca- 
lidad de las personas que intervengan; resolver definitivamen- 
te sobre ellas y ejecutar las resoluciones que pronuncie, con la 
ayuda de la fuerza pública si fuere necesario. 


Artículo 10 de la Constitución Política: Corresponderá a una 
Sala especializada de la Corte Suprema de Justicia declarar, 
por mayoría absoluta de sus miembros, la inconstitucionali- 
dad de las normas de cualquier naturaleza...” 
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e Artículo 11 de la Constitución Política: Los funcionarios públi- 
cos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados 
a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arro- 
garse facultades no concedidas en ella. Deben prestar jura- 
mento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes...” 

e Artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública: La 
Administración Pública actuará sometida al ordenamiento ju- 
rídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos 
servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la 
escala jerárquica de sus fuentes. 


B) La conformidad con los tratados y convenios 
internacionales 


En cuando a la aprobación y vigencia del Derecho Inter- 
nacional, en nuestro país, son dos los órganos constitucio- 
nales encargados de su aprobación: la Asamblea Legisla- 
tiva y el Poder Ejecutivo (Presidente y ministro): 


De conformidad con el artículo 121 inciso 4) de la Consti- 
tución Política: 


“Artículo 121. Además de las otras atribuciones que le con- 
fiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la 
Asamblea Legislativa: ...4) Aprobar o improbar los conve- 
nios internacionales, tratados públicos y concordatos.” Y 
al Poder Ejecutivo de conformidad con el artículo 140 in- 
ciso 10): “Artículo 140. Son deberes y atribuciones corres- 
pondientes conjuntamente al Presidente y al respectivo 
Ministerio de Gobierno: ...10) Celebrar convenios, tratados 
públicos y concordatos, promulgarlos y ejecutarlos una vez 
aprobados por la Asamblea Legislativa o por una Asam- 
blea Constituyente, cuando dicha aprobación la exija esta 
Constitución...” 


El Derecho Internacional, sea mediante tratados, conve- 


nios, concordatos u otras denominaciones similares pue- 
de tener en un sistema jurídico, tres posibles ubicaciones: 
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b) Ser de un rango mayor que la Constitución Política. 

c) Ser de un rango igual al de la Constitución Política; 
o su variante, estar incorporada en la Constitución 
Política | 


d) Ser de un rango inferior a la Constitución Política 


En nuestro país, se presentan las opciones b) y c). Ya que 
la regla general se expresa en el artículo 7 de la Consti- 
tución Política. 


Y es que de conformidad con este artículo: 


“Los tratados públicos, los convenios internacionales y los 
concordatos, debidamente aprobados por la Asamblea Le- 
gislativa, tendrán desde su promulgación o desde el día que 
ellos designen, autoridad superior a las leyes. 

Eos tratados públicos y los convenios internacionales refe- 
rentes a la integridad territorial o la organización política 
del país, requerirán aprobación de la Asamblea Legislativa, 
por votación no menor de las tres cuartas partes de la tota- 
lidad de sus miembros, y la de los dos tercios de los miem- 
bros de una Asamblea Constituyente, convocada al efecto...” 


Pero el artículo 5 de la misma Constitución retoma la op- 
ción de darle un rango constitucional a dos tratados espe- 
cíficos. El artículo 5 de la Constitución Política expresa: 


“Artículo 5. El territorio nacional está comprendido entre el 
mar Caribe, el Océano Pacífico y las Repúblicas de Nicara- 
gua y Panamá. 

Los límites de la República son los que determina el Trata- 
do Cañas-Jerez de 15 de abril de 1358, ratificado por el 
Laudo Cleveland de 22 de marzo de 1888, con respecto a Ni- 
caragua, y el Tratado Echandi Montero-Fernández Jaén de 
1 de mayo de 1941 en lo que concierne a Panamá...” 


De igual manera es interesante la existencia de un Tra- 
tado para la Interpretación de los Tratados que, en 
realidad, sería el primer caso de metanormatividad en el 
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ámbito de tratados internacionales, dado que es una se- 
rie de normas jurídicas que señalan la forma de interpre- 
tar TODOS los demás tratados. En buena técnica jurídi- 
ca, solamente una norma superior a los tratados puede 
llevar a cabo esta tarea. De lo contrario se presentarían 
los problemas de recursividad anteriormente indicados. 


C) La legalidad y la ilegalidad 


La ley en nuestro sistema jurídico no tiene un conjunto 
ordenado ni sistemático de normas constitucionales que 
señalen sistemáticamente la forma de creación, modifica- 
ción o creación de ellas. Su elaboración es muy casuísti- 
ca. Como vamos a ver a continuación. En principio, la 
creación, modificación, interpretación auténtica y dero- 
gación de las leyes son competencias exclusivas de la 
Asamblea Legislativa. No existen leyes especiales en el 
sentido de establecer que hay alguna con un mayor gra- 
do de preferencia o jerarquía que otras. Simplemente, 
hay leyes que requieren de requisitos (número de votos) 
más agravados que otros. 


Así, la regla general se estipula en el artículo 121 inciso 
1) de la Constitución Política: 


“Artículo 121. Además de las otras atribuciones que le con- 
fiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la 
Asamblea Legislativa: 1) Dictar las leyes, reformarlas, de- 
rogarlas y darles interpretación auténtica, salvo lo dicho en 
el capítulo referente al Tribunal Supremo de Elecciones. 


El trámite normal se encuentra regulado en el artículo 
124 de la misma Constitución: 


“Artículo 124. Para convertirse en ley, todo proyecto deberá 
ser objeto de dos debates, cada uno en distinto día no con- 
secutivo, obtener la aprobación de la Asamblea Legislativa 
y la sanción del Poder Ejecutivo; además deberá publicar- 
se en La Gaceta, sin perjuicio de los requisitos que esta 
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Constitución establece tanto para casos especiales como para 
los que se resuelvan por iniciativa popular y referéndum, se- 
gún los artículos 102, 105, 123 y 129 de esta Constitución...” 


El artículo 129 indica la obligatoriedad y vigencia de di- 
chas leyes: 
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“Artículo 129. Las leyes son obligatorias y surten efectos 
desde el día que ellas designen, a falta de este requisito, diez 
días después de su publicación en el Diario Oficial... La ley 
no queda abrogada ni derogada sino por otra posterior; con- 
tra su observancia no podrá alegarse desuso, costumbre ni 
práctica en contrario. Por vía de referéndum, el pueblo po- 
drá abrogarla o derogarla, de conformidad con el artículo 
105 de esta Constitución63.” 


“Artículo 105. La potestad de legislar reside en el pueblo, el cual 
la delega en la Asamblea Legislativa por medio del sufragio. Tal 
potestad no podrá ser renunciada ni estar sujeta a limitaciones 
mediante ningún convenio ni contrato, directa ni indirectamente, 
salvo por los tratados, conforme a los principios del Derecho Inter- 
nacional. 

El pueblo también podrá ejercer esta potestad mediante el referén- 
dum, para aprobar o derogar leyes y reformas parciales de la Cons- 
titución, cuando lo convoque al menos un cinco por ciento (5%) de 
los ciudadanos inscritos en el padrón electoral; la Asamblea Legis- 
lativa, mediante la aprobación de las dos terceras partes del total 
de sus miembros, o el Poder Ejecutivo junto con la mayoría abso- 
luta de la totalidad de los miembros de la Asamblea Legislativa. 
El referéndum no procederá si los proyectos son relativos a mate- 
ria presupuestaria, tributaria, fiscal, monetaria, crediticia, de pen- 
siones, seguridad, aprobación de empréstitos y contratos o actos de 
naturaleza administrativa. | 

Este instituto será regulado por ley, aprobada por las dos terceras 
partes de la totalidad de los miembros de la Asamblea Legislativa.” 
Transitorio único. Las leyes especiales referidas en los artículos 
105 y 123 de la Constitución Política, aquí reformados, deberán 
dictarse dentro del año siguiente a la publicación de esta Ley. Du- 
rante este plazo, no entrará en vigor lo aquí dispuesto (Reformado 
por Ley N° 8281 del 28 de mayo de 2002 publicado en La Gaceta 
del 20 de junio de 2002)”. 
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Para leyes específicas 
El artículo 102 inciso 3) menciona que: 


“Artículo 102. El Tribunal Supremo de Elecciones tiene las 
siguientes funciones... 3) Interpretar en forma exclusiva y 
obligatoria las disposiciones constitucionales y legales refe- 
rentes a la materia electoral..” 


El artículo 24 establece que: 


“Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al 
secreto de las comunicaciones. 

Son invtolables los documentos privados y las comunicacio- 
nes escritas, orales o de cualquier otro tipo de los habitan- 
tes de la República. Sin embargo, la ley, cuya aprobación y 
reforma requertrá los votos de dos tercios de los Diputados 
de la Asamblea Legislativa, fijará en qué casos podrán los 
Tribunales de Justicia ordenar el secuestro, registro o exa- 
men de los documentos privados, cuando sea absolutamen- 
te indispensable para esclarecer asuntos sometidos a su co- 
nocimiento. 

Igualmente, la Ley determinará en cuáles casos podrán los 
Tribunales de Justicia ordenar que se intervenga cualquier 
tipo de comunicación e indicará los delitos en cuya investit- 
gación podrá autorizarse el uso de esta potestad excepcional 
y durante cuánto tiempo. Asimismo, señalará las responsa- 
bilidades y sanciones en que incurrirán los funcionarios que 
apliquen ilegalmente esta excepción. Las resoluciones judi- 
ciales amparadas a esta norma deberán ser razonadas y po- 
drán ejecutarse de inmediato. Su aplicación y control serán 
responsabilidad indelegable de la autoridad judicial. 


La Ley fijará los casos en que los funcionarios competen- 
tes del Ministerio de Hacienda y de la Contraloría Gene- 
ral de la República podrán revisar los libros de contabili- 
dad y sus anexos para fines tributarios y para fiscalizar 
la correcta utilización de los fondos públicos. 
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El artículo 46 señala que: 


“Los consumidores y usuarios tienen derecho a la protec- 
ción de su salud, ambiente, seguridad e intereses económi- 
cos, a recibir información adecuada y veraz; a la libertad de 
elección, y a un trato equitativo. El Estado apoyará los or- 
ganismos que ellos constituyan para la defensa de sus dere- 
chos. La ley regulará esas materias...” 


El artículo 49 párrafo final indica que: 


“...La ley protegerá, al menos, los derechos subjetivos y los 
intereses legítimos de los administrados...” 


El artículo 71 reseña que: 


“Artículo 71. Las leyes darán protección especial a las mu- 
jeres y a los menores de edad en su trabajo...” 


El artículo 88 indica que: 


“Artículo 88. Para la discusión y aprobación de proyectos 
de ley relativos a las materias puestas bajo la competencia 
de la Universidad de Costa Rica y de las demás institucio- 
nes de educación superior universitaria, o relacionadas di- 
rectamente con ellas, la Asamblea Legislativa deberá oír 
previamente al Consejo Universitario o al órgano director 
correspondiente de cada una de ellas...” 


El artículo 95 expresa que: 


“Artículo 95. La ley regulará el ejercicio del sufragio, de 

acuerdo con los siguientes principios: 

1) Autonomía de la función electoral; 

2) Obligación del Estado de inscribir de oficio a los ciuda- 
danos en el Registro Civil y de proveerlos de cédula de 
identidad para ejercer el sufragio; 

3) Garantías efectivas de libertad, orden, pureza e impar- 
cialidad por parte de las autoridades gubernativas; 
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4) Prohibición del ciudadano para sufragar en lugar dife- 
rente al de su domicilio; 

5) Identificación del elector por medio de cédula de foto- 
grafía; y 

6) Garantías de representación para. las minorías 


El artículo 97 puntualiza que: 


“Para la discusión y aprobación de proyectos de ley relati- 
vos a materias electorales, la Asamblea Legislativa deberá 
consultar al Tribunal Supremo de Elecciones; para apartar- 
se de su opinión se necesitará el voto de las dos terceras par- 
tes del total de sus miembros...” 


El artículo 174 expresa que: 


“Artículo 174. La ley indicará en qué casos necesitarán las 
Municipalidades autorización legislativa para contratar 
empréstitos, dar en garantía sus bienes o rentas, o enajenar 
bienes muebles o inmuebles...” 


El artículo 178 indica que: 


“ „Artículo 178. El proyecto de presupuesto ordinario será 
sometido a conocimiento de la Asamblea Legislativa por el 
Poder Ejecutivo, a más tardar el primero de septiembre de 
cada año, y la Ley de Presupuesto deberá estar definitiva- 
mente aprobada antes del 30 de noviembre del mismo año...” 


El artículo 190 expresa que: 


“Artículo 190. Para la discusión y aprobación de proyectos 
relativos a una institución autónoma, la Asamblea Legisla- 
tiva oirá previamente la opinión de aquella...” 


Para Reglamentos específicos: 


El artículo 121 inciso 22 expresa que: 


“Artículo 121. Además de las otras atribuciones que le con- 
fiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la 
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Asamblea Legislativa... 22) Darse el Reglamento para su ré- 
gimen interior, el cual, una vez adoptado, no se podrá mo- 
dificar sino por votación no menor de las dos terceras par- 
tes del total de sus miembros...” 


El artículo 140 inciso 18 señala que: 


“Artículo 140. Son deberes y atribuciones que corresponden 

= conjuntamente al Presidente y al respectivo Ministro de Go- 
bierno... 18) Darse el Reglamento que convenga para el ré- 
gimen interior de sus despachos y ordenanzas necesarios 
para la pronta ejecución de las leyes...” 


El artículo 191 señala que: 
“Artículo 191. Un estatuto de servicio civil regulará las re- 


laciones entre el Estado y los servidores públicos, con el pro- 
pósito de garantizar la eficiencia de la administración...” 


Adenda 


A modo de resumen encontrarán el corolario de reglas ló- 
gicas que deberían privar en un sistema jurídico, sea tan- 
to para su creación, modificación y derogación, como su 
interpretación lógica y razonamiento jurídico, para que 
este sea completo o consistente. Ello no excluye otros pro- 
blemas de interpretación no-lógica, que también están 
presentes en el ejercicio jurídico, pero su comprensión, 
explicación y ejercicio, es objeto de estudio de otro campo 
del saber: la semiótica jurídica*!. 


64 GONZÁLEZ SOLANO Gustavo, Semiótica Jurídica. Sobre las 
interpretaciones y las argumentaciones jurídicas, San José, 
Editorial Investigaciones Jurídicas S.A., 2003, 209 pp. 
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1) 


2) 
3) 


4) 


5) 
6) 
7) 


8) 


Reglas lógicas de creación, interpretación, aplicación, 
modificación y derogación de normas jurídicas 
en un sistema jurídico 


Toda norma jurídica puede establecer el procedimien- 
to de creación, modificación o derogación (abreviada- 
mente CMD) de otra norma Jurídica, siempre y cuan- 


-do la norma creadora sea de rango Pera al de la 


norma creada. 

Toda norma creada siempre va a ser de un rango infe- 
rior a la de la norma que establece su CMD. 

Ninguna norma jurídica de igual rango puede estable- 
cer el PCMD de otra norma jurídica de igual rango. 
Ninguna norma jurídica de rango inferior puede esta- 
blecer el procedimiento de PCMD de una norma de 
rango superior. 

Las normas jurídicas creadoras de normas, se denomi- 
narán fuentes del derecho o metanormas. 

Ninguna metanorma se ubicará en el mismo rango je- 
rárquico de la norma que ha creado. 

Ninguna metanorma se ubicará en un rango jerárqui- 
co inferior de la norma que ha creado. 

La reforma de una metanorma seguirá las instruccio- 
nes indicadas en los artículos anteriores. 


Reglas de interpretación y razonamiento con normas jurídicas. 


9) 


Todo vínculo de los elementos de las normas jurídicas 
o entre las mismas normas jurídicas seguirá alguna o 
varias de las siguientes conexiones: 


10) Las normas jurídicas podrán usar las siguientes co- 


nexiones. 


10.1 Disyunción débil: vinculo entre dos o más elemen- 
tos, tal que la ausencia de los dos o todos los ele- 

- mentos necesarios invalida la aplicación de la 
norma. De igual manera, la presencia de alguno 
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de los elementos, e inclusive de todos ellos, válida 
la aplicación de la norma. 

10.2 Disyunción fuerte: vínculo entre dos o más ele- 
mentos, tal que la presencia de uno de ellos y la 
presencia del otro, inválida la aplicación de la 
norma. De igual manera, la presencia de los dos 
elementos más elementos, válida su aplicación. 

10.3 Conjunción: vínculo entre dos o más elementos, 
tal que se hace absolutamente necesario la pre- 
sencia de esos dos o más elementos para validar 
la aplicación de la norma. Invalida la aplicación 
de la norma, la ausencia de alguno o de todos los 

elementos. 

10.4 Condicional: vínculo entre dos elementos tal que 
la presencia del primero de ellos hace necesario 
la presencia del otro, pero no viceversa. 

10.5 Equivalencia: vínculo entre dos elementos tal 
que la presencia del primero elemento hace ne- 
cesaria la presencia del segundo elemento y vice- 
versa. 

10.6 Tautología: vínculo entre dos elementos tal que 
la posibilidad de la presencia de un elemento o 
su contrario, a la vez, origina un sinsentido. 

10.7 Contradicción: vínculo entre dos elementos tal 
que la unión de un elemento y su contrario, a la 
vez, origina un contrasentido. 


11) Los vínculos de condicional o equivalencia regirán los 
razonamientos juridicos. Ello no obsta la posibilidad 
de utilizar también, otros tipos de vínculos. 


12) El modus ponens y el modus tollens serán las reglas 
de utilización del condicional. 


12.1 El modus ponens es la afirmación del primer 


elemento del condicional para obtener el segun- 
do elemento del condicional 
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12.2 El modus tollens es la negación del segundo ele- 
mento para obtener la negación del primer ele- 
mento del condicional. 


13) Las falacias del antecedentes y del consecuente no 
serán aplicables en el razonamiento jurídico válido. 


13.1 La falacia del antecedente es la negación del pri- 
mer elemento del condicional para obtener la 
negación del segundo elemento del condicional 


13.2 La falacia del consecuente es la afirmación del 
segundo elemento del condicional para obtener 
la afirmación del primer elemento del condicio- 
nal. 


14) Las reglas de la ejemplificación universal y de la ge- 
neralización existencial serán aplicables en el razo- 
namiento jurídico válido. 


14.1 La ejemplificación universal es el establecimien- 
to de las cualidades de un cuantificador univer- 
sal a un caso particular 


14.1.1 Un cuantificador universal es el indica- 
dor de la presencia de la totalidad de un 
conjunto. 


14.1.2 Un caso particular es el indicador de un 
sujeto u objeto concreto de dicho conjunto. 


14.2 La generalización existencial es el estableci- 
miento de las cualidades de un caso particular a una 
generalidad parcial. 


14.2.1 Generalidad parcial es el indicador de la 


presencia de una parte de un conjunto, 
no de su totalidad. | 
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15) Las falacias de la falsa generalización y de la falsa 
ejemplificación no serán aplicables en el razonamien- 
to jurídico válido. 


15.1 La falsa ejemplificación es el resultado de atri- 
buir las cualidades de un elemento a todo el con- 
junto de elementos. 


15.2 La falsa ejemplificación es el resultado de atri- 
buir las cualidades de una parte del conjunto de 
elementos, a un elemento específico. 


Conclusión 


Usualmente la parte final de un libro es la demostración 
de dos posibles consideraciones: o que realmente se 
aprendió algo, o que definitivamente se tiene mucho que 
aprender. Espero que este libro, ayude al crear alguna de 
las dos ideas en el lector, sea un poco la primera, pero, es- 
pecialmente la segunda. Por ello, en esta conclusión, no 
puedo destacar ningún logro alcanzado, ya que verdade- 
ramente, el logro no se encuentra en el papel, sino en la 
mente de todos ustedes, los que se tomaron la molestia de 
leer el libro, y reconocer que tal vez, se aprendió algo, pe- 
ro mejor aún, que queda muchísimo por conocer. 
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